Educación y democracia : II Encuentros sobre educación en El Escorial (UCM) : curso organizado por la Fundación Europea Sociedad y Educación by Sancho Gargallo, Miguel Ángel & Esteban Villar, Mercedes de
E
d
u
c
a
c
ió
n
 y
 d
e
m
o
c
ra
c
ia
Educación 
y democracia
II ENCUENTROS SOBRE EDUCACIÓN EN EL ESCORIAL (UCM)
CURSO ORGANIZADO POR LA 
FUNDACIÓN EUROPEA SOCIEDAD Y EDUCACIÓN
La Fundación Europea Sociedad y Educación a
través de su Instituto de Estudios Educativos y
Sociales, organizó en julio de 2004 un curso de verano
de la Universidad Complutense de Madrid en El
Escorial, con el patrocinio de la Consejería de
Educación de la Comunidad de Madrid. 
Bajo el título Educación y democracia se reúnen
las conferencias que allí se pronunciaron, de la mano
de prestigiosos profesores y expertos en las distintas
materias. Desde una perspectiva interdisciplinar y plu-
ral, como consecuencia del estilo de trabajo que orien-
ta la actividad investigadora de la Fundación y de su
Instituto, una idea central preside estas páginas: edu-
cación y democracia podrían constituir las dos caras
de una misma moneda. En ella se inscribirían los desa-
fíos que afectan a ambas: el marco jurídico y constitu-
cional, la adaptación a las necesidades de la ciudada-
nía europea, las exigencias de inversión y de partici-
pación del espacio público y del privado, y el sello
europeo que debe caracterizarlas.
La experiencia del trabajo realizado por Sociedad
y Educación, en aras a lograr el reconocimiento del
papel de la educación en la conquista de más y mejo-
res libertades como garantía de una efectiva igualdad
de oportunidades, supone, en la práctica, salud para
las democracias, dinamismo para las instituciones,
impulso de la participación ciudadana y refuerzo de la
cooperación para la conquista del bien común.
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Prólogo
MERCEDES DE ESTEBAN VILLAR
Directora del Instituto de Estudios Educativos y Sociales
Por segundo año consecutivo, la Fundación Europea Sociedad y
Educación, a través de su Instituto de Estudios Educativos y Sociales,
organizó en El Escorial un curso de verano el mes de julio de 2004.
Con el título Educación, diferencias e identidades en las sociedades
democráticas. Aproximación al tema desde una educación en
libertad, y gracias al patrocinio de la Consejería de Educación de la
Comunidad de Madrid, el Instituto, concebido como departamento
de investigación interdisciplinar de Sociedad y Educación, quiso, una
vez más, responder a su doble vocación: el impulso de foros de
debate plurales, capaces de aunar diferentes sensibilidades, y la
necesidad de abrir nuevas líneas de reflexión sobre la actualidad edu-
cativa, desde la aproximación a aquella realidad social que conforma,
hoy en día, el tejido de las sociedades democráticas europeas. 
Bajo el título Educación y democracia se recogen ahora las con-
ferencias que se pronunciaron con motivo de aquella convocatoria,
con el fin de hacer partícipe a la opinión pública de la idea nuclear
que ha alimentado las tareas de edición realizadas por Sociedad y
Educación: aunque los lectores podrán descubrirla más o menos
velada en los diferentes enfoques y perspectivas que aquí se abor-
dan, dicha idea de fondo mantiene que en la esencia de la convivencia
democrática, se encuentra el equilibrio de los valores fundamenta-
les que inspiran las Constituciones europeas, como reflejo del patri-
monio común de la civilización occidental. Y esos valores sólo se
transmiten, es decir, se enseñan y se aprenden, a través de la edu-
cación de los ciudadanos.
Sin embargo, aunque esto ya es mucho –el deseo de edificar nues-
tros sistemas de educación y formación sobre un horizonte común
de conciliación de valores fundamentales–, no parece, a juicio de los
expertos, del todo suficiente. Los valores no sólo se transmiten
mediante metodologías y técnicas pedagógicas, más o menos sofis-
ticadas, más o menos acertadas o más o menos merecedoras de
revisión, sino que es preciso asegurar, a través de la educación, que
sean del todo interiorizados para que los fundamentos de una ciudadanía
activa puedan apoyarse en la autonomía, el respeto a todas las cre-
encias, culturas y religiones, el juicio crítico, la participación en la
vida de la polis y la capacidad de encontrarnos en la consolidación
de un proyecto democrático de futuro que aspira a alcanzar el bien
común. 
En Sociedad y Educación, desde su planteamiento y fines fun-
dacionales, se ha concebido el ámbito educativo como el depositario,
junto a la familia, de las relaciones primarias donde se teje el mundo
de relaciones de las personas. Además, la calidad de la educación a
ambas instituciones encomendada, aunque sin duda de modo dife-
rente, no es sólo la de sus conocimientos, sino la de la concepción
de la persona y del mundo que reflejan los valores que transfieren. 
La configuración de las actuales sociedades democráticas euro-
peas, plurales y abiertas, la reflexión sobre el concepto de ciudadanía
política y moral y la promoción de un sentimiento cívico común en
Europa, interpelan a las escuelas y a las familias como instrumen-
tos vigorizadores de los derechos y libertades fundamentales. Recien-
temente, el documento de reforma presentado por el Ministerio de
Educación y Ciencia, Una educación de calidad para todos y entre
todos, sometido a la valoración de los agentes educativos mientras
se escriben estas líneas, abunda en esta idea: “Las ventajas de la edu-
cación sólo son comprendidas y deseadas por los alumnos si sus padres
y su entorno social se manifiestan decididamente en ese sentido. De
ahí deriva la necesidad de reforzar la participación familiar en la vida
escolar y la conveniencia de establecer compromisos explícitos
entre centros y familias”. 
Aun siendo estos escenarios los fundamentales, en nuestra
opinión, no son los únicos: los medios de comunicación; los instru-
mentos tecnológicos que condicionan la interpretación de un
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entorno global y multicultural y permiten la creación de nuevas cos-
movisiones; el apoyo de iniciativas y organizaciones públicas y pri-
vadas que, como la nuestra, han aceptado los retos que plantea la
educación del futuro desde diferentes responsabilidades y modos
de participación; las recomendaciones y directrices transnacionales
que orientan los objetivos futuros de los sistemas de educación y for-
mación, obligan más que nunca a cooperar para alcanzar nuevas
metas.
Ese espíritu de cooperación define en gran parte los trabajos
actuales y futuros de Sociedad y Educación, cuya misión estriba en
la promoción, impulso y defensa de una educación en libertad, que
garantice la igualdad de oportunidades al servicio de las personas
y de su plena integración social. Desde una inequívoca perspectiva
europea, nuestro trabajo procurará mejorar las vías de interlocución
con las instituciones europeas; reforzar la colaboración conjunta desde
la contribución plural de cuantas voces se dejan oír en el sector edu-
cativo; sensibilizar a la opinión pública sobre la importancia de la
educación; organizar espacios de coloquio y debate y, finalmente,
asesorar tanto a las instituciones educativas como a las organizaciones
y empresas que deseen comprometerse con la mejora de la calidad
de la educación. 
El Instituto de Estudios Educativos y Sociales definió para esta oca-
sión, con el apoyo de algunos de sus profesores e investigadores, un
marco de análisis basado en varios puntos de partida: la primera
consideración se centró en que el análisis de las tradiciones educa-
tivas y de los modos como se ejerce el derecho a una educación en
libertad en los distintos modelos educativos, es un fenómeno recien-
te. Por ello, marcó como objetivo de este curso una reflexión sobre
el tratamiento que este derecho recibe en los países de la Unión
Europea y el análisis de por qué, en las sociedades democráticas, el
desarrollo de las libertades educativas es una garantía de la igualdad
de oportunidades. La segunda consideración, remite a la paradoja
de haber encomendado particularmente a la educación garantizar
y promover el respeto a las diferencias, y la preservación de las iden-
tidades y, sin embargo, los resultados de la aplicación de los sistemas
de enseñanza reflejan una inquietante ausencia de flexibilidad en
contenidos, métodos, gobierno y coordinación. Por último, pareció
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oportuno reflexionar sobre si, en el contexto de las actuales sociedades
democráticas, la importancia de garantizar la igualdad de oportuni-
dades salvaguardando a su vez las diferencias y opciones legítimas
de los ciudadanos, parece más fácil desde una apuesta por un mayor
desarrollo de las libertades educativas. 
Algunas de las respuestas a estos interrogantes se ofrecen a los
lectores a lo largo de los diferentes capítulos de este libro. Hemos
pretendido, sin ser exhaustivos, presentar nuevas líneas de trabajo
acerca de la repercusión de las transformaciones sociales en los sis-
temas educativos y los nuevos retos que éstas plantean; sobre el reco-
nocimiento del derecho a la educación en los distintos ordenamientos
constitucionales; sobre la necesaria cooperación entre el Estado y la
sociedad en la organización de la enseñanza en España, con especial
atención a la fórmula de los conciertos educativos; sobre la relación
entre la educación cívica y las políticas educativas y los distintos enfo-
ques que, en el marco de los objetivos fijados en el Consejo de Lisboa,
plantea en la actualidad la financiación de la educación. Dejamos a
su juicio el haber colaborado al esclarecimiento de aspectos de gran
importancia para el futuro de nuestros sistemas educativos y de
nuestros sistemas democráticos, tomando como referencia el deseo de
conjugar el binomio educación y democracia como parte de nuestro
progreso social. 
La dirección y secretaría del curso, compartida la primera con
Miguel Ángel Sancho Gargallo, Presidente de Sociedad y Educa-
ción, y con Nazareth Echart en calidad de Secretaria del mismo,
propuso a un prestigioso conjunto de ponentes la posibilidad de par-
ticipar en un foro abierto y plural que contó, desde el principio, con
la implicación del Consejero de Educación de la Comunidad de
Madrid, Excmo. Sr. D. Luis Peral. A todos los que firman en este libro
y a las personalidades que también participaron en las sesiones, que-
remos hacerles llegar nuestro más sincero y unánime agradeci-
miento. 
Igualmente, lo hacemos extensivo a la Universidad Complutense
de Madrid, en las personas de los Vicerrectores que allí nos acom-
pañaron, María Jesús Suárez y Carlos Andradas, a Juan Ferrrera,
director de los cursos de verano, y a Concepción Sacristán, coordi-
nadora, por su contribución al logro de estas sesiones. 
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Además y en última instancia, tanto la disponibilidad del Con-
sejero de Educación de la Comunidad de Madrid y de su equipo, como
la colaboración de su Departamento de Publicaciones, han sido los
instrumentos que hacen ahora posible el que puedan difundirse no
ya este prólogo, sino las valiosas aportaciones que contienen estas
páginas. 
Por último, sólo queda señalar, en nombre de la Fundación,
nuestro reconocimiento a todos los alumnos que participaron en
las discusiones planteadas a lo largo de los cinco días de celebración
de estas jornadas. El interés que manifestaron por los temas pro-
puestos, las intervenciones que se produjeron, las diferentes sen-
sibilidades que allí se reflejaron, su sentido práctico y su contraste
con la realidad del aula desde el intercambio de experiencias, y su
afán de colocar el debate educativo en primer plano, no hacen sino
ratificar que nuevos rumbos marcan ya el futuro de la educación en
España. 
Cada vez más personas confirman que ha aparecido una nueva
ciudadanía que adopta perfiles integradores, dialogantes y coope-
rativos, estilo que esperamos encontrar también, por el bien de
nuestra democracia y de nuestra educación, en los responsables de
la toma de decisiones y en los portavoces de nuestras asociaciones
profesionales de enseñanza. De todos ellos esperamos que reconozcan
en la Fundación Europea Sociedad y Educación su propio escena-
rio de diálogo, su contribución a una visión estratégica de la edu-
cación en el ámbito europeo, mediante el trabajo investigador e
interpretativo de su Instituto, y su espacio de encuentro para afron-
tar los desafíos de calidad, cohesión social, valores democráticos y
construcción europea que tenemos por delante. 
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Presentación
IGNACIO GONZÁLEZ
Vicepresidente Primero de la Comunidad de Madrid
Hace ya tiempo que los poderes públicos se han responsabilizado
de la educación y de sus efectos en lo que se ha llamado “sistemas
educativos”. Esta responsabilidad ha llevado a que, gracias a los esfuer-
zos de los ciudadanos y al continuo impulso de los gobiernos, el acce-
so a la educación se haya universalizado, convirtiéndose en un
derecho básico de todas las personas.
La educación se encuentra hoy en el centro de los desafíos y de
las oportunidades de las sociedades del siglo XXI porque, en la
Sociedad de la Información y el Conocimiento en la que nos encon-
tramos, las personas son el principal capital, y el conocimiento el fac-
tor que las hace ser más competitivas. Por eso, después de haber hecho
de la educación un derecho para todos, sin ningún tipo de discri-
minación, tenemos que plantearnos no ya que nadie quede sin una
enseñanza básica, e incluso superior, sino que esa enseñanza sea cada
vez mejor y sirva para enfrentarse a los múltiples retos que todos,
pero sobre todo los más jóvenes, tendrán que afrontar en el futuro.
Para lograr ese objetivo, el eje central de la gestión educativa no
debe centrarse en el aspecto cuantitativo: cuántos colegios, cuántos
profesores, cuántos alumnos, etc., sino en los cualitativos: la calidad
de la enseñanza que se imparte y la de los medios que se emplean
para ello. 
La educación de calidad para todos se convierte así en un obje-
tivo necesario para el mejor ejercicio de la libertad individual, la rea-
lización personal y el logro de cotas, cada vez más elevadas, de
progreso social y económico.
De igual manera, el adecuado ejercicio del derecho a la edu-
cación requiere del ejercicio de otro derecho fundamental como es,
sin duda, el derecho a la libertad. Libertad de elegir y libertad de
enseñar. Nadie hoy debe poner en duda la capacidad de la persona
para elegir aquello que considera mejor para él y para los suyos,
y en consecuencia debe garantizarse, en el ejercicio del derecho a
la educación, el derecho a elegir aquella que se considere mejor para
sus hijos. Corresponde por tanto a los poderes públicos garantizar
que eso sea así.
Por eso, la educación es un pilar fundamental de la acción del
Gobierno de la Comunidad de Madrid. Desde el respeto más absolu-
to a la igualdad de oportunidades y a la libertad de elección, nuestro
objetivo es conseguir una educación de calidad, en la que nuestros
alumnos concluyan sus estudios con una formación amplia y rigu-
rosa, que les permita competir y realizarse personal y profesional-
mente en cualquier parte del mundo.
Por eso trabajamos cada día en dar respuesta a las necesidades
tradicionales, así como a los nuevos retos. Los grandes desarrollos
urbanísticos suponen nuevos asentamientos de población, predo-
minantemente joven, a los que hay que prestar servicios y dotar de
infraestructuras escolares adecuadas.
También supone un reto importante la escolarización, cada vez
más frecuente, de inmigrantes. La inmigración ordenada, legal y
adaptada a nuestra capacidad de acogida, supone una oportunidad para
nuestra sociedad, que exige esfuerzos de adaptación por ambas par-
tes. La escolarización de inmigrantes nos obliga a poner a su alcance
los medios para su completa integración en nuestra sociedad. Nadie
puede tener menos derechos o estar condenado a ser diferente por
venir de una tradición distinta y, por eso, es necesario que, desde
nuestras escuelas, transmitamos a los inmigrantes los valores de
nuestra sociedad, el respeto a la libertad y los principios constitucio-
nales. La integración de los inmigrantes en nuestro sistema de valores
es la mejor forma de luchar contra su marginación. Pero es también
cierto que ello no debe suponer retraso o pérdida en el nivel de for-
mación de los alumnos madrileños.
La Administración Regional está haciendo un importante esfuerzo
en este ámbito. En los últimos 5 años, el número de alumnos inmigrantes
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ha pasado de 25.000 a 87.000, dándoles una adecuada acogida en nues-
tros centros, públicos y concertados (26%).
Junto a estos importantes aspectos, el reto fundamental al que nos
tenemos que enfrentar es, sin duda, el de la calidad de nuestro siste-
ma educativo. Hoy vivimos en un mundo cada vez más cambiante y
los progresivos avances de una economía y de una sociedad basada
en el conocimiento, y en eso que ha venido a llamarse globalización,
han hecho que se haya acelerado el tiempo histórico.
Todo ello nos obliga a tener muy presente que los estudiantes de
hoy van a tener que enfrentarse a un mundo cada vez más exigente y
con mayor número de competidores. Un mundo donde las barreras del
tiempo, el espacio y la información casi no existen. Por eso, negarles
la posibilidad de tener una enseñanza de calidad, y adaptada a esta
nueva realidad, es ponerles las cosas más difíciles todavía. Y nosotros
no queremos que ello sea así.
La educación es, como decía Cicerón, “el principio en el que des-
cansa la libertad y el engrandecimiento de las sociedades”. Esto, que
muchas veces se ha repetido hasta convertirse en tópico, es una rea-
lidad que debemos tener siempre presente.
La educación de los jóvenes es la mejor política de futuro. Que
esa política sea una realidad es una tarea que incumbe a todos y que
requiere el compromiso de la sociedad, y el ofrecimiento responsable
de los poderes públicos, de los alumnos y de sus familias.
Si queremos prepararnos para el mañana debemos comenzar hoy.
Por eso, para que los más jóvenes puedan prepararse para afrontar
el futuro, creo que todos debemos seguir apostando por mejorar la
calidad.
Ésa ha sido y ésa es nuestra pretensión. Y por ello hicimos una
apuesta decidida por renovar la legislación educativa vigente en nues-
tro país, y apoyar el desarrollo legislativo de una nueva ley de Calidad
Educativa. Lamentablemente, el sectarismo y el uso torticero de la
norma lo han dejado de momento en suspenso, prolongando una
situación nada halagüeña. 
No es mi intención hacer un diagnóstico de la reciente situación
de la educación en España, pero permítanme que, a modo de breve
ejemplo, señale algunos aspectos, para que podamos hacer una
reflexión sobre la misma.
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En primer lugar quiero señalar que, tras la aplicación de la
LOGSE, España alcanzó un importante nivel de fracaso escolar y un
preocupante bajo rendimiento de nuestros alumnos. 
En España, y éste es un dato tremendamente grave, el porcenta-
je de fracaso escolar ha llegado a situarse alrededor del 25%. Quizás
no sea conveniente entrar en comparaciones, pero para hacerse
una idea de lo que ese dato significa, baste decir que el porcentaje
de fracaso escolar en Alemania es de un 7%.
Otro dato que debe hacernos reflexionar es que, a la edad de
15 años, sólo el 60% de los alumnos está matriculado en el curso que
teóricamente corresponde a su edad. Podríamos seguir dando argu-
mentos, como que uno de cada cuatro alumnos abandona sin titu-
lación ni cualificación nuestro sistema educativo, pero creo que
con estas referencias es suficiente para comprobar que no estamos
en la mejor de las situaciones.
Para nosotros esto es muy preocupante y exige tomar medidas
ya que, de lo contrario, se condena a los alumnos a un camino sin
retorno.
El Gobierno Regional no comparte, como es lógico, esta actitud,
y considera que debemos mejorar todo lo que sea susceptible de serlo,
sobre todo en asuntos tan importantes como la educación donde todos,
absolutamente todos, nos jugamos lo que será España en el futuro.
Para ello, consideramos necesario abordar algunas cuestiones
esenciales que inciden directamente en la mejora de la calidad de
la educación.
En primer lugar, tenemos que incidir en un aspecto que me pare-
ce fundamental, como es la revalorización del esfuerzo personal y
la exigencia. Estoy absolutamente convencido de que el esfuerzo y
el exigirse a uno mismo y a los demás, es una condición básica para
mejorar en todos los órdenes de la vida, y por lo tanto, también lo
es para la mejora de la calidad del sistema educativo.
En este sentido, conviene recordar el lema de la Federación de
Enseñantes Belga: “si crees que la educación cuesta, prueba con la
ignorancia”. Y, efectivamente, educarse y formarse cuesta mucho y
requiere de un importante esfuerzo personal, pero la alternativa, la
ignorancia, es a la larga un peso insoportable que marca para toda
la vida.
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No se trata de eliminar las recompensas o el ocio y el entrete-
nimiento de los alumnos, pero una excesiva superprotección y un
alejamiento de la consideración del esfuerzo como instrumento indis-
pensable para el logro de los objetivos personales, lleva a un fraca-
so seguro, en la escuela y en la vida en general, porque sin esfuerzo
no hay aprendizaje, y sin aprendizaje no hay progreso.
Este esfuerzo es, básicamente, individual. No cabe ninguna duda
de que las circunstancias sociales y familiares son factores de pri-
mer orden para propiciarlo, pero el esfuerzo implica una respon-
sabilidad individual que no puede ser sustituida por ningún otro
factor.
En segundo lugar, hay otro factor esencial para impulsar la cali-
dad de nuestro sistema educativo: el de orientar el sistema educativo
hacia los resultados. La cultura del esfuerzo y la mejora de la calidad
están vinculadas a la intensificación de los procesos de evaluación
de los alumnos, y del sistema en su conjunto, de modo que unos y
otros puedan corregir los errores y orientar los procesos de mejora.
No podemos seguir apostando por unos planes educativos
donde rige la filosofía del dogmatismo igualitario, porque ese plan-
teamiento nos ha llevado a confundir la igualdad de oportunidades
en el acceso a todos los niveles de la educación, con la igualdad de
resultados, lo cual ha generado una desmotivación generalizada, tanto
de los profesores como de los propios alumnos, que ven que su esfuer-
zo no obtiene recompensa.
Uno de los objetivos que debemos alcanzar, es que todos y cada uno
de nuestros alumnos obtengan el máximo rendimiento de sus aptitudes,
es decir, que se reduzca sustancialmente el nivel de fracaso escolar y 
mejoren los resultados de la escolarización obligatoria.
Por eso, para que un sistema educativo mejore, se requiere com-
binar las políticas de recursos, las políticas basadas en los procesos y
las políticas basadas en los resultados. Creo que es fundamental incidir
en las tres, y no sólo en alguna de ellas.
Sin embargo, en un intento de simplificación extrema, las
políticas basadas en los recursos han sido consideradas, con dema-
siada frecuencia, como las únicas que legitiman una reforma edu-
cativa y las que, al final, garantizan la calidad, por el mero hecho
de poner más.
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Es algo absolutamente obvio que las responsabilidades que la
sociedad está trasladando al sistema educativo requieren de una sufi-
ciente financiación. Pero también es innegable que esto no es ni
suficiente, ni lo esencial.
De hecho, se ha puesto de manifiesto en numerosos estudios
que un importante número de países que destinan menor gasto
educativo por alumno, obtienen mejores resultados que países que
destinan más dinero. En este tema puede hacerse toda la demagogia
que se quiera, pero hay que ser consecuentes con las teorías que se
formulan, porque podemos caer en la tentación de hacer un discurso
que no se corresponda con la realidad.
Por tanto, debemos destinar el dinero que sea necesario para una
mejor educación, pero también debemos mejorar en otros aspectos,
si queremos hacer de nuestro sistema educativo una referencia que
permita a nuestros alumnos desarrollarse con plenas garantías en un
mundo cada vez más competitivo.
La orientación de nuestro sistema hacia los resultados nos debe
llevar a la introducción de un tercer elemento esencial para impul-
sar la calidad de nuestro sistema educativo: procedimientos de eva-
luación, tanto internos como externos. Sin duda, no todo deberá basarse
en el resultado, pero la identificación de los errores y los aciertos debe
convertirse en un factor fundamental de calidad y de valoración del
esfuerzo personal y de sus recompensas, y en un indicador de hacia
dónde caminar.
En este sentido de mejora de los procesos y de evaluación
debemos centrarnos en algunos aspectos: 
En primer lugar, la eliminación de la promoción automática.
No es comprensible que los alumnos puedan pasar de un curso a
otro sin necesidad de conocer, al menos, las cuestiones básicas de
ese curso. Con este sistema no sólo no estamos haciendo un favor
a los alumnos, sino que estamos condenándolos a un fracaso que,
tarde o temprano, van a tener que asumir. La educación requiere
de procesos escalonados de aprendizaje, de tal suerte que, si uno
de esos procesos no es asimilado por un alumno, difícilmente
podrá aprender el siguiente.
En segundo lugar, es importante que los alumnos se familiaricen
con materias que son cada vez más necesarias para desenvolverse en
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un mundo global. Me refiero a lo que se ha denominado “educación
de futuro”, esto es, la informática y los idiomas. Nuestros alumnos
tienen que estar en condiciones de competir con los de los países
de nuestro entorno y, para ello, resulta indispensable que logren hablar
perfectamente una lengua extranjera que les permita relacionarse,
comunicarse y trabajar con el resto del mundo, además de conocer bien
su lengua materna. 
En tercer lugar, esta preparación de futuro exige estar fuerte-
mente basada en criterios humanísticos, que sirvan de firme soporte
a lo anterior. Es necesario un sistema que permita a los alumnos cono-
cer las realidades más cercanas a su entorno, pero también conocer
y ubicar situaciones de carácter nacional o universal.
Hay cosas básicas que todo alumno debe saber, y no puede aban-
donarse el sistema educativo sin dominar ciertos contenidos gene-
rales y sin haber recibido una preparación global e integral,
independientemente de cual sea la opción que se elija después, ya
sea universitaria o profesional.
Por último, y en cuarto lugar, un factor esencial para conse-
guir la calidad de nuestro sistema educativo es sin duda el forta-
lecimiento de la función directiva, porque si la sociedad, cada
vez en mayor medida, delega responsabilidades en las escuelas,
éstas deben tener los medios necesarios para afrontarlas con
garantías. Ello implica reforzar la autoridad del profesor en el
aula y en el Centro, así como revitalizar el papel esencial de los
mismos como educadores integrales de las personas, y no redu-
cirlos a una mera función de trasladadores de conocimientos, que
ha llevado en muchos casos a convertirlos en meros asalariados de
la enseñanza, en lugar de reconocerles la importante función social
que desempeñan, y cuyo adecuado ejercicio ha de serles también
exigido con todo rigor.
No quiero terminar sin referirme a uno de los principios que con-
sidero más importantes para lograr un sistema educativo de calidad:
que éste sea un sistema de oportunidades para todos. 
Nuestra sociedad, nuestra economía, en definitiva, el futuro de
España, necesita que todos nuestros niños y adolescentes obtengan
del sistema educativo las máximas posibilidades de formación y
cualificación.
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Junto a los esfuerzos de los poderes públicos para procurar la
calidad de la enseñanza, se requiere el esfuerzo y la responsabilidad
de los alumnos, que deben ser estimulados desde la sociedad, desde
la familia, desde el propio sistema educativo, y –cómo no– desde el
compromiso y la participación de los padres.
Para ello, los padres deben poder elegir libremente la educación
que quieren para sus hijos. Y la obligación de los poderes públicos es,
como recoge el artículo 27 de la Constitución, garantizar la libertad
de enseñanza y hacer posibles todas las ofertas educativas, ya sean
públicas, concertadas o privadas.
La educación sostenida con fondos públicos es sin duda abru-
madoramente mayoritaria, si bien es la gestionada directamente
por la administración pública la que más recursos obtiene de la
Administración Regional: un 80%, frente a un 20% de la escuela
concertada. 
Sin embargo, a pesar del enorme esfuerzo presupuestario que rea-
liza la Administración Regional, que supone que 8 de cada 10 alumnos
de enseñanza no universitaria estudien en centros sostenidos con fon-
dos públicos, creemos que es necesario que no se imponga un único mo-
delo educativo. Por decirlo de otro modo, no compartimos el discurso
anticuado y equivocado de quienes mantienen una pugna entre la ense-
ñanza pública y privada.
Nuestro objetivo es lograr la excelencia y la calidad en la educación,
cualquiera que ésta sea. Los poderes públicos debemos conjugar
todos los medios disponibles para conseguirlo y no renunciar a
modelos que funcionan con éxito, y que complementan a la inicia-
tiva pública.
Los padres saben mejor que nadie qué educación quieren para
sus hijos y, como ya dije al principio, deben tener la oportunidad de
elegirla. El que los padres puedan elegir libremente la educación de
sus hijos es un derecho al que las administraciones públicas no pue-
den poner trabas.
Por eso vamos a ser sensibles a las demandas de los padres, que
están expresando a través de sus solicitudes de escolarización que quie-
ren que sus hijos estudien en centros concertados. Más de 7.000 padres
han solicitado en primera instancia plaza en un colegio concertado,
lo que supone cerca del 70% de las solicitudes. 
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Por eso también, desde el Gobierno Regional no vamos a dar
la espalda a la iniciativa social que quiera constituir nuevos centros
concertados, que puedan atender a las demandas no satisfechas, al
igual que ya hacemos nosotros con la dotación de centros públicos
de gestión directa.
Debemos superar las barreras ideológicas respecto al derecho
de la educación para ofrecer a la sociedad un modelo eficaz que favo-
rezca la construcción de una sociedad moderna y de futuro.
En conclusión, nuestro futuro depende de la educación de los
jóvenes y creo que, entre todos, debemos mejorar la educación para
ganar ese futuro. Creo que ése es, en este momento, un gran reto y
una gran responsabilidad.
Desde el Gobierno Regional apostamos claramente por mejorar
la calidad de la educación. Apostamos por avanzar y no por retroceder,
y sabemos que no podemos equivocarnos porque las consecuencias
serían muy graves.
Esperamos y deseamos contar con el apoyo y la comprensión
de todos para lograr ese objetivo. Les deseo que este curso que
ahora se inicia sea un éxito, y que sus conclusiones nos ayuden a
hacer avanzar la educación en la dirección adecuada.
Muchas gracias.
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ILA EDUCACIÓN EN DEMOCRACIA

El derecho a la educación 
en la democracia española
(1978-2004)
JUAN ANTONIO ORTEGA Y DÍAZ-AMBRONA
Ex Ministro de Educación. Letrado Mayor del Consejo de Estado
Siguiendo la sugerencia de los organizadores, nos convoca aquí
el deseo de considerar, a lo largo de un período de tiempo relativamente
corto, qué es lo que ha pasado en la educación durante los últimos vein-
ticinco años, qué desarrollos y mejoras se han producido y si han
sido o no suficientes. En definitiva, cómo ha madurado la educación
en España tras la aprobación y entrada en vigor de la Constitución de
1978 y qué elementos básicos incluye su artículo 27, al que me atrevo
a calificar como “parto dificultoso”. 
A menudo me he preguntado por lo que ha caracterizado en
estos últimos 25 años a las políticas educativas. Yo diría que el penelo-
pismo. Aplicado a este terreno, refleja algo muy similar a lo que hacía
Penélope, “tejer y destejer” mientras, espantando a sus numerosos pre-
tendientes, esperaba a su amado Odiseo. 
Yo pertenecía a UCD cuando se determinó una política educativa,
que falleció cristianamente en 1982 para ser rectificada y aplicada
durante trece largos años por el Partido Socialista, respaldado por diez
millones de votos. Nuevas reformas vinieron desde 1996 con el Partido
Popular, que previsiblemente serán también revisadas con nuevas
propuestas tras la segunda vuelta del Partido Socialista al Gobierno.
Las grandes leyes educativas vigentes se han aprobado básicamente por
iniciativa del Partido Socialista, con la notoria excepción de la Ley de Cali-
dad, que ha originado una polémica de sobra conocida y cuya defensa
hemos escuchado hace un momento en la sesión de apertura por
boca del Vicepresidente Primero de la Comunidad de Madrid.
Esto del penelopismo implica que el discurso en materia edu-
cativa ha venido consistiendo en un cierto “revisionismo”, es decir,
en una afirmación de lo mal que lo hicieron los anteriores, siempre
con vista a dar la vuelta a las cosas. Ahora bien, esto no ha sido lo
que ha pasado normalmente en otras áreas de la política, en las que
han tenido cabida acercamientos, consensos y entendimientos.
Así, cuando se elaboró la Constitución, por ejemplo, no estaba 
claro si el sistema económico de España iba a ser de economía de mer-
cado o un sistema económico centralizado. Ambas posibilidades quedaban
abiertas. Pero el Partido Socialista, al iniciar su etapa de Gobierno en 1982,
consideró que –con ciertas modulaciones– la economía de mercado era
la línea más adecuada para el crecimiento y desarrollo de nuestra socie-
dad. No hubo, pues, giro revisionista de corte penelopista.
En materia política europea ocurre algo parecido: puede haber
pequeñas correcciones, y un partido puede estar más en el corazón de
Europa con franceses y alemanes, o más cerca de los anglosajones y
de los Estados Unidos en la política atlántica. También en política
energética ha existido una cierta convergencia de los partidos, por
ejemplo en el caso de la moratoria nuclear.
Es cierto que en política educativa –y los ponentes me corre-
girán– ha habido alguna aproximación, conseguida fundamentalmente
a través del Art. 27. Pero el desarrollo legislativo en materia de ense-
ñanza no ha gozado de la estabilidad de otras áreas, como demuestra
la pluralidad de leyes, a veces bien contradictorias, que jalonan
nuestra historia educativa: Estatuto de Centros, LODE, LOGSE, LOPEG,
LOCE, etc. Este penelopismo sugiere la necesidad de recordar que los
intereses de la educación deberían estar por encima de los de par-
tido y procurar delimitar áreas de entendimiento, lo suficientemen-
te claras para que, cuando se produzca una alternancia de gobierno,
no se ponga en cuestión todo el sistema educativo.
Por último, y tras las intervenciones que van a seguir a continua-
ción, quiero animar a los asistentes a participar libre y abiertamente en
el debate posterior, y a solicitar de los ponentes cuantas aclaraciones
se estimen necesarias, ya que el tema propuesto, en mi opinión, así lo
merece.
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El derecho a la educación 
en la democracia española 
(1978-2004)
ÁNGEL JOSÉ GÓMEZ MONTORO
Vicerrector y Director del Departamento de Derecho Constitucional
Universidad de Navarra
Es para mí un motivo de especial satisfacción participar de nuevo
en un curso de la Fundación Europea Sociedad y Educación; agradezco
a sus organizadores su invitación y, sobre todo, el esfuerzo por crear
un foro de calidad en el que puedan analizarse con rigor y con un enfo-
que plural algunas de las cuestiones más relevantes –y en algunos casos,
además, acuciantes– de nuestro sistema educativo. Ya adelanto que
no es mucho lo que puedo aportar respecto de los otros dos inte-
grantes de esta mesa redonda, personas que conocen como pocos
lo que ha sido la educación en estos más de 25 años, tanto en su ver-
tiente práctica como en el plano de la reflexión teórica. Por otra parte,
los ponentes disponemos de un tiempo breve, que debe dejar sufi-
ciente margen para un diálogo en el que habrá seguro muchas apor-
taciones interesantes. Por ello, me quiero centrar en lo que me
parece que son algunos de los problemas no resueltos del derecho
a la educación, y ello desde la perspectiva de un constitucionalista.
Afortunadamente los organizadores han tenido el buen sentido de
dedicar varias sesiones del programa a enfoques no jurídicos, que
posiblemente son los más importantes.
Aunque quiero detenerme en algunas cuestiones que considero pro-
blemáticas (y ello no por un desmedido afán de crítica, sino porque me
parece que sesiones como estas no van encaminadas a recrearse en lo
conseguido sino a identificar dónde hay problemas y analizar posibles
soluciones), sería imperdonable no reconocer que el balance de estos
más de veinticinco años es fundamentalmente positivo. Especialmente
positivo, cabría decir, sobre todo si el análisis se hace desde la perspectiva
que ofrece nuestra historia pasada: frente a la Constitución ha puesto
unas bases sólidas sobre las que construir nuestro sistema educativo. Es
verdad que el consenso inicial pareció romperse en algunos momentos
en los que el legislador realizó interpretaciones sesgadas de algunos
de los contenidos del art. 27 de la Constitución pero, como con frecuencia
se ha puesto de relieve, el Tribunal Constitucional ha realizado una impor-
tante labor en la tarea de establecer criterios precisos sobre cómo com-
paginar las libertades educativas con las exigencias del derecho a la edu-
cación, y las libertades de los padres y titulares de centros con las
indeclinables funciones que competen a los poderes públicos. Al mis-
mo tiempo ha limitado, cuando ha sido necesario, los excesos en que
a veces ha incurrido el poder político. El resultado ha sido la plena esco-
larización y una convivencia de centros públicos y privados menos pro-
blemática de lo que algunos podrían –o querrían– pensar.
Hecho este reconocimiento, no puede sin embargo desconocerse
que existen algunos aspectos de nuestro sistema educativo que
arrojan más sombras que luces. Quizás el más relevante de ellos es
–al menos por lo que nos dicen diversos estudios– el de la calidad
de la educación. Se trata de un problema que, por otra parte, no es
sólo de nuestro país. Pienso que la falta de formación y preparación
de los jóvenes va más allá de la educación, al menos entendida
como la formación que se imparte en los centros de enseñanza (y qui-
zás parte del error esté en pensar que todo se puede arreglar legis-
lando, o que se delegue en la escuela una labor que primariamente
corresponde a los padres). Sin embargo, no es ésta una cuestión que
deba abordarse en una Mesa redonda enfocada más bien a las cues-
tiones jurídico–constitucionales.
Pero también desde esta perspectiva existen algunas sombras:
y es que el derecho a la educación sigue siendo objeto de no pocas
batallas ideológicas. Es cierto que el debate político no es malo, y
que en una sociedad plural es lógico que las distintas opciones polí-
ticas aporten soluciones diversas a algunos problemas, pero la
impresión es que no pocas veces no termina de asumirse con todas
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sus consecuencias el marco constitucional. Ésta es la impresión que se
tiene, al menos, cuando se comprueba cómo todo cambio de partido
del gobierno ha llevado consigo sus correspondientes reformas edu-
cativas, reformas que se han hecho habitualmente sin consenso y con
un ruido en los medios de comunicación que no beneficia nada la
búsqueda de soluciones en un tema en el que la sociedad en su con-
junto se juega mucho. Por otra parte, algunas de las cuestiones edu-
cativas se han utilizado como arma arrojadiza frente al adversario
político, y no pocas veces se siguen planteando en términos de con-
frontación las relaciones entre enseñanza pública y enseñanza pri-
vada o se utiliza el concierto educativo como arma de presión política.
Es verdad que las reformas legislativas no han cambiado en lo esen-
cial el sistema diseñado a lo largo de la década de los ochenta, y que,
como ya he destacado, algunos excesos de los poderes políticos han
sido reparados por la jurisprudencia de los tribunales (y el papel en
este ámbito tanto del Tribunal Constitucional como del Tribunal
Supremo ha sido muy relevante), pero no parece que una situación
así sea la ideal.
De hecho, estos cambios legislativos no se han producido en el
desarrollo de otros derechos fundamentales, tampoco en aquellos que
ideológicamente podían ser más problemáticos. Por citar sólo algunos
ejemplos, la ley de protección de los derechos al honor, a la intimidad
y a la propia imagen sigue siendo, sin grandes modificaciones, la apro-
bada en 1982; de 1983 es la ley que regula el derecho de reunión y
por lo que se refiere al derecho de asociación, la ley de 1964 ha
estado en vigor –salvo lo que era incompatible con la Constitución–
hasta la reciente Ley Orgánica 1/2002. Pero incluso otros derechos que
podrían prestarse más a lecturas muy ideologizadas como la libertad
sindical, la libertad de empresa o el derecho de propiedad, tienen
un status relativamente pacífico.
Quizás parte de los problemas derivan de que el art. 27 CE inclu-
ye, si se me permite hablar así, una arquitectura un tanto complica-
da: de un lado, proclama un derecho prestacional; a la vez, se garantiza
un derecho de libertad con varias manifestaciones (creación de 
centros, elección por parte de los padres de la formación que quieren
para sus hijos); y todo ello haciendo efectiva una verdadera igualdad
de oportunidades. Hay, además, importantes títulos de intervención
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de los poderes públicos, a quienes se encomienda la programación
general de la enseñanza, la inspección y homologación del sistema
educativo, etc., existiendo por otra parte un reparto de competen-
cias no siempre pacífico entre el Estado y las Comunidades Autónomas.
Y por si fuera poco, la consecución de dichos objetivos requiere de
abundantes fondos públicos, con frecuencia no disponibles en las
cuantías que serían deseables.
Más allá de las circunstancias coyunturales que influyeron en la
redacción del Texto constitucional, esa pluralidad de contenidos –ese
carácter “pluridimensional” del que con alguna frecuencia se habla–
es una consecuencia necesaria de los distintos bienes e intereses que
concurren en la educación y que, en palabras de nuestro Tribunal Cons-
titucional, se hallan en una “estrecha conexión… derivada de la unidad
de su objeto” (STC 86/1985, FJ 3º). Y creo que aquí está una de las cla-
ves del art. 27 de la Constitución: aunque necesariamente haya tensiones,
el sistema sólo funciona –o al menos sólo funciona de manera consti-
tucionalmente adecuada– cuando se integran las tres dimensiones de
los derechos educativos. Toda visión reductiva en este ámbito lleva,
políticamente, a romper con la voluntad del constituyente, y jurídica-
mente, a ignorar algunos de los principios más importantes y sobre los
que existe un acuerdo generalizado de interpretación de la Constitu-
ción: me refiero a los principios de unidad de Constitución y de concor-
dancia práctica (formulados hace ya tiempo por K. Hesse y asumidos por
nuestro Tribunal Constitucional), que exigen del intérprete el esfuerzo
por integrar los valores en tensión, sin sacrificar unos en beneficio de
otros.
A grandes rasgos, pienso que puede afirmarse que la dimensión
prestacional no presenta especiales problemas en sí misma: hoy
día todo niño en España, también los de los inmigrantes que se
encuentran en situación irregular, tiene una plaza escolar. Existe sin
duda el reto de mejorar la calidad de la educación y la necesidad de
buscar medios para prestar la atención muchas veces grande que
requieren los hijos de inmigrantes. Y ahí todos los actores sociales
y políticos, también desde luego los titulares de centros privados,
deberían estar suficientemente implicados.
Mayores dificultades parecen plantearse en la práctica para
compaginar las libertades educativas con la garantía de la igualdad
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de oportunidades. No son pocos los que entienden que esa verdadera
igualdad sólo se da si todos los centros son públicos. Pero, además de
que en la práctica no todos los centros públicos imparten una edu-
cación de igual calidad, ese sistema no es el querido por el consti-
tuyente que, si bien ha apostado por la igualdad, lo ha hecho de
manera no menos intensa por la libertad de creación de centros y de
elección. Y para que ambos derechos puedan coexistir, es sin duda
imprescindible la financiación pública: si se quiere garantizar una posi-
bilidad efectiva de elección, en plano de igualdad, entre centro públi-
co y privado, es necesario que éste reciba los oportunos fondos
públicos. Diversas son sin duda las formas de llevar a cabo esa finan-
ciación, que lógicamente deberá ir unida a una demanda efectiva (lo
que, por cierto, impide ver en la financiación pública de centros pri-
vados un privilegio para éstos). En España se optó por el sistema de
conciertos, al que se dedicará una jornada entera de este Curso. Se
trata de un modelo que ha servido y que pienso puede seguir sien-
do útil, aunque no pueden obviarse algunos problemas. Uno de ellos,
en el que no me voy a detener, es la necesidad de que efectivamente
la financiación pública cubra los gastos reales. Querría, sin embargo,
aludir a otra cuestión, sin duda más doctrinal pero que tiene impor-
tantes consecuencias prácticas. Me refiero a la tendencia que se
aprecia en algunos autores a entender que el centro concertado, pre-
cisamente por recibir fondos públicos, debe tener un régimen muy simi-
lar al de un centro público. La verdadera división sería, entonces, la
que existe entre centros financiados con fondos públicos y centros
financiados con fondos privados.
Este planteamiento es, desde luego, cuestionable: primero,
porque llevado al extremo podría conducir a un cierto abandono de
los centros privados, que sin duda tienen también que ser fiscalizados
por las autoridades educativas aunque no reciban dinero público.
Pero, sobre todo, puede implicar limitaciones no deseables de los
centros concertados. La Constitución sólo se refiere a los centros finan-
ciados con fondos públicos –estableciendo una cierta equiparación
entre colegios públicos y privados– en relación con la participación
de padres, profesores y alumnos. Más allá, y salvando las medidas de
coordinación que sean necesarias, la percepción de dinero público
no puede servir de pretexto para impedir una verdadera libertad de
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elección por parte de los padres o para obstaculizar que, de acuerdo
con los criterios objetivos que el legislador establezca, el centro
pueda efectivamente seleccionar a aquellos alumnos que, en su
caso, compartan su ideario. La pretendida equiparación de todos los
centros financiados con fondos públicos olvida que en este caso la
financiación no busca la igualdad de oferta, sino la igualdad de
oportunidades en un sistema plural, y que el derecho a la educación
tiene que ver con otras libertades: de expresión, ideológica, religiosa,
derecho de los padres a elegir la formación moral de sus hijos, etc.
Si el dinero público se emplea para justificar la uniformización más
allá de lo razonable, se está rompiendo el equilibrio y no se está
respetando el telos del art. 27 CE. Además, debe pensarse que lo que
está en juego no es sólo, y ni siquiera principalmente, el derecho del
titular del centro a establecer su ideario o a gestionarlo de la mane-
ra que estime más oportuna: se trata, antes que ello, del derecho de
los padres que han elegido un tipo de educación y, muchas veces,
un ideario.
Es evidente que esto no quiere decir que los centros privados,
máxime si reciben fondos públicos, puedan hacer lo que quieran.
A las autoridades educativas les corresponde el ineludible deber de
garantizar que todo centro educativo cumple los requisitos legalmente
previstos, así como un respeto escrupuloso de los derechos funda-
mentales y principios constitucionales, tal y como exige el art. 27.2
CE. Se les deberá exigir, igualmente, que colaboren en tareas como
la inserción de los niños inmigrantes, etc.
Existen, sin embargo, síntomas de que esto no siempre se
entiende así, y permítanme que me limite a la enumeración sucinta
de algunos de ellos, sin que por la premura de tiempo pueda tratarlos
con el detenimiento que sin duda requieren.
Sigue siendo más habitual de lo que sería deseable la contra-
posición entre enseñanza pública y privada, como si no se tratara
de fórmulas complementarias
Desde algunos sectores se insiste machaconamente en que la
enseñanza pública mejoraría si no fuera por los fondos que se destinan
a la enseñanza privada. Y ello sin que se aporten estudios mínimamente
serios que lo demuestren; es más, el dato real es que el puesto escolar
en un centro concertado cuesta menos que en un centro público.
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Aunque deba entenderse en el marco del debate político en que
se producen, no deja de ser grave –y representativo de una cierta men-
talidad– el que en ciertas campañas electorales –especialmente de
ámbito autonómico– el concierto se venga utilizando como arma arro-
jadiza, o se anuncie la supresión de los existentes en determinados
centros por razones meramente ideológicas y al margen del cum-
plimiento o no de los requisitos legalmente exigidos.
Más grave es la plasmación de esta mentalidad en algunas regu-
laciones recientes en al ámbito autonómico que, por vía reglamen-
taria y con dudoso soporte legal, reducen el derecho a la elección
del centro a un derecho a expresar las preferencias y dejan a la
Administración la adjudicación de los alumnos a los centros, muchas
veces sin asegurar que haya un contacto previo entre el colegio y el
alumno y sus padres.
Entiendo que estos planteamientos no son ni respetuosos con
la Constitución ni acordes con las previsiones de los Tratados inter-
nacionales, que apuestan ineludiblemente por conjugar las compe-
tencias del Estado con los derechos de los padres y la libertad de
creación de centros docentes. La Constitución consagra unas liber-
tades que, en cuanto tales, no pueden verse –o al menos no deben
considerarse así ni por los actores políticos ni por los aplicadores del
Derecho– como un mal menor o como algo sospechoso. Se trata de
verdaderos derechos fundamentales, vinculados con la dignidad de
la persona y su libre desarrollo, que deben hacerse plenamente
efectivos por los poderes públicos, sin que de su ejercicio puedan
derivarse consecuencias negativas de ningún tipo (siempre, claro está,
que se respeten los valores constitucionales y los derechos de los
demás).
Se argumenta con frecuencia que se trata de dinero público y
que éste no está para satisfacer los intereses privados. Pero no puede
olvidarse que el art. 27.9 de la Constitución contiene un mandato –“ayu-
darán”– y no una simple posibilidad; mandato que se justifica por
el papel que los centros privados prestan a la sociedad y a la liber-
tad de elección constitucionalmente garantizada. Por otra parte, si bien
es verdad que los fondos públicos no están para financiar los “capri-
chos” privados, no lo es menos que, en un Estado democrático y Social,
quienes los administran no pueden ignorar las preferencias sociales,
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máxime cuando vienen constitucionalmente avaladas y protegidas
de la manera más reforzada: como un verdadero derecho fundamental.
Se debería, por ello, hacer un uso “apolítico” de tales fondos, obje-
tivo este que, en mi opinión y por las razones expuestas, está en buena
medida por conseguir; así parecen evidenciarlo, al menos, los már-
genes de decisión que tienen las administraciones educativas auto-
nómicas según las fuerzas políticas que las controlan. Ya he señalado
que no debe olvidarse que con el dinero público no se trata de favo-
recer tanto a los titulares del centro, como la libertad de elección con
igualdad de oportunidades por parte de los padres. Habrá que garan-
tizar que el colegio concertado no se convierte en un negocio, pero
hay que buscar al mismo tiempo un sistema que permita la igualdad
efectiva en la elección en función del carácter propio del centro.
Entiendo que esa posibilidad de financiación de los centros pri-
vados que cumplan los requisitos legalmente previstos, en nada
puede incidir negativamente en los centros públicos. Si con fre-
cuencia la demanda es superior en el primer caso, lo que habrá que
afrontar de manera ineludible es cómo garantizar la calidad en la ense-
ñanza pública. Los ciudadanos tenemos derecho a exigir que ésta
funcione de manera adecuada, al menos por dos razones: primero,
porque la pagamos con nuestros impuestos; segundo, porque nadie
que quiera una enseñanza neutra y pública debería tener por qué
llevar a sus hijos a colegios privados por falta de calidad en los
públicos.
El art. 1.1 de la Constitución proclama el pluralismo como uno
de los valores superiores del Estado, y como ha escrito A. Fernán-
dez–Miranda con expresión especialmente atinada, “la realidad de
una sociedad pluralista muestra que no hay ciudadanos distintos por-
que haya escuelas diferentes, sino cabalmente todo lo contrario: hay
escuelas distintas y partidos políticos distintos, y medios de comu-
nicación distintos… porque hay ciudadanos con diversas percepciones
de la existencia”. Es necesario que todos hagamos un esfuerzo para
sacar la educación del centro de las batallas políticas. Hace un año pro-
ponía en este mismo contexto la necesidad de un pacto de Estado en
materia de educación. Cuando lo hice, pensé que podía sonar a tópi-
co. Hoy estoy más convencido: a la larga, nos jugamos más que con
la justicia, las pensiones o el terrorismo, por señalar los ámbitos en
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los que este tipo de pactos se han producido. Esta idea no es, por
otra parte, especialmente original. En un artículo publicado en El País
el 15 de septiembre de 1981, quien hoy asume las funciones de
moderador en esta mesa (Juan Antonio Ortega y Díaz–Ambrona) seña-
laba ya “la conveniencia de alcanzar pronto un auténtico pacto
escolar. Las líneas maestras de ese posible pacto están en la Consti-
tución, que proclama al mismo tiempo la libertad de enseñanza, la
gratuidad de la enseñanza obligatoria y la participación de todos los
sectores de la comunidad escolar”. Y el pasado 17 de abril, Roberto
Rey, Director del Centro de Innovación Educativa y antiguo miembro
de la Comisión Permanente del Consejo Escolar del Estado, publi-
caba en ese mismo medio un artículo que llevaba precisamente por títu-
lo “la necesidad de un pacto escolar en España” y en el que afirma que
“es preciso convertir la educación en un asunto de Estado, lo que
implica conseguir una ley para todos y no sólo para el partido gober-
nante”.
Deberían ponerse los medios para que no vuelvan a producirse
situaciones de desconcierto como las que hemos vivido en España
en los últimos años. Por encima de quiénes tengan la culpa (si los
que hicieron una ley sin conseguir un amplio consenso o los que por
ello han paralizado su aplicación de forma un tanto traumática), al
final quien paga los platos rotos es el sistema educativo y, en última
instancia, los que son menos culpables y sin embargo se convierten
en verdaderas víctimas: los alumnos y alumnas que llenan nuestros
colegios. Nada más. Muchas gracias.
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Catedrático de Derecho Administrativo
Universidad de Zaragoza
Juan Antonio Ortega y Díaz-Ambrona, moderador de esta mesa
redonda, escribió un artículo en 1981, cuando era Ministro de Edu-
cación, cuya aportación relativa al valor supremo de la libertad y de
la tolerancia en el ámbito de la enseñanza sigue estando de plena
actualidad. En aquel tiempo, yo entregaba a la imprenta mi libro Las
libertades en la enseñanza (Tecnos, Madrid), que fue publicado a
comienzos de 1983. Así que, mientras Juan Antonio Ortega gestionaba
la enseñanza, yo pensaba sobre lo que él gestionaba y escribía. Y creo
que, del mismo modo que su artículo sigue siendo actual, también
creo que son plenamente vigentes las ideas fundamentales del libro
que yo escribí entonces en torno al nacimiento de la Ley Orgánica
del Estatuto de Centros Escolares, tres o cuatro años antes de la LODE,
ideas que son un canto a la libertad, a las libertades en la enseñanza.
Comenzaré polemizando con mis compañeros de mesa. Ellos
han dicho, con una imagen muy feliz: “No seamos como Penélope,
no empecemos a tejer para después destejer”. Mi opinión es que no
han cambiado tantas cosas en estos algo más de veinticinco años trans-
curridos desde el comienzo de la vigencia de la Constitución, que
no hay tanto tejer y destejer en el ámbito de la enseñanza.
En primer lugar, es preciso observar que, en estos veinticinco
años, han gobernado todos los partidos políticos con significación.
Primero la UCD, que hizo aprobar la Ley Orgánica del Estatuto de
Centros Escolares de 1980. A continuación gobernó el PSOE, durante
casi catorce años. En este periodo sustantivo, en el campo de la edu-
cación no universitaria, se elabora la LODE (1985) y luego la LOGSE
(1990), y más tarde una pequeña matización de la LOGSE (con la
LOPEG de 1995), y en el ámbito universitario se aprueba la Ley de
Reforma Universitaria de 1983. Después gobierna el PP, durante
ocho años, que en el ámbito universitario aprueba la LOU (2001),
que deroga la Ley de Reforma Universitaria de 1987, y la Ley Orgá-
nica de Calidad de la Enseñanza (2002) en el no universitario.
En mi opinión, en lo sustancial, no se han producido cambios
relevantes desde 1985 en el ámbito no universitario, y desde 1987
en el ámbito de la universidad.
Contempladas así las cosas veinticinco años después, creo que
ahí está la clave del asunto. Pienso que las discrepancias legítimas
en una sociedad plural no afectan a lo que es realmente sustantivo,
básico, en el ordenamiento jurídico de la enseñanza. Seguimos
hablando de centros concertados, que son un “invento” de la LODE
de 1985. Parece conveniente recordar que antes de 1985 la enseñanza
privada era una enseñanza subvencionada. Eso quiere decir que el
mecanismo de relación entre el poder público y el titular del centro
privado era la subvención, es decir, una prestación que el poder
público otorga “graciosamente”, porque quiere; nadie tiene, en prin-
cipio, derecho a ella, se otorga periódicamente y se puede perder
en cualquier momento. Y ése es el mecanismo de relación entre el poder
público y los titulares de las escuelas privadas que reciben fondos 
públicos –porque hay otras que no los reciben– hasta 1985. El cambio
que la LODE introduce en 1985 es el de la aparición de los centros con-
certados. A partir de ese momento, la relación entre los titulares de
las escuelas privadas y el poder público va a ser un concierto, es decir,
un contrato, según la herencia francesa, cuya Ley llamada Debré (por
el Ministro que la apadrina) de 1959, es la creadora del mecanismo
de relación contractual entre el titular de la escuela privada y el poder
público que influye poderosamente sobre la LODE de 1985.
Y esa regulación de los centros concertados sí que es fundamental
y básica, sí que supone una línea de clara separación entre la situación
de la enseñanza privada antes y después de la LODE. Un concierto 
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representa un pacto, un contrato, durante un periodo de tiempo, con
unas causas muy tasadas de rescisión de ese concierto –de ese contrato–,
y que da, sobre todo, un mecanismo de seguridad económica al titular
de la escuela privada, que antes carecía del mismo. 
En 1985 surge, a mi parecer, otro gran concepto educativo: el de
programación de la enseñanza, otra creación de la LODE, con algunos
antecedentes anteriores más sutiles. Programación significa que los
poderes públicos planifican la enseñanza, y planificar la enseñanza
significa ordenar las necesidades educativas y adoptar las resoluciones
correspondientes. Dentro de la programación de la enseñanza está toda
la enseñanza sostenida con fondos públicos, tanto los centros públicos
como los centros concertados.
La idea de programación está también muy vinculada a la finan-
ciación de la enseñanza privada. Los presupuestos públicos no son
ilimitados. Esto implica que hay que elegir, y esa elección se articula
en torno a la programación de la enseñanza, de tal forma que lo que
surge también a continuación es una distinción procedimental entre
la autorización de un centro estrictamente privado y la autorización
de un centro privado que pretende ser concertado. ¿Por qué? Pues
por algo tan simple como que tienen que existir fondos públicos, que
los fondos públicos no son ilimitados y que pueden existir –de
hecho existen– muchos peticionarios de esos fondos públicos, que
desean que su centro sea concertado. Por tanto, hay que elegir. Y,
en consecuencia, es necesario aportar una serie de criterios por los
que un centro privado merece el concierto o no. El mecanismo
administrativo de actuación distingue entre un procedimiento espe-
cífico, para autorizar simplemente un centro privado, muy simple,
y un procedimiento más complejo, porque se trata de decir si ese
centro va a tener o no derecho al concierto económico.
Señalo todo esto porque, en mi percepción, no nos alejan tantas
cuestiones y después de todos estos años seguimos moviéndonos
en torno a los mismos conceptos, que nadie ha modificado decisi-
vamente: el concierto, el contrato, el pacto, el pacto jurídicamente
sostenible y en torno al cual se articulan los derechos, y la intervención
del poder público, fundamentalmente en torno a un mecanismo, la
programación de la enseñanza, que no es sino la consecuencia de
otros dos conceptos, éstos ya constitucionales: los de inspección y
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homologación del sistema educativo, que el artículo 27 de la Cons-
titución atribuye como competencia a los poderes públicos.
Con respecto a la Universidad, al margen de la polémica polí-
tica y de las manifestaciones en la calle que se vivieron últimamente,
no advierto distinciones fundamentales, con la característica de esen-
cialidad, entre la LOU, de 2001 y de gobierno de mayoría popular, y
la LRU, de 1983 y promovida por un gobierno de mayoría socialista.
No existen dos concepciones absolutamente separadas acerca de la
Universidad o del sistema de enseñanza superior en España y que,
hipotéticamente, estuvieran reflejadas en dichas Leyes. En mi opi-
nión, lo que sí es realmente decisivo y marca un antes y un después
en el sistema universitario, es la traslación a la Ley de Reforma Uni-
versitaria de 1983 del principio de la autonomía universitaria confi-
gurado como derecho fundamental (tal y como nos diría el Tribunal
Constitucional en 1987) por el art. 27.10 de la Constitución. 
La LOU de 2001 no instaura un sistema universitario radicalmente
distinto en tanto en cuanto sigue vinculada, como no podía ser de
otra forma, a las concepciones y presupuestos de la autonomía uni-
versitaria. Es claro que adopta determinadas modificaciones espe-
cíficas dirigidas a la forma de selección del profesorado o a la
elección del Rectorado. (Por cierto que –en mi libro Hacia una
nueva universidad, Tecnos, Madrid, 2002– me he manifestado a favor
de un sistema de habilitación previa, sí, pero notablemente distinto
de aquél que luego instaura la LOU). En cualquier caso, lo que no
distingue radicalmente a un sistema universitario es el hecho de que
al Rector se le elija o no por sufragio universal. Lo que sí es sustan-
tivamente importante –e insisto en la idea– es el principio de autonomía
universitaria, que en contestación y en respuesta a lo que dice el Art.
27.10 de la Constitución, se pone en marcha en 1983, y a partir de ese
momento marca la impronta de lo que significa la relación entre la
universidad y el Poder público. 
Y no advierto distinciones porque estamos todos presididos por
una idea de derechos fundamentales y de libertades en el benemé-
rito y nunca suficientemente ponderado Art. 27 de la Constitución,
al que en realidad dediqué yo mi libro Las libertades en la enseñanza.
Creo que es un artículo absolutamente perfecto (con el grado de per-
fección que, obviamente, pueden alcanzar las creaciones humanas,
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y que debe ser juzgado siempre de una forma temporal), formulado
respondiendo a la historia de nuestro país. A mi juicio, las distinciones
y las polémicas actuales se explican en muy buena medida en fun-
ción de una historia educativa española más que azarosa. Cuando
pienso en la educación del 2004, de 1994 o de 1984, tengo que
recordar necesariamente cómo se construye la educación en el siglo
XIX; qué es lo que significa la Ley Moyano de 1857; por qué hasta
1900 no se crea el Ministerio de Instrucción Pública y de Bellas Artes;
por qué se acuña en nuestro país esa frase tan absolutamente espe-
luznante de “pasar más hambre que un maestro de escuela”, y que
recuerda cómo hasta 1902 el sueldo de los maestros de escuela no
es asumido por el poder público. 
En ese sentido de referencias históricas me parece muy con-
veniente recordar cómo José Álvarez Junco, en su libro Mater Dolo-
rosa, Premio Nacional de Ensayo, explica la azarosa construcción del
concepto de nación en el siglo XIX, entre cuyos fallos figura la defi-
ciente construcción de dos cuestiones básicas: no hay un servicio 
público de la educación, es decir, no se construye una educación nacio-
nal, y no se construye tampoco un ejército nacional.
En otro orden de consideraciones, es claro que nos encontramos
ante una visión de la educación en España que no puede circuns-
cribirse a los límites de nuestro país, a estos cuatrocientos setenta
mil kilómetros cuadrados. En la actualidad, nuestra educación tiene
que orientarse hacia Europa, lo que significa compartir plenamente
estos movimientos de creación en el ámbito universitario del espacio
europeo de educación superior. Además, ese espacio europeo, difi-
cultoso de recorrer, significa también participar de ciertas doctrinas
generales, en muy buena medida presididas por la idea de libertad. Como
jurista, leo regularmente la jurisprudencia del Tribunal Europeo de 
Derechos Humanos, particularmente la jurisprudencia recogida a
partir de la Convención Europea de 1950 en el artículo segundo del
Protocolo específico del 52, dedicado al derecho a la instrucción, y obser-
vo ciertas líneas de unificación en cuestiones concretas que pueden
plantearse en nuestro país en cualquier momento.
Creo que es muy importante leer en este momento la jurispru-
dencia del Tribunal Europeo, para conocer cómo se han resuelto en
relación a otros países algunas cuestiones que, antes o después, se
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van a plantear también en España: los signos externos religiosos y
la educación, la inmigración y la educación, el laicismo, etc. Y, si hablo
de Europa, no hablo sólo desde el ámbito del espacio europeo de
educación, sino desde la perspectiva de la solución jurídica a nume-
rosos problemas sociales. En el ámbito educativo la libertad tiene sus
riesgos y la libertad no lo es todo.
En el último Informe del Consejo y de la Comisión Europea
sobre Educación y Formación 2010, se comparan los sistemas edu-
cativos de los quince estados de la Unión con los diez países
adheridos y se observa que estos últimos cuentan con unos sistemas
educativos notablemente mejores –desde el punto de vista de la
calidad de la educación– que el resto de los europeos, lo que
implica una modificación sustancial de las estadísticas manejadas
hasta la fecha.
En determinadas cuestiones en España queda un largo camino
por recorrer. Por ejemplo, y según los datos proporcionados por este
Informe en relación al porcentaje de la población de 18 a 24 años que
sólo ha realizado el primer ciclo de los estudios secundarios, resulta
que en la Unión Europea ese porcentaje es de un 18,8%; en los países
adheridos sólo el 8,4%; en la Unión Europea más países adheridos
de un 6,4, con la consiguiente modificación del conjunto; mientras
que en España nos encontramos con un 29%, distinguiendo la situa-
ción entre las mujeres, de un 22%, y de los hombres, con un 35%. El
porcentaje de personas mayores de 22 años que han concluido al
menos el ciclo superior de la enseñanza secundaria es el siguiente:
Unión Europea, 75,4%; países adheridos, 90,1%; Unión Europea
más países adheridos, 78,7%; España 66,6%. Es obvio, por lo tanto,
que desde estos prismas comparativos tenemos un largo trecho por
delante en nuestro país. 
Y, finalmente, fijémonos en la inversión en recursos humanos.
En la Unión Europea, el gasto público en educación, como porcen-
taje del Producto Interior Bruto, es del 4,94%; en la Unión Europea
más países adheridos, también del 4,94%; en España, 4,43%, es decir,
medio punto de diferencia. Quiero llamar, sin embargo, la atención
respecto a estas cifras, sobre las que podrían intentarse esfuerzos com-
parativos siempre de interés: en Alemania, 8,38%; Francia, 5,83%;
Italia, 4,58%; Portugal, nuestro vecino, 5,74%. 
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Quedan muchas otras cuestiones que inciden muy directa-
mente en la construcción de un sistema educativo nacional: por
ejemplo, el tema de la relación entre las Comunidades Autónomas
y el Estado con sus respectivas atribuciones competenciales; la inte-
gración en la escuela de las minorías sociales; los problemas espe-
cíficos de la escuela concertada y su financiación; y la calidad del sistema
educativo, por citar algunos. Menciono todas estas cuestiones porque
sin duda habrán de ser tenidas en cuenta en los debates sobre la edu-
cación que tendrán lugar en este Curso. 
Siendo nuestra educación una realidad compleja, quiero concluir
reafirmándome en el sentimiento ya expresado acerca de mi confianza
en la educación tanto en su presente como en su futuro, insistiendo
en que no es tanto lo que separa las distintas concepciones políticas y
educativas predominantes –al menos en lo que considero aspectos esen-
ciales y básicos– y que, en todo caso, los puntos de conflicto y sepa-
ración pueden explicarse claramente en una determinada herencia his-
tórica española, cuyos puntos más negativos es interés de todos
superar. Desde ese punto de vista, las ideas de libertad y tolerancia
con las que inicié esta breve intervención, me parece que deben ser
los conceptos supremos de referencia y las guías que deberían con-
ducir la actuación en todo momento del Legislador y de los Poderes
públicos en general. 
EL DERECHO A LA EDUCACIÓN EN LA DEMOCRACIA ESPAÑOLA (1978-2004) 45

II 
DIFERENCIAS Y SIMILITUDES 
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Diferencias fundamentales 
en los sistemas educativos europeos:
claves para el análisis
JOSÉ LUIS GARCÍA GARRIDO
Catedrático de Educación Comparada 
Universidad Nacional de Educación a Distancia
El tema que los organizadores de este curso me han enco-
mendado no es fácil de abarcar en tan escaso tiempo. Menos mal
que su subtítulo, enlazándolo con la temática general que va a ser
tratada a lo largo de la semana, me ofrece la oportunidad de ceñirme
a algunos aspectos fundamentales de esas diferencias que, en prin-
cipio, son muchas y en ocasiones profundas. Para no perder más
tiempo en preámbulos, les diré que voy a buscar esas diferencias
en los aspectos que, a mi juicio, hacen particularmente referencia
a la calidad de la educación, es decir, a los elementos que consti-
tuyen esa calidad o, por lo menos, parecen constituirla. Se trata, en
definitiva, de aquellos aspectos diferenciales que la gente valora
mucho, y que dicen ser fundamentales a la hora de entender cuál
es la calidad de los sistemas educativos. 
En primer lugar, conviene recordar que cuando se habla de dife-
rencias se supone que también existe toda una panoplia de simili-
tudes, pues no pueden darse las unas sin las otras. Quizá convenga,
en consecuencia, comenzar refiriéndose a éstas últimas. Los sistemas
educativos europeos tienen bastantes puntos en común; tienen un sus-
trato común, que nos permite ver después sus diferencias. Deberé 
aludir por eso, en primer término, a algunas líneas históricas que nos
muestren esos rasgos comunes y la aparición posterior de signos dife-
renciales. Después pasaré a hablar de diferencias estructurales, a las
que se da a menudo más importancia de la que realmente tienen.
Distinguiré en concreto, al hablar de ellas, entre estructuras orga-
nizativas y estructuras académicas; mientras que las primeras aluden
a rasgos de ordenamiento político y administrativo, las segundas se
centran en los estrictamente académicos, tales como la división de
las escuelas en niveles, los planes de estudios, etc. Tras las diferencias
estructurales deberemos aludir a las diferencias que los sistemas
educativos muestran en materia de resultados; parece claro que unos
países consiguen, al menos en lo que podemos hasta ahora atisbar,
mejores resultados que otros en lo que se refiere al rendimiento de
sus alumnos. El último grupo de diferencias a las que haré alusión son
las que afectan a los recursos con que cuentan; para muchos son éstas
las diferencias claves; estamos demasiado habituados a escuchar que,
por ejemplo, los problemas de la educación española se soluciona-
rían con dinero. No es ésa, ciertamente, mi opinión, aun reconociendo
que los recursos (sobre todo los recursos humanos) son muy impor-
tantes. Tras todo este estudio diferencial, obligado parece efectuar
unas reflexiones finales que tengan en cuenta, de modo coordinado,
todos esos factores. 
I.– SIMILITUDES DE FONDO: RECORDANDO LA HISTORIA
Entrando ya en materia, lo primero que conviene recordar es que
los sistemas educativos son extraordinariamente recientes. El hecho
de que haya habido escuelas desde la más lejana antigüedad no
debe interpretarse como un claro signo sobre la antigüedad también
de los sistemas educativos o, si se prefiere, por el momento, los sis-
temas escolares (ambas cosas no son lo mismo, ciertamente, pero
no me importa utilizar ambas expresiones de momento como sinó-
nimos). Como es sabido, los sistemas educativos son un producto
claro de la Ilustración. Es entonces cuando el Estado se reorganiza y
por primera vez se interesa por la educación, cosa que en absoluto
había hecho hasta el momento. Hasta entonces, la educación había
estado en manos de particulares y, de modo más generalizado desde
la Edad Media, en manos de la Iglesia. El hecho es que la educación
no les había importado hasta entonces a los políticos para nada, salvo
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excepciones. Desde ese momento, a partir como digo de los ideales
ilustrados, los Estados comienzan a denunciar el monopolio ejercido
en este ámbito por la Iglesia y las instituciones religiosas y aspiran a
ejercer ellos mismos ese monopolio. Organizan entonces los sistemas
escolares, cada uno su propio sistema escolar, que es siempre un sis-
tema nacional de educación, con objetivos siempre parecidos, pero
con una profunda diferenciación según sea el talante nacional con-
creto. Es un hecho que, a mayor influjo de los ideales ilustrados, mayor
ahínco se pone en la construcción de un sistema educativo propio.
En el caso de Europa, los sistemas escolares que antes se constituyen
como sistemas modélicos, con gran influjo en los restantes Estados
europeos, corresponden a Francia, Alemania y el Reino Unido.
Puede decirse que, de una u otra manera, todos los demás irán a su
vez creándose bajo la inspiración de alguno de esos tres modelos
fundamentales.
Es importante reparar en el hecho de que, tanto esos tres sis-
temas como los demás que irán creándose, nacen todos ellos con tres
postulados de base. El primero de ellos es el del nacionalismo.
Todos los sistemas educativos son intrínsecamente nacionalistas, es
decir, movidos por el objetivo fundamental de crear ciudadanos de
un país concreto. Tras la huella de los ilustrados, Napoleón crea el
sistema educativo francés para hacer franceses bien convencidos de
ser franceses, distintos, cuando no opuestos, a los británicos o a los
alemanes. Lo que se trata es precisamente de crear en los ciudadanos
la conciencia de nación. Repárese en que este postulado fundamen-
tal no se ha alterado hoy. De ahí que todo nacionalismo que se pre-
cie pretenda, en primer lugar, dominar la escuela, construir su propio
sistema educativo. El segundo de los postulados a los que me estoy
refiriendo es el del desarrollismo. Los hombres del Siglo de las Luces
concebían la ilustración como el arma principal para el progreso de
los pueblos, entendido ya como progreso fundamentalmente eco-
nómico, como desarrollo en el sentido moderno. La educación era,
en definitiva, la clave del desarrollo, la clave para combatir la igno-
rancia, que es, a su vez, el peor del progreso de los pueblos. Todo esto
viene a su vez conjugado con el tercer presupuesto anunciado, que
no es otro que el de la extrema confianza en la escuela como institu-
ción clave. Los ilustrados lucieron desde el principio un optimismo
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radical con respecto a la escolarización. La escuela viene presentada
casi como la panacea, el gran instrumento de los pueblos en materia
de educación, idea que no existía hasta entonces, porque eviden-
temente la educación se consideraba una acción más amplia, que
dependía de otros factores, fundamentalmente de la familia y de otros
agentes. 
Ahora bien: si los sistemas educativos están hoy en crisis, en pro-
funda crisis incluso, ello se debe muy en primer lugar a que existe una
crisis de esos tres postulados básicos. ¿Quién afirmaría hoy que lo pri-
mero que tiene que hacer un sistema educativo es crear ciudadanos de
un solo país? ¿No estamos hablando de educación en Europa?, ¿no
estamos hablando de educación mundial, de una preocupación grande
por el mundo, por los países menos desarrollados? Son muy pocos los
que, en nuestro propio país, se atreverían a sostener públicamente que
lo primero que tiene que conseguirse aquí es crear nacionalistas espa-
ñoles, nacionalistas catalanes o nacionalistas vascos. Sin duda hay
quien lo piensa, y quien lo procura, pero difícilmente lo defenderá públi-
camente, porque sabe que no está ya a la altura de los tiempos. Más
numerosos serían quienes sostuvieran todavía el segundo de los pos-
tulados, el del desarrollismo, aunque también es éste un concepto en
clara decadencia, al menos teórica. 
Ciertamente, estamos aun en la idea de que, efectivamente, el
cometido fundamental de la educación es el desarrollo económico
de los pueblos, pero esa idea también está en crisis. Los primeros
que han planteado esa crisis son los propios economistas, cuando
empiezan a decir por ejemplo –así lo hacen economistas japoneses,
norteamericanos y algún español– que incluso para el desarrollo de
la economía hay que pensar preferentemente en otras cosas, como la
moral, los valores morales en la empresa, un clima social solidario,
etc. Es curioso que sean los propios economistas los que tengan que
recordarnos hoy que el éxito empresarial y económico no es posible
sin el fomento de valores humanos fundamentales, a los que debe
orientarse principalmente la escuela. Por lo demás, el viejo reduc-
cionismo de no pensar más que en el desarrollo económico de la vieja
nación está todavía en mayor entredicho. ¿Quién diría que la escuela
tiene que servir sobre todo al desarrollo económico de su propia región,
o de su propio país, o de Europa, olvidándose de que la clave del
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orden y de la paz mundial está en el llamado desarrollo sostenible
y en el progreso armónico y equilibrado de todo el planeta? No
menos en crisis se halla el tercero de los postulados, el relativo al “opti-
mismo escolar”. Menudean los estudios, investigaciones y trabajos rela-
tivos, precisamente, a lo poco que consiguen hoy nuestras escuelas,
en comparación a lo mucho que les exigimos. El “iletrismo” afecta
en grandes proporciones a los países culturalmente desarrollados,
y es enfermedad que padecen muchos jóvenes y adultos tras haber
estado escolarizados incluso doce o más años. Los índices de fracaso
escolar son apabullantes no sólo en España, sino en la mayoría de
los países de nuestro entorno, hasta el punto de demostrarnos con
entera claridad que se trata más de un fracaso de la escuela que de
sus alumnos. No puede uno hoy, a la vista de lo que ocurre, seguir
mostrándose demasiado “optimista” con respecto a la escuela. La escue-
la se halla frecuentemente, como otras instituciones, en estado de
quiebra. Más bien está propagándose, por eso, un estado general de
“pesimismo escolar” que tampoco es bueno, porque tampoco está
en lo cierto. En cualquier caso, parece claro que la escuela no es ya
más aquella panacea de progreso en la que creyeron los hombres
de la Ilustración. La escuela encuentra muchas dificultades, si no se
cuenta a la vez con otros instrumentos educativamente más potentes
que ella. La escuela ejerce un importante papel, pero siempre muy
modesto, y los primeros que lo sabemos bien somos los educadores.
Como vemos, tanto los postulados básicos de los sistemas como
su crisis actual pertenecen al terreno de las “similitudes”, pues todos
los sistemas los perpetúan y los padecen. Pero debemos entrar ya,
sin más tardanza, en el ámbito de las diferencias. 
II.– DIFERENCIAS DE ESTRUCTURA
Me referiré en primer lugar, como dije, a las estructurales. A
partir de este momento mi lenguaje va a ser mucho más gráfico,
porque intento, a través de una serie de cuadros e imágenes, hacerles
ver con cierta celeridad las diferencias fundamentales entre unos y
otros países en lo que se refiere a las estructuras, primero organizativas
y después académicas. 
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Veamos primero algunas diferencias en lo que respecta a la
administración educacional. El cuadro que incluyo a continuación
(Gráfico 1) muestra la tipología de la misma en los países que hasta
ahora han constituido la Unión Europea. 
Los países sombredos a) son de estructura centralizada. En
ellos, es el gobierno central el que gestiona la educación. El para-
digma habitual de administración centralizada es Francia, pero tam-
bién opera en Irlanda, Italia, Portugal y otros. Estructura regionalizada
es la propia de los países con sombreado b). Se trata de países que
desde su origen han responsabilizado de la educación a las autori-
dades de sus regiones o territorios integrantes, y no a las autorida-
des centrales, por lo que es impropio hablar en estos casos de
“descentralización” (en puridad, sólo puede descentralizarse lo que
antes ha estado centralizado). Ése es el caso concreto del Reino
Unido, de Alemania, de Suiza, de Austria hasta cierto punto. Los
países de estructura descentralizada vienen con sombreado c); se trata
de países antes centralizados, como es nuestro caso o el de Bélgica.
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Aparte de estas tres tipologías, el cuadro añade otra de gran interés,
–en blanco d)–, formada por aquellos países en los que tradicional-
mente ha habido un fuerte peso de las autoridades municipales en mate-
ria de educación, y que son fundamentalmente los países nórdicos. 
Hay otras diferencias estructurales igualmente de gran impor-
tancia, como es la que se refiere al peso que tienen, en los sistemas
educativos, los sectores público y privado. Vienen claramente mar-
cados en el cuadro siguiente (Gráfico 2). s
Los países sombreados a) corresponden a aquellos en los que el
sector privado tiene un peso ciertamente importante, con una ins-
cripción en el mismo de por lo menos el 20% del alumnado total.
Figuran en ese caso Irlanda, Inglaterra, Holanda, Bélgica, Francia y
España. Hay que señalar también que entre los demás, es decir,
aquellos con una participación menor o escasa del sector privado,
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viene produciéndose últimamente un incremento más o menos sig-
nificativo. En algunos de éstos últimos (Suecia por ejemplo) cabría
hablar más de tendencias desestatalizadoras que de tendencias pro-
piamente privatizadoras. Otro detalle que vale la pena observar es
que este cuadro no proporciona correlación alguna con el anterior.
Digo simplemente que el hecho de tener mayor o menor presencia
del sector privado no guarda relación con su entraña más o menos
centralizada o regionalizada.
A nivel de gobierno de los centros también es interesante este
otro cuadro (Gráfico 3), relativo al procedimiento de elección del direc-
tor en los centros escolares no universitarios. 
En los países sombreados a) (Francia e Italia fundamentalmente),
es la autoridad central la que nombra a los directores, mientras que
es la local (Reino Unido, Holanda, países nórdicos en conjunto, Suiza,
Grecia) en el caso de los que figuran con sombreado b). Ambos
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tipos de autoridades tienen responsabilidades de nombramiento en
los países en blanco c) (Alemania y Austria). Viene después la solu-
ción original que aplican España y Portugal (ésta influida sin duda
por aquella, pues recogió en su ley de 1986 el procedimiento ins-
taurado pocos años antes aquí por la LODE). Solución tan origi-
nal que no se aplica en ningún otro lugar del mundo, que yo sepa
sombreado d).
Hasta el momento hemos traído a consideración algunas dife-
rencias estructurales de carácter organizativo. ¿Resultan verdadera-
mente importantes en relación con la mayor o menor calidad que puedan
conseguir los sistemas educativos que las detentan? ¿Resulta impor-
tante, en materia de calidad, que un país sea más centralizado o más
descentralizado, que tenga un mayor o un menor porcentaje de
enseñanza privada, o que dé al nombramiento de directores esco-
lares un tratamiento diverso? Seguramente sí que estos datos dicen
algo, sobre todo si se relacionan con componentes tan importantes
de la calidad de la educación como son los de igualdad y libertad. Sin
embargo, me parece fundamental situarlos en el respectivo contexto
y no sacar conclusiones apresuradas. Conclusiones que, obvia-
mente, dejo al criterio de quienes me escuchan. 
Pasemos ahora a las estructuras de tipo académico. Para no com-
plicar las cosas, voy a referirme especialmente a los tres sistemas edu-
cativos de mayor influjo, según les dije antes, aunque muy
someramente les mostraré después las soluciones estructurales de
otros países europeos. Mi intención es ver si la estructura institucional
o académica que cada uno detenta favorece en mayor o menor
medida la calidad del propio sistema. El asunto es importante, por-
que, si se recuerda, el profundo cambio estructural que introdujo en
España la LOGSE fue presentado como algo que venía exigido por
la mejora cualitativa de nuestro sistema educativo. Pienso que a tra-
vés de los cuadros que presentaré quedará claro en qué medida era
eso cierto, y en qué medida nos hemos acercado más, estructural-
mente hablando, a los restantes países europeos (lo que también se
prometía en la LOGSE) adoptando la nueva estructura. 
Voy a referirme, por lo tanto, a los tres citados países, en com-
paración siempre con España, que figurará en todos los cuadros como
punto de referencia, como elemento de comparación (Gráfico 4). 
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Lo primero que cabe observar es que entre todos estos países
existen diferencias de relieve, que afectan incluso al comienzo de la esco-
laridad obligatoria, pero sobre todo a la distribución de los niveles 
primario y secundario y los ciclos o etapas en que éstos se dividen, que
queda quizá más claramente definida en este otro gráfico (Gráfico 5).
La diferencia más importante está sin duda en el planteamiento
de la enseñanza secundaria obligatoria, muy diversificada en Alemania,
también diversificada –aunque menos– en el Reino Unido, escasa-
mente diversificada en Francia (y sólo en tiempos recientes) y nada
diversificada (hasta los 16 años, además) en España, salvo la peque-
ña corrección que en este sentido intenta introducir la LOCE. Lo que
se puede concluir del cuadro es que las de los tres países de refe-
rencia se han venido abriendo cada vez más a la diversificación o,
si se prefiere, a la corrección del modelo de “escuela comprensiva”
abriendo canales diversificadores (salvo en el caso de Alemania, en
que su proceder de abierta selección a partir de los 10 años no ha sido
nunca rectificado, ni parece que vaya a serlo). La estructura española
de la LOGSE no sólo no aproximó más nuestro sistema al proceder
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de esos tres países, sino que lo alejó (la estructura de la vieja LGE
era en realidad más próximo). La LOCE intenta una pequeña correc-
ción de ese rumbo, pero conservando en lo esencial los planteamientos
comprensivos de la ley anterior. 
Podemos alcanzar una visión algo más completa comprobando
el caso de otros sistemas educativos europeos en los siguientes
cuadros (Gráfico 6 y Gráfico 7).
Los países que figuran en el cuadro son, de izquierda a derecha,
Austria, Suecia, Bélgica flamenca, Grecia, Irlanda, Italia, Holanda y
Portugal, además de España, a la izquierda del conjunto. Quizá poda-
mos apreciar aquí un mayor parecido del sistema educativo español
en lo que se refiere a la duración y al carácter de la enseñanza pri-
maria, pero no ocurre lo mismo con la secundaria, que salvo alguna
excepción, está bastante más diversificada en todos esos países que
en el nuestro. Con el añadido de que sólo nosotros lucimos una ense-
ñanza secundaria superior (bachillerato) diversificada de dos años,
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en comparación con los tres o más que son habituales en otros países.
Debo hacer una referencia particular al caso de los países nórdicos,
representados en los cuadros por Suecia. En estos países se ha exten-
dido más que en otros la solución de la escuela comprensiva hasta
los 16 años, pero conviene reparar, primero, en que comienzan la esco-
laridad obligatoria un año más tarde; segundo, que también en ellos
se está produciendo una corrección de esa comprensividad en el sen-
tido de una mayor diversificación; y tercero, que sus etapas de edu-
cación secundaria superior duran tres años y no dos, lo que
proporciona a los alumnos más tiempo de preparación específica para
estudios superiores.
Al término del recorrido, se impone de nuevo preguntarse en
qué medida estas diferencias estructurales afectan a una mayor o menor
calidad del sistema educativo de cada país. Parece claro que, por las
rectificaciones que se vienen haciendo, existe el convencimiento de
que las soluciones comprensivas, siendo interesantes, se han pasado
de rosca, y que la mejora cualitativa exige un esfuerzo de diversifi-
cación que, sin embargo, no lleve a la segregación de unos alumnos
con respecto a otros.
III.– DIFERENCIAS DE RESULTADOS
No han existido en el pasado demasiadas investigaciones
sobre el particular, de manera que nos hagan seguir el rumbo en
el tiempo de los resultados escolares de varios países. El esfuerzo
fundamental en esa dirección ha sido el realizado recientemente
por el programa PISA, de la OCDE (dejando aparte algunas inves-
tigaciones previas, sin duda de gran interés, realizadas por otras
instituciones). De ahí que, en las consideraciones que a conti-
nuación haré, deba basarme sobre todo en el referido PISA, y más
concretamente en los datos publicados en 2001 y 2002. Afectan estos
datos a tres áreas básicas de conocimiento: comprensión lectora,
matemáticas y ciencias.
Empezaré por recordar algunos resultados relativos a com-
prensión lectora, acudiendo de nuevo a un gráfico (Gráfico 8).
Para una visión más clara de los diversos países, he señali-
zado con colores diferentes los países no europeos por un lado,
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los europeos pertenecientes por aquel entonces a la Unión Europea
por otro y, finalmente, otros países europeos. España queda resal-
tada con un color más fuerte. La primera constatación que cabe seña-
lar es que la situación española no es halagüeña, aunque tampoco
parece serlo la de países tan importantes como Alemania. En cual-
quier caso, estamos muy por debajo de la media de la OCDE y por
debajo de la media de la Unión Europea. De todos modos, la
visión proporcionada por este cuadro debería ser completada
quizá con la de algunos otros con referencia al caso español1.
Veamos (Gráfico 9).
Lo que deseo destacar aquí no es la existencia de un grupo nume-
roso de alumnos que no alcanzan los objetivos requeridos (la suma
de los niveles 1, 2 y 3), con ser muy importante, sino el pequeñí-
simo porcentaje de alumnos que alcanzan niveles claramente satis-
factorios, que es sólo del 4% e inferior al del resto de los países
desarrollados.
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1 Este cuadro, como los siguientes, me fueron facilitados por Andreas Schleicher,
principal responsable del proyecto PISA.
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El cuadro (Gráfico 10) muestra esta vez las diferencias, en Espa-
ña, en cuanto al aprovechamiento en cuestión de comprensión lec-
tora entre niñas y niños. No es que ocurra en España algo demasiado
diferente a lo que ocurre también en otros países, pero vale la pena
estar atentos a estas diferencias que sin duda son significativas.
Por último, obsérvese (Gráfico 11) que en el caso de España –cosa
que no ocurre en otros países de nuestro entorno– existe una fuerte
diferencia de resultados según la tipología de los centros, siendo los
públicos los que se sitúan a niveles netamente inferiores.
IV.–  DIFERENCIAS DE RECURSOS
Cuando algunos grupos o agentes sociales se refieren a las
posibles causas de las deficiencias españolas en materia de calidad edu-
cacional, suelen cargar las tintas en que los recursos que aquí desti-
namos a la educación son inferiores a la media de los países
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desarrollados. Se refieren, naturalmente, a los recursos económicos,
y en parte no les falta razón, aunque no siempre hilan demasiado fino
en este complicado tema. Es preciso plantearse, como se pretendía en
los casos anteriores, si los recursos constituyen la clave de la calidad,
y de qué recursos estamos hablando. Me ocuparé muy brevemente
en las líneas que siguen (no hay espacio ni tiempo para más) de los
dos capítulos fundamentales que componen este apartado: los recur-
sos humanos (profesorado especialmente) y los recursos materiales.
Con referencia al profesorado, se suele aludir en primer lugar,
como criterio de calidad, a su número (un criterio cuantitativo que,
al parecer, influye determinantemente en la calidad), y más en con-
creto a la ratio profesor-alumnos, o bien al número de alumnos por aula
(que no es obviamente lo mismo). Como no hay tiempo de mostrar abun-
dantes datos internacionales, me limitaré a decir que tales datos no
aseveran que estemos ante un factor esencial de calidad. Países con
ratios más favorables que, por ejemplo, la española, consiguen resul-
tados de aprendizaje ostensiblemente mayores. España se sitúa por
encima de la media europea en dichas ratios, lo que no coincide para
nada con los resultados. Por el contrario, Japón, donde en matemáticas
el número de alumnos por aula no suele ser inferior a 40, se encuen-
tra sin embargo en los primeros puestos del ranking de resultados
publicado por la OCDE. Sin negar que, unidas a otras deficiencias,
las ratios demasiado desfavorables pueden ejercer un efecto deleté-
reo en los aprendizajes, no podría afirmarse sin más que, a medida
que ellas bajan, aumenta el aprendizaje.
Algo parecido ocurre con los horarios de trabajo del profesorado.
También en este punto figura España –particularmente su sector
público– en una posición más alta que la conseguida por otros países
de mejor rendimiento escolar, lo que –sin negar desde luego su impor-
tancia– indica una vez más que se trata de un factor relativo.
De los salarios del profesorado hay que afirmar prácticamente
lo mismo. No dudo de que los salarios reflejan en gran parte el reco-
nocimiento social que de hecho se otorga al profesorado, ni que tanto
el reconocimiento social como los salarios resulten en general bajos
en casi todos los países, en relación a profesionales de similar o
incluso menor preparación y responsabilidad. Pero dentro de la
escasez general, la posición de los profesores españoles, por encima
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de la media, tampoco refleja mejores rendimientos escolares. La
comparación de otros muchos países entre sí demuestra que estamos
una vez más ante un factor relativo, y supeditado en gran parte a otro
de mayor importancia ya mencionado: el del reconocimiento social
de los profesores, que no se traduce sólo en su tratamiento salarial,
sino en otros muchos detalles.
Por el contrario, sí parecen existir otros factores de mucho
mayor influjo en tema de calidad. Junto al relativo a la vocación espe-
cífica hacia la educación, se encuentran también los criterios que pre-
siden la selección del profesorado. Estudios nacionales e
internacionales demuestran holgadamente la importancia funda-
mental de estos puntos, y nos hacen recapacitar acerca de si con-
cretamente en nuestro país son aspectos bien planteados. Lo mismo
habría que decir de la formación inicial, y sobre todo de la continua,
de nuestros profesores. Bien conocidas son las deficiencias formati-
vas con las que el profesorado de secundaria obligatoria se enfrenta
al llegar a las aulas, deficiencias apenas cubiertas por un programa for-
mativo concomitante a su actuación, impartido en el mismo centro edu-
cativo o fuera de él. Y capital parece, igualmente, la motivación del
conjunto de los profesores y de cada profesor en particular. Sabemos
que en España este aspecto deja mucho que desear (lo que, dicho
sea de paso, ocurre también sin duda en otros países, aunque quizá
en proporciones menores).
En cualquier caso, hoy parece claro que, de puertas adentro de
los centros escolares, el profesorado constituye el primer factor
cierto de calidad, y que mejorar al profesorado es mejorar sin duda
el rendimiento de los centros y de todo el sistema educativo. Pero,
como he dicho, esto no es simple cuestión de números, horarios y
salarios (sin negar la importancia que puedan tener esos criterios),
sino de vocación docente, de formación, de motivación y, sobre todo,
de aceptación social.
Si de los recursos humanos pasamos a los materiales (es decir, esos
recursos en los que con más frecuencia se está pensando cuando se
solicita sin pausa “más dinero para la educación”), nos encontramos
con que su incidencia parece más bien secundaria. Tomemos el
caso, por ejemplo, de los edificios escolares. Hay países con infra-
estructuras mucho más modestas o envejecidas que las nuestras
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que, sin embargo, nos superan con creces en cuanto a resultados. De
otro lado, no basta con construir buenas infraestructuras y ponerlas
a disposición de los centros, sino que hay que dedicar después un
esfuerzo considerable a su mantenimiento y cuidado, que en el caso
español, como en otros, resulta deficiente no sólo por la escasez de
personal destinado a esas tareas, sino por la conducta permisiva de
la que, sobre todo en el sector público, hace frecuentemente gala el
alumnado, y a veces incluso el profesorado. Y, si esto es lo que suce-
de en lo relativo a los edificios y su conservación, su aspecto exter-
no, etc., mucho más evidente resulta por lo que se refiere a las
instalaciones concretas puestas a disposición del aprendizaje (labo-
ratorios, campos deportivos, instrumentos informáticos, bibliote-
cas, etc.). Las inversiones que a menudo se realizan para montar dichas
instalaciones no guardan proporción con las que se destinan des-
pués a su mantenimiento y, sobre todo, no vienen acompañadas de
una conducta adecuada por parte de los usuarios. 
Hay otros aspectos a los que se destinan partidas importan-
tes de dinero en determinados países y que, sin embargo, como
demuestran sobradamente otros que apenas las tienen en cuenta,
influyen sólo de modo muy relativo en la calidad de las escuelas
y de los aprendizajes. En España, por ejemplo, resulta absoluta-
mente desproporcionada la atención prestada a los comedores
escolares, de los que otros sistemas educativos de alto prestigio
suelen carecer (a veces sólo disponen de una pequeña cantina)
merced a un horario escolar planeado de diferente manera. La
exigencia de que sea la escuela el principal agente en la alimentación
del alumnado obedece más a las deficiencias propias de países de
bajo desarrollo que a las de un país desarrollado. Otro tema en el
que el sistema educativo español ha ido consumiendo cada vez
mayores recursos es el relativo a la necesidad de transporte escolar,
también en contraposición con lo que ocurre en otros países,
donde dicho transporte se ha visto reducido gracias a una política
diferente de asentamiento de las escuelas. En cualquier caso, no
está nada claro que estos recursos materiales sean decisivos para
la mejora de la calidad de la educación en ningún país, aunque obvia-
mente haya que estudiar el contexto de cada uno y sus particulares
necesidades.
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V.– ENCARANDO LAS SIMILITUDES Y LAS DIFERENCIAS DE FONDO 
Unas pocas reflexiones para terminar. Se refieren éstas, en pri-
mer término, a un aspecto que me parece fundamental, y que podría
ser enunciado de la siguiente manera: para mejorar la calidad de los
sistemas educativos no importa sólo encarar las diferencias cualita-
tivas que parecen separar a unos de otros, sino muy en primer tér-
mino algunas de sus similitudes. También las similitudes pueden ser
causa de malfunciones y defectos más o menos arraigados.
Quizá la similitud más obvia y más importante que presentan
hoy los sistemas educativos de todo el mundo, y muy particularmente
del mundo desarrollado, es su alto grado de dependencia del siste-
ma económico. El sistema educativo se ha ido convirtiendo cada vez
más en un puro subsistema del sistema económico, enteramente supe-
ditado a éste. Habría que preguntarse si, en el pasado, el sistema edu-
cativo ha sido alguna vez realmente independiente, es decir, si ha
estado directamente conectado al sistema social en su conjunto o a
alguno de sus subsistemas más tradicionales (el sistema militar, el sis-
tema político, etc.). En cualquier caso, lo que parece claro es que la
supeditación de la educación a la economía desnaturaliza la propia
esencia de la educación, al no enfocarla primordialmente hacia el
perfeccionamiento de la persona y, a través de ella, hacia la sociedad,
sino al mero ámbito de la economía, de la producción y del consumo
material. En otras palabras, mejorar la calidad de la educación de modo
radical y profundo exigirá seguramente un replanteamiento de sus
objetivos trascendentales y sociales.
Es obvio que habrá que atender también al ámbito de las dife-
rencias, que han sido consideradas en páginas anteriores. Una mayor
profundización en el concepto de “calidad de la educación” será
también necesaria a este respecto. Más en concreto, habría que
prestar particular atención a lo que considero (opinión que comparto
con numerosos estudiosos) dos componentes esenciales: equidad
y libertad. No puede existir calidad educativa si falta, menudea o viene
sobredimensionado uno de ellos, con el lógico deterioro del otro.
Sin equidad, sin la consideración de la igual dignidad de los seres huma-
nos y el continuo ejercicio de acciones para que ésta no se empañe
o no se diluya en comportamientos indeseables, no puede hablarse
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de calidad. En nombre de la libertad no puede patrocinarse ningún
planteamiento que contraríe la igual dignidad de los hombres. Pero
tampoco puede amordazarse la esencial libertad de las personas en
nombre de la equidad. No se olvide que, desde Platón, la libertad
es “la posibilidad de ser desigual entre iguales”. Desigual, sí. Nada
de planteamientos uniformistas, obligatoriamente únicos, programados
para convertir la riqueza plural del ser humano en robots. Pero desi-
gual entre iguales, es decir, entre personas que comparten la igualdad
esencial de ser tales, con vocación trascendente, responsabilidades
sociales y vida propia. En este sentido, parece que la educación
debería afrontar un planteamiento más coherente de la libertad sin
dejarse engatusar solamente por las concretas libertades. Pero sin
olvidar que la libertad también exige esas libertades concretas, y que
amenazar una de ellas puede ser letal para la libertad en su conjunto.
DIFERENCIAS FUNDAMENTALES EN LOS SISTEMAS EDUCATIVOS EUROPEOS 69

III 
MARCO CONSTITUCIONAL 
EUROPEO DEL DERECHO 
A LA EDUCACIÓN

El artículo 27 de la Constitución española
ALFONSO FERNÁNDEZ MIRANDA
Catedrático de Derecho Constitucional 
Universidad Complutense
El título de esta exposición delimita con nitidez su alcance.
Nos impone un tratamiento “sub specie iuris”, y ni siquiera desde la
totalidad del ordenamiento jurídico, sino, básicamente, desde la
perspectiva constitucional. Con ello, seguramente, debemos pres-
cindir, si no de lo fundamental, sí de lo sustancial de los procesos
educativos.
La apertura en España de un proceso constituyente, a partir de
1976, nos enfrentó a viejos problemas históricos que habían dividido
a la sociedad española, haciendo imposible o dificultando seriamente
el proceso de integración política. Entre ellos, cabe destacar el con-
flicto secular – más de hecho que jurídico o teórico – entre poder civil
y poder militar; el enfrentamiento entre Monarquía y República, el
de las tensiones regionalistas, nacionalistas o abiertamente inde-
pendentistas que dificultaron la integración territorial del Estado y, en
fin, la dialéctica entre Estado confesional y Estado laico o “laicista” que
se proyectaba acusadamente, entre otros ámbitos, en el de la escuela
y la enseñanza.
Si se me permite una pequeña reflexión sobre el poder consti-
tuyente, diría que todo proceso constituyente, viable y sólido, descansa
en dos presupuestos: la armonía social en la “identificación” del sobe-
rano, y la común aceptación de los cauces procesales para que ese
titular de la soberanía pueda manifestar su voluntad. Estos cauces
procesales los suministró con éxito la Ley para la Reforma Política que
propició la paradoja de una revolución jurídico–política desarrollada 
en el marco aparente de una continuidad formal. En cuanto al
presupuesto sustancial, la armonía o coincidencia en la identifi-
cación del soberano, era pacífica la atribución de la soberanía a la
sociedad civil, al pueblo entendido – desde la tradición liberal
democrática – como el conjunto de ciudadanos libres. Ello resolvía
de forma radical – en el plano teórico o jurídico – el conflicto
entre poder civil y poder militar concebido éste como un instru-
mento sujeto a la dirección de aquél, y en el plano fáctico y real lo
resolvía la derrota del golpe de Estado del 23 de febrero de 1981.
También resolvía de forma seguramente definitiva la vieja dialéc-
tica Monarquía–República, entendida ésta desde la perspectiva
del poder constituyente. Porque el conflicto histórico no era el tema
menor y secundario de la forma de la jefatura del Estado, sino el
enfrentamiento entre dos principios de legitimidad política: el
principio monárquico frente al principio democrático, la legitimidad
histórico–tradicional frente a la legitimidad democrática, la sociedad
aristocrática frente a la sociedad igualitaria, el principio de coso-
beranía frente al de soberanía popular. Era esta dimensión profunda
la que afectaba, en suma, a la configuración del poder constituyente,
la que dotaba al enfrentamiento político de la máxima hondura y
de la máxima agresividad y la que abría claros precipicios hacia el
enfrentamiento civil. La propia comprensión pacífica, ampliamente
compartida, de la titularidad popular de la soberanía, situaba a la
Monarquía en el plano importante pero menor, de la forma polí-
tica de la jefatura del Estado, de la forma de gobierno, como una
opción que trae causa de legitimidad de la norma constitucional,
es decir, de la voluntad del pueblo soberano. Toda cuestión jurí-
dica o política está permanentemente abierta porque el Derecho
no es una esencia metafísica, sino una realidad histórica; por ello
es perfectamente posible que en el futuro se reabra el conflicto entre
Monarquía y República, pero ya nunca será el mismo conflicto. El
tema será para siempre – salvo en algunas posiciones más emo-
cionales que racionales – un tema menor, importantísimo pero menor,
que no afecta a la entraña del poder constituyente, sino a la mera
forma político–institucional de la Jefatura del Estado y que, por tanto,
podrá siempre ser planteado sin la carga destructiva del viejo
enfrentamiento histórico. 
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No sucedió lo mismo con la cuestión territorial. Si era pacífica
la atribución de la soberanía al “pueblo”, no lo era la propia concepción
del “pueblo”. Para la mayoría, el pueblo eran los ciudadanos españoles
contemplados homogéneamente desde el principio de igualdad; para
otros a ese pueblo había que superponerle otros “pueblos”, territo-
rialmente integrados en comunidades políticas preconstituidas.
Tales divergencias convertían el consenso en un espejismo, en una
apariencia, pero no solucionaban el problema. Se pudo llegar a un com-
promiso transitable y transitado en el llamado Estado de las autono-
mías, pero no a un auténtico consenso integrador garante de la lealtad
constitucional. Los conflictos son evidentes, y no me refiero tan sólo
al plan rupturista de Ibarreche, inequívoca aunque enmascaradamente
independentista, e incluso a la reivindicación en el último Congreso
de Convergencia Democrática de Cataluña de la co–soberanía. No
es de extrañar, en este contexto, la dificultad de apertura (salvo en
temas puntuales y que no afecten al poder constituyente) de un pro-
ceso serio de reforma constitucional. Porque lo que se abre es el esce-
nario del más puro disenso. 
En cualquier caso, el gran problema histórico que aquí nos
interesa es el problema educativo que, como he dicho, implica a la
vieja dialéctica entre Estado confesional y Estado laico que se proyecta
a su vez sobre la escuela: pública o privada; laica o confesional; 
neutral o con carácter propio (o ideario); externamente dirigida, coges-
tionada o autogestionada.
En la historia de España la libertad de enseñanza y el derecho
a la educación, como derechos perfectamente distinguibles y poten-
cialmente complementarios, nunca habían sido reivindicados de
manera simultánea. Cuando se reivindicaba uno, era para negar el
otro. Desde luego, la libertad de enseñanza debió de ser una de las
primeras reivindicadas por el pensamiento liberal; al fin y al cabo,
hay que situarla en el mismo contexto que a la libertad de pensamiento
y prensa. Se trata, en este caso, de una proyección de esas libertades
de creencia y de comunicación: la libertad de creación y transmisión
del saber, exactamente igual, en el mismo plano que las libertades
informativas. Ello tiene, probablemente, como explicación más plau-
sible el poder de las iglesias, en España de la Católica, de la confe-
sionalidad del Estado en la mayor parte de nuestras Constituciones
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y, sin duda en consecuencia, el mantenimiento de un rígido y severo
control sobre los contenidos educativos. Recordemos que todavía
en el año 1975 hay una sentencia del Tribunal Supremo en la que
se confirma la expulsión de la función pública de varios profesores
por no adecuarse en sus explicaciones al dogma y la moral católicas.
¡En 1975! Hay que comprender que de la historia broten unos pro-
fundos rencores. Aunque aquellos problemas en su parte más
profunda ya no existen, es el propio rencor el que se convierte en
sí mismo en un problema. Explicable y comprensible, pero no nece-
sariamente justo. Pero sí es justo decir que hablamos de una Iglesia
Católica en nada comprometida con la “Modernidad” ni, por tanto,
con la libertad individual. Que hablamos de la Iglesia que desgarró
a Lamennais con la Mirari vos situándole en una dramática contra-
dicción entre el imperativo de la obediencia y el imperativo de la con-
ciencia… y aún me atrevería a decir hoy (yo, no Lamennais) el
imperativo de la experiencia. 
Hablamos, pues, de una Iglesia “preconciliar”. Hoy, tras el Con-
cilio Vaticano II, tras la sustitución del concepto opresivo de tole-
rancia por el de libertad religiosa, tras la aceptación de la laicidad
(aunque no necesariamente del laicismo), no se puede juzgar a la
Iglesia con los mismos criterios. Todos hemos cambiado.
Cuando se reivindica el derecho a la educación (no me refiero
a determinadas políticas de fomento que son perceptibles en Europa
y América a partir del despotismo ilustrado y de su gran ideal de
educar al pueblo – “todo para el pueblo, pero sin el pueblo” – y que,
por ejemplo, encontramos claramente en la Constitución de Cádiz,
en cuyo artículo 360 se establece que en todos los pueblos de la Monar-
quía habrá una escuela. Se trata, insisto, de medidas de fomento, que
no dan nacimiento a ningún derecho subjetivo y descansan en la libre
acción o inhibición de los poderes públicos)… cuando se reivindica
el derecho a la educación, decía, se hace en detrimento de la libertad
de enseñanza, como ocurrió en la Constitución de la Segunda Repú-
blica de 1931, desde la idea de la escuela pública, única, laica y
neutral. Recuerdo una famosa expresión que, salvo en un contexto
muy peculiar, siempre me resultó difícilmente comprensible, pero
que, en su difícil ininteligibilidad, explica muchas cosas de la situa-
ción política española de la época: en las Cortes Constituyentes
76 ALFONSO FERNÁNDEZ MIRANDA
Álvaro de Albornoz dijo que “la libertad de enseñanza nunca fue una
bandera liberal, siempre fue una bandera clerical”.
Puede aceptarse que la libertad de enseñanza en España,
durante el siglo XIX y gran parte del siglo XX, se entendió exclusi-
vamente como libertad de creación de centros, al servicio funda-
mentalmente de los intereses de la Iglesia Católica. Pero la libertad
de enseñanza, entendida en plenitud, es mucho más honda en su
contenido. Es un principio estructural que se proyecta sobre todos
los actores del proceso educativo: libertades de los alumnos (de
elección, de conciencia y de participación), libertad de los profesores
(de conciencia, de participación y de cátedra) y libertad de los padres
(de participación y de elección del tipo de educación que desean para
sus hijos). 
El consenso constitucional sobre el Art. 27 resultó muy com-
plicado, siendo probablemente uno de los preceptos más duros, más
trabajados y con más antagonismos y donde ciertamente se proyectó
mayor generosidad por parte de todos, porque naturalmente no hay
consenso sin renuncias. Podríamos decir que el programa máximo del
PSOE y de la izquierda en general puede leerse en documentos muy
exhaustivos de UGT, de la Federación Española de Trabajadores de
la Enseñanza, integrada en la Unión General de Trabajadores, y en
aquella época muy próxima al PSOE casi como correa de transmi-
sión del propio partido político. Dada la entidad del partido político
y del sindicato casi podía decirse al revés: que el pequeñito PSOE,
con una gran tradición histórica, pero con muy pocos militantes en
1976, era la correa de transmisión de un gran sindicato consolidado. 
Por su parte, Comisiones Obreras, que junto al Partido Comu-
nista fue la organización antifranquista más sólida, más coherente
y más potente, tuvo también una seria implantación en la sociedad.
En su programa máximo se encuentra la idea siguiente, aunque
matizada, medio jacobina y medio marxista (no olvidemos que en
el año 1976, el Partido Socialista era canónicamente marxista y que
el Partido Comunista era canónicamente marxista leninista): escuela
única, escuela laica, escuela neutral y, además, escuela autogestio-
naria, donde sería el colectivo de padres, alumnos y profesores
(alumnos, en su caso, dependiendo de la edad) los que gestionarían
el centro. El no de corazón a la enseñanza privada era imposible en
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la práctica, aunque sólo fuera por las exigencias de los parámetros
internacionales en materia de derechos humanos, pero se la pretendía
restringir ampliamente cercenando el derecho a la dirección y prohi-
biendo su financiación con fondos públicos. 
Ponía mucho énfasis en el derecho a la educación y obviaba la
libertad de enseñanza, más allá de la libertad de creación de centros.
El centro derecha estaba preocupado por la libertad de enseñanza,
por el derecho de creación de centros privados, por el derecho de
los padres a formación religiosa, acorde con sus convicciones, por
el derecho a elección de centro, también en atención de las con-
vicciones, por la financiación pública de los centros privados, que
en su día llegarán a ser centros concertados. Básicamente éstos eran
los mimbres contradictorios con los que había que hacer el consenso
constitucional.
Ahora veremos cómo se gestó ese consenso. Es probable, suele
decirse, que el éxito o una de las razones del indudable éxito de ese
modelo de equilibrio que es la Constitución de los Estados Unidos,
entre los intereses no fácilmente conciliables de las trece colonias
que se independizan de la metrópoli inglesa, se deba a que se decla-
raron secretas las reuniones de la Convención de Filadelfia, con lo
cual se evitó ciertamente que las pasiones políticas y la presión
política de los grupos organizados se desbordasen sobre la Convención.
Sin embargo, en el caso de la Convención americana tenemos un libro
–fantástico libro, clásico–, “El Federalista”, donde tres miembros de
la Convención nos contaban lo que iba ocurriendo. En España care-
cemos de toda fuente documental.
Con respecto a nuestro artículo 27, el centro derecha obtuvo la
referencia explícita a la libertad de enseñanza, a la que siguió la posi-
bilidad de financiación de centros privados, en los términos que esta-
bleciese la ley; consiguió que se reconociese el derecho de los
padres a recibir en todo tipo de escuelas, públicas o privadas, la edu-
cación moral y religiosa, acorde con sus convicciones. En definitiva,
no es poco lo que consiguió. La izquierda, por su parte, consiguió una
amplia programación, por tanto, la garantía de un sistema público de
centros escolares, programados desde el Estado o desde las Comu-
nidades Autónomas, para garantizar el derecho a la educación básica
y gratuita; consiguió, y no es poco, introducir el elemento autogestionario,
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que venía de su proyecto, a través del derecho a la intervención de
los padres, profesores y, en su caso, los alumnos, en la gestión y el
control de los centros sostenidos con fondos públicos, fueran centros
públicos o fueran centros privados concertados; consiguió, además,
que no se hiciese explícito en el Art. 27 el derecho de los padres a
la elección de centro y a la elección de una educación orientada desde
un referente de interpretación del mundo, acorde con sus convicciones
ideológicas, morales y religiosas; y consiguió que no se incluyese
expresamente el derecho a la dirección de los centros, pues hubo
una rotunda oposición a que se incorporase el derecho a la dirección,
precisamente con esa intención de convertirlos en centros auto-
gestionarios. Y aquí viene un golpe de mano del centro derecha.
Cuando llega la Constitución al Senado, tras su aprobación en
el Congreso, se introduce una enmienda de aparente inocencia, el
Art. 10-2. El Art. 10-2 –como saben– es un criterio de valor extraor-
dinario de interpretación de nuestra Constitución y remite a los Tra-
tados Internacionales que regulan derechos humanos, de manera que
la Constitución Española debe ser interpretada desde los Tratados
Internacionales, ratificados por España, reguladores de Derechos Fun-
damentales, con lo cual se estaba incorporando a nuestra Constitu-
ción el derecho a elección de centro y el derecho a la dirección de
los titulares del centro.
No vale argumentar –como se ha hecho– que estos derechos no
tienen cobertura constitucional y no son Derechos Fundamentales
porque se incorporan al ordenamiento a través del Art. 96, y forman
parte de Tratados Internacionales, por tanto normas sub–constitu-
cionales. No es así: estos derechos se incorporan a nuestra Consti-
tución a través de la cláusula interpretativa del Art. 10-2, que nos obliga
a interpretar, como contenido de la libertad de enseñanza, la libertad
de creación de centros y la libertad de dirección de centros, tal y como
establece el Pacto sobre Derechos Civiles, Sociales y Culturales. Por
supuesto éste es el criterio del Tribunal Constitucional, en una juris-
prudencia ya hoy en día absolutamente pacífica. Hubo todavía un
voto particular, suscrito por el que luego fuera Presidente del Tribunal
Constitucional, y lamentablemente víctima –una más– de los asesinos
de ETA, D. Francisco Tomás y Valiente, en el que sostenía la tesis con-
traria, pero que quedó en minoría, y cuando se interpuso recurso
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frente a la LODE, el Tribunal Constitucional volvió a reiterar los
mismos criterios que con respecto a la LOECE. En este caso, a la paci-
ficación jurídica se añadió la pacificación política. No vale argumentar
con que el principio de elección de centros no está explícitamente
en la Constitución. La Constitución es una norma jurídica, efectivamente;
en ningún artículo de la Constitución se lee el derecho de dirección,
ni se lee que existe el derecho a la elección de centro. Bien, yo les
podría citar a ustedes centenares de principios que tampoco aparecen
en la Constitución y que son claramente constitucionales, porque son
deducibles de los valores, de los principios y de los derechos reco-
nocidos.
Por ejemplo, lean ustedes la Constitución con la máxima aten-
ción y no encontrarán en ningún sitio el principio “non bis in idem”,
es decir, poner doble pena por una infracción. El Tribunal Consti-
tucional, con una contundente y sólida lógica jurídica, lo ha dedu-
cido sin más del principio de tipicidad y de las garantías establecidas
en el Art. 25, el derecho punitivo del Estado, tanto del Derecho
Penal estricto, como el Derecho Administrativo sancionador. Nos
encontramos ante verdaderos Derechos Fundamentales, de fácil
deducción, incluso del propio Art. 27. Además y en caso de que a alguien
le quedara alguna duda, perfecta y obligadamente deducibles de la
necesidad de interpretar los Derechos Fundamentales, de acuerdo
con el Art. 10-2, desde los Tratados Internacionales, en los que estos
derechos son explícitos. Así, se llega al consenso aparente y se
aprueba el Art. 27. Sin embargo, el consenso era todavía un espe-
jismo. La interpretación que los unos y los otros hacían del Art. 27,
distaba de ser pacífica y los acontecimientos ulteriores lo van a
demostrar.
Una norma de desarrollo del Art. 27 de la Constitución fue la Ley
Orgánica del Estatuto de Centros Escolares, bajo el gobierno de UCD,
una ley que naturalmente trata de arrimar la interpretación del Art.
27 a los propios postulados en materia educativa del centro derecha;
es decir, pone énfasis en el ideario de centro, estableciendo que el
ideario limita algunos otros derechos, como la libertad de cátedra;
pone énfasis también en los conciertos educativos, por tanto en la finan-
ciación de centros privados que van a ser sostenidos con fondos
públicos a través del concierto; pone menos énfasis en los controles
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de este dinero, que sale de las arcas del Estado, en los requisitos
que se le exigen para el concierto a los centros privados; y pone por
último, menos énfasis en el derecho de padres, alumnos y profesores
a intervenir en la gestión de los centros; es decir, es un arma en la
cual se potencia la posición del director de los centros y se limita,
llevándola al mínimo constitucionalmente posible, la participación.
El Partido Socialista y la izquierda en general montaron en cóle-
ra en el propio debate de la Comisión Constitucional. Su portavoz, Gre-
gorio Peces Barba, dijo que aquella ley rompía el consenso constitu-
cional, introduciendo elementos como el ideario, incompatibles con
los valores constitucionales y, dando un portazo, abandonaron la
Comisión todos los miembros del grupo socialista. Años más tarde lo
hará el PP, todavía Alianza Popular. El PSOE interpuso recurso de
inconstitucionalidad ante el Tribunal Constitucional. Años más tarde,
el Partido Socialista, ya en el gobierno, como es obvio procede a dero-
gar la LOECE y a promulgar su propia norma, la Ley Orgánica del Dere-
cho a la Educación, actuando de la misma manera en que lo había hecho
en su momento la derecha, es decir, potenciando los elementos más
próximos a su programa de máximos. En el propio nombre de la ley,
Ley Orgánica del Derecho a la Educación, se omite la idea de libertad
de enseñanza, se prescinde del término ideario –y no es una omisión
inocente– y se cambia por el término carácter propio. Pero si analizan
ustedes la jurisprudencia del Tribunal Constitucional, en la sentencia
que he dejado entre paréntesis, pero que recupero momentánea-
mente sobre la LOECE, verán que en el voto particular de D. Francisco
Tomás y Valiente, se habla de carácter propio y no de ideario, y además
se vincula el carácter propio exclusivamente al derecho a recibir ense-
ñanza religiosa. En esto consistiría el carácter propio del centro, pero
en modo alguno el derecho a que, por parte del titular se pueda esta-
blecer un marco referencial de comprensión del mundo, que sirva como
pauta o parámetro para el proceso educativo, normalmente en España
de carácter puramente religioso, pero que potencialmente puede ser
de otro: criterios de índole pedagógica como los de la escuela moderna
de Ferrer Guarda, o los de las escuelas de la Institución Libre de Ense-
ñanza –el Colegio Estudio– que, con su modelo y estatutos, imprime un
cierto carácter referencial, que puede llamarse perfectamente carácter
propio.
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Por supuesto, también en la LODE se lleva al mínimo la compe-
tencia de los directores y se potencia al máximo los elementos parti-
cipativos, de sustrato autogestionario, con la participación en la ges-
tión de padres, profesores y, en su caso y a su debida edad, con la de
los alumnos. Esta vez es Alianza Popular la que monta en cólera, argu-
mentando en paralelo que se ha roto el consenso constitucional e inter-
poniendo recurso de inconstitucionalidad ante el Tribunal Constitucional.
Las sentencias son un luminoso instrumento para saber lo que
es una Constitución y para diferenciarla de la ley, porque las dos sen-
tencias, salvo cuestiones menores, en las cuales no merece la pena
ni entrar, confirman la constitucionalidad de la ley: la LOECE era una
norma sustancialmente constitucional y la LODE, aunque muy distinta,
era también una norma sustancialmente constitucional. Es decir, es
cierto que en el caso de la LODE se obligó a una sentencia inter-
pretativa, que es una vía para salvar y conservar las leyes. Hay un
principio jurídico de máxima relevancia, que es el principio de con-
servación de la ley, que lo que viene a significar es que siempre que
quepa una interpretación conforme a la Constitución, hay que con-
servar la ley, y que ésta sólo debe ser expulsada del ordenamiento
jurídico cuando resulta manifiestamente imposible encontrarle un
contenido o un sentido conforme a la Constitución. Así nacen las sen-
tencias interpretativas.
Ambas leyes eran conformes a la Constitución, hecho que pone
de relieve que no tiene sentido plantearse la Constitución como un
instrumento de transformación de la realidad social. La Constitución
no es un programa que contenga en embrión un modelo a desarrollar
por el legislador, como si el legislador al elaborar la ley ejecutase la
Constitución. Cuando el gobierno desarrolla reglamentariamente una
ley mediante un decreto, efectivamente ejecuta la ley, y está sujeto a
sus principios y a sus finalidades. Cuando el legislador desarrolla la
Constitución está realizando un acto de libertad política. De aquí se
sigue que la Constitución es un marco de apertura de posibilidades que
delimita el campo del juego en el que caben políticas muy distintas,
incluso contradictorias, pero todas ellas legítimas: legítima era la LOECE
y conforme a la Constitución, y legítima era la LODE, y conforme a
la Constitución, aunque ambas fruto de legítimas posiciones políticas
distintas.
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Por otra parte, una Constitución como programa, sería perfec-
tamente antidemocrática, además de absurda, porque trataría de para-
lizar la historia o de petrificarla: cómo somos culturalmente, qué
modelo educativo o económico tenemos, por citar algunos aspectos,
estarían regulados en la Constitución, de suerte que la soberanía, en
vez de pertenecer a las generaciones vivas –como decía Jefferson–,
habría pertenecido a aquella generación que tuvo la fortuna o la ven-
tura de ser poder constituyente originario y que lo dejó todo atado
y bien atado. No: la Constitución es un campo de juego para la dialéc-
tica política, para la legítima dialéctica política que admite modelos
muy distintos, contradictorios, todos conformes a ella.
En España tenemos muchos problemas educativos pero la
mayoría de ellos no son problemas jurídicos sino problemas sus-
tantivos, pedagógicos, de formación, de planes de estudio, de orga-
nización de la enseñanza; y, cuando son problemas jurídicos, no son
propiamente problemas constitucionales, salvo alguno –al que me
referiré más tarde–. Las sentencias del Tribunal Constitucional paci-
fican jurídicamente y ponen fin al litigio, pero eso no significa que
pacifiquen políticamente. A veces el problema de la falta de paz polí-
tica queda iluminado, en su nivel más extremo, cuando el Tribunal
Constitucional sentencia seis a seis, con el voto dirimente del Presi-
dente; en este caso, el propio Tribunal se manifiesta profundamente
dividido, lo que refleja una división que sin duda existe también en
la propia sociedad, en la propia comunidad política. Pero, con las sen-
tencias de la LOECE y de la LODE, y sobre todo sentencias posteriores
que consolidan la misma jurisprudencia, la mayoría de los pro-
blemas del Art. 27 están pacíficamente resueltos, estableciendo en
consecuencia un marco jurídico estable.
Vamos a referirnos seguidamente a alguno de los puntos alu-
didos. Comienzo por el importantísimo tema del derecho a la edu-
cación, a la educación gratuita, además, en los niveles básicos. El
derecho a la educación es uno de los llamados derechos de tercera
generación, de los llamados derechos sociales, que responden a la
lógica del Estado Social de Derecho. 
En este punto, he de hacer un paréntesis para poner de relieve
que el Estado Social de Derecho no es el Estado de Bienestar. El Es-
tado Social de Derecho es un cauce para alcanzar o bien el Estado
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de Bienestar o bien la sociedad de bienestar, porque tampoco la Cons-
titución prejuzga cuáles van a ser los canales para conseguir una socie-
dad más solidaria. Cuando se dice que está en crisis el Estado Social,
a mí me resulta incomprensible. El Estado Social es un concepto jurí-
dico, un concepto normativo. Cuando hablamos de Estado de Bienestar
hablamos de una realidad socio–económica, de proposiciones des-
criptivas, susceptibles de verificación empírica. Las normas jurídicas
entran en crisis cuando se cuestiona su legitimidad, cuando se cues-
tiona su validez o cuando manifiestamente se incumplen, y no creo
que nada de ello ocurra. Sin duda alguna lo que está en crisis es el Esta-
do de Bienestar y sobre todo el que conocieron en Europa, porque los
supuestos fácticos sobre los que descansaba se han desmoronado:
supuestos fácticos basados en la población, en el pleno empleo, en
una amplísima población cotizante y muy poca población rentista
o subvencionada; era una población joven, por tanto con muy pocas
jubilaciones o infortunio que atender y muchas cotizaciones en la
Seguridad Social; era, además, un sistema económico que aún no había
sido desmantelado por la globalización, que permitía mantener el 
control de la producción, y por consiguiente impedía este fenómeno,
hoy tan frecuente, de la deslocalización.
Todo esto se ha desmoronado: las sociedades tienen altas tasas
de paro, lo cual reclama más financiación frente al infortunio; tienen
una población envejecida, la población activa ha disminuido, los pen-
sionistas se han incrementado, la sanidad universal se ha encarecido:
en parte porque cada vez son más los usuarios, aunque sólo sea por
razones de edad, y en parte porque la evolución tecnológica hace
que los tratamientos sean cada vez más caros. 
Los Derechos Económicos y Sociales son una de las concreciones
del Estado Social, aunque plantean un serio problema que también
nos ayudará a situar en sus justos términos y en su verdadero valor
jurídico el principio de Estado Social. El problema radica en que se
trata de derechos de prestación y no de derechos de libertad. Los clá-
sicos derechos liberales son derechos subjetivos que despliegan
sus efectos sobre un ámbito de la realidad social; en este caso su ob-
jeto son los procesos educativos. Sin embargo las libertades, como
la libertad de enseñanza, reclaman la no injerencia de los poderes
públicos en el proceso educativo, es decir, una esfera de autonomía
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personal o colectiva, exenta de injerencias ilegítimas. Para su satis-
facción basta con un enérgico reconocimiento jurídico y una ade-
cuada tutela judicial. Sin embargo, los derechos sociales son derechos
de prestación, es decir, le pedimos al Estado que nos suministre pres-
taciones, lo cual requiere la creación de un servicio público con su
correspondiente gestión y financiación tanto de medios materiales como
de medios personales. Es decir, la eficacia del derecho depende no
sólo de la voluntad política, sino de las disponibilidades presu-
puestarias. Por eso, sólo algunas Constituciones disparatadas, que
han confundido lo que es una Constitución con lo que es una ley, lle-
van al propio texto Constitucional decisiones que son de carácter 
necesariamente coyuntural. 
Cuando se generaliza, a partir de la Segunda Guerra Mundial,
la constitucionalización de los derechos sociales, y muy singularmente
uno de los más relevantes, el derecho a la educación, éste basa su
contenido en la posibilidad de reclamarle al Estado una plaza gratuita
en las Enseñanzas Básicas o el acceso a la Universidad o a las Ense-
ñanzas Superiores, cuando se reúnan los requisitos de calidad establecidos
por el legislador. En aquel momento, se estableció una importante polé-
mica doctrinal: ¿qué hacemos con este tipo de derechos?, ¿los reco-
gemos como verdaderos Derechos Fundamentales y corremos el riesgo
de su incumplimiento, del descrédito constitucional?, o por el con-
trario ¿nos limitamos a establecer la cláusula del Estado Social y
dejamos que luego el legislador saque sus consecuencias y el juez,
en su caso, saque las suyas?
La República Federal Alemana opta por esta vía, lo mismo que la
República italiana: establecer la cláusula del Estado Social, pero sin
una enumeración exhaustiva; en España, se va a proceder en sentido
inverso, consignando una amplísima tabla de derechos sociales, en
algunos casos verdaderamente pintoresca, recogida bajo el rótulo de
principios rectores de la política económica y social e incluida en el
Capítulo Tercero y a los que se alude a veces con la palabra derecho.
El constituyente, consciente de la imposibilidad de garantizar estos
derechos que dependen de la coyuntura económica y de la disponi-
bilidad presupuestaria, los desactiva, y en el Art. 53-3, dice que no son
derechos, es decir, no son exigibles en tanto no los desarrolle el legis-
lador y en los términos que los desarrolle el legislador. Es decir, no se
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trata de derechos de configuración legal sino de creación legal con fun-
damento constitucional y, por lo tanto, no son derechos constitucio-
nales ni Derechos Fundamentales.
Todo esto provoca una sensación de incumplimiento entre los ciu-
dadanos. Los que tienen cierta edad oyeron repetir hasta la saciedad
al ex–coordinador general de Izquierda Unida, Sr. Anguita, que la
Constitución Española se incumplía, y ponía siempre como ejemplo
el derecho a una vivienda digna. En realidad, resulta muy duro decir-
le al ciudadano que no existe tal derecho y que el legislador consti-
tuyente le ha engañado. Además, al no ser un profesional del Derecho,
se es incapaz de una lectura sistemática del art. 53-3, que es el que
desactiva la bomba de todo el Capítulo Tercero. De ahí se sigue que
el citado derecho a la vivienda nacerá del legislador cuando quiera legis-
lar, en las condiciones que quiera legislar y con los requisitos de acce-
so a la vivienda que quiera establecer. Sólo entonces ese derecho de
base legal será susceptible de tutela, en caso de incumplimiento, antes
los Tribunales de justicia. 
Sin embargo, el derecho a la educación es una excepción, la gran
excepción entre los derechos sociales, porque no se lleva al Capítulo Ter-
cero, sino que se incorpora en la sección primera del Capítulo Segundo,
como un verdadero Derecho Fundamental con todas sus caracterís-
ticas: la indisponibilidad por parte del legislador, su eficacia directa e
inmediata, sin necesidad de intermediación del legislador. De suerte
que, si el Estado se niega a escolarizar a un niño en los niveles básicos
en una escuela pública, tal y como reclama el padre del infante, o es
escolarizado a setecientos kilómetros de su domicilio, es decir, una esco-
larización imposible o en condiciones irracionales, desproporcionadas
o inadecuadas, habría naturalmente posibilidad de reclamación de
daños y perjuicios y la correspondiente indemnización patrimonial
del Estado por el incumplimiento de un derecho.
El incorporar el derecho a la educación a la sección más dura,
con mayor densidad jurídica y con mayor tutela judicial porque
cabe el recurso de amparo, tiene, en mi opinión, un gran valor sim-
bólico puesto que es probablemente la palanca más importante del
Estado Social, del Estado Social de Derecho. Añado aquí que no
existe ninguna razón de dogmática jurídica que impida constitu-
cionalizar los derechos sociales como Derechos Fundamentales,
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siendo las razones de prudencia política. El legislador constituyente
entendió que en España la educación estaba suficientemente uni-
versalizada y había una capacidad presupuestaria suficiente para finan-
ciar el sistema educativo, y así lo hizo. De todas formas no nos
llamemos a engaño: el Estado Social sigue siendo un Estado cuya efi-
cacia y cumplimiento descansa más en la legislación y en la Admi-
nistración que en la propia Constitución. En definitiva, todos los
contenidos concretos que dan lugar a una educación de calidad
descansan en manos del legislador y no en manos de la propia
Constitución. Lo que la Constitución garantiza es muy importante,
pero es muy poco desde una óptica que analice sustantivamente los
problemas reales de la educación que están llamados a ser resueltos
por el legislador y que no podría resolver ni esta ni ninguna Cons-
titución.
En el Art. 27 existe una multiplicidad de bienes jurídicos tute-
lados que pueden entrar potencialmente en conflicto y que están nece-
sitados de ponderación. La técnica del caso en la aplicación del Art.
27 es de extraordinaria importancia, lo que no quiere decir que no
haya ya una sólida doctrina jurisprudencial que nos da parámetros
objetivos, objetivados y objetivables, para que, sin merma de la
seguridad jurídica, podamos resolver esos conflictos. Y uno de los que
está bien resuelto es el potencial enfrentamiento entre el Ideario de
centro y la libertad de cátedra, sobre la misma consideración o con-
figuración de la libertad de cátedra. 
Permítanme una breve excursión crítica sobre la libertad de
cátedra. La libertad de cátedra siempre estuvo vinculada a la uni-
versidad, es decir, a aquellos centros donde se investiga, se crea y
se transmite el saber. La libertad de cátedra nace en Alemania. En
1835 el Rey de Hannover deroga la Constitución, lo cual suscita una
enorme protesta en la universidad que concluye con la expulsión de
cinco catedráticos de sus plazas y el posterior reconocimiento de la
libertad de cátedra en varias Constituciones posteriores. En España,
cuando falló el Tribunal Constitucional, la sentencia entendió que
la libertad de cátedra se extiende a la totalidad de los docentes. Sin
entrar a cuestionar esa interpretación, todo hace indicar que dicha
libertad posee tres velocidades: una velocidad máxima en la universidad
que disminuye en niveles inferiores hasta alcanzar la enseñanza
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primaria, hasta otra muy distinta para centros privados que cuentan
además con Ideario. En la universidad pública no hay ideario, hay
absoluta neutralidad y, por tanto, derecho a que no haya injerencias
en el proceso educativo, en la forma de transmitir el conocimiento,
en la selección del programa, en los enfoques metodológicos, ni por
parte de la autoridad académica ni por parte de la autoridad política.
La libertad de cátedra quiebra el principio de jerarquía administra-
tiva y por eso tiene amplio sentido en el ámbito de la función
pública. Tiene como segundo componente el derecho a orientar las
explicaciones, a seleccionar el programa, los libros que se reco-
miendan, las bibliografías, etc.
En cuanto a los centros públicos, esa capacidad de orientar las
explicaciones de acuerdo con los propios criterios pedagógicos
subsiste, pero la de elaborar el propio programa y determinar los libros
o la bibliografía o los soportes documentales ya no es libre según
se va descendiendo en el nivel educativo, sino que vienen en gran
medida establecidos por la habilitación o la homologación que han
realizado el Estado o las autoridades autonómicas.
Vamos descendiendo de niveles educativos y la libertad de cáte-
dra va disminuyendo, porque va creciendo el derecho a la libertad
de conciencia del alumno. La enseñanza en la universidad permite un
campo mucho mayor para la crítica, aunque a veces se encuentra 
amenazada por la tiranía de lo políticamente correcto.
Los problemas que se plantean con el ideario están bien resueltos
en la actualidad. Se pide a los alumnos que su actitud no haga imposible
el que la educación se desarrolle de acuerdo con ese marco referen-
cial y lo mismo se exige a los profesores, que han aceptado incorpo-
rarse a un puesto de trabajo en una empresa ideológica, como dicen
los italianos. Esto mismo ocurre con los medios de comunicación, que
son también empresas de tendencia, y nadie se rasga las vestiduras.
Porque ¿qué significa la cláusula de conciencia de los periodistas? Sig-
nifica que, cuando cambia la línea editorial y el periodista siente agre-
didas sus convicciones, puede marcharse y pedir una indemnización. 
En la jurisprudencia del Tribunal Constitucional ha quedado
muy claro que el profesor que libremente accede a impartir sus cla-
ses en un determinado centro, con un determinado marco referencial
o ideario, está obligado exclusivamente a respetarlo, por supuesto
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en modo alguno a compartirlo, y mucho menos a convertirse en apo-
logista del mismo. De ahí que, en un colegio católico, si un profesor
divorciado que no provoca ningún impacto en el proceso educativo
sufre un despido, éste sería claramente improcedente, además de nulo.
En este caso, el profesor puede imponer la readmisión. 
Ahora bien, y por continuar con el ejemplo, en un colegio cató-
lico, una profesora de filosofía, militante defensora del aborto tanto
en el centro como en su actividad pública, podría llegar a causar un
impacto sobre el proceso educativo que pudiera justificar el despido.
Siempre que haya la discreción necesaria y un respeto al ideario de
centro no se puede exigir nada más, y emerge automáticamente la
libertad ideológica y la libertad de conciencia del profesor que no
puede ser avasallada con exigencias injustificadas.
Por último, querría terminar mi intervención señalando algunas
cuestiones que no están bien resueltas: el problema del acceso a las
plazas de los centros concertados, porque lo que se financia es la
oferta y no la demanda; siendo el instrumento que hace posible el
derecho de los padres de elección de modelo educativo, quien debe
seleccionar es el padre al centro y no el centro al niño. Por consi-
guiente, cuando hay desajuste entre la oferta y la demanda y hay
muchos padres que quieren ir a un centro determinado, habrá que
establecer criterios objetivos de selección, ya que lo que es consti-
tucionalmente debido no es financiar la oferta sino la demanda, la
voluntad de los padres. Y el fraude está a la orden del día: cambios
de domicilio ficticios, para aproximarse geográficamente, o bien
fraudes fiscales que no hacen sino pervertir el sistema.
Otro problema que no está resuelto es el de las clases de reli-
gión. Estoy convencido de que la mayoría de los padres católicos acep-
tarían cualquier solución porque lo que quieren es que sus hijos reciban
la clase de religión. Este derecho está constitucionalizado y los
acuerdos con la Santa Sede, que son un Tratado Internacional de 1979,
establecen, de forma rigurosa y clara, que la clase de religión debe
estar equiparada en todo a las asignaturas fundamentales. Por tanto,
no hay otra solución que denunciar el convenio con la Santa Sede,
pero no incumplirlo. Mientras tanto, lo que hay que hacer es acatar
el Tratado Internacional.
Muchas gracias por su atención.
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El derecho a la educación 
en las Constituciones europeas
PEDRO GONZÁLEZ–TREVIJANO
Rector de la Universidad Rey Juan Carlos
Catedrático de Derecho Constitucional
El objetivo de mi intervención será exponer las líneas generales
de la educación en el ámbito europeo, esto es, cuál es el tratamiento
constitucional que recibe la educación en los diferentes países de
la Unión Europea. 
En primer lugar, me gustaría referirme a lo que sucede en el ám-
bito universitario. España tiene aproximadamente entre 1.500.000 y
1.600.000 universitarios, lo que significa una tasa de crecimiento en
los últimos años importante. Ocurre exactamente igual que en la Ense-
ñanza Media, donde se ha producido un proceso de caída, como con-
secuencia de la deflación de la natalidad, que llegó primero a los
colegios, pero que inexorablemente afectó también a la universidad.
Francia tiene una tasa de, aproximadamente, dos millones de estu-
diantes universitarios; Alemania, de unos 2.100.000 e Italia y Gran
Bretaña de 1.900.000 estudiantes. Respecto de los países que se han
incorporado a la Unión Europea, los casos más significativos son proba-
blemente los de Polonia, ques en los últimos diez años ha multipli-
cado por cuatro la incorporación de los estudiantes a la educación
superior, y Hungría, que la ha multiplicado por tres. Con esto quiero
transmitir que seguramente es esta nota de la generalización y de la
extensión, a pesar de todo, y no solamente en el de la Enseñanza Media
sino también en el ámbito de la Enseñanza Superior, una de las
características que mejor describe la situación educativa actual en
el marco de la Unión Europea.
En segundo lugar, tal y como señalaba Spagna Musso, al hilo del
llamado Estado de la cultura, se ha producido en los últimos años
un mayor acercamiento de las políticas educativas y del ejercicio del
derecho a la educación, gracias a la presencia de la sociedad civil
en el ámbito de las enseñanzas superiores o de las enseñanzas uni-
versitarias. Entre los rectores de las universidades públicas, es fre-
cuente hacer una invocación explícita de la necesidad de que la
educación se vincule de manera más directa con la sociedad civil,
pues ambas están unidas en la persecución de idénticos fines.
En tercer lugar, se ha apuntado la necesidad de empresarializar
la educación, es decir, de encontrar apoyo económico externo, al 
margen del respaldo por parte del Estado, que ha sido tradicional-
mente quien ha sufragado siempre, con carácter general, la enseñanza,
aunque no con la misma dimensión en todos los Estados; como
ejemplo de referencia se destaca el mayor papel en la entonces
República Federal de Alemania. Estoy convencido de que hoy, des-
pués de la unificación, esos estudios no serían asimilables con una
situación intermedia, como la que podría representar el régimen edu-
cativo francés, y una situación de expectativa de futuro, como la que
puede representar Italia.
Por último, en los últimos años se ha producido un proceso muy
importante de internacionalización. Se trata de una internacionali-
zación que afecta a los grandes retos y a la necesidad de afrontarlos
con parecidas soluciones. Es lo que se pretendía, al menos en un pri-
mer momento, consagrar en los textos de las Declaraciones y Derechos
Internacionales: un reconocimiento, aunque fuese genérico, de la impor-
tancia tanto del derecho a la educación como de la libertad de la ense-
ñanza. Ya en la Declaración Universal de Derechos del Hombre y del
Ciudadano de 1948, en el Pacto de Derechos Civiles, Sociales y Polí-
ticos, de 1966, y en el Convenio de Roma del año 1950, hay un
explícito reconocimiento del derecho a la educación, como uno de
los derechos esenciales, como uno de los derechos personalísimos
necesitados de protección por cualquier tipo de Estado. Cualquier
tipo de régimen que se quiera denominar de verdad un régimen cons-
titucional, asentado en la libertad, que es lo mismo que decir en el
reconocimiento de los derechos de la persona. Uno de esos de-
rechos es, sin duda, el derecho a la educación, pero también –y yo
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considero muy importante esta segunda parte– la libertad de ense-
ñanza. Yo creo que la educación no se puede entender sólo desde
el prisma del derecho a la educación, que tiene un contenido pres-
tacional, sino también desde la perspectiva de un contenido de
dimensión activa de desarrollo por los propios ciudadanos. Ahí se
encuentra la libertad de enseñanza.
En el ámbito de los Tratados constitutivos de la Unión Europea,
también se empezó a prestar asimismo una cierta atención al ámbito
de la educación, pero otorgándole un carácter subsidiario. Los pri-
meros textos constitutivos de 1951 y 1957 hacían referencia prefe-
rentemente a las libertades de contenido económico. Efectivamente,
el Tratado constitutivo de la Comunidad Económica Europea era fun-
damentalmente económico y sólo secundariamente político: la libre
circulación de personas, bienes, servicios y capitales, y el derecho
de establecimiento, como derecho instrumental, estaban configurados
prioritariamente como unos derechos de carácter marcadamente
empresarial y económico. Buena prueba de que esto es así es que
Jean Monet, uno de los grandes inspiradores del proceso de cons-
trucción europea, preguntado en una ocasión por lo que cambiaría
si tuviese que reconstruir la historia de la génesis europea, dijo:
“Yo, si empezase de cero, empezaría por la educación”. Lo cual
creo que dice bastante de la significación de la educación, pero
también de lo poco que preocupó, cuando se puso en marcha el pro-
ceso de construcción europea.
Esto no va a cambiar en los siguientes años sustancialmente, al
menos a mi juicio. Ni el Tratado de Maastricht ni el Tratado de Niza
van a prestar una atención prioritaria al ámbito de la educación y de
la enseñanza. El Tratado de Maastricht estaba más ocupado, de alguna
manera, en visualizar un ejercicio más concreto de las libertades eco-
nómicas y, en lo que se refiere a los derechos, en dar contenido a
los derechos políticos –me refiero a lo que suele llamarse “el derecho
a la ciudadanía”–, pero ese derecho tenía muy poco que ver –y muy
poca contingencia, ni estructural ni accidental– con lo que era un
tratamiento pormenorizado de la educación. El nuevo Tratado cons-
titutivo, que ha sido presentado como una Constitución (aunque en
realidad no es una Constitución, por más que la denominemos así
para entendernos y porque nos gustaría pensar que lo es), tampoco
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presta una atención adecuada al ámbito del derecho a la educación
y a la enseñanza. Le otorga una atención muy parcial, en uno o en
dos de sus preceptos, y se trata además de normas que no son real-
mente ejecutables, preceptos que no son auténticos reconocedores
de derechos públicos subjetivos. Más bien poseen carácter programático
y, por tanto, poco tienen que decir respecto a lo que ha sido el reco-
nocimiento de este ámbito de la educación y de la enseñanza en los
textos de las Constituciones europeas y en el posterior desarrollo legis-
lativo de las mismas. 
Hoy, por el contrario, la práctica totalidad de las Constituciones
de los Estados de la Unión Europea tienen un tratamiento sustan-
cialmente semejante al que reconocen la Constitución española de
1978 y las leyes de desarrollo, tanto en lo que se refiere al ámbito de
la universidad como en el ámbito de la enseñanza básica o de la ense-
ñanza media. Nosotros contamos con un prolijo y extenso artículo,
el Art. 27 de la Constitución, que es resultado de un complicado pacto
constituyente, como sucede con otros temas. La Constitución fue un
pacto entre tres grandes ideologías: la demócrata cristiana, la con-
servadora y la socialdemócrata. Fruto de ese acuerdo es el Artículo
27, que consta de diez apartados. Se trata de diez apartados en los
que se atisban declaraciones de política ejecutiva muy importantes
que yo simplemente voy a apuntar, para después retomarlos al hilo
de lo que sucede en otras Constituciones en nuestro entorno.
El primer apartado –que es a mi juicio el clave– realiza el reco-
nocimiento expreso tanto del derecho a la educación como de la
libertad de enseñanza y consagra más adelante por primera vez la
autonomía universitaria, no solamente como una garantía institucional,
sino como un auténtico derecho constitucional. Esto se recoge en el
Apartado 10, del Art. 27, que desarrolló la Ley Orgánica de Reforma
Universitaria de 1983, y que evidentemente acoge también, con las
especialidades propias, el nuevo texto de la Ley Orgánica de Uni-
versidades de 2001. 
Al margen de estos dos preceptos, existe un reconocimiento expre-
so de otras realidades: el derecho de los padres a poder brindar a los
hijos aquella formación religiosa y moral que estimen conveniente;
la declaración de que la Enseñanza Básica es obligatoria y es gra-
tuita; la necesidad de la participación efectiva de todos los sectores
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afectados en el ámbito educativo; el reconocimiento a las personas
físicas y jurídicas de la libertad de creación de centros docentes, que
es una expresión de la libertad de enseñanza; la intervención en el
control de la gestión de los centros educativos; el papel ineludible
de los poderes públicos; el sostenimiento de los centros docentes que
reúnan aquellos requisitos preestablecidos anteriormente por el
legislador; y, en última instancia, el citado derecho a la autonomía
de las universidades.
Pues bien, todos estos preceptos que se reconocen en la Consti-
tución española de 1978 se vienen de alguna manera atisbando, más
o menos enunciados, más explícitamente desarrollados o más vagamente
apuntados, haciendo más o menos hincapié en el aspecto religioso o
laico, en los textos de las Constituciones más modernas.
A mi juicio, el primero de los textos constitucionales europeos
que afronta con carácter de modernidad, de manera pormenori-
zada y de forma detallada el problema de la educación es la Cons-
titución de Weimar de 1919. La Constitución de Weimar es el texto
constitucional que, de alguna manera, introduce a Alemania en la
modernidad y pone fin al régimen constitucional del Imperio de
1871. Se trata de una Constitución importantísima en el constitu-
cionalismo, entre otras razones porque incorpora al constitucio-
nalismo europeo lo que serían denominados derechos económicos
y sociales, que sólo habían tenido presencia antes en la Declara-
ción Revolucionaria bolchevique de 1918 y en la Constitución Mexi-
cana de Queretaro de 1917. Pues bien, en esta Constitución hay todo
un título que incluye ocho artículos (cosa nunca más vista en
ningún texto de Constitución europea) dedicados a la educación,
artículos muy pormenorizados donde hay un desarrollo prolijo de
las competencias del Estado, las entidades y los municipios locales
(Título IV de la parte II). 
En la Constitución de Weimar, por ejemplo, se establece, con carác-
ter general, que el arte y la ciencia son libres; hay una apuesta deci-
dida por la educación específica de la juventud y de la infancia; se
otorga preponderancia al papel de la inspección del Estado en la ges-
tión de la enseñanza, tanto pública como concertada; se establece,
asimismo, una educación obligatoria y gratuita, en este caso hasta
los ocho años, algo que con carácter general se recoge después en
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la Constitución alemana, vigente en la práctica totalidad de las Cons-
tituciones posteriores; se apela al papel de los municipios y las enti-
dades territoriales locales menores en la gestión de las enseñanzas
públicas y de la educación; se prevé la posibilidad no solamente de
la enseñanza en el ámbito de los centros públicos, sino de los centros
privados, pero eso sí, prefijando las condiciones y los requisitos exi-
gibles por parte –como no puede ser de otro modo– del Estado; hay
una referencia al respeto a las libertades religiosas y, en concreto,
a la Iglesia Católica; y hay también algo que se echa en falta en el
tratamiento de la educación española vigente: el tercer párrafo del
Art. 148 de la Constitución de Weimar dice: “La enseñanza de la ciu-
dadanía y del trabajo entra en las disciplinas del plan escolar. Todos
los alumnos recibirán un ejemplar de la Constitución, que tendrán
que conocer al terminar sus deberes escolares”. 
Sin embargo, sorprendentemente, la vigente Constitución alemana,
la llamada Ley Fundamental de Bonn, de 1949, no tiene ningún 
título explícito dedicado a la educación y a la enseñanza; no posee
ningún título parecido a lo que sucede con su regulación en la Cons-
titución española de 1978. Lo que hizo el constituyente alemán, desde
el Art. 1 hasta el Art. 12 (también 20.1 y 28.1), fue realizar referencias
indirectas a determinados ámbitos o derechos de protección. Después,
la jurisprudencia del Tribunal Constitucional alemán ha ido apuntando
determinados aspectos que, de una manera o de otra, podían integrar
el contenido que más o menos forma el núcleo esencial del Art. 27
de la Constitución española de 1978. 
Por ejemplo, la Constitución alemana de 1949, en el Art. 2,
habla del libre desarrollo de la personalidad, habiéndose deducido
por parte del Tribunal, la capacidad individual para aprender, pero
no existe un reconocimiento expreso, como sucede en nuestra Cons-
titución. En el Art. 3 se reconoce (aquí sí de forma parecida al Art.
14 de la Constitución española) el principio de igualdad; de aquí se
ha deducido una igualdad y una lógica de oportunidades en todos
los ámbitos, y también en el de la educación. En el Art. 5, Apartado
Tercero, se reconoce algo recogido también en nuestro constitucio-
nalismo, como es la libertad de ciencia. En el Art. 6, Apartado
Segundo, se establece, como una de las obligaciones prioritarias de
los padres –como un deber constitucional, con mayúsculas, porque
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está reconocido en el propio texto de la Constitución–, el prestar la
suficiente asistencia educativa a los hijos. Y en el Art. 7 hay una refe-
rencia, explícita también, a las atenciones del Estado respecto de los
centros docentes privados. Como se observa, en los primeros artículos
existe una preocupación por el constituyente, pero se trata de una pre-
ocupación algo desordenada si se compara con los once artículos, con
sus epígrafes y subepígrafes de la Constitución de Weimar de 1919. 
En Alemania, con carácter general, existen dos grandes ám-
bitos de estudios: los estudios no universitarios y los universi-
tarios, que se denominan estudios de universitäten. En lo que se
refiere a los estudios no universitarios, existen, dentro de la pri-
mera categoría, lo que ellos llaman la Enseñanza Básica, Principal,
Real, el instituto y la escuela Global. Aparte de esta categoría
general de estudios existe, igual que sucede en España, una for-
mación preescolar, la Kinder-Garten, una formación de carácter
profesional y una educación especial, tanto para niños como para
jóvenes, minusválidos y adultos.
De todo ello, lo que quizá pueda tener un interés más espe-
cífico es que la Constitución alemana de 1949 establece de alguna
manera, con carácter general, lo que llamamos los constituciona-
listas una democracia militante y beligerante. A diferencia de la Cons-
titución española de 1978, donde está prevista la revisión total de
la Constitución, y no existen las cláusulas de intangibilidad material.
En España se puede modificar cualquier precepto constitucional,
siempre que sea de acuerdo con las reglas de revisión constitucional
y siempre que sea pacíficamente. Esto no sucede en Alemania. La
Declaración de derechos fundamentales alemana está transida de
esta nota de inmutabilidad. Esta idea de que hay que defenderse de
los que no defienden la democracia se encuentra presente en algu-
nos fallos muy importantes del Tribunal Constitucional alemán, de
los años 1952 y 1956: el que ilegaliza el Partido Nacional Socialista
Alemán y el que ilegaliza el Partido Comunista en Alemania.
Pues bien, esto tuvo su influencia en el ámbito educativo. En la
Alemania de de los años ochenta, se expulsó a dos profesores por la
transmisión de determinadas enseñanzas, en las que no se venía a reco-
nocer este carácter intangible de los Derechos Fundamentales y este
deber de fidelidad y acatamiento al régimen constitucional. Estos dos
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casos (1986) llegaron al Tribunal Europeo, que refrendó la ilegalidad
del comportamiento de estos profesores. 
Este criterio, sin embargo, una vez que cae el Muro de Berlín
en 1989, se modifica. Una importantísima sentencia de 1995 del Tri-
bunal Europeo de Estrasburgo acabará declarando que, en una
sociedad democrática cabe también la defensa de ideas que no son demo-
cráticas y, diez años después, el Tribunal Europeo (en mi opinión, con
buen criterio) cambia de opinión y respalda lo que viene a ser más
o menos el criterio general de comprensión y de actuación en estos
casos.
Un segundo ejemplo o referencia del tratamiento que recibe la
educación es el del caso francés. El constitucionalismo francés ha sido,
sin duda muchas veces, el referente del constitucionalismo español.
El constitucionalismo francés ha tratado el tema del derecho a la edu-
cación en un nivel menos constitucional que el nuestro. Desde 1812,
en prácticamente todas las Constituciones españolas hay alguna refe-
rencia directa, inmediata y expresa a la educación. Dependiendo de
si la Constitución era de un tinte o de otro, se hacía mayor hincapié
en el perfil del derecho a la educación, como un derecho de pres-
tación por parte del Estado, o en la libertad de enseñanza. Esto en
Francia no ha sido así. 
La importantísima Declaración Francesa de Derechos del Hom-
bre y del Ciudadano de 1789 –de la que prácticamente todo el cons-
titucionalismo del Estado liberal ha vivido en Europa– no contenía
una referencia expresa a lo que nosotros entendemos hoy como pro-
tección al derecho a la educación y a la libertad de enseñanza. Hubo
que esperar a la Constitución de 1791, la primera Constitución
post–revolucionaria, y sobre todo a la Constitución de 1793, para que
hubiese alguna mención a la misma. En la actualidad, sucede en el
ámbito constitucional algo parecido. La Constitución francesa de 1958,
la Constitución inspirada por el General De Gaulle, es una Consti-
tución que carece de una declaración de derechos como la que
acoge el Título Primero de la Constitución española de 1978. En nues-
tra Constitución, sin embargo, desde el Art. 10 hasta el Art. 55,
ambos incluidos, se habla de derechos y libertades fundamentales.
Francia no posee una Declaración de Derechos como la nuestra. ¿Qué
es lo que hace, en Francia, el papel de Declaración de Derechos? El
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reconocimiento en la Constitución francesa de la plena eficacia de
la Declaración Francesa de Derechos del Hombre, de 1789, y la
Declaración Preámbulo de la Constitución de la Cuarta República del
año 1946. En esta Declaración Preámbulo de la Constitución Fran-
cesa de 1946 sí hay una referencia a la educación, pero muy breve.
Lo único que se dice y lo único que importa, desde esta perspectiva,
en el constitucionalismo francés es la referencia explícita al Estado
laico. En su Preámbulo, la Constitución francesa de 1946 señala, como
se recoge en el texto de 1958: “La nación garantiza el acceso del niño
y del adulto a la instrucción, a la formación profesional y a la cul-
tura, un derecho de prestación. La organización de la enseñanza públi-
ca, laica y gratuita a todos los niveles es un deber del Estado”. Esta
idea no es nueva. Está, como apuntaba al principio, en la Constitu-
ción francesa de 1793, la defiende en la Convención Robespierre, es
asumida como propia por Napoleón, en sus Constituciones Napo-
leónicas, y pervive a lo largo de todo el constitucionalismo francés
del siglo XIX: en 1830, 1848, 1875, llega hasta la Constitución de 1946
y se aplica en la Constitución francesa de 1958, por dictamen de la
propia Constitución y porque lo entiende así el propio Consejo
Constitucional Francés, que declara que estos preceptos son dere-
cho, derecho directamente aplicable y no meramente normas o
directrices programáticas.
Buena prueba de que el elemento laico es, si me permiten, la
referencia más importante del tratamiento de la educación, es el pro-
blema de los velos islámicos, que ha tenido un tratamiento muy dis-
tinto que en el caso español. En una sentencia muy inicial del
Consejo Constitucional Francés, del 2 de noviembre del año 1992,
el Consejo Constitucional Francés anuló un artículo, el Art. 13, del
Reglamento interno de un instituto, que prohibía llevar velos islá-
micos acudiendo al argumento del carácter laico del Estado.
En este fallo del Consejo de Estado Francés, se dice: “El prin-
cipio de laicismo de la enseñanza pública, que es uno de los elementos
del laicismo del Estado y de la neutralidad del conjunto de los ser-
vicios públicos, impone que la enseñanza sea dispensada en el res-
peto, de una parte, a esta neutralidad, por los programas y por los
docentes y, de otra parte, a la libertad de pensamiento de los alumnos;
prohíbe, conforme a los principios causados por dichos textos y por
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los compromisos internacionales de Francia, toda discriminación en
el acceso a la enseñanza, basada en las convicciones o creencias reli-
giosas de los alumnos. La libertad, así reconocida a los alumnos, com-
porta para ellos el derecho a expresarse y a manifestar sus creencias
religiosas en el interior de los centros escolares, en el respeto al plu-
ralismo y a la libertad de los demás, sin perjuicio de las actividades
de enseñanza, del contenido de los programas y de la obligación de
asistencia a las clases. En los centros escolares –sigue diciendo el Con-
sejo Constitucional– el hecho de que los alumnos lleven signos,
mediante los cuales manifiesten su pertenencia a una religión, no es
en sí mismo incompatible con el principio del laicismo, en la medida
en que ello constituye el ejercicio de la libertad de expresión y de
manifestación de creencias religiosas, mas esta libertad no supone
permitir a los alumnos enarbolar signos de pertenencia religiosa
que por su naturaleza, por las condiciones en que serían llevados, indi-
vidual o colectivamente, o por su carácter ostentoso o reivindicativo,
constituyen un acto de presión, de provocación, de proselitismo o
de propaganda, que pudiera atentar contra la dignidad o la libertad
del alumno o de miembros de la comunidad educativa, compro-
metiendo su salud o su seguridad, perturbando el desarrollo de las
actividades escolares y el papel educador de los docentes y, en defi-
nitiva, alterando el orden laico en el centro y el funcionamiento laico
normal del servicio público”. 
Se podrá estar de acuerdo o no, pero la argumentación es con-
secuencia de esta construcción “obsesivamente laica”, que preside
la comprensión de la V República Francesa (artículo 2) y que data
de cuando se rompe, por parte de Napoleón, el Concordato con el
Papa, a principios del siglo XIX.
En España, por razones distintas, el tratamiento de la materia
es diferente. Como se recordará, en casos de este tipo la decisión que
adoptó la Consejería de Educación de la Comunidad Autónoma fue
permitir que los niños pudiesen asistir a los colegios con velo, deci-
sión que hay que entender desde la comprensión de la Constitución
española. 
Italia viene a reflejar el otro lado de la moneda. El pasado ita-
liano, la reunificación italiana tardía, el peso de los Estados Pontifi-
cios, la presencia de un Estado dentro del territorio italiano, la
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tradicional regulación, a través de los Pactos y de los Compromisos
del Estado italiano, después de ratificación con el Papado, llevan a
una comprensión de la educación sustancialmente distinta a la que
existe en Francia, y de alguna manera también dispar de la española. 
La Constitución italiana de 1947 dedica dos artículos al tema de
la educación y de la enseñanza. En realidad, lo que nosotros enten-
demos como educación está más bien reconocido sólo en uno de esos
artículos, el Art. 33, integrado a su vez por tres preceptos. En primer
lugar, que el arte y la ciencia son libres, así como su enseñanza. Mucho
más importante es el mandato de que corresponde a la República
dictar las normas generales de instrucción y crear escuelas estatales
para todos los órdenes y para todos los grados. Al mismo tiempo,
se prescribe que los organismos privados y los particulares –de
forma similar a lo que señala nuestra Constitución– tienen el derecho
a fundar escuelas e institutos de educación sin carga financiera para
el Estado. Estos son los grandes principios constitucionales que
apunta el régimen italiano, porque el Art. 34, en realidad, lo que hace
es una referencia a la enseñanza o la instrucción inferior que llega
hasta los ocho años (siguiendo la Constitución de Weimar de 1919)
y a las ideas de capacidad y de mérito de los alumnos, importantes
a la hora de gestionar los derechos y las becas, entregadas por el
Estado a aquellos estudiantes que no disponen de suficientes medios
económicos para hacer frente a una educación integral. 
En el caso italiano, estamos ante la tensión entre Estado e Iglesia
Católica, que ha tenido una presencia mayoritaria desde los tiempos
de la Constitución del moderno Estado italiano, una presencia que
vendría a consagrarse en la Ley número 121, de 25 de marzo de 1985,
que establece con carácter general las preferencias y las reglas de
la ordenación educativa o de la ordenación docente. 
Posteriormente se ha planteado, sobre todo a finales de los
años ochenta, el problema de qué sucedía con aquellas personas que
no querían cursar en los colegios la tradicional clase de religión, un
tema que, en los últimos años, también ha estado de actualidad en
España. A esa situación se han dado todo tipo de soluciones. Así en
Italia se llegó a una solución, en la que también se inspiraron los legis-
ladores españoles en un primer momento: que aquellas personas
que no quisieran recibir clases de religión desarrollaran una actividad
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educativa complementaria (1985). El caso es que finalmente no reci-
bían ningún tipo de formación educativa específica y dedicaban las
clases a gimnasia, hasta que se asentó la alternativa de que quienes
no querían clase de religión recibieran clases de derechos humanos
(1987). La opción no era muy sensata, en la medida en que las clases
de derechos humanos deben ser transversales y se deben impartir a
todos, con independencia de que los alumnos quieran o no recibir
educación religiosa.
En fin, las líneas generales que hoy en día presiden la política
constitucional educativa de todos los Estados europeos con los que
España más tiene en común son similares. España posee una nor-
mativa parecida a la italiana, a la alemana, algo menos parecida a la
francesa y, después de la primera Constitución portuguesa de 1976,
también un tratamiento parecido al de la Constitución portuguesa de
1976. Esto no sucede, en cambio, con algunas Constituciones nórdi-
cas, que tienen especialidades diferentes, nacidas de su historia y de
su personalidad propia, y de algunos países de las antiguas democracias
populares que se han incorporado tardíamente a la Unión Europea,
que comparten con nosotros una historia común y son europeos, pero
que no han convivido política y culturalmente con los Estados libe-
rales de derecho, en estos últimos cincuenta años.
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I.– ¿EN QUÉ CONSISTEN LOS CONCIERTOS EDUCATIVOS?
Una vez que en las sesiones anteriores se ha expuesto el sistema
educativo español en el contexto europeo, estamos en condiciones
de analizar el régimen de los conciertos educativos instaurado en Espa-
ña por la Ley orgánica 8/1985, de 3 de julio, del derecho a la edu-
cación (LODE), objeto de leves reformas en la Ley de 20 de noviembre
de 1995, relativa a la participación, evaluación y gobierno de los cen-
tros docentes no universitarios, y de reformas de más calado en la Ley
de 23 de diciembre de 2002, de calidad de la educación, aunque sin
afectar las bases del sistema. 
El régimen de los conciertos, o de los centros concertados como
dice la LODE en los artículos 47 siguientes, es la expresión concreta
que reciben en el Derecho español las subvenciones a la enseñanza
no universitaria, fundamentalmente en el nivel obligatorio. En sus
rasgos esenciales el régimen de conciertos procede del Derecho
francés (la conocida Ley “Debré”, de 31 de diciembre de 1959), y con-
siste en que los centros seleccionados por la Administración asumen
la obligación de impartir determinadas enseñanzas, recibiendo a
cambio un apoyo económico sustancial. Un análisis más detenido
de esta relación permite observar que el Estado impone determinadas
condiciones y limitaciones a la libertad de enseñanza, en temas
tales como la admisión de los alumnos, la selección del profesorado
o la gestión de los centros en general, mientras que los centros con-
certados reciben una cantidad que en principio se estima suficiente
para garantizar la gratuidad de la enseñanza en el tramo obligatorio:
es lo que el artículo 49 de la LODE denomina el módulo económico
fijado anualmente en los presupuestos del Estado, en el que se
incluyen tanto los salarios al personal docente como otras cantidades
(mantenimiento de edificios, etc.)1. Entre las obligaciones asumidas
por los centros concertados hay que destacar la prevista en el art.
51 que se refiere a la impartición gratuita de las enseñanzas objeto
del concierto; o las relativas a la admisión de alumnos, que, de
acuerdo con el art. 53 de la LODE, debía regirse por las mismas
normas aplicables a los alumnos de los centros públicos, aunque la
Ley de calidad de la educación de 23 de diciembre de 2002 ha dero-
gado este precepto.
II.– LA BASE CONSTITUCIONAL DE LOS CONCIERTOS EDUCATIVOS
Como es sabido, el artículo 27 de la Constitución es el fruto
de una compleja elaboración durante el proceso constituyente, que
trató de armonizar los intereses de quienes intervienen en las tare-
as educativas (el Estado, la comunidad educativa, los titulares de los
centros) con la intención de resolver los conflictos –ideológicos, 
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1 El art. 76 de la Ley de calidad de la educación de 23 de diciembre de 2002 estable-
ce que el módulo económico se fijará en los Presupuestos del Estado o, en su caso,
en los de las Comunidades Autónomas, pero en este caso nunca será inferior al fija-
do por el Estado. 
religiosos, etc.– que lastran desde hace tiempo la educación espa-
ñola; a pesar de ello, quedaron algunos cabos sueltos que los
sucesivos Gobiernos intentaron atar a través de la legislación de
desarrollo. 
En efecto, al poco tiempo de entrar en vigor la Constitución se
aprobó la Ley orgánica 5/1980 de 19 de junio, de centros escolares,
que ponía el acento en la protección de la situación jurídica de los
centros privados, y en consecuencia mantenía una concepción res-
trictiva de las limitaciones que podrían ser impuestas a los mismos.
Frente a ella, la LODE arranca de una concepción distinta, que en
líneas generales tiende a asimilar la situación jurídica de los centros
concertados a la de los centros públicos: esto demuestra que el
texto del artículo 27 de la Constitución admite varias interpretacio-
nes. No debe extrañar, por ello, que cuando surgen problemas nue-
vos todo el sistema se resiente porque en sus trazos fundamentales
no goza de la aquiescencia que un asunto tan importante requiere2.
Pues bien, aunque los conciertos no están expresamente pre-
vistos en el texto constitucional, tienen su fundamento en la inter-
pretación de determinados conceptos utilizados en el artículo 27 de
la Constitución, concretamente en el apartado 4, según el cual la ense-
ñanza básica es obligatoria y gratuita, y en el apartado 7, que atri-
buye a la comunidad educativa la intervención en el control y gestión
de todos los centros sostenidos con fondos públicos. El “sostenimiento
con fondos públicos” y el “carácter gratuito de la educación obligatoria”
constituyen el cimiento de la regulación vigente de los conciertos
en la interpretación que resumimos a continuación. 
En efecto, aunque pudiera creerse que nuestro sistema edu-
cativo no universitario distingue por un lado la enseñanza privada
y por otro la enseñanza pública, como consecuencia de los con-
ciertos esto no es exactamente así: en realidad, la línea divisoria
se sitúa en el sostenimiento de los centros con fondos públicos,
y por lo tanto dicha línea se traza entre los centros privados que
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2 Posteriormente aludiremos a algunos de los nuevos problemas que deben afrontar
los conciertos educativos, relacionados con la financiación, la organización y direc-
ción de estos centros, la inmigración, o las transferencias a las Comunidades autóno-
mas de la gestión de los conciertos.
no obtienen financiación o subvención de ninguna especie de la
Administración, y los centros sostenidos con fondos públicos,
esto es, los públicos y los concertados. El criterio que guía a la legis-
lación española, arrancando de la expresión citada del apartado
7 del artículo 27 de la Constitución, es que el sostenimiento de los
centros de titularidad privada con fondos públicos determina y jus-
tifica la intervención de la llamada comunidad educativa (formada
por profesores, padres y en su caso los alumnos) en la gestión y
control de los centros, no de la Administración pública. En el Esta-
tuto de centros escolares de 1980 antes citado esta intervención se
limitaba al control en la gestión de las subvenciones públicas,
pero la LODE dio un salto cualitativo convirtiendo la referida
intervención en una participación plena y absoluta en la gestión
de los centros concertados, provocando la asimilación a los centros
públicos prácticamente en su totalidad. 
La otra regla constitucional que fundamenta el régimen de los
conciertos es el carácter obligatorio y gratuito de la enseñanza
básica, entendida como sigue: puesto que se trata del tramo obli-
gatorio de la enseñanza, debe tener carácter gratuito, y no sólo en
lo que se refiere a la enseñanza impartida en los centros públicos,
sino también a la impartida en los centros privados concertados.
Unidas las dos normas constitucionales (el carácter obligatorio y
gratuito de la enseñanza básica, y el sostenimiento con fondos
públicos de los centros concertados), el resultado final que se
nos ofrece es el de una enseñanza concertada que colabora estre-
chamente con el Estado en la gestión de un servicio público; es lo
que denomina la exposición de motivos de la LODE una red dual,
que permitirá como mucho a los interesados elegir entre un cen-
tro público y un centro concertado. Esta idea de la colaboración
estrecha de los centros concertados en lo que se concibe como el
servicio público de la educación procede de la legislación francesa
en sus formulaciones originales –Ley antes citada de 1959– (no nece-
sariamente en las posteriores, como más adelante se verá), así
como de la propia legislación española, y en concreto de la Ley
14/1970, de 4 de agosto, general de educación, que en su artículo
3º.1 decía que la educación a todos los efectos tendría la consi-
deración de servicio público fundamental; la consecuencia de
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esto se reflejaba en la regulación de los conciertos contenida en
el artículo 96, que en sus aspectos más importantes pasará a la LODE3
En la Ley de calidad de la educación de 23 de diciembre de 2002
se aprecia una importante corrección al sentar las bases de los con-
ciertos educativos, cuando en el artículo 75.1 sustituye la formu-
lación de la LODE citada en nota por la siguiente: “Los centros
privados que, en orden a la prestación del servicio de interés públi-
co de la educación y a la libertad de elección de centro, impartan
las enseñanzas declaradas gratuitas en la presente Ley...”. El cam-
bio de rumbo es notable, aunque no ha llegado a traducirse en cam-
bios en el articulado de la LODE dignos de consideración.
III.– LAS CONSECUENCIAS: ASIMILACIÓN DE LOS COLEGIOS CONCERTADOS
A LOS PÚBLICOS
Las consecuencias de esta construcción jurídica, perceptibles
tanto en la LODE como en toda la legislación posterior, incluidas las
normas autonómicas dictadas en los últimos años, se puede resumir
en una asimilación prácticamente total de los centros concertados
a los centros públicos; de ahí que, como se ha señalado en el apar-
tado anterior, la distinción en nuestro Derecho no discurre tanto entre
centros privados frente a centros públicos, sino entre centros sos-
tenidos con fondos públicos (concertados y públicos), y centros
privados a secas o no subvencionados. 
Esta asimilación se manifiesta de varias formas, a saber: en la
dirección y la organización de los centros concertados, de las que prác-
ticamente se ven privados los titulares de los centros, sustituidos por
el Consejo escolar del centro que representa a la comunidad educa-
tiva, dando vida al concepto de participación de dicha comunidad edu-
cativa tan caro a la LODE; en lo relativo a la admisión de los alumnos,
que se identifica con la admisión en los centros públicos; en una
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3 Su art. 47.1 dice lo siguiente: “Para el sostenimiento de centros privados con fondos
públicos se establecerá un régimen de conciertos al que podrán acogerse aquellos
centros privados que, en orden a la prestación del servicio público de la educación
en los términos previstos en esta ley...”.
cierta planificación que de manera solapada se impone también a los
centros concertados, y no sólo a los públicos, en que es absolutamente
legítima. Esta asimilación se manifiesta incluso en otros aspectos
aparentemente menores del sistema educativo como puede ser la edu-
cación mixta: existe una tendencia al menos en ciertas Administra-
ciones educativas a implantar dicha educación mixta en los centros
concertados, pero no por una razón pedagógica, sino sencillamente como
una extensión del mismo criterio aplicado a los centros públicos.
Aunque este último punto no sea decisivo en el conjunto del régimen
de los conciertos, constituye una buena prueba de la interpretación
del texto constitucional y de la legislación en el sentido indicado:
los centros concertados no constituyen más que una mera continuación
de la enseñanza pública, y por lo tanto su régimen jurídico resulta
con pequeños matices asimilado a ella. Esto es en último extremo lo
que se quiere decir en el Derecho español con la expresión “centros
sostenidos con fondos públicos”: públicos en sentido estricto y con-
certados. 
IV.– LAS DIFICULTADES DE APLICACIÓN DEL SISTEMA
Evidentemente, la pretensión de asimilar por completo los
centros concertados a los centros públicos ha devenido ilusoria,
porque por mucho que insista el legislador los centros concertados
por encima de todo son centros privados. En este sentido, se puede
hablar de un choque entre la legislación y la realidad, que se
manifiesta en variados aspectos de los que aquí citaremos dos: en
lo que se refiere a la financiación de los centros concertados, no es
fácil que el módulo llegue a cubrir todas las necesidades de la ense-
ñanza, por lo que los centros recurren a las llamadas cuotas volun-
tarias que sirven para disfrazar deficiencias, complementos, actividades
que pueden ser perfectamente lícitas y razonables, pero que desde
el punto de vista del esquema legal no dejan de ser una forma de
financiación anómala, tanto que en términos estrictos justificaría la
revocación de los conciertos. 
Por otra parte, ya se ha dicho que la LODE, fruto de una con-
cepción participativa muy característica, prácticamente confía la
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dirección de los centros al Consejo escolar en el que participa la
comunidad educativa, reduciendo así de manera ostensible el
papel director del titular del centro. Pues bien, en la práctica los
titulares de los centros ostentan facultades decisorias con mengua
de las atribuciones de los Consejos escolares previstas en la Ley. Cier-
tamente, en la reforma llevada a cabo por la Ley de 20 de noviem-
bre de 1995, relativa a la participación, evaluación y gobierno de los
centros docentes no universitarios, se ha alterado un poco esta situa-
ción reconociendo más facultades a los titulares de los centros; ten-
dencia que mantiene la Ley orgánica de calidad de la educación
de 23 de diciembre de 2002 al introducir suaves retoques en la orga-
nización de los centros concertados (disposición final 1ª)4. En lo
fundamental, sin embargo, dicha organización sigue estando esco-
rada hacia una concepción participativa en boga al poco tiempo
de aprobarse la Constitución, pero que ha ido perdiendo fuerza con
el paso del tiempo5. Por eso, parece pertinente hablar de la falta
de realismo de los conciertos para referirnos a todo este tipo de
desviaciones de la LODE, que en realidad ponen de manifiesto los
rasgos ficticios de un sistema dominado por la idea de la partici-
pación de la comunidad educativa.
V.– LOS NUEVOS PROBLEMAS
En estas circunstancias, el advenimiento de nuevos problemas
en la última década forzosamente tenía que contribuir a poner en
cuestión el régimen de los conciertos que ya desde el principio ado-
lecía de las insuficiencias comentadas. Se podrían cifrar estos problemas
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4 En algún caso es evidente la intención de fortalecer la posición del titular del cen-
tro. Así, la primitiva redacción del art. 56.f) de la LODE (“Corresponde al Consejo
escolar del centro: f) Aprobar y evaluar la programación general del centro que con
carácter anual elaborará el equipo directivo”), es sustituida por esta otra: “f) Informar
la programación general del centro que, con carácter anual, aprobará el equipo direc-
tivo” (la citada final 1ª).
5 Sobre esto, véase mi trabajo “La participación de la comunidad educativa en la ges-
tión de los centros concertados”, en: Panorama jurídico de las Administraciones
Públicas en el siglo XXI. Homenaje al Prof. Eduardo Roca Roca. INAP–BOE, Madrid,
2002, págs. 327 y sigs.
en los siguientes: en primer lugar, el de la financiación, tanto en el
sentido ya señalado de la insuficiencia del módulo escolar, como en
el de la pugna entre la enseñanza pública y la concertada por obtener
los recursos del Estado para atender a la enseñanza obligatoria.
Fundamentalmente, el problema deriva del descenso de la natalidad,
que hace que desde la enseñanza pública se adviertan las asignaciones
a los centros concertados como la privación de unos recursos pú-
blicos que “legítimamente” debieran ir a parar exclusivamente a los
centros públicos; en definitiva, se está contemplando a la enseñanza
concertada como un rival que detrae recursos necesarios para la ense-
ñanza pública. Aquí se advierte el trasfondo de la LODE, que en rea-
lidad aceptaba la enseñanza concertada como algo complementario
y provisional, de tal modo que en la medida o en el momento en que
no fuera necesaria, se podría prescindir de ella. La caída de la nata-
lidad ha precipitado la llegada de este momento. 
En segundo lugar, sigue siendo una cuestión fundamental en el
régimen de los conciertos todo lo que atañe a la dirección y a la orga-
nización de los centros que la Ley concibe, tal como se ha indicado
anteriormente, como un conjunto de facultades detraídas del titular
del centro. Es éste un aspecto decisivo que toca de lleno la libertad
de la enseñanza, en su modalidad de creación y dirección de centros
docentes, y que desde el punto de vista funcional tiene una gran reper-
cusión. 
En tercer lugar, se han planteado intensamente en los últimos
años temas relativos a la admisión de los alumnos en los centros con-
certados. Lo cierto es que el fenómeno reciente de la inmigración
no ha hecho más que exacerbar este problema, planteándose la
escolarización de la población inmigrante y en definitiva el reparto
de dichos alumnos entre los centros públicos y los centros concer-
tados de una manera igualitaria. 
Y en último lugar hay que aludir a la transferencia generalizada
a las Comunidades autónomas de la gestión de todo el sistema edu-
cativo, lo que inevitablemente provocará disfunciones y diferencias
de gestión entre unas Comunidades autónomas y otras, cuestión que
en cierto modo multiplica las distorsiones del propio régimen de con-
ciertos.
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VI.– UNA REINTERPRETACIÓN DEL TEXTO CONSTITUCIONAL
A mi modo de ver, tanto los problemas nuevos que se acaban
de citar como los que ya eran manifiestos en los años 80 al aprobarse
la LODE, incluso el reto que se plantea en el momento presente a
la enseñanza –tema del que nos ocuparemos a continuación–, obli-
gan a reinterpretar la Constitución, y por lo tanto a acometer deter-
minados cambios legislativos en una línea que, aceptando en lo
fundamental la idea de los conciertos, pretenda mejorarla y adap-
tarla a unas circunstancias nuevas, distintas a las que presidieron su
regulación hace 20 años.
En primer lugar, es preciso replantear la base financiera de los
conciertos. La regulación vigente arranca de una concreta interpre-
tación de los términos educación obligatoria y gratuita, en el sentido
de equiparar ambos adjetivos en su extensión: es decir, en el tramo
obligatorio, la educación forzosamente ha de ser gratuita, y por
tanto si los alumnos no acuden a un centro público, deben obtener
dichas enseñanzas en un centro concertado que sea por supuesto
gratuito. Por cierto, existen otras interpretaciones de las mismas
palabras del texto constitucional, según las cuales dichas gratuidad
y obligación llevarían a que el Estado estaría obligado a financiar en
su totalidad cualquier colegio privado que fuera elegido por los
alumnos. Se trata de dos interpretaciones antagónicas del texto
constitucional, lo que demuestra que éste no es ni mucho menos uní-
voco. Por mi parte, estimo que obligatoriedad y gratuidad están
situadas en la misma frase del texto constitucional (artículo 27. 4),
pero esto no significa que exista una relación necesaria de causa a
efecto entre ambas. Obligatoriedad quiere decir que los alumnos den-
tro de unos márgenes de edad tienen que cumplir la llamada obli-
gación escolar, y por lo tanto asistir a cualquier centro que esté
autorizado (público, concertado, privado); pero esto no lleva for-
zosamente a la gratuidad, porque incluso en el sistema vigente es
obvio que esa gratuidad puede ser renunciada cuando el alumno acude
a un centro privado no concertado. Es más, incluso en la situación
actual no sólo se subvenciona el tramo obligatorio de la enseñanza,
sino también otros tramos (los conciertos singulares, y lo que se viene
planteando desde hace algunos años sobre la escolarización antes
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del tramo obligatorio)6. Por lo tanto, la interpretación de la LODE en
el sentido de asimilar por completo obligatoriedad y gratuidad es una
interpretación posible de la Constitución, pero no es la única. Es desde
luego razonable que el Estado atienda financieramente hablando de
una manera especial las necesidades del tramo obligatorio, pero de
aquí no se deduce expresamente la gratuidad de la enseñanza en los
centros concertados7.
Esto significa que el régimen de los conciertos, y en definitiva,
las subvenciones a la enseñanza privada no derivan de la “gratuidad”
del artículo 27.4, sino del artículo 27.9, que establece la obligación
de los poderes públicos de ayudar a los centros docentes que reú-
nan los requisitos establecidos por la Ley; así como de la expresión
“sostenimiento con fondos públicos” a la que antes nos hemos refe-
rido, que indica un elevado nivel de apoyo a los centros privados o
concertados, pero no necesariamente la gratuidad. En suma, gratuidad
vs. ayudas y sostenimiento: éstos son a mi modo de ver los puntos
de arranque de la Constitución, y la base para recomponer el régi-
men de los conciertos. 
En términos concretos, esto significa que el Estado, constitu-
cionalmente hablando, no está obligado a sostener en su totalidad
los centros concertados, o lo que es lo mismo, puede llegar hasta un
determinado porcentaje y a partir de ahí corresponde a los centros
exigir a los padres unas cuotas complementarias. Indudablemente,
esto debiera ser objeto de una regulación precisa, con un régimen
de autorización, pero como principio general los centros podrían exi-
gir dichas cuotas a los padres. Qué duda cabe de que en la actual
concepción del Estado social el apoyo a la enseñanza privada, la finan-
ciación de la misma, eso que llamamos la dimensión prestacional de
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6 A la transformación de estos conciertos singulares se refiere la Ley de calidad de la
educación de 23 de diciembre de 2002 en la disposición transitoria 6º.
7 Por lo demás, la asimilación de obligatoriedad y gratuidad, presente en la LODE
como se señala en el texto, no es tan diáfana en la ley de calidad de la educación de
2002. Su art. 75.1 prevé la aplicación de los conciertos a las enseñanzas declaradas
gratuitas en la Ley, y en el apartado 5 del mismo precepto únicamente reconoce a los
centros que impartan la educación básica preferencia para suscribir conciertos. Por
el contrario, su precedente –el art. 47.1 de la LODE– dejaba claro que solo podrían
acogerse a los conciertos los centros que impartieran la educación básica.
los derechos fundamentales, implica un muy elevado apoyo o sos-
tenimiento de los centros privados concertados. Pero esto no deven-
dría tanto del artículo 27 de la Constitución (es decir, de la gratuidad
prevista en el apartado 4), sino de las características del actual Estado
social.
En segundo lugar, me parece necesario recomponer el esquema
de la relación entre los centros concertados y el Estado, difuminado
en la LODE como consecuencia de la asimilación a los centros
públicos, y la complementariedad a que antes me he referido; en defi-
nitiva, la concepción de la enseñanza concertada como insertada en
el servicio público de la educación. Frente a ello hay que erigir algo
que la LODE deja en un segundo plano: la idea de que el régimen
de conciertos no puede oscurecer el hecho de que estamos ante un
derecho fundamental, la libertad de enseñanza en su versión de crea-
ción y dirección de centros, que ciertamente convive con otros dere-
chos fundamentales. Por lo tanto, es preciso mantener los criterios
que en relación con la regulación de los derechos fundamentales y
sus limitaciones, así como el esquema de legalidad, impone la Cons-
titución. La LODE pasa de puntillas sobre esta parte de la relación entre
los centros concertados y el poder público, sencillamente porque sitúa
por encima de todo la inserción de los mismos en el servicio público
de la educación, sometiéndolos de hecho a las obligaciones propias
de un concesionario. 
En este sentido, las obligaciones que se impongan a los centros
concertados deben respetar escrupulosamente las características
propias de las limitaciones a los derechos fundamentales, y en lo fun-
damental el criterio de que estas limitaciones han de proceder de la
Ley, estando a su vez el legislador constreñido por el principio de
proporcionalidad: sólo en la medida en que sea necesario para la con-
secución de los fines lícitos que el legislador considere, está justifi-
cado imponer limitaciones al derecho fundamental. Pues bien, bajo
este prisma debe ser reanalizado todo el sistema de límites, controles,
condiciones que impone la LODE a los centros concertados. Así, en
lo que se refiere a la dirección de los centros, no acaba de verse la
justificación de imponer un tal arrinconamiento de la voluntad del
titular del centro; esto se produce como consecución de la noción
de participación de la comunidad educativa esencial para entender
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la LODE, pero de ningún modo es una consecuencia necesaria del
texto constitucional. La intervención de la comunidad educativa en
el control y gestión de los centros sostenidos con fondos públicos,
que es lo que dice el artículo 27 de la Constitución, de ningún modo
tiene por qué interpretarse del modo que lo hizo la LODE. 
Lo mismo puede decirse de otros problemas que se plantean en
la enseñanza concertada como la educación mixta o la admisión de
los alumnos: en el esquema constitucional sobre la limitación a los
derechos fundamentales, no puede la Administración tratar por el
mismo rasero a los centros públicos y a los centros concertados, por
la sencilla razón de que en los centros públicos estamos ante depen-
dencias de la propia Administración mientras que en los concertados
no existe en absoluto tal cosa. Así, por ejemplo, puede muy bien la
Administración imponer la educación mixta en los centros públicos
a través de normas administrativas de inferior rango (de la misma
manera que puede organizar de un modo o de otro las Delegaciones
de Hacienda), pero para imponer esta obligación a los centros con-
certados, al igual que a los otros centros privados, necesita Ley. En
suma, la exigencia de legalidad aplicable a los centros públicos y a
los centros concertados difiere por completo. Esto que puede parecer
una mera apreciación formal, en realidad tiene una cierta repercu-
sión: no es lo mismo que una Administración educativa (autonómica)
a través de la simple Orden de una Consejería pueda imponer tal o
cual cosa a todos los centros sostenidos con fondos públicos, como
sucede en la actualidad, a que la misma o parecida cosa pueda
imponerla una Ley estatal, y en atención al criterio de proporcionalidad
que se acaba de mencionar. 
En realidad, se ha tendido a presentar los límites a los derechos
educativos de una manera en exceso compleja: estaríamos en pre-
sencia de los derechos de los alumnos, del titular del centro, de los
profesores, todos ellos velados por la Administración, encontrándose
la armonía en este juego de derechos e intereses enfrentados en un
punto equidistante. A mi juicio, esta visión incurre en exageración:
los derechos e intereses que confluyen en la educación plantean pro-
blemas parecidos, o incluso menores, a los que se producen en la
colisión de otros derechos fundamentales, como puede suceder a
propósito de la libertad de expresión y la intimidad, la huelga y el
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cierre patronal, etc. No hay en este sentido nada especial y extraor-
dinario en el mundo educativo, como prueba la práctica jurisprudencial
de las últimas décadas; más bien al contrario. Si algo hay de espe-
cial en el ámbito educativo está relacionado con el interés de los
alumnos; lo que significa que los derechos de los titulares de los
centros o los de los profesores deben ceder cuando están en juego
los intereses de los alumnos. De este modo podríamos decir que, por
ejemplo, el derecho del centro a la admisión de los alumnos debe
estar fuertemente restringido porque el interés de los alumnos así
lo impone; por el contrario, el interés de los alumnos en participar
en la dirección del centro no parece tan relevante.
En último término, hay que tener presente que la Ley que limite
los derechos educativos ha de ser estatal. Ciertamente, el artículo
149.1.30ª de la Constitución atribuye al Estado las normas básicas para
el desarrollo del artículo 27 de la Constitución; y la disposición adi-
cional primera.1 de la LODE tiene presente lo anterior al aludir al
desarrollo autonómico de sus previsiones. Dicho esto, sin embargo
–como se deduce de la propia LODE– el régimen de conciertos no
solamente se somete a lo previsto en esta Ley sino a los Reglamentos
estatales correspondientes que tienen carácter básico, tal como esta-
blece el artículo 47. 2. Esto significa que el margen autonómico de
desarrollo de esta materia –porque están implicados derechos fun-
damentales– obviamente es muy limitado. Así pues, al realzar los dere-
chos fundamentales presentes en el régimen de los conciertos, no
sólo estamos reconociendo que es preciso aplicar los criterios ordi-
narios de la Constitución en torno a las limitaciones de los mismos,
sino que también estamos indicando que la instancia competente
para imponer las referidas limitaciones es el Estado, y no las Comu-
nidades autónomas.
A este respecto, la transferencia de competencias educativas a
las Comunidades autónomas debe evitar el riesgo de una diversifi-
cación real del régimen de conciertos, incompatible por lo demás
con la LODE y el Reglamento de normas básicas de los conciertos
educativos (Real Decreto 2377/1985, de 18 de diciembre). Para
corregirla, sería, en su caso, conveniente la intervención de la alta
inspección del Estado en materia educativa dotada en los artículos 103
y sigs. de la Ley orgánica 10/2002, de 23 de diciembre de calidad de
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la educación, de amplias facultades para velar por el cumplimiento
de las condiciones básicas que garanticen la igualdad de todos los
españoles en materia de educación. 
VII.– LOS RETOS: LA CALIDAD DE LA ENSEÑANZA Y LA INTRODUCCIÓN DE
CONCURRENCIA EN EL SISTEMA EDUCATIVO
Está ampliamente extendida la opinión de que el sistema edu-
cativo español se enfrenta en los próximos años a un importante
desafío, a un salto cualitativo, exigible por igual a la enseñanza
pública, a la privada, y por descontado a la concertada. Este esfuerzo
está ligado a las necesidades de la llamada sociedad del conocimiento,
y a las mayores exigencias educativas de la sociedad postindustrial.
Desde nuestra perspectiva, el problema que se suscita es si cabe afron-
tar este reto con el actual diseño del conjunto del sistema educati-
vo, incluidos los conciertos, o por el contrario es necesario abordar
cambios profundos del marco jurídico. A mi modo de ver, el refor-
zamiento de la calidad de la enseñanza exige rehacer la interpreta-
ción de la Constitución en el sentido indicado, hacer más flexible todo
el sistema, lo que implica una reforma en profundidad de la LODE.
No se trata por tanto solo de reinterpretar el texto constitucional por
razones jurídico–formales, sino por razones funcionales o de eficacia
del sistema educativo.
Hemos asistido en la última década a cambios profundos en el
régimen de prestación de los grandes servicios públicos estatales carac-
terizados todos ellos por la liberalización, o eliminación de los tra-
dicionales monopolios estatales sustituidos, con mayor o menor
rapidez, por un régimen concurrencial. Desde el transporte aéreo,
a las telecomunicaciones, pasando por Correos, prácticamente todos
los servicios públicos tradicionales están en una fase acelerada de
sometimiento a normas concurrenciales, que buscan entre otros
objetivos una mejor prestación y una mayor adecuación a las nece-
sidades de los usuarios. Pues bien, el sistema educativo no puede
ser ajeno a esta marea histórica. No sólo eso, sino que estimamos que
el mejor modo de dinamizar sus fuerzas internas es precisamente
someterlo en su conjunto, tanto los centros públicos como los concertados
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o los privados, a un auténtico régimen concurrencial, que en la
actualidad sólo existe en escasa medida. 
A favor de esta opción existe una gran ventaja: la introducción
de elementos competitivos en el sistema educativo es en principio
relativamente sencilla, puesto que los agentes sociales (en definitiva,
los padres) conocen con suma facilidad qué colegios se adecúan más
a sus necesidades, a sus deseos, cuáles obtienen unos mejores ren-
dimientos académicos, y en consecuencia las decisiones de selección
de centro son, hablando en términos económicos, sumamente racio-
nales. La introducción de elementos concurrenciales en el sistema
educativo implica a mi modo de ver dos cosas: primera, facilitar de
una manera generalizada la libre elección del centro público o con-
certado sin limitaciones de carácter geográfico. En lugar de la racio-
nalización y planificación administrativas, la libre elección del centro
por los padres y por los alumnos constituiría el eje del sistema, tal
como previene el artículo 75.1 de la citada Ley de calidad de la edu-
cación de 2002, que trata de equilibrar el servicio de interés público
de la educación y la libertad de elección de centro. Se trata de la misma
evolución que ha seguido el Derecho francés8.
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8 Dicho art. 75 dice lo siguiente: “1. Los centros privados que, en orden a la prestación
del servicio de interés público de la educación y a la libertad de elección de centro,
impartan las enseñanzas declaradas gratuitas en la presente Ley, podrán acogerse al
régimen de conciertos siempre que así lo soliciten y reúnan los requisitos previstos
en las leyes educativas”.
Antes hemos señalado que la LODE se inspira ampliamente en la Ley francesa de 31
de diciembre de 1959 (Ley Debré), como unos años antes había hecho la Ley general
de educación de 1970, cuyo art. 96 regulaba los conciertos. Pues bien, curiosamente
la legislación y la práctica judicial francesas, en una lenta evolución que se inicia a
comienzos de los años 1970, han ido situando en el corazón del sistema educativo la
elección de centro público o concertado. En efecto, la Ley de 1959 disponía que los
contratos de asociación (el equivalente a nuestros conciertos) sólo estarían justificados
en caso de necesidades escolares apreciadas por la Administración, lo que conducía
a asignar a la enseñanza asociada un carácter complementario y transitorio. En la
reforma acometida en 1971 se dispuso que estas necesidades de escolarización no
tendrían en cuenta sólo aspectos cuantitativos, sino también cualitativos; esto es, la
posibilidad de elección de centros privados. No se impuso con facilidad la reforma
de 1971; en 1980, como consecuencia de la Sentencia del Consejo de Estado de 25
de abril, definitivamente se abrió paso la idea de que la Administración debía respetar
la libertad de elección de centro por los padres, dando así un sesgo radicalmente
distinto a la ley de 1959. Posteriores reformas de los años 1980 intentaron volver a la
Segunda, consentir a los titulares de los centros en la más amplia
medida posible la selección del profesorado, sin las trabas de la legis-
lación vigente, que sigue siendo restrictiva a pesar de la reforma acome-
tida por la Ley de 20 de noviembre de 1995; esta selección debe
extenderse al conjunto de este colectivo, incluyendo por tanto el pro-
fesorado público y el profesorado privado de los centros concertados
y los centros privados. El titular del centro, sea público o sea privado,
debe poder escoger su profesorado dentro de esta gran bolsa de pro-
fesionales al margen de su condición de funcionarios públicos o de
empleados laborales. El trasvase del profesorado de la red pública
a la privada, o de la privada a la pública, contribuirá a dinamizar el
sistema educativo, haciéndolo más flexible y competitivo. 
No se nos ocultan las dificultades para la aplicación de la reforma
propuesta, derivadas no tanto de razones jurídicas o económicas sino
de las inercias propias de un sistema en el que conviven dos men-
talidades distintas: la propia de la función pública, y la propia de las
empresas privadas. Requeriría, desde luego, ciertos cambios en la
legislación de la función pública docente, para asegurar la situación
jurídica del funcionariado; y probablemente sería conveniente intro-
ducir la reforma propuesta lenta y experimentalmente en alguna Comu-
nidad autónoma, bajo los auspicios de las autoridades estatales.
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situación de 1959, pero todos estos intentos fueron cortados de raíz por una
Sentencia del Consejo constitucional de 18 de enero de 1985 que mantuvo la inter-
pretación comentada del Consejo de Estado en el sentido de que las necesidades de
escolarización no pueden ser entendidas sólo en sentido cuantitativo, sino cualitativo,
lo que significa situar en primer plano la elección del centro por las familias y el
carácter propio del centro. Más ampliamente sobre esto, véase mi libro Los conciertos
educativos en el contexto de nuestro Derecho nacional y en el Derecho comparado.
Pons, Madrid, 1992, págs. 159 y sigs.
Conciertos escolares: 
marco legal en el Derecho español
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INTRODUCCIÓN
Para afrontar la cuestión del marco legal de los conciertos en
el Derecho español conviene partir de dos premisas previas.
1. La primera consiste en la necesidad de no perder de vista que
la finalidad de estos conciertos pretende hacer efectivo el derecho
a la educación obligatoria en libertad, mediante la financiación
pública de la enseñanza privada. No se trata sólo de extender la edu-
cación obligatoria –sin más– sino, justamente, de hacer posible que
este nivel educativo sea libre, es decir, que en él se puedan elegir
centros de enseñanza distintos de los públicos1, con arreglo al art.
27.1 de la Constitución (CE), donde se declara el derecho de todos
a la educación y, al mismo tiempo, se reconoce la libertad de ense-
ñanza2. Por ello, si en los niveles obligatorios no es posible la opción
1 Esta es la terminología que emplea el art. 13.3 del Pacto Internacional de los
Derechos Económicos, Sociales y Culturales de 1966, ratificado por España en 1977.
2 Vid., Ignacio BORRAJO INIESTA, “El derecho a la educación en libertad: esquema
de interpretación”, en La Democracia Constitucional, Estudios en Homenaje al
Profesor Francisco Rubio Llorente, I, Centro de Estudios Políticos y Constitucionales,
Madrid 2003, p.660-661; donde se hace eco de la importancia de no perder de vista
esos “dos polos dialécticamente unidos” (en la Constitución española de 1978) que
son el derecho a la educación y la libertad de enseñanza, cuya unidad sistemática
debe llevar a formular precisamente el derecho a la “educación en libertad”.
educativa, en rigor, no habrá derecho a la educación en libertad,
porque, en muchos casos, el único modo de cumplir esa obligación
escolar, pudiendo elegir centro de enseñanza distinto de los públicos
que son gratis, será mediante la correspondiente financiación públi-
ca de la educación obligatoria. 
Cabe entender, por tanto, que sí existe una verdadera vincula-
ción constitucional entre obligatoriedad y gratuidad, en cuanto ésta
debe servir para hacer posible el cumplimiento de dicha obligación
escolar, pudiendo elegir la educación3. En este sentido, para que pueda
darse la opción educativa, es preciso, en primer lugar, que se reco-
nozca la libertad de creación de centros de enseñanza del art. 27.6
CE y, en segundo lugar, que los titulares del derecho a la educación
tengan la posibilidad efectiva de elegir dentro de la oferta real exis-
tente, mediante la correspondiente financiación pública de la gra-
tuidad que a todos reconoce el art. 27.4 CE. 
Por esto, el ámbito propio de los conciertos escolares –instau-
rados en 1985 por la Ley Orgánica del Derecho a la Educación,
conocida como LODE– es, en principio4, la enseñanza de nivel obli-
gatorio. De este modo, los centros públicos no tienen por qué ser
los únicos donde pueda recibirse la educación obligatoria y gratuita.
Al contrario, por cierto, de lo que sucede todavía hoy con la ense-
ñanza en los niveles no obligatorios preuniversitarios, donde la
oferta de los centros públicos es la única enteramente gratis, lo que
sitúa a la iniciativa escolar privada para estos niveles en una situación
de muy difícil y desigual competencia. 
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3 Según reconoce el art. 27.2 CE, la educación institucionalizada tiene por finalidad la
formación integral –e integrada socialmente– de la persona, y debe partir de su pro-
pia identidad a través de la de sus padres o tutores, que son quienes ejercen el dere-
cho a la educación por representación legal, en virtud de la patria potestad o, en su
caso, de la tutela. Por ello, a dicha finalidad sirve la posibilidad misma de elegir la
educación que, en cuanto derecho del educando, deriva del citado art. 27.1 CE en
relación con el propio art. 27.6 CE, cuyo alcance hay que interpretarlo sobre la base
del art. 10.2 CE y, en particular, sobre el art. 13.3 del PIDESC (cit., supra, en nota 1),
y cuyo contenido se concreta parcialmente en el derecho que el mismo art. 27.3 CE
reconoce a los padres o tutores de los niños, para que éstos reciban la formación reli-
giosa y moral que esté de acuerdo con sus propias convicciones.
4 Sin perjuicio de su extensión a otros niveles educativos, bajo la forma de conciertos
singulares.
2. Lo expuesto hasta aquí permite conectar con esa otra premisa,
anunciada como necesaria para este análisis, que coincide con el
contexto en que debe realizarse esta exposición y que se refiere al
tema –que enmarca la jornada de hoy– del “Estado y la sociedad civil
ante la educación obligatoria”. De manera que todo el plantea-
miento va a depender necesariamente del papel que se atribuya al
Estado (o al Poder público, en general) y a la sociedad civil (o a la
iniciativa de los particulares), ante ese reto de hacer posible para todos
la necesaria libertad en la educación obligatoria. Así, partiendo del
principio de subsidiariedad entendido en su sentido horizontal,
como relativo a las relaciones entre los particulares y el Poder
público, a éste debe corresponderle un papel instrumental y de
servicio a la sociedad y a sus miembros (por y para los que existe
en cuanto tal)5, que es –ni más ni menos– lo que reconoce el art. 9.2
CE6. Por ello, el concierto escolar en cuanto cauce de financiación
pública debería consistir en garantizar la igualdad de oportunidades
ante la libre opción de una educación de calidad, en los niveles de
la enseñanza obligatoria.
En tal sentido, esta segunda premisa se refiere a las corres-
pondientes atribuciones de los Poderes públicos, que se concretan
en los siguientes preceptos: poner los medios normativos precisos
para garantizar la calidad educativa (art. 27.8 CE) y, asimismo, los
medios financieros necesarios para hacer posible esa libre opción
(art. 27.4 y 9 CE), sin perjuicio de que la oferta escolar pública
pueda y deba llegar también donde no llegue la privada (art. 27.5
CE). Desde esta perspectiva, esta exposición pretende dar cuenta de
la normativa que rige los conciertos escolares, para poner de relieve
hasta qué punto el sistema legal español de financiación pública de
la educación privada articula válidamente ese papel subsidiario del
Estado, ante la garantía del derecho a la educación obligatoria,
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5 Vid., José Luis MARTÍNEZ LÓPEZ–MUÑIZ, Introducción al Derecho Administrativo,
Tecnos, Madrid 1986, p.59; donde se refiere al concepto mismo de Poder público.
6 Dicho precepto dispone: “Corresponde a los poderes públicos promover las condi-
ciones para que la libertad y la igualdad del individuo y de los grupos en que se inte-
gra sean reales y efectivas; remover los obstáculos que impidan o dificulten su ple-
nitud y facilitar la participación de todos los ciudadanos en la vida pública, econó-
mica, cultural y social”.
teniendo en cuenta la iniciativa social y, por consiguiente, sin
renunciar a la libre opción educativa, en cuanto es consustancial al
derecho a la educación por ser al mismo tiempo, naturalmente, un
derecho de libertad y de prestación, como ha reconocido ya nuestro
Tribunal Constitucional (TC)7.
3. Sentado lo anterior, y dejando a un lado otros cauces de
financiación pública del Derecho comparado, no se puede olvidar,
sin embargo, que el sistema legal español es tributario del modelo
legal francés, aunque ambos se den en contextos constitucionales
diferentes8. Tampoco se puede olvidar que dicho modelo francés,
recuperado en España por la LODE, ya había inspirado al legislador
español de la Ley General de Educación (LGE) en 1970 –aunque su
concierto nunca llegó a aplicarse9–, y también en un diferente contexto
interno, preconstitucional. 
Precisamente, el diferente contexto normativo fundamental
puede y debe ser una clave ineludible para comprender toda esta
problemática y, por ello, habrá que comenzar el análisis del marco
legal de los conciertos, insistiendo en su fundamento constitu-
cional (I), en cuanto presupuesto jurídico necesario para calificar
su naturaleza real y aparente (II). A la vista de lo anterior, convendrá
dar cuenta de los caracteres de esta normativa (III) y del alcance
del concierto escolar (IV), así como de sus condiciones (V) y sus
consecuencias (VI). Todo ello permitirá extraer algunas conclusiones,
por si pudieran ser de alguna utilidad para mejorar la financiación
pública de la educación privada en los niveles de la enseñanza obli-
gatoria (VII).
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7 Cfr., la STC 86/1985 (F. J. 3º).
8 En la Constitución francesa vigente de 1958, la libertad de enseñanza es un princi-
pio que, aunque derivado sólo de las leyes de la República, tiene un valor constitu-
cional por venir así reconocido por el Consejo Constitucional francés, sobre la base
del primer párrafo del Preámbulo de la Constitución francesa de 1946, al que remite
expresamente la propia Constitución. 
Vid. François LUCHAIRE, “Introduction à la Constitution Française”, en Francis
DELPÉRÉE, Recueil des Constitutions Européennes, Bruylant, Bruxelles 1994, p.242.
9 Sobre las coincidencias y diferencias del concierto de la LGE y de la LODE ya me
ocupé en Educación en libertad y concierto escolar, Montecorvo, Madrid 1995,
pp.332-334.
I.– FUNDAMENTO CONSTITUCIONAL
1. Debe tratarse aquí en qué precepto de la Constitución puede
encontrarse ese fundamento de la financiación pública que los
conciertos escolares pretenden articular. La cuestión no supone –ni
mucho menos– una reiteración de referencias constitucionales, sino
la identificación precisa del precepto que legitima e instaura para los
niveles educativos obligatorios dicha financiación pública. No es irrele-
vante que ese fundamento se apoye, como sostienen algunos10, en
el art. 27.9 o, por el contrario en el art. 27.4 de la Constitución11. Pri-
mero12, porque el apartado 9 lo que establece es un mandato al Legis-
lador para que éste implante alguna modalidad de ayuda pública, en
favor de los titulares de la libertad de enseñanza, es decir, en favor
de los centros privados. Segundo13, porque el apartado 4 establece
un derecho inequívoco a la gratuidad de la educación en los niveles
educativos que, por ser considerados básicos en cada momento, sean
también obligatorios y que, por ser obligatorios, deban ser también
gratuitos14, para posibilitar su cumplimiento en libertad. 
Del art. 27.4 CE, en su relación con los apartados 1 y 6 del mis-
mo artículo, deriva, por tanto, un derecho público subjetivo –de los
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10 Vid., José Manuel DÍAZ LEMA, Los conciertos educativos en el contexto de nuestro
Derecho nacional y en el Derecho comparado, Marcial Pons, Madrid 1992, p.75.
También Antonio EMBID IRUJO, “La enseñanza privada en España: consideraciones
sobre su problemática actual en el marco de la política europea sobre educación”, en
Revista de Administración Pública, 142 (1997), p.91. Critica, sin embargo, esta fun-
damentación José Luis MARTÍNEZ LÓPEZ–MUÑIZ, en “Los conciertos escolares
como instrumento de marginación del pluralismo escolar”, Educadores, 165 (1993),
p.18.
11 Vid. José Luis MARTÍNEZ LÓPEZ–MUÑIZ, “El artículo 27 de la Constitución: análi-
sis de su contenido. Doctrina jurisprudencial. Tratados internacionales suscritos por
España”, en Aspectos jurídicos del sistema educativo, Consejo General del Poder
Judicial, Madrid 1993, p.47. Me he pronunciado también en el mismo sentido en
Educación en libertad y concierto escolar, cit., pp.188-213.
12 El art. 27.9 dispone: “Los poderes públicos ayudarán a los centros docentes que
reúnan los requisitos que la Ley establezca”.
13 El art. 27.4 dispone: “La enseñanza básica es obligatoria y gratuita”.
14 Vengo sosteniendo que “la enseñanza básica es gratuita para todos, por ser obliga-
toria también para todos” en “La financiación pública de la educación en España,
hoy”, Católicos y vida pública. Educar para una nueva sociedad, Biblioteca de
Autores Cristianos, Madrid 2001, p.198.
titulares del derecho a la educación– a obtener del Poder público las
necesarias condiciones de gratuidad en tales niveles obligatorios; lo cual
no presupone ningún modelo constitucional preciso de financiación
pública de la educación obligatoria, ni tampoco que ésta no pueda ser
cumplida en condiciones no gratuitas, ni menos aún que exista un
límite intrínseco a la libertad de enseñanza, que obligue a sus titula-
res a ofrecer en todo caso educación gratuita en dichos niveles obli-
gatorios como, sin embargo, pretendía el modelo de la LGE de 1970.
Del mismo modo, tampoco supone el derecho a las condiciones de gra-
tuidad del puesto escolar en cualquier centro privado, aunque sí en cual-
quier centro público o privado que, libremente, se acoja al régimen de
gratuidad (o red gratuita –que no pública– de la enseñanza obligatoria). 
2. Y éste debería ser el caso de los actuales centros concerta-
dos, a través de los cuales se pretende articular la financiación
pública del derecho a escoger una educación obligatoria privada
(distinta de la pública), según la finalidad reconocida de manera
explícita por el Reglamento que estableció las normas básicas del
régimen del concierto escolar15. Sin embargo, esa explícita declara-
ción reglamentaria sirvió entonces –y sirve ahora– para poner de
relieve lo inadecuado del cauce establecido por la LODE. En efecto,
el sistema tiene un grave inconveniente, y es que no todo centro
privado que esté válidamente autorizado tiene hoy derecho al concierto.
En consecuencia, el derecho a elegir centro distinto de los
públicos se ve limitado en los niveles obligatorios, en realidad, por
venir también limitada la oferta privada real, so capa de pretendi-
das limitaciones presupuestarias, cuya insuficiencia viene determi-
nando la existencia de una oferta escolar privada cautiva que, de existir
otra fórmula de financiación pública de la educación, podría pro-
yectarse en la práctica como gratuita. Los límites presupuestarios que
suelen invocarse al respecto se convertirían más bien en obligaciones
presupuestarias constitucionales, si la financiación se apoyase, como
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15 Cfr., el Real Decreto 2377/1985, cuya Exposición de Motivos afirma del concierto
establecido por la LODE que es “el instrumento jurídico preciso para aquellos cen-
tros privados que desean impartir la educación básica en régimen de gratuidad, satis-
faciéndose así en los niveles obligatorios y gratuitos el derecho a la educación, así
como a escoger, sin discriminación alguna, centro docente distinto de los creados
por los poderes públicos” (la cursiva es mía).
es debido, en el art. 27.4 CE, y no en el 27.9, que sólo establece un
mandato al legislador, pero no un derecho público subjetivo cons-
titucional, como el del apartado 4.
II.– NATURALEZA REAL Y APARENTE
En este momento conviene aludir al problema anfibológico
que encierra el propio término concierto.
A) Su naturaleza real
1. Según lo expuesto, en realidad el régimen de los conciertos
no responde a la necesidad constitucional de ayudar financiera-
mente a los centros privados (art. 27.9)16, es decir, a la libertad de
iniciativa escolar, sino a la necesidad de hacer posible el derecho cons-
titucional  a elegir una educación obligatoria distinta de la pública,
dentro de la oferta real existente, y en condiciones de gratuidad (art.
27.4). Y esto es así porque el concierto supone una subrogación en el
pago –en lugar de los educandos– por parte de la Administración, que
abona el importe de la enseñanza a los centros privados, pagando direc-
tamente los salarios de sus profesores en concepto de pago delegado.
Por esto, los requisitos, límites y condicionamientos que se
imponen a los colegios privados por razón del concierto, carecen de
apoyo en la Constitución, porque no están amparados por lo dispuesto
en su art. 27.9 (relativo a la ayuda pública “a los centros de enseñanza
que reúnan los requisitos que la ley establezca”), ya que los centros
privados no son ayudados en su actividad, que sigue siendo la
misma que sin el concierto y con los mismos costes, o incluso más,
en la medida en que el concierto no cubra todos los gastos y, al mismo
tiempo, impone el deber de no cobrar al alumnado. El concierto, por
tanto, es más bien todo lo contrario a una ayuda pública para los
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es en rigor una garantía institucional en el sentido expuesto por Alfredo GALLEGO
ANABITARTE, “Derechos fundamentales y garantías institucionales: una recepción
jurídico doctrinal”, Estudio Preliminar a la obra de José Manuel DÍAZ LEMA, Los con-
ciertos educativos, cit., p.40.
centros concertados17, aunque pueda decirse que articula una ver-
dadera ayuda pública a los centros –pero sólo de manera accesoria–,
que consiste en el reconocimiento a éstos de los beneficios que el
Ordenamiento jurídico reconoce a las fundaciones benéfico–docentes
(con arreglo al vigente art. 50 de la LODE).
2. Esa falsa “ayuda” principal a los centros –y, sin embargo, autén-
tica financiación para los alumnos o sus familias–, se articula como
un contrato entre la Administración y los centros privados, que bien
puede definirse como contrato público administrativo especial de
financiación en favor de tercero, que sirve para hacer posible una
compensación económico–financiera pública en favor de los titu-
lares del derecho a la educación, por el cumplimiento de su deber
de educarse (ya que, en estos niveles obligatorios, la educación es
un auténtico derecho–deber)18. Como ya se ha dicho, fundamen-
talmente, la Administración debe pagar a los profesores y los otros
gastos de los centros, y, a cambio, éstos se comprometen a no cobrar
a los alumnos y, también, a una serie de condiciones y limitaciones
que, en rigor, ni siquiera cabría justificar como auténticos requisitos
del art. 27.9 de la Constitución. 
Además, en el caso de que pudieran configurarse los conciertos
como cauce de verdadera ayuda pública en favor de los centros esco-
lares, los requisitos de dicha ayuda sólo deberían referirse a las
condiciones externas de la actividad educativa, pero de ningún
modo al funcionamiento interno de los centros, como, sin embargo,
viene sucediendo en contra de la incompatibilidad de las ayudas
públicas “de resultado” con las libertades propias de los derechos
fundamentales (como es el caso de la iniciativa escolar o libertad de
creación de centros de enseñanza del art. 27.6 CE); dicha incompa-
tibilidad ha sido destacada por la doctrina19. En definitiva, la equivocada
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17 Vid., sobre el concepto de ayuda pública, José Luis MARTÍNEZ LÓPEZ–MUÑIZ, “La
actividad dispensadora de ayudas y recompensas: una alternativa conceptual al
fomento en la teoría de los modos de acción de la Administración Pública”, en Libro
homenaje al Prof. Villar Palasí, Civitas, Madrid 1989, pp.751 y ss.; también Germán
FERNÁNDEZ FARRERES, La subvención: concepto y régimen jurídico, IEF, Madrid
1983.
18 Así lo he definido en Educación en libertad y concierto escolar, cit., p.646.
19 Vid. Germán FERNÁNDEZ FARRERES, La subvención: Concepto y régimen jurídi-
co, cit., pp.243-245.
fundamentación del concierto en el art. 27.9 CE determina, también,
que el derecho a la financiación pública está indebidamente condi-
cionado a una injustificada modulación de la actividad de los cen-
tros concertados.
B) Su naturaleza aparente
1. Justamente, a la vista de esa ilegítima modulación pública de
la actividad escolar privada, algunos pretenden calificar el concierto
como una modalidad contractual de gestión indirecta del mal llamado
–en este caso– servicio público educativo. En efecto, en lugar de cues-
tionar la legitimidad de ese condicionamiento de la actividad privada
de enseñanza, el propio dato se utiliza para considerar a la enseñanza
concertada, de manera tácita o expresa, como vinculada –o “asociada”–
a la también mal llamada “red pública” de la enseñanza obligatoria
y gratuita. Esto es justo lo que sucede en el Derecho francés, donde
el modelo de financiación pública se concreta en los llamados “con-
tratos de asociación”, que han inspirado la regulación de nuestros
conciertos, aunque sin olvidar que nuestro contexto constitucional
es notablemente distinto del francés.
De manera que, lejos de proclamarse constitucionalmente el
derecho a la gratuidad de la enseñanza obligatoria en el marco de
la libertad de enseñanza –como hace nuestra vigente Constitución
de 1978–, en Francia se declara –por remisión al Preámbulo de la Cons-
titución de 1946– que “La organización de la enseñanza pública,
gratuita y laica en todos los niveles es un deber del Estado”, con
vistas a garantizar un igual acceso a la instrucción, la formación
profesional y la cultura. Por tanto, sin perjuicio del valor consti-
tucional de la libertad de enseñanza20, el esquema constitucional
francés –para garantizar la igualdad– impone un deber público de
prestación de la enseñanza en condiciones de gratuidad (y laicidad),
en el que podrán colaborar los colegios privados mediante los con-
tratos “de asociación”, siempre que existan necesidades escolares
reconocidas. 
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importante Decisión del Consejo Constitucional francés, de 25 de noviembre de 1977.
Dicho planteamiento responde a la idea del servicio público en
sentido estricto, en cuanto actividad de prestación reservada a la titu-
laridad del Estado, cuya gestión tendrá lugar, en su mayor parte, de
forma directa –a través de centros públicos de enseñanza– y resi-
dualmente, en la medida en que existan tales necesidades escola-
res, de forma indirecta a través de centros escolares privados,
mediante los mencionados contratos de asociación. De entrada,
este modelo francés resulta contrapuesto al antes defendido principio
de subsidiariedad, aunque la lógica de la libertad se va abriendo
camino, con todo, entre elementos ambiguos y contradictorios.
Así, según el Consejo Constitucional francés21, dichas necesidades
de escolarización deberán ser apreciadas no sólo con criterios cuan-
titativos, sino también cualitativos (precisamente en atención al
carácter propio de los centros privados y a la consiguiente libertad
de elegir de las familias de los educandos)22. Sin embargo, esto, que
resulta muy coherente con el principio de libertad de enseñanza, tiene
un difícil engarce con el planteamiento mismo de los contratos de
asociación para la prestación –por parte de los centros privados– de
la enseñanza pública, gratuita y laica, en virtud de un contrato admi-
nistrativo. A no ser que pudiera deducirse que el carácter propio de
esos centros viene limitado contractualmente por la gratuidad y la
laicidad, propias de la enseñanza pública; lo cual supondría ya un
límite sustancial a la propia libertad de iniciativa escolar. 
2. Trasladar a nuestro Derecho el modelo francés, sin reparar
lo suficiente en nuestro propio contexto constitucional, conduce a
pensar en la gestión indirecta de los servicios públicos mediante las
figuras contractuales que tipifica la legislación de contratos, y entre
las que se encuentra el concierto. Por ello, la misma denominación
del concierto escolar puede resultar equívoca, por cuanto el propio
término (“concierto”) remitiría en este caso –aunque no siempre, ni
necesariamente– a una hipotética gestión indirecta de un supuesto
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21 Cfr., la Decisión del Consejo Constitucional francés, de 18 de enero de 1985, con-
firmatoria de la interpretación que ya hiciera el Consejo de Estado francés el 25 de
abril de 1980. Vid. Pierre DELVOLVÉ, “Le Conseil Constitutionnel et la liberté
d´enseignement”, en Revue Française de Droit Administratif, 1/5 (1985), pp.624-634.
22 Se ha referido a esa interpretación José Manuel DÍAZ LEMA, Los conciertos…, cit.,
pp.159-162.
servicio público educativo a cargo de los centros concertados23 que,
en su sentido subjetivo y estricto, no puede existir –en cuanto tal ser-
vicio público– en nuestro marco constitucional. Precisamente porque
en el Derecho español no hay una reserva pública de la actividad
de enseñanza gratuita y laica, como, sin embargo, sucede en Francia.
Por el contrario, en España se reconoce ampliamente la libertad de
enseñanza24 –sin ese límite de la reserva a favor del Estado de la ense-
ñanza que sea gratuita y laica–, al mismo tiempo que se reconoce
también ampliamente el derecho a la gratuidad de la educación
obligatoria, incluida la no pública. 
En consecuencia, en el concierto escolar español la financiación
pública no puede dirigirse a retribuir a los centros concertados por
prestar una enseñanza que, supuestamente, sería pública por ser
gratis, sino que, por el contrario, se dirige a financiar al educando
y, por ello, a pagar con fondos públicos la actividad privada de la
enseñanza obligatoria. Por tanto, el concierto no puede ser un con-
trato típico para la gestión indirecta de una actividad que, lejos de
ser pública, es objeto de una libertad reconocida frente al Poder
público y, en consecuencia, se trata de una actividad libre que no
puede asumir la Administración como propia, en el mismo sentido
exclusivo y excluyente del servicio público subjetivo y estricto.
Todo ello, con independencia de que pueda y deba caber, en su caso,
la iniciativa pública en el sector de la enseñanza, en garantía del dere-
cho a la educación; dicha actividad pública sí podrá ser denominada
como servicio público educativo en un cierto sentido, subjetivo y
amplio, en la medida en que se trate de una actividad pública de pres-
tación en concurrencia con la privada. 
Finalmente, debe destacarse que calificar una institución jurídi-
ca de un modo u otro no es en absoluto irrelevante. Definir válidamente
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23 Vid., Ángel ROMEA SEBASTIÁN, Régimen jurídico de los centros concertados,
Thomson–Aranzadi, Navarra 2003, pp.109-115.
24 La libertad de enseñanza es incompatible con el servicio público en sentido estric-
to, en cuanto no permite una reserva pública de la propia actividad en los términos
del art. 128 CE. En este sentido, vid. Antonio EMBID IRUJO, Las libertades en la ense-
ñanza, Tecnos, Madrid 1983, p.337 (nota 76) y también Alfonso FERNÁNDEZ–-
MIRANDA Y CAMPOAMOR, De la libertad de enseñanza al derecho a la educación,
Centro de Estudios Ramón Areces, Madrid 1988, p.74.
la naturaleza del concierto escolar permite calibrar el alcance legí-
timo de sus reglas y, en consecuencia, interpretar válidamente sus
preceptos en atención a su finalidad. Dicha finalidad puede servir
también para identificar los aciertos y los errores de todo este marco
legal y, en definitiva, su autenticidad. Por ello, desde esta perspec-
tiva se podrá avanzar, ya que una auténtica y responsable progra-
mación pública de la enseñanza obligatoria y gratuita debería tomar
en consideración la oferta escolar privada que pretenda ser gratuita,
y no sólo la oferta pública y la privada ya concertada, a expensas de
reducir ésta, además, a costa de ampliar la pública (como ha venido
sucediendo), con el pretexto de que entonces la privada concertada
no serviría ya para atender necesidades de escolarización. Habría que
plantearse, por tanto, cuál es la prioridad: ¿red pública y gratuita?;
¿o bien red gratuita, sin más?
III.– CARACTERIZACIÓN DE LA NORMATIVA
1. Como ya es sabido, el régimen de los conciertos escolares fue
instaurado por la LODE en 1985. Diez años después, en 1995, fue
parcialmente modificado por la Ley Orgánica de Participación, Eva-
luación y Gobierno de los Centros Docentes (conocida por sus siglas
iniciales como LOPEG). Posteriormente, en 2002, la Ley Orgánica de
Calidad de la Educación, conocida como LOCE, ha venido a modi-
ficar las leyes anteriores, junto con la Ley Orgánica de Ordenación
General del Sistema Educativo de 1990 (LOGSE). Pero, en lo que se
refiere al régimen del concierto escolar, puede decirse que la LOCE
ha perpetuado este sistema de financiación pública, con casi todas
las mismas deficiencias y distorsiones detectadas ya en la regulación
anterior, aunque con algunas importantes salvedades. Y, entre ellas,
al menos el art. 75.1 de la LOCE (relativo al concierto) ha servido para
llamar a las cosas por su nombre, calificando la actividad educativa
como servicio de interés público y no como servicio público, como
hacía, sin embargo, el derogado art. 47.1 de la LODE; lo que puede
servir ya para evitar algunos equívocos.
Todas las Leyes mencionadas, salvo la LOGSE, contienen pre-
ceptos relativos al régimen del concierto escolar con el carácter
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orgánico que tienen todas ellas (aunque no en todos sus preceptos)25,
por cuanto regulan las libertades y los derechos educativos que
reconoce el art. 27 CE como fundamento del concierto. Por tanto,
la regulación primaria del concierto es estatal y orgánica, como
exige el art. 81 CE y, además, es también básica, en virtud del art.
149.1,30ª26, 18ª27 y 1ª28 CE. Dicho carácter básico se refiere a la posi-
bilidad de que las Comunidades Autónomas puedan desarrollar las corres-
pondientes normas del Estado, respetando en todo caso su contenido
regulativo básico, que deberá aplicarse por igual en toda España. 
No obstante, la Disposición Adicional 1ª de la LODE –todavía
vigente– exceptuaba de ese posible desarrollo normativo autonómico,
aquellas materias cuya regulación se encomendaba por la misma ley
al Gobierno del Estado, y con respecto a las cuales, por tanto, la nor-
mativa estatal era considerada por la propia LODE como plena, es decir,
que abarcaría tanto los aspectos básicos como su desarrollo poste-
rior. Con todo, el desarrollo reglamentario por parte del Gobierno del
régimen del concierto fue previsto por la LODE sólo como normati-
va básica, en virtud de su art. 47.2, lo que vino después a reiterar el
propio art. 75.2 de la LOCE29; en ambos casos, el Legislador estatal
quiso precisar que ese desarrollo reglamentario atribuido al Go-
bierno tendría sólo carácter básico y no pleno. 
2. El Real Decreto 2377/1985, denominado Reglamento de Normas
Básicas sobre Conciertos Educativos, contiene la normativa estatal
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25 Como establece, en concreto, la D. Fn. 10ª de la Ley Orgánica 10/2002 (LOCE). 
26 “Regulación de las condiciones de obtención, expedición y homologación de títu-
los académicos y profesionales y normas básicas para el desarrollo del art. 27 de la
Constitución, a fin de garantizar el cumplimiento de las obligaciones de los poderes
públicos en esa materia”.
27 “Al Estado le corresponderá determinar los aspectos básicos de las Administra-
ciones educativas”.
28 “La regulación de las condiciones básicas que garanticen la igualdad de todos los
españoles en el ejercicio de los derechos y en el cumplimiento de los deberes cons-
titucionales”.
29 El resultado de las Elecciones Generales –inmediatas a los terribles atentados de
Madrid del 11 de marzo de 2004– impidió que pudiera aprobarse un nuevo
Reglamento básico de conciertos en desarrollo de la LOCE que había promovido el
Gobierno saliente. Por tanto, sigue vigente el R.D.2377/1985, en virtud de la D.Tr. 5ª
de la propia LOCE.
dictada en desarrollo de la LODE para asegurar, en todo el territorio
nacional, esa igualdad básica de todos los titulares del derecho a la edu-
cación y de la libertad de enseñanza, en la aplicación de los conciertos.
Así, su art. 7 dispone que las normas que contiene serán de aplicación
en todo el territorio español, y que las Administraciones educativas
dictarán las disposiciones necesarias para su ejecución. 
Ello ha significado, en la práctica, la existencia reiterativa de casi
tantos Decretos “reguladores” del concierto escolar como Comuni-
dades Autónomas competentes en la materia, que hoy son todas, una
vez culminadas ya las transferencias en educación. A tales Decretos
habrá que añadir, además, aquellos otros que se dictan al amparo de
las competencias educativas autonómicas y que inciden en el propio
régimen del concierto; lo que convierte hoy la regulación de los
conciertos en una normativa repetitiva, profusa y dispersa. 
Tal es el caso, por ejemplo, de los Decretos que regulan la admi-
sión de alumnos en los centros sostenidos con fondos públicos y que,
recientemente, en desarrollo de la Disposición Adicional 5ª de la LOCE,
han empezado a ser sustituidos por otros nuevos, dando lugar –por
cierto– a una importante polémica de carácter político y supuesta-
mente jurídico. Baste señalar que, por medio de dichos Decretos y
su desarrollo posterior, algunos Gobiernos autonómicos pretenden
deslegitimar la posibilidad de que los centros concertados puedan
hacer una oferta específica de enseñanza diferenciada por razón del
sexo (sólo para chicos o chicas).
3. Debe destacarse, por otra parte, que el vigente art. 76.2 de
la LOCE ha venido a reiterar esa igualdad básica, desde el punto de
vista de las aportaciones financieras públicas, cuando, al establecer
que el importe del módulo económico por unidad escolar concer-
tada (o clase) se fijará en los Presupuestos Generales del Estado y,
en su caso, en los de las Comunidades Autónomas, repite lo que ya
disponía la regulación anterior: “no pudiendo en éstos (en los presu-
puestos autonómicos) ser inferior (el módulo) al que se establezca
en los primeros (en los presupuestos estatales) en ninguna de las can-
tidades en que se diferencia el citado módulo (...)”. Esto supone
que cabe la posibilidad de que las Comunidades Autónomas pue-
dan optar por incrementar la cuantía de dichos módulos por enci-
ma de la igualdad básica, como viene haciendo el País Vasco. Otro
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problema distinto será que la financiación de las competencias auto-
nómicas permita o no esa opción a todas ellas, o sólo a algunas. 
IV.– ALCANCE DEL CONCIERTO
1. Como ya se adelantaba antes, el alcance del concierto es
limitado, porque no llega a todos los centros que, reuniendo los requi-
sitos legales, quieran optar por celebrar dicho contrato con la Admi-
nistración educativa. La LOCE parece haber mantenido también en
esto el modelo anterior de la LODE, pero además, en su versión menos
favorable de 1995, tras la reforma efectuada por la LOPEG. En efecto,
hasta entonces cabía sostener que existía un derecho absoluto al
concierto, en cuanto no condicionado a las consignaciones presu-
puestarias, en favor de los centros escolares que, en aplicación de la
D.Tr.3ª de la LODE, en el momento de la implantación del régimen
del concierto estuviesen subvencionados. Transcurrido el plazo
transitorio del concierto inicial, ese derecho subsistía30, por cuanto
se podía entender entonces que tales centros tendrían derecho
también a la renovación del concierto, siempre que reuniesen los requi-
sitos necesarios y que no hubieran incurrido en las causas de no reno-
vación del art. 62.3 de la LODE, como sostuvo parte de la doctrina
y vino a reconocer, además, la jurisprudencia del Tribunal Supremo31. 
El citado art. 62.3 disponía que el incumplimiento no grave
reiterado daría lugar a la no renovación del concierto; lo cual suponía
que, si se podía perder el derecho a la renovación por incumplimiento,
era porque ese derecho ya existía, en favor de todos los centros con-
certados, con independencia de cómo hubiesen accedido al concierto.
La LOPEG vino a cambiar las bases de esta interpretación y, en
consecuencia, a favorecer la idea de que todos los conciertos esta-
rían condicionados a las consignaciones presupuestarias, porque
derogó esa referencia al derecho a la renovación que contenía dicho
artículo, al modificar el régimen sancionador del concierto. Por
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31 Me refería a esto en Educación en libertad y concierto escolar, cit., pp.622-628. 
tanto, a partir de ese momento, ya no cabría oponer objeción de ile-
galidad al requisito del art. 43.1 del Reglamento estatal básico de con-
ciertos que, a los requisitos legales anteriormente señalados para la
renovación, añade el de que existan consignaciones presupues-
tarias al efecto, sin perjuicio de que sí que pueda seguir invocándose
la objeción que deriva del propio art. 27.4 CE.
Por ello, se podría decir que hoy todos los conciertos vienen con-
dicionados presupuestariamente por la Ley, si no fuera por la inter-
pretación que cabe deducir de la nueva D.Tr. 6ª de la LOCE, en relación
con su art. 75.5. En efecto, la Disposición citada establece un dere-
cho incondicionado y transitorio al concierto singular de los centros
ya concertados de niveles no obligatorios y, por su parte, el artículo
citado introduce –frente a la regulación anterior– que tendrán pre-
ferencia para acceder al concierto los centros de enseñanza básica
(y, por ello, obligatoria), frente a los que impartan niveles de ense-
ñanza no básica. 
Esta modificación introducida por la LOCE en el régimen del con-
cierto puede implicar, fundamentalmente, dos cambios. El primero
consiste en que, con la nueva regulación, se ha pretendido extender
el concierto –como concierto singular– a los niveles educativos
post–obligatorios, cuya posibilidad venía siendo muy limitada hasta
entonces32; quizás esto explica que la LOCE no haya derogado la Ley
que estableció la gratuidad de los centros públicos de Bachillerato,
Formación Profesional y Artes Aplicadas y Oficios Artísticos, de
1987. 
El segundo cambio no es tan evidente, aunque puede deducirse
también de la modificación legislativa; en tal sentido, si en todo caso
tienen preferencia para acceder al concierto (bajo su modalidad
general de concierto pleno) los centros de niveles obligatorios y, a
su vez, en la Ley se ha querido mantener transitoriamente –sin límite
presupuestario– el concierto singular para los centros de niveles no
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las Comunidades Autónomas; se trata de conciertos de régimen singular en los que
la financiación pública no pretende cubrir la totalidad de los costes escolares. A ellos
me he referido en otra ocasión en Educación en libertad y concierto escolar, cit.,
pp.453 y 454.
obligatorios, puede ser porque la LOCE haya dado por supuesto el
mantenimiento de los actuales conciertos plenos, mediante su dere-
cho a la renovación, como obligación presupuestaria. Esto encaja-
ría bien en la propia finalidad del concierto, porque no tendría
sentido –y sería, además, contrario a la seguridad jurídica– que,
reuniendo los requisitos exigidos legalmente, los colegios concer-
tados sólo pudieran estarlo por el plazo limitado normativamente a
los cuatro años de duración de cada concierto, pues sería contrario
a toda lógica desde el punto de vista de la finalidad constitucional
de este sistema de financiación pública de la educación obligatoria,
cuya duración institucional excede de dicho plazo. 
Tal interpretación extensiva, sin embargo, no puede impedir tener
que considerar el derecho al concierto como condicionado presu-
puestariamente por la Ley, al menos con respecto a los centros pri-
vados de niveles obligatorios que no estén actualmente concertados,
o que sean centros de nueva creación sin concierto, aunque sin
olvidar entonces que dicha limitación presupuestaria no podría
invocarse legítimamente, mientras se otorgasen al mismo tiempo con-
ciertos singulares a centros privados de niveles educativos no obli-
gatorios.
2. Viene a confirmar lo anterior el hecho de que el nuevo art.
75.5 de la LOCE disponga una serie de preferencias para acceder al
concierto, lo que implica ya de suyo una limitación presupuestaria
que, en principio, se da por supuesta en la propia Ley. Según dicho
artículo, tendrán preferencia para acogerse al concierto los centros
que: impartan niveles educativos básicos, atiendan necesidades de
escolarización, atiendan a poblaciones escolares en condiciones
socio–económicas desfavorables, realicen experiencias pedagógi-
cas de interés o, en fin, se organicen en régimen de cooperativa y
cumplan con las finalidades anteriores. El análisis de todas estas prefe-
rencias, individualmente consideradas, tiene consecuencias clarifi-
cadoras que conviene destacar.
Debe subrayarse, en primer lugar, por lo que se refiere al nivel edu-
cativo básico, que no es propiamente una preferencia entre centros esco-
lares aspirantes al concierto pleno (previsto para el nivel obligatorio),
sino de éstos frente a los que aspiren al concierto singular (para el
nivel no obligatorio), en su caso. Por lo que se refiere al segundo
CONCIERTOS ESCOLARES: MARCO LEGAL EN EL DERECHO ESPAÑOL 137
criterio de preferencia para acceder al concierto, el de las necesidades
de escolarización, conviene insistir en que es un elemento extraño
a nuestro sistema tomado del modelo francés, donde los colegios que
contratan con la Administración lo hacen para completar la oferta
pública (gratuita y, en principio, laica), pero que no encaja con la
finalidad de posibilitar la más amplia libertad de elección de centro
que deriva de nuestra Constitución (y a la que se refiere además, expre-
samente, el propio art. 75.1 de la LOCE). Por tanto, cualquier centro
que tenga suficiente demanda, atenderá, en rigor, necesidades de esco-
larización, como parece confirmar el último inciso del art. 75.5 de
la LOCE, que se ha venido a añadir a la regulación anterior, dispo-
niendo que: “las Administraciones educativas tendrán en cuanta la
demanda social de las plazas escolares en los centros”.
En cuanto al criterio de preferencia de las experiencias peda-
gógicas de interés, es de subrayar que supone configurar una amplia
discrecionalidad administrativa, poco justificada y nada favorable a
la igualdad. Finalmente, con respecto al criterio de atender a pobla-
ciones escolares en condiciones socio–económicas desfavorables,
conviene señalar que, en el caso de que no prospere la interpreta-
ción anteriormente apuntada del derecho a la renovación, podría con-
ducir a configurar el sistema de financiación pública de la educación
de una manera residual, en la práctica, para quienes de algún modo
carezcan de medios, en lugar de intentar que los conciertos puedan
convertirse en un medio de integración social. Y, por lo que se re-
fiere al régimen de cooperativa, nada que objetar, considerando
que por sí solo no es ningún criterio de preferencia, salvo que se
cumplan los anteriores. 
V.– CONDICIONES DEL CONCIERTO
Hablar de las condiciones del concierto es referirse a los requi-
sitos precisos para poder optar a su otorgamiento. Habrá que refe-
rirse brevemente tanto a los que son verdaderos requisitos (A),
como a los que no son propiamente tales (B).
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A) Verdaderos requisitos
1. Los auténticos requisitos pueden ser fundamentalmente de dos
tipos: subjetivos y formales. Éstos últimos –los formales– se contie-
nen en la regulación del procedimiento para otorgar o no los con-
ciertos, y representan –a su vez– importantes garantías frente a la
Administración educativa, en orden a la valoración contradictoria de
las condiciones preferentes y, también, en orden a la necesaria moti-
vación de las decisiones de la Administración educativa competente.
Por su parte, los requisitos subjetivos se refieren a los siguientes as-
pectos.
2. En primer lugar, a la capacidad para contratar con la Admi-
nistración de los titulares de los centros, que se regirá por normas
similares a las generales previstas en la legislación de contratos de
las Administraciones públicas; por tanto, no podrán contratar quie-
nes estén incursos en las causas que determinan las incapacidades,
prohibiciones, incompatibilidades o inhabilitaciones determinadas
normativamente. En segundo lugar, el vigente art. 5.1 del R.D.
2377/1985, en relación con el art. 1 del propio Reglamento, alude
también como requisito –y, además, ahora preferente con respecto
a los conciertos singulares– al nivel educativo básico, al referirse a
las enseñanzas que imparta el centro y que pueden ser objeto de con-
cierto. En tercer lugar, los centros privados que pretendan acceder
al régimen del concierto deberán estar autorizados para impartir las
enseñanzas correspondientes, con arreglo –hoy– al Real Decreto
1537/2003, por el que se establecen los requisitos mínimos de los
centros que impartan enseñanzas escolares de régimen general. Ade-
más de lo anterior, el mismo art. 5.1 del Reglamento se refiere a que
el centro deberá asumir las obligaciones que derivan del régimen del
concierto.
3. Por otra parte, es preciso mencionar como requisito fáctico,
al menos, que el centro escolar que pretenda concertarse tendrá que
tener previsiblemente un número suficiente de alumnos, es decir, que
en cada clase tenga un número de alumnos no inferior al determi-
nado por la Administración para cada zona escolar, según la media
de alumnos por clase en los centros públicos del nivel educativo
correspondiente. En realidad, se trata de una obligación a la que se
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sujetan los centros concertados, pero que condiciona –de facto– la
propia celebración del concierto y, en su caso, su mantenimiento,
sin perjuicio del deber de la Administración de flexibilizar esta exi-
gencia, con respecto a los centros de nueva creación33. Este requi-
sito “fáctico” es una exigencia económica que deriva de la propia lógica
interna del concierto.
B) Falsos requisitos
1. Debe aludirse aquí, en primer lugar, a un supuesto requisito
que no es tal, y que consiste en exigir a los centros concertados que
su oferta sea en todo caso mixta, es decir, que no puedan hacer una
oferta escolar diferenciada por razón del sexo (sólo para chicos o
chicas); lo cual no ha venido exigido en ningún momento por razón
del régimen del concierto educativo, aunque sí se haya impuesto en
la práctica en la mayoría de los centros concertados34. 
2. Además, es preciso referirse también a otra pretendida exi-
gencia previa de las Administraciones educativas para concertar o,
en su caso, para renovar las unidades ya concertadas, que tampoco
es ningún requisito legal, y que consiste en exigir a los centros
privados que tengan una relación media alumno/profesor no supe-
rior a la de la zona donde se encuentre el colegio. Como ya se ha indi-
cado antes, lo cierto es que la referida relación (alumno/profesor) no
tiene que ser inferior a la media de la zona (por elementales razones
de eficiencia del gasto público), aunque nada impide que dicha
relación media pueda ser superior, siempre que no exceda del
número máximo de alumnos autorizados por aula, según las normas
que rigen la autorización para impartir los distintos niveles educativos35. 
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33 En efecto, la Administración está obligada a flexibilizar proporcionadamente esta
exigencia, con objeto de hacer posible la implantación progresiva de los nuevos cole-
gios que pretendan acogerse al concierto. Cfr. el vigente art. 17 del R.D.2377/1985.
34 A esto me he referido en “Exigencias de la igualdad en la educación y legitimidad
de especializaciones no discriminatorias”, en Persona y Derecho, 50 (2004), en parti-
cular pp.299-318.
35 Cfr. el ya citado Real Decreto 1537/2003, de 5 de diciembre, donde se establece un
máximo de 25 alumnos por aula en la Educación Primaria, de 30 en la ESO y de 35
en el Bachillerato.
Sin embargo, es un hecho que las Administraciones educativas
autonómicas –de todos los signos políticos– vienen utilizando esta
artimaña (en cuanto supuesta exigencia del concierto) para tratar de
acomodar la escasa demanda de los centros públicos con la de los
centros concertados36. El momento en que la Administración apro-
vecha para perpetrar este claro ataque a la libertad en la enseñan-
za –tanto en contra de los centros escolares, como de los alumnos–
es, justamente, el proceso de escolarización (contemplado por los Decre-
tos de admisión de alumnos en los centros sostenidos con fondos pú-
blicos), cuya nueva regulación autonómica se encuentra ahora en
más de un caso sub iudice por distintos motivos, algunos de los
cuales propician esta ilegal práctica administrativa.
VI.– CONSECUENCIAS
Las consecuencias derivadas del concierto se concretan, por un
lado, en la financiación por parte de la Administración del coste de
la enseñanza, en favor de los alumnos (A); y, por otro, en las obli-
gaciones y vinculaciones jurídico–públicas que adquiere el centro
por razón del concierto (B). 
En realidad, por el concierto la Administración se compromete
a pagar el coste educativo y, a cambio, los centros concertados se com-
prometen a no cobrar a los alumnos en el concierto pleno (propio
de los niveles educativos obligatorios), o a cobrarles menos en el con-
cierto singular (propio de los niveles no obligatorios). Por eso, cabe
sostener que el concierto, en cuanto contrato público de financia-
ción a favor de tercero, en el primer caso articula una compensación
pública por el cumplimiento del deber de educarse de los alumnos
y, en el segundo, articula una ayuda pública indirecta, porque la finan-
ciación se dispensa a los centros, aunque los beneficiarios son en
realidad los alumnos (ya que dicha financiación supone una impor-
tante rebaja del coste educativo). 
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36 He denunciado esta práctica en “La cara oscura de los conciertos escolares en el
contexto constitucional”, en La Gaceta Liberal, Valladolid, Círculo Jurídico
Divulgativo, nº 1 (2002), pp.20-21.
A) La financiación del coste educativo
1. Hay que insistir, nuevamente, en que la financiación pública
que articula el concierto no es –en sí misma– una ayuda pública a
los centros, porque, en contra de lo que pueda parecer a primera vista,
los conciertos no aseguran una determinada demanda escolar, sino
que ésta es el presupuesto necesario para que exista el concierto.
Es decir, sin alumnos no hay concierto, y éste sólo cabe si antes hay
alumnos suficientes. Esto demuestra que los beneficiarios principales
del concierto son, en cualquier caso, los alumnos. 
2. Dicha financiación se estructura a través de tres grupos de con-
ceptos, que integran el módulo económico por unidad escolar.
El primero de ellos se refiere a la partida de los salarios del pro-
fesorado, y a las cuotas de la seguridad social a cargo del titular. El
segundo se refiere a la partida de otros gastos, entre los que se
incluyen los del personal de administración y servicios, los de man-
tenimiento y conservación, y los de reposición de inversiones reales,
a los que la LOCE ha añadido los gastos derivados de la función direc-
tiva no docente y, también, las amortizaciones del capital invertido para
la reposición de inversiones reales; sin embargo, la LODE, en su ver-
sión reformada por la LOPEG (en 1995), disponía que éstas últimas
(las amortizaciones) no pudieran computarse aquí, ni los intereses
del capital propio invertido en el centro, que tampoco incluye ahora
la LOCE37. El tercer grupo de conceptos ha sido incorporado por la
LOCE expresamente, y se refiere a la partida de las incidencias del
profesorado, donde se integran los conceptos de antigüedad, sus-
tituciones y crédito horario a favor de las tareas de representación
sindical. 
142 ISABEL DE LOS MOZOS TOUYA
37 Una de las reformas que introdujo la LO 9/1995 consistió en incorporar a la LODE
un precepto del Reglamento básico de conciertos que carecía de soporte legal y que
consistía en que, en el módulo económico del concierto asignado a los “otros gastos”
de los centros, no se incluyesen las amortizaciones, ni los intereses del capital propio
invertido en el centro. Como se dice en el texto, la LOCE dispone ahora que no se
incluyan únicamente los intereses del capital propio, lo que significa que sí cabrá
incluir las amortizaciones del capital invertido para la reposición de inversiones reales.
B) Obligaciones y vinculaciones jurídico–públicas derivadas del con-
cierto
Hay que referirse por separado a ambas cosas, en cuanto que
las obligaciones son consecuencia natural del contrato y parte
esencial de su contenido (a), mientras que las mencionadas vin-
culaciones tienen carácter necesario o normativo, pero, no son –en
rigor– exigencias connaturales al contenido propio de este contrato
de concierto (b).
a) Obligaciones
1. Éstas se concretan, fundamentalmente, en dos deberes legales
de no hacer, y uno de hacer, que asumen los centros concertados.
En cuanto a los primeros (de no hacer), uno consiste en no cobrar
a los alumnos (en el caso del concierto pleno), o en cobrarles menos
(en el caso del concierto singular); en ambos casos se trata de la con-
traprestación principal. El otro consiste en no tener menos alumnos
del mínimo determinado para cada clase, por razones de eficiencia
económica, de modo que la disminución de alumnos dará lugar a
la reducción o extinción del concierto, y su incremento puede deter-
minar la ampliación del concierto, en su caso. Aunque el hecho de
que la financiación se articule en torno a las unidades escolares o
clases determina una excesiva rigidez en estas variaciones, que lleva
consigo frecuentemente la pérdida de alumnos cuando superan el
máximo autorizado para cada clase según el nivel, pero no son sufi-
cientes para formar dos clases separadas.
2. Por su parte, el deber de hacer se concreta en la aplicación
de los criterios de admisión de los alumnos. Tales normas se dirigen
a asegurar la igualdad de los titulares del derecho a la educación que
pretendan hacer efectivo su derecho elegir una educación distinta
de la pública, en condiciones de gratuidad total o parcial (según el
tipo de concierto). De estas normas conviene destacar que su base legal
está hoy contenida en el art. 72.2 de la LOCE, en relación con su D.Ad.
5ª, donde se establecen los criterios prioritarios que deberán aplicar
los centros para el caso de que su demanda de alumnos sea supe-
rior a su oferta de puestos escolares, de acuerdo con la puntuación
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que se asigne a cada uno de esos criterios por parte de las Admi-
nistraciones educativas autonómicas. 
Cabe entender también que la normativa autonómica podrá
añadir además otros criterios complementarios y subsidiarios, cuando
éstos no sean fijados y hechos públicos con antelación suficiente por
los propios centros38. En este sentido, es significativa la derogación del
53 de la LODE, donde se disponía que la admisión de alumnos en los
centros concertados debía ajustarse al régimen establecido para los cen-
tros públicos. Quiere decirse, con ello, que no se puede aplicar un régi-
men uniforme, sin más, para todos los centros sostenidos con fondos
públicos (públicos y privados concertados), porque habrá que tener
en cuenta que la admisión de los alumnos corresponde al centro, en
cada caso, como viene declarando la jurisprudencia39, y como confirma
el propio art. 57,c) de la LODE, que atribuye al Consejo escolar de cada
centro concertado garantizar el cumplimiento de las normas generales
sobre admisión de alumnos.
Junto a lo anterior, es necesario destacar una cautela frente a los
nuevos Decretos autonómicos sobre admisión de alumnos. Y es que
tal normativa no debe organizar el proceso de admisión como si se tra-
tase, simplemente, de distribuir por igual a los alumnos entre todos los
centros existentes (públicos y concertados), porque deben garantizarse
con transparencia las primeras, segundas y sucesivas opciones de los
alumnos, antes de acomodarlos en un centro público. Para ello, debe-
rán estar presentes en las correspondientes comisiones de escolariza-
ción, al menos, tantos representantes de la iniciativa escolar privada
(concertada) como del resto de los miembros que las constituyan. Y,
como no parece que las nuevas normas autonómicas vayan en esta di-
rección, habrá que esperar de nuevo a la jurisprudencia.
b) Vinculaciones jurídico–públicas
Éstas vienen dadas por el resto del contenido necesario o nor-
mativo del concierto, aunque no deja de ser un contenido accesorio
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38 Así cabe deducirlo del R.D. 366/1997, aunque sólo sea con carácter supletorio.
39 Vid. la Sentencia del Tribunal Supremo de la Sala 3ª, de 19-I-2000 (Aranzadi, RJ
2000\368).
con respecto a su finalidad principal, ya que lo único que añade es
una modulación injustificada de la actividad del centro, que vincula
y somete a su titular, es decir, a quien ejerce la iniciativa escolar en
cada caso. Tales vinculaciones se refieren, fundamentalmente, a la
organización del centro (órganos y designación), y a su funciona-
miento (contratación y despido del profesorado, régimen discipli-
nario de los alumnos y comisión de conciliación).
1. En cuanto a la organización, la LOCE ha mantenido los órganos
necesarios establecidos en la LODE para los centros concertados, omi-
tiendo acertadamente las referencias paralelas a las reglas de los
centros públicos; ha mejorado la composición del Consejo escolar,
en cuanto excluye ahora a los alumnos de 11 y 12 años, estableciendo
su participación desde los 13; ha eliminado, asimismo, la necesidad
de que el Director sea un profesor del mismo centro o de otro de la
entidad titular, reforzando sus competencias, que se extienden ahora
a la resolución de los asuntos graves en materia de disciplina de
alumnos, que antes correspondía al Consejo escolar. 
Sin embargo, ha mantenido el mismo procedimiento de desig-
nación del Director, que viene exigiendo el acuerdo del Consejo
escolar, con la trascendencia que ésto tiene para el funcionamiento
del centro, como se expone enseguida. Aparte de mantener el resto
de las competencias que la LODE atribuía a dicho Consejo, a mi modo
de ver, de forma totalmente desproporcionada, tratándose –como se
trata– de un mero órgano de participación40, que en los centros con-
certados sólo se justifica constitucionalmente en razón de la finan-
ciación pública, para garantizar su efectividad en condiciones de
igualdad y transparencia, como cabe desprender del propio art. 27.7
CE, a cuyo fin sí que sirve la competencia establecida por el vigente
art. 57,c) de la LODE, antes citado.
2. En cuanto al funcionamiento, la atribución al Director de la reso-
lución de los asuntos disciplinarios es, a mi modo de ver, una mejora. 
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40 Vid. José Luis MARTÍNEZ LÓPEZ–MUÑIZ, “Autonomía de los centros escolares y
derecho a la educación en libertad”, en Persona y Derecho, 50 (2004), p.465 y ss.,
donde pone de relieve la confusión entre la autonomía de los centros y la participa-
ción que en ellos se dé a la comunidad escolar; lo cual lleva con frecuencia a identi-
ficar dos conceptos distintos: autonomía escolar y autogestión. 
Sin embargo, se ha mantenido la intervención del Consejo
escolar en la contratación y despido del profesorado, así como en
la designación del Director; lo cual propicia la intervención de la lla-
mada Comisión de conciliación, siempre que exista desacuerdo o con-
flicto entre el Consejo escolar y el Titular del centro, lo que puede
dar paso a la adopción por la Administración educativa competente
de las llamadas medidas provisionales –incluso en contra de la
voluntad del Titular del centro–, así como a la iniciación de los
consiguientes expedientes disciplinarios, que pueden desembocar
en multas económicas nada desdeñables o en la propia rescisión del
concierto, por ejemplo, en el caso de despido de un profesor sin
acuerdo del Consejo escolar.
VII.– CONCLUSIONES
1ª) Desde 1985 hasta aquí, se puede decir que ha mejorado la
legislación de conciertos, aunque mantenga un condicionamien-
to restrictivo e inaceptable de la organización y dirección del cen-
tro, que debe corresponder a su Titular. A mi modo de ver, en
este sentido, siguen sobrepasándose los límites marcados por el
Tribunal Constitucional cuando resolvió el recurso de inconstitu-
cionalidad contra la LODE.
2ª) Sería también una mejora del régimen del concierto que pudie-
ra entenderse vigente la existencia del derecho a su renovación,
en favor de todos los centros actualmente concertados del nivel
obligatorio. Sin embargo, es una rémora para el sistema conside-
rar que los centros no concertados hoy o de nueva creación, y váli-
damente autorizados, tengan sólo un derecho condicionado al con-
cierto, en función de las limitadas consignaciones presupuestarias.
3ª) El régimen del concierto, como modo de financiación de la
educación obligatoria distinta de la pública, es un sistema exce-
sivamente rígido que, por estar articulado en torno a los centros
y sus unidades escolares o clases, no favorece el desarrollo de la
iniciativa escolar y, en consecuencia, no facilita la elección libre
por parte de los titulares del derecho a la educación, en el cum-
plimiento de su deber de educarse.
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4ª) Por último, me inclino por defender el sistema alternativo del
cheque escolar, sin dejar de reconocer que debe ser muy bien
articulado para que funcione debidamente, con garantía de su
recto uso y sobre la base de un cálculo econométrico riguroso del
coste medio del puesto escolar público. 
CONCIERTOS ESCOLARES: MARCO LEGAL EN EL DERECHO ESPAÑOL 147

Políticas autonómicas 
y concierto escolar
ESTEBAN GONZÁLEZ PONS
Consejero de Educación de la Comunidad Valenciana1
En primer lugar, querría agradecer a D. Luis Peral, Consejero de
Educación de la Comunidad de Madrid, tanto su presencia aquí esta
tarde como su estímulo y cuanto aporta al resto de Consejeros de
Comunidades Autónomas con su trabajo y su inagotable capacidad
para proveernos de ideas. También quiero agradecer a los organi-
zadores del Curso que se hayan acordado en especial de la Comu-
nidad Valenciana, así como su invitación a participar en esta mesa
redonda.
Primero expondré algunas ideas centrales, para a continuación
pasar a detallar cuáles son –a mi juicio– los problemas a los que se
enfrenta hoy por hoy la educación concertada; todo ello aderezado
con algunos datos tomados de la situación concreta que se vive en
la Comunidad Valenciana, que pueden resultar esclarecedores si se
aplican también a otras Comunidades Autónomas.
A diferencia de lo que ocurre en el resto de Comunidades, tanto
en la de Valencia como en la de Madrid el número de alumnos con-
tinúa creciendo. El motivo fundamental de este crecimiento lo cons-
tituye la afluencia masiva de alumnado inmigrante. 
Concretamente en el caso de la Comunidad Valenciana, la pre-
sencia de inmigrantes es tan decisiva que resulta habitual acabar el
curso con 14.000 niños más que aquellos con los que se empezó; 14.000
alumnos de distintas edades, procedencia y formación, que han de
1 Cargo desempeñado en julio de 2004.
ser integrados y asumidos por el sistema. Por otra parte, durante el
verano (es decir, entre los meses de junio y septiembre) se incorporan
otros 4.000 o 5.000 que entran al inicio del curso siguiente. En total
hablamos, pues, de un crecimiento anual que oscila entre los 15.000
o 20.000 alumnos.
Alumnos que, además, no se distribuyen a lo largo de todo el
territorio, sino que se concentran en zonas muy determinadas de la
Comunidad, principalmente ciudades costeras; en Torrevieja –por
poner un ejemplo– , hoy por hoy el 65% del alumnado es inmigrante;
y en Castellón hay centros educativos sin un solo alumno castellano–
hablante.
Así pues, en la Comunidad Valenciana los problemas de la
escuela concertada presentan características específicas, que en
algún caso pueden ser comunes a las de Madrid, pero no extensi-
bles al resto de Comunidades Autónomas españolas.
En cuanto a las ideas centrales que me gustaría exponer, empe-
zaré diciendo que existen dos modelos de entender el sistema edu-
cativo: un modelo liberal democrático, en el cual el derecho a la
educación es un derecho que pertenece a los hijos, pero que en su
representación ejercen los padres, y que, llevado hasta sus últimas
consecuencias, puede dar lugar a la negación de la escuela pública;
y un modelo social democrático, en el que el derecho a la educación
es un derecho de los alumnos, pero quien lo ejerce en sustitución
es el Estado; y que, llevado a sus últimas consecuencias, puede con-
ducir a la negación de la existencia misma de la escuela privada.
El modelo de la Constitución española de 1978 es un modelo
mixto, en el cual conviven escuela pública y escuela privada; un
modelo en el cual el derecho es de los alumnos, pero el ejercicio del
derecho corresponde de una manera equilibrada a los padres y al
Estado. De este modo, el Estado debe garantizar que pueda existir
el ejercicio de ese derecho a la educación, mientras que los padres
tienen esa misma obligación jurídico–moral que le atribuimos al
Estado.
Por supuesto, la relación que debe mantener ese ejercicio del
derecho por parte de los padres con ese ejercicio del derecho por
parte del Estado, dependerá sobre todo del concepto de sociedad
civil que poseamos. Desde un punto de vista decimonónico, en el
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que la sociedad civil se entiende como una sociedad enfrentada al
Estado, la escuela pública representará siempre una alternativa a la
escuela privada; y a la inversa: la escuela privada se entenderá siem-
pre como la alternativa enfrentada a la escuela pública.
Entendida la sociedad civil como sociedad de participación, es
decir, como el espacio que queda que no es Estado, que no es
gubernamental, la escuela privada cubrirá únicamente los modelos
marginales –marginales en cuanto a formas de educar– que no están
cubiertos por la escuela pública. La escuela pública cubrirá todo lo
que es la enseñanza ordinaria, la enseñanza que se mantiene dentro
de los parámetros habituales de una sociedad, y a la escuela privada
le quedará sólo el espacio marginal, el espacio no gubernamental,
es decir, no cubierto por las políticas del Estado.
Sin embargo, yo creo que la Constitución plantea un modelo inter-
medio, un modelo ecléctico que se ha llamado republicano, en el
cual la sociedad civil no es ni la antagonista del Estado, ni la que ocupa
el espacio marginal que el Estado deja, sino que es la que soporta y
da naturaleza al propio Estado, la que dota de sentido al Estado. Y,
por lo tanto, la sociedad civil es la que permite que los ciudadanos
utilicen el Estado para conseguir sus fines y que, al mismo tiempo,
se realicen como ciudadanos a través de su participación social y de
su participación política. ¿Cómo influye esto en los aspectos de los que
nos venimos ocupando? Según la Constitución de 1978, el Estado
tiene la obligación de ofrecer educación pública a todos los ciuda-
danos, pero la escuela privada puede competir libremente con la
escuela pública: no en parámetros marginales ni confrontando dos
modelos –un modelo público y un modelo privado–, sino que, para
ejercer el derecho de sus hijos a ser educados, los padres tienen
que disponer de la opción de elegir entre escuela pública o escuela
privada.
Y ahí es donde, desde un punto de vista político, surge la
figura del concierto. El concierto no significa otra cosa que garan-
tizar el derecho de todos los padres a poder elegir el modelo de
escuela que quieren para sus hijos. Si sólo existen escuelas privadas
y escuelas públicas, el derecho a elegir que los hijos vayan a una
escuela privada o a una escuela pública únicamente está al
alcance de quienes se pueden permitir una escuela privada. De nada
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me sirve a mí que el Estado o la Constitución me ofrezcan la posi-
bilidad de elegir entre escuela privada o escuela pública, si después
no puedo pagar la escuela privada. Estoy abocado a la escuela
pública, me guste o no.
Lo que permite el concierto es que, en las mismas condiciones,
todos los padres, sea cual sea el nivel de su renta, puedan realizar
una elección real; puedan elegir escuela privada o escuela pública,
sin que exista ningún impedimento real para que esa elección
sea efectiva. De manera que, gracias al concierto, puedo elegir entre
enviar a mis hijos a una escuela privada o enviarlos a una escuela
pública, porque ninguna de las dos me va a costar dinero, porque
ninguna de las dos va a suponer un menoscabo de mi nivel de renta
o porque ninguna de las dos es inaccesible para mí; luego la elec-
ción que yo realizo es una elección real. Ése es –en mi opinión–
el modelo que obliga a que se garantice la Constitución de 1978.
En España los políticos tenemos la tentación y la costumbre de
confundir lo público con lo político. Lo político son aquellos recursos
de la Administración con los que contamos para cumplir con nuestro
programa; lo público son aquellos recursos de la Administración que
los políticos tenemos en nuestras manos para gestionar el bien
común.
Como político, puedo disponer de determinados recursos para
llevar a cabo determinadas acciones políticas. En la Comunidad
Valenciana, por ejemplo, estamos adecuándonos al software libre (es
decir, en todos los colegios públicos y concertados estamos susti-
tuyendo el software privado por Linux): es ésta una opción política
que yo he adoptado, para la que cuento con unos recursos políticos.
Se trata, pues, de una acción política. Ahora bien, el que todos los
colegios de la Comunidad estén el día 1 de septiembre en condiciones
de abrirse y el que todos los alumnos tengan plaza, no es una opción
política: es una acción pública; como gestor, es mi deber garantizar
que así sea. Otro ejemplo: si el Instituto Meteorológico prevé inun-
daciones, cosa muy habitual en Valencia entre septiembre y octubre,
el que se cierren los colegios y se suspenda el transporte escolar no
es una decisión política, sino pública: es una decisión administrativa
que obligatoriamente, como responsable del sistema, tengo que
adoptar.
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Si contemplamos el sistema educativo establecido en la Cons-
titución, constataremos que, si se quiere garantizar la libertad de
elección de centro por parte de los padres, existe la obligación
pública de asegurar que haya colegios privados, concertados y
públicos suficientes para todos. Ahora bien, en España muchos
políticos, acostumbrados a confundir lo público con lo político,
entienden que establecer colegios concertados no es una opción
pública, sino política; y, por lo tanto, o restringen los conciertos, o
cierran los conciertos, o critican los conciertos; cuando en realidad
–al menos en mi opinión– dar conciertos no es una opción política.
Yo no puedo elegir dar conciertos o no dar conciertos: creo que tengo
la obligación constitucional de dar conciertos, porque tengo la obli-
gación constitucional de garantizar que todos los padres puedan ele-
gir libremente, o bien colegio público, o bien colegio privado, sin
que su nivel de renta suponga una limitación para poder llevar a cabo
este tipo de elección.
Dicho esto, hoy por hoy la educación concertada se enfrenta a
tres graves problemas.
El primero es el de la escasez de plazas. En la Comunidad
Valenciana hay 364 centros concertados de Educación Primaria, y 346
centros concertados de Educación Secundaria: en total unos 700
centros concertados, que imparten entre ellos 7.459 unidades con-
certadas. Con esta amplísima dotación, hay sin embargo 5.000
alumnos que para el curso próximo habían solicitado centro con-
certado en primera, segunda y tercera opción, y que carecen de plaza
en centro concertado. No es que no tengan un centro concertado cerca;
no es que no se les haya podido ofrecer el primero, y se les ha ofre-
cido el segundo, y se les ha ofrecido el tercero; es que no se les ha
podido ofrecer ninguna de las tres primeras opciones que habían rea-
lizado en la solicitud. Por lo tanto, el derecho de elección de centro
de los padres de esos 5.000 alumnos no se ha podido ejercer. Irán
a un colegio público y recibirán una educación de la misma calidad
–sino mejor– que la que recibirían en un concertado. De hecho, mi
esfuerzo se suele centrar en la enseñanza pública antes que en la con-
certada, porque en última instancia soy el responsable, como Conse-
jero de Educación, de los colegios públicos. Pero la realidad es ésta:
los padres querían elegir un concertado y no han podido hacerlo.
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Solución: la inmediata que a todo el mundo se le ocurriría es
que hubiera más concertados, pero la Administración Pública no debe
hacer centros privados para que sean concertados, al menos a priori.
¿Cuál es la solución entonces?: modificar el baremo por el cual se
accede a los centros concertados, para que, al menos, el reparto de
plazas sea más justo, pues la presión es tan grande sobre los cen-
tros concertados que la corruptela a la hora de rellenar las solicitudes
de inscripción está completamente extendida; tan extendida, que,
muchas veces, ni los propios inspectores de la Administración edu-
cativa prestan atención a algunos de los documentos que habitual-
mente se presentan para solicitar una plaza.
Cuando en un sistema hay 5.000 alumnos que no pueden entrar,
cuyas respectivas familias se ven presionadas por la imposibilidad
de que se cumplan sus deseos; cuando los padres sienten la nece-
sidad de llegar a falsificar una Declaración de la Renta mediante la
presentación de una paralela, o incluso de empadronar a los niños
en casa de la abuela para poder cumplir con el requisito de la resi-
dencia (y no se trata de casos aislados), es evidente que algo no fun-
ciona. Si yo pudiera, resolvería la cuestión poniendo más centros
concertados; pero yo no puedo poner más centros concertados, y
creo que tampoco quedan centros privados por concertar. Por lo tanto,
habrá que buscar otras fórmulas capaces de satisfacer todas estas pre-
tensiones. Y, probablemente, la medida más inmediata a tomar sea
la modificación del baremo para hacerlo más justo, para que no faci-
lite “hacer trampa”, y en el que al menos sepamos que garantizamos
el derecho de quienes más necesitan que ese derecho sea garanti-
zado. Porque, al final, quienes tienen recursos para poder elegir entre
público y privado no requieren la asistencia del Estado tanto como
quienes carecen de ellos.
El segundo problema grave al que nos enfrentamos es el de los
recursos disponibles. En muchos aspectos la educación concertada
funciona como la educación pública; y, sin embargo, los recursos que
se destinan a la concertada son siempre menores que los que se des-
tinan a la pública; así ocurre, por ejemplo, en materia salarial de los
profesores o en dotación de material y de recursos. Ni siquiera los mis-
mos sindicatos mantienen la misma sección para la pública que para
la concertada, y a veces la intensidad de la presión que el gestor
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recibe de parte de los sindicatos no es la misma cuando hablamos
de enseñanza pública que cuando hablamos de enseñanza concer-
tada. 
Quizá debería haber más recursos destinados a la concertada,
pero –y entramos de lleno en el tercer problema que yo quería plan-
tear– siempre se acaba topando con la imagen pública de los centros
concertados: un aspecto que ignoro si tenemos que resolver las
Administraciones Públicas, los medios de comunicación, la propia
Federación de Centros, o todos juntos y a la vez.
Sé que muchos de nuestros alumnos se quedan sin plaza en los
colegios concertados; y sé que los alumnos que muchas veces
obtienen la plaza no son los que más la necesitan en un concertado:
muchas veces se trata de alumnos que podrían tener plaza en un cole-
gio privado, sin menoscabo de la economía de sus padres; sé que
con frecuencia carezco de recursos suficientes para poder dotar a
la educación concertada de lo mismo con que doto a la educación
pública; y sé que cualquier esfuerzo que hago por la educación
concertada, de cara a la opinión pública muchas veces resulta difí-
cilmente justificable: y no porque los padres no lo entiendan –que
creo que sí lo entienden–, sino porque la opinión políticamente
correcta extendida entre los medios de comunicación es contraria
–ignoro por qué– a determinado tipo de actuaciones en el ámbito
de la educación concertada.
Para concluir, dejo en el aire la cuestión de la integración de
alumnos inmigrantes en los centros concertados. Soy consciente de
que los centros concertados deben estar abiertos a la presencia de
alumnado inmigrante exactamente igual que los colegios públicos; pero
sucede habitualmente que las colonias de inmigrantes se ubican en
barrios determinados, y no en otros; y que los padres de los alum-
nos inmigrantes también quieren que los alumnos vayan al colegio
que está más cerca de casa; y que también a ellos hay que garanti-
zarles el derecho a elegir libremente el centro al que desean que vayan
sus hijos. 
Desde esta perspectiva, el problema que se plantea es de muy
difícil solución, porque muchas veces, para poder cumplir con la obli-
gación que tenemos de llevar a los colegios concertados el mismo núme-
ro de alumnos inmigrantes que llevamos a los colegios públicos,
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contravenimos el derecho de los padres de los alumnos inmigrantes
a llevar a los alumnos al colegio más cercano a su domicilio. Y les
aseguro que la ambición –al menos en el caso de los Consejeros con
los que me mantengo en contacto– es que los colegios concertados
sólo se distingan de los públicos en eso: en que son concertados; y
que, en todo lo demás, en lo que se refiere a recursos, calidad de
enseñanza, tipo de alumnos y oportunidades, sean exactamente
iguales.
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Políticas autonómicas 
y concierto escolar
PALOMA MARTÍNEZ
Secretaria de Enseñanza Privada de FETE–UGT
En primer lugar, quiero agradecer a la Fundación Europea
Sociedad y Educación y a su Presidente y Directora, la invitación a
participar en estas jornadas. También quiero felicitarles por lo opor-
tuno de celebrar este curso en el momento actual y poder compartir
la mesa con profesionales de reconocido prestigio cuyas interven-
ciones, tanto en el día de hoy como en los anteriores, han destacado
por su elevado nivel.
Mi propósito es el de exponer no solamente mi postura personal,
sino también la del sindicato al que represento –la Federación de Ense-
ñanza de UGT–, ante la política educativa y ante los conciertos. Tal
y como hemos tenido ocasión de escuchar estos últimos días –hacien-
do uso de datos mucho más rigurosos que los míos–, los conciertos
nacen en el año 1985, cuando se aprueba la LODE. Ese mismo año
se publica el Real Decreto de Normas Básicas de Conciertos, que esta-
blece las características que ha de tener la relación contractual entre
el titular del centro y la Administración, es decir, los dos entes que
firman el concierto educativo. En este Real Decreto se establecen
también los tres módulos que deberá tener el concierto: 
1.– El módulo del personal, con la característica del pago dele-
gado. Quiero hacer una matización que –al menos desde el
punto de vista del sindicato al que represento, que actúa siem-
pre en defensa de los trabajadores– considero fundamental; y
es la importancia que tuvo para nuestra organización el pago
delegado. Dicho pago implica que sea la Administración la que
paga directamente a los profesores: aunque la nómina se reciba
de la empresa, el pago es realizado directamente por la Admi-
nistración, tanto por lo que respecta al salario como a la Segu-
ridad Social.
2.– En el módulo de otros gastos, las cantidades asignadas al
mismo se destinan al personal de administración y servicios –no
incluido en el pago delegado–, y a gastos de mantenimiento y
conservación de los centros.
3.– El tercer módulo es el de los gastos variables, cuyo importe
exacto –como bien indica su nombre– se desconoce, que se
emplea para sustituciones y complementos de dirección y anti-
güedad. Asimismo, se ha venido pagando de este módulo el
antiguo premio de jubilación, que tantos problemas ha originado
estos últimos años en las distintas comunidades autónomas.
Ése era, y es, el Reglamento de Normas Básicas de Concierto,
que desde el año 85 hasta ahora prácticamente no ha sufrido nin-
guna modificación. La LOCE viene a recoger esos tres mismos
módulos, incorporando como única variante en el módulo de otros
gastos los de la dirección no docente, sin cambiar el resto de las con-
diciones. Y en esos mismos módulos, y dentro de ese mismo Regla-
mento, se establece que por convenio colectivo no se puede pactar
ninguna cantidad superior a lo estipulado por los Presupuestos
Generales del Estado.
Menciono todo esto porque lo considero fundamental para
conocer cuál es la financiación de la escuela concertada. Tal y como
se puede comprobar consultando los datos y las recomendaciones
que, año tras año, realiza el Consejo Escolar del Estado, la financiación
de la escuela concertada es insuficiente en todos los módulos. Con-
tamos con diecisiete sistemas educativos distintos en financiación,
y cada Comunidad establece unos salarios diferentes para el profe-
sorado de la enseñanza concertada. En la enseñanza pública sucede
lo mismo, es decir, cada Comunidad Autónoma establece unos com-
plementos diferentes. Es deficiente en el módulo de otros gastos,
porque la cantidad que se destina para el mantenimiento de los
centros es totalmente insuficiente; no se ha contemplado partida para
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las infraestructuras derivadas de la adecuación de los centros, hecho
comprensible hace veinte años, dado que los primeros centros con-
certados lograron unos créditos blandos para poder financiar las obras
de remodelación. Los gastos de conservación de los centros de ini-
ciativa social que se crean son muy importantes. Asimismo, es total-
mente insuficiente la financiación de los gastos variables, insuficiente
y desconocida. Tanto profesores como titulares quisieran saber qué
cuantía corresponde a esos gastos variables. 
Otra cuestión importantísima de la que se viene hablando desde
hace veinte años y que ahora recoge la LOCE es la de trabajar en ana-
logía con la pública en todos los módulos: salarios del personal
docente, salarios del personal de administración y servicios, gastos
de mantenimiento y gastos variables. Una analogía que no se ha alcan-
zado en estos veinte años y que cada vez estamos más lejos de
alcanzar, porque, si bien es verdad que ya se ha logrado en alguna
Comunidad (y hacemos mención expresa a la de Valencia, representada
en esta Mesa, que en la actualidad ya está al cien por cien en los sala-
rios del profesorado), también lo es que no se cuenten los sexenios,
que es otro complemento específico con que cuentan los profesores
de la enseñanza pública. Si tenemos en cuenta estos aspectos, las
diferencias son mayores.
Sin embargo, hay otras diferencias aún más importantes, como
por ejemplo el horario lectivo que realiza un profesor en la enseñanza
concertada y el que realiza un profesor en la pública. Estamos hablan-
do de entre quince y dieciocho horas en la enseñanza pública, 
frente a las veinticinco de la enseñanza concertada. Creo que, si cuan-
tificamos económicamente las horas, la diferencia entre el coste de la
enseñanza pública y la enseñanza concertada es realmente enorme.
¿Cómo se intenta solucionar este aspecto? Los profesores, por
la vía de la reivindicación. Los titulares, como ellos mismos han
expresado en diferentes foros, buscando fuentes de financiación alter-
nativas para evitar cerrar los centros. 
Por otro lado, es normal encontrar en la prensa titulares como
éstos: “La enseñanza concertada sale más barata a la Administración
que la pública”, “La escuela concertada tiene menos dinero que la
pública y funciona mejor”, “Una plaza en un colegio público está
costando al contribuyente un 55% más que una plaza en un centro
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concertado”…Creo que todos estos titulares son muy perjudiciales
tanto para la enseñanza concertada como para la enseñanza pública,
pues esta última ofrece una calidad extraordinaria.
¿Qué debe hacer la Administración para que la enseñanza pú-
blica sea de calidad, para que el 80% de los padres no pida una plaza
en un centro concertado, frente al 20% que lo hace en la pública? ¿Qué
cambios se tienen que operar? Un estudio realizado por una fede-
ración religiosa dice que ese 80% de los padres no elige el centro por
su ideario religioso, sino porque lo considera de mayor calidad. El
Estado debe tener presentes los criterios que las familias piensan que
dan calidad a un centro para incorporarlos a la enseñanza pública.
Cuando lleguemos realmente a una red dual, en igualdad de con-
diciones, de calidad, de personal, de salarios, de condiciones labo-
rales, se terminará el problema político que hay de fondo; se terminará
esa guerra escolar, ese tejido de “Penélope”, ese tejer y destejer el
sistema. Tendremos que analizar qué criterios son los que dan calidad
a un centro y cuáles son los que no ofrece la escuela pública.
Para ello, una de las medidas necesarias sería la de terminar con
la temporalidad, porque la enseñanza pública no cuenta con un
personal estable –si las plazas no son estables, si los equipos direc-
tivos no son estables, resulta imposible hacer equipo–; es también
indispensable luchar por mejorar la formación inicial y continua
del profesorado. Desde la Organización de Enseñanza UGT, pensamos
que tanto la formación inicial como la continua que reciben hoy en
día los maestros son insuficientes y que esta última no debería
impartirse después de la jornada de trabajo. 
Hablábamos ayer de la Sanidad y de su valoración en todos los
países europeos. Podría quizá idearse un sistema similar, de mane-
ra que, una vez terminados esos tres años de diplomatura, que a noso-
tros nos parecen totalmente insuficientes, habría que habilitar otros
dos años de prácticas remuneradas en centros, donde esa formación
inicial se vea realmente consolidada. Lógicamente, un profesor
necesita de la formación continua: de hecho, los problemas a los que
nos enfrentamos hoy en asignaturas como idiomas y nuevas tecno-
logías no son sino problemas de formación. Nosotros sabemos que,
casi con independencia del centro escolar que se elija, después de
estar diez años recibiendo clases de inglés, nuestros alumnos no saben
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hablar inglés. ¿Por qué? Seguramente porque el profesor que está
impartiendo esas clases, Licenciado en Filología Inglesa, en muchas
ocasiones carece de capacidad pedagógica y el sistema que emplea
para enseñar no es el adecuado. Ningún maestro puede ser un
Licenciado en Derecho y, por mucho que hablemos de leyes, nunca
podremos actuar como abogados; ni ejercer como médicos. Sin
embargo, cualquier licenciado puede ser maestro, o puede dar clase
en Secundaria después de un curso de especialización didáctica
totalmente insuficiente.
Es necesario poner las bases para una educación de calidad en
toda la red: una red sostenida con fondos públicos, que engloba tanto
a centros públicos como a centros concertados; una red que disponga
de los mismos criterios a la hora de admitir alumnos. Estos últimos años
ha surgido el fenómeno de la inmigración, y no podemos olvidar
que, de no haberse producido, dentro de unos años las pensiones
no se podrían pagar; una inmigración que, además, ha frenado el
descenso de la natalidad en nuestro país. Por tanto creo que la inmi-
gración es un reto y es un valor. 
Lógicamente, es preciso dar una respuesta a esa inmigración:
habrá de existir un consenso político respecto a las normas de admi-
sión de alumnos. Se tendrá que establecer un baremo, con criterios
claros y objetivos –que deberán ser revisados una vez comprobado
su funcionamiento–, que eviten la gran disparidad existente entre
la enseñanza pública y la concertada.
Por otra parte, es absolutamente necesario que exista, junto a
una inversión suficiente, total transparencia en la administración de
los fondos públicos. Y en este aspecto de financiación de la educa-
ción nos encontramos prácticamente a la cola de Europa. Los recur-
sos obtenidos a través de donaciones, a través de fundaciones, etc.,
deben destinarse a un fondo común, a repartir de modo equitativo entre
centros públicos y centros concertados. Bajo ningún concepto 
debería admitirse la doble financiación. Y, si para ello es precisa una
reforma de la legislación actual respecto a las donaciones, en aras
de esa transparencia, dicha medida debería incluirse entre las bases
del Pacto Escolar.
De igual modo, consideramos imprescindible la financiación de
la enseñanza infantil para obtener la conciliación de la vida familiar
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y laboral, y este es uno de los aspectos de la LOCE que no ha sido
modificado por el Real Decreto que se acaba de publicar, y que en
el año 2004 ha suscitado una respuesta diferente en las distintas Comu-
nidades, a pesar de no verse éstas obligadas a ello por ley. Junto a
Comunidades como Andalucía, que tienen una escasa financiación
para el Segundo Ciclo y, en cambio, mayor financiación de lo que
antes era el Primer Ciclo, Preescolar, hay otras Comunidades –como
Castilla–La Mancha, Aragón, Madrid o Castilla–León– que la tienen
financiada al cien por cien, y otras, como Valencia, que han establecido
concierto singular; es decir, todas las comunidades han ido por
delante de la ley.
Esta evolución en la financiación de la enseñanza infantil en las
distintas Comunidades Autónomas es posible, porque los presu-
puestos no son finalistas. Las Comunidades reciben unos recursos
para la educación y cada una determina, en ocasiones con criterios
políticos y en otras ocasiones con criterios económico–sociales, a qué
los destinan: con independencia del destino que se les dé –financiar
la enseñanza infantil, creación de centros, complementos para el pro-
fesorado, o incremento de las plantillas– a lo que llegamos, en defi-
nitiva, es a diecisiete sistemas educativos distintos. En consecuencia,
regresamos al privilegio de la cuna de siglos pasados, en los que un
alumno, por el hecho de haber nacido en Navarra, dispone de mejo-
res condiciones que el que haya nacido –pongamos por caso– en
Galicia: en Navarra la plantilla correspondiente a las seis líneas de
Primaria es mucho mayor que en la Comunidad gallega. Y esa misma
diferencia (respecto a salarios, medios, etc.) se mantiene también en
la totalidad de las Comunidades. 
Habrá que llegar, pues, a una armonización del sistema educativo,
aunque para ello sea necesario reformar la ley.
Nos queda un amplio camino por recorrer, un gran reto al que
enfrentarnos; las organizaciones sociales no solamente nos preo-
cupamos por las condiciones salariales de los trabajadores, sino
que atendemos también a la calidad de la enseñanza, a la dignidad
y reconocimiento profesional de los trabajadores, etc. Suelo decir a
menudo que no trabajamos con máquinas; nosotros trabajamos con
personas, y nuestro trabajo es tan apasionante que, cuando estás en
el aula, no te acuerdas del salario: solamente de las personas. Así pues,
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con estas premisas, tanto los políticos como la totalidad de las orga-
nizaciones sociales tenemos la obligación de entendernos y llegar
a un pacto educativo por encima de los intereses políticos. En mi opi-
nión, ahora nos encontramos en el momento oportuno, dado el
cambio social producido en los diez últimos años con la inmigración,
los cambios en la familia, la juventud, etc. Este es el momento de res-
ponder a todo ello de una forma eficaz.
Gracias.
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Políticas autonómicas
y concierto escolar
ISABEL BAZO
Presidenta de CECE
En mi opinión, el hecho de asumir la presidencia de una orga-
nización nacional que engloba a todo un conjunto de centros edu-
cativos, tanto de rango universitario como no universitario –no
podemos olvidar que desde la Confederación se negocian diez con-
venios colectivos–, proporciona una experiencia que, sumada a los
muchos años pasados en las aulas, me permite tratar el tema de la
educación desde todos sus ámbitos y en toda su importancia.
En mi calidad de representante de los titulares de centros pri-
vados, resulta inevitable abordar un enfoque empresarial. En estrecha
relación con el concepto de libertad de empresa, el derecho de fun-
dación para fines de interés general aparece explicitado en el artí-
culo 38 de la Constitución española y, de un modo aún más específico,
en el artículo 27 de la misma, dentro del capítulo de los derechos fun-
damentales de los ciudadanos, se recoge el derecho a crear centros
educativos: un derecho que pertenece a una categoría, pues, nada
desdeñable, y que lo sitúa por encima del de empresas de cualquier
otro tipo.
El Proyecto de Constitución de la Unión Europea, por su
parte, reproduce cada uno de los puntos de la Carta de Derechos
Fundamentales de la Unión Europea, que en su art. 14.3 señala que
“se respeta, de acuerdo con las leyes nacionales, la libertad de crea-
ción de centros docentes”; si bien no será vinculante para España
mientras ésta no apruebe dicha Constitución, como es previsible
que suceda.
Es esta posibilidad de creación de empresas educativas privadas
diferentes de las estatales la que garantiza que los padres puedan
elegir. En este sentido conviene recordar cómo nuestra Constitución
afirma que “la enseñanza obligatoria es gratuita”, independientemen-
te del lugar donde se imparta: se trata, pues, de un derecho total de
cualquier familia; para facilitar su aplicación, con la LODE se creó
el concierto educativo. 
Para los centros privados que han accedido a él, éste ha acaba-
do convirtiéndose en un caramelo envenenado: en muchas ocasio-
nes se habla de ellos como causantes de la desviación del dinero público
(a lo cual viene a sumarse la frecuencia con que los medios de
comunicación los sacan a colación sólo como motivo de escándalo
o de serias críticas). Y la realidad es que esta desviación no existe, pues
quienes tienen derecho a la educación gratuita son los alumnos, y no
los centros. Lo cierto es que, por el momento, ésta es la única fór-
mula –quizá haya otras– con que contamos en España para que la
familia tenga la opción de elegir de acuerdo con razones religiosas,
filosóficas, pedagógicas, o de cualquier tipo. De hecho, la Consti-
tución española hace mención no sólo de convicciones religiosas,
sino también morales, cosa que se olvida a menudo.
Es, pues, a la familia a quien pertenece el derecho de recibir el
servicio de la educación de forma gratuita, eligiendo entre todo un
amplio abanico y sin ser objeto de coacción, prejuicios o diferen-
ciaciones de tipo económico. En la actualidad, en que –según acaba
de confirmar el Consejero de Educación de la Comunidad Valenciana–
existe más demanda que oferta, sería más oportuno concertar, sub-
vencionar o conceder la gratuidad a la demanda –que son las familias–
que a la oferta –los centros educativos–. Y esto por una razón: desde
que en el marco de las Comunidades Autónomas funcionan las
transferencias, el sistema consiste en transmitir a cada Comunidad
su correspondiente partida económica para que ésta sea aplicada o
distribuida según su respectivo criterio. Es en este momento cuando
se hacen patentes las diferencias entre unas y otras Comunidades,
de acuerdo con el gobierno de cada una de ellas. Así, por ejemplo,
cuando en Andalucía se argumenta que “no hay fondos económicos
para concertar el tramo de 3 a 6 años”, lo que implícitamente se
deduce es que dichos fondos se están empleando para cualquier otra
166 ISABEL BAZO
finalidad. De este modo, las familias andaluzas quedan discriminadas
respecto de las de otras comunidades autónomas.
¿De qué manera se realiza esta distribución de fondos? Con
carácter general, se podría decir que un 30% se dedica a la concer-
tada y un 70% a la pública; pero sin dejar nunca de tener en cuenta
que con frecuencia los datos divulgados por los medios de comu-
nicación o por determinados grupos políticos aparecen muy tergi-
versados. La diferencia entre una y otra cifra se justifica, entre otras
cosas, en función del tipo de alumnos admitidos. Así, se aduce que
la escuela pública acoge un 70% de los emigrantes escolarizados, pero
la falta de transparencia impide admitir que la concertada, por su parte,
acoge alumnos inmigrantes de acuerdo con el número que represente
en cada Comunidad Autónoma, que será distinto en uno u otro
caso.
En su momento, la normativa de admisión de alumnos fue muy
discutida; de hecho, desde la CECE se consiguió, por ejemplo, que
la renta familiar fuera calculada per capita, y no globalmente. Aun
así, muchas familias sufren una discriminación de tipo económico:
en Andalucía –pongo por caso–, las mujeres se ven a menudo obli-
gadas a renunciar a su puesto de trabajo porque resulta demasiado
costoso el que sus hijos asistan a una escuela para niños de 3 y 6 años;
es decir, cuanto mayores son los ingresos económicos de la familia,
menos derechos se tienen para acceder a una plaza en el centro con-
certado, lo cual atenta gravemente contra el derecho de las familias
a elegir educación reconocido en nuestra Constitución. Otro caso: una
persona con ingresos elevados que desea para sus hijos una escuela
pública y laica no puede acceder a ella porque sus ingresos se con-
tabilizan de forma negativa y le restan puntos para el acceso. 
Por otra parte, en muchas Comunidades Autónomas existe un
desmedido afán de tutela hacia el inmigrante y se plantean unos
derechos que ni siquiera posee el resto de familias españolas. Somos
los primeros en propugnar la integración de los inmigrantes, así
como el acceso a los mismos derechos, y también a las mismas obli-
gaciones, que los demás ciudadanos. Ello no impide que a veces se
haga difícil justificar ante un padre que sus hijos no disponen de plaza
en este o aquel centro concertado porque alumnos inmigrantes,
que ni siquiera viven en el barrio, ni tampoco comparten el proyecto
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educativo, ni el filosófico, ni el religioso del centro, tienen preferen-
cia ya que el centro está obligado a reservar determinado número de
plazas para inmigrantes. Esta es, en mi opinión, otra de las graves
discriminaciones existentes. 
Es cierto que en muchas Comunidades Autónomas está previs-
to el concierto y existe la voluntad de facilitarlo. Pero no es menos
cierto que, en cuanto se habla de este apoyo –así lo acaba de afirmar
Esteban González Pons–, arrecian las críticas basadas en el argumento
de la desviación de fondos públicos hacia la empresa privada. Y debe-
ríamos no tener miedo a esas críticas, planteadas muchas veces
desde grupos reaccionarios. Yo, por mi parte, desde mi experiencia
en cooperativas de trabajo asociado, me permito recordar que quie-
nes han accedido al concierto han sufrido un importante desgaste
económico, muchas veces a costa del bolsillo de los trabajadores,
porque en la práctica nunca se ha calculado el módulo del concierto
para conocer el coste real de un puesto escolar. De ahí mi insistencia
–y podré decirlo más alto, pero no más claro– en que el apoyo eco-
nómico se preste indirectamente a los padres, en quienes reside el
auténtico derecho a elegir, y no a los centros. 
Se nos acusa también de que en determinadas zonas estamos faci-
litando la aparición de guetos, cuando la realidad es que, siempre que
continúe existiendo el criterio de zonificación como una de las con-
diciones para acceder a uno u otro centro educativo, también en ese
barrio se está creando un gueto, pues los inmigrantes se concentran
en determinados núcleos de población, y no en otros. De hecho, si dicho
criterio fuera suprimido, el derecho de los padres a elegir centro edu-
cativo resultaría claramente beneficiado.
Con la LODE se planteó también que sólo serían concertados
los centros que cubrieran necesidades de escolarización (una forma
de curarse en salud, porque en la realidad su única obligación con-
sistía en proporcionar un pupitre y una silla donde fuera preciso),
de tal modo que el concierto quedaba denegado cuando en el cen-
tro público más cercano sobraban pupitres vacíos. Afortunada-
mente, hoy en día se aplica el criterio de demanda social, es decir,
se tienen en cuenta los deseos de las familias.
No quiero dejar de hacer alusión a la educación diferenciada,
al derecho que tiene cualquier persona física o jurídica a crear un
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centro educativo independientemente de cuál sea su proyecto peda-
gógico, religioso o filosófico. No existe razón alguna que justifique
la denegación del concierto a aquellos centros que poseen determinada
ideología, impidiendo que los padres accedan a ellos, cuando quie-
nes pueden pagar el puesto escolar de sus hijos en la escuela pri-
vada disfrutan ampliamente de esa libertad. Con ello se están vulnerando
dos derechos fundamentales: el de que los padres puedan elegir el
tipo de educación que quieren para sus hijos, y el de las personas
que desean crear ese tipo de centros. 
Hoy mismo hemos conocido cómo en Cataluña (con el grave
peligro de que esto mismo se extienda también a otras Comunida-
des Autónomas como la de Castilla–La Mancha) se ha informado a deter-
minados centros de la supresión del concierto como una medida que
se encamina a dar los pasos previos a su muerte inmediata, sólo por
tener un sistema o un proyecto pedagógico definidos. En este sen-
tido creo que es importante que la sociedad española y quienes dis-
frutan de la enseñanza impartida en centros concertados sepan con
claridad de dónde nace su derecho a elegir, su derecho a una edu-
cación diferenciada. 
En realidad, ésta ya se inicia, y se aplica, dentro de la propia
familia, en la que hijos e hijas comparten comidas, ratos de ocio, etc.,
pero luego poseen habitaciones con características distintas según
la edad y el sexo: no es igual el cuarto de un adolescente de 14 años
que el de una niña de la misma edad, y la forma de ser tratados
ambos por los padres es diferente y personalizada, de acuerdo con
la madurez y la sensibilidad de cada uno.
La Ministra de Educación opina al respecto que un centro edu-
cativo debe ser el reflejo de la sociedad; estamos de acuerdo con ello
porque la sociedad es plural. Y si la analizamos sin prejuicios obser-
vamos que existen tiendas con clientela diferenciada (por ejemplo:
“Cortefiel hombres” y “Cortefiel mujeres”), peluquerías con atención
específica a hombres y mujeres, e incluso, en el ámbito deportivo
hay equipos masculinos y femeninos que nunca compiten entre sí
y a los que, con las mismas pruebas, se les exigen diferentes marcas.
Así podríamos seguir dando ejemplos que existen en nuestra sociedad
y que son respetados y admitidos por ella sin que surja la palabra
“discriminación”. 
POLÍTICAS AUTONÓMICAS Y CONCIERTO ESCOLAR 169
Si parte de la sociedad pide educación diferenciada, esta opción
debe ser tratada en igualdad de condiciones por la Administración
que quienes ofrecen coeducación. Las familias tienen la palabra.
Habría aún un buen número de temas que me gustaría abordar,
pero el tiempo se nos echa encima. Quizá dispongamos de una
nueva ocasión. 
Muchas gracias.
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Pluralismo educativo
y calidad de enseñanza
RAMÓN PÉREZ-JUSTE
Catedrático de la Facultad de Educación 
Universidad Nacional de Educación a Distancia
Presidente de la Sociedad Española de Pedagogía
INTRODUCCIÓN
El tema central de la ponencia es el relativo a la Educación en
un contexto social multicultural, propio del tiempo que nos ha toca-
do vivir. Pero, a la vez, pretendo situar el citado tema en relación con
uno de los tópicos más reiteradamente nombrados en nuestro tiem-
po: el de la calidad; si bien es preciso reseñar que bajo tal deno-
minación se esconden ideas, concepciones y planteamientos muy
alejados unos de otros, y no siempre compatibles entre sí.
Por ello, me propongo, como punto de arranque, la clarifica-
ción conceptual de este término: el de calidad; y del más cercano
a nosotros: el de calidad de la educación.
Una vez clarificados ambos, pretendo analizar el tipo de formación
necesaria para alcanzar una educación de calidad como la apuntada y,
en particular, abordar los componentes de un currículo propio de so-
ciedades progresivamente multiculturales. Tales, son, por tanto, los
grandes objetivos que me propongo alcanzar a través de esta disertación.
1.– CALIDAD Y CALIDAD DE LA EDUCACIÓN
Uno de los conceptos más utilizados en los más diversos ámbi-
tos de hacer humano es, sin duda, el de “calidad”. No obstante,
como tendremos ocasión de comprobar, lo que se entiende por
calidad difiere notablemente; esto exige una clarificación concep-
tual que trataré de abordar ante ustedes.
1.1. Razones
Entre las razones que explican la omnipresencia de la cali-
dad en las sociedades de nuestro tiempo, voy a destacar dos –a
mi juicio– claves: las características de las sociedades avanzadas
que han satisfecho razonablemente los aspectos “cuantitativos”
de las necesidades de sus miembros, y la globalización propia de
nuestros días.
En las sociedades avanzadas, en efecto, la calidad es una de-
manda generalizada para todo tipo de productos, bienes y servi-
cios. En estas sociedades el acceso generalizado a los bienes y
servicios es una razonable realidad, y quienes los ofertan tratan de
crear nuevas necesidades y de adelantarse a las mismas ofrecien-
do “calidad”. Con ello, quienes han de dar respuesta satisfactoria
a las necesidades, carencias, demandas y expectativas de los
clientes y demás partes interesadas, esperan conseguir ciertas
ventajas a la hora de competir por conseguir clientela y mantenerla,
mediante procedimientos de fidelización. 
Por otra parte, una de las características más comúnmente reco-
nocidas de nuestro tiempo es la globalización. En un mundo glo-
balizado, los mercados cada vez están más abiertos, primero a los
productos, después a los servicios y, por último, también, a las
personas.
Ante estos hechos, es necesario generar confianza en la
sociedad para que los países sean más permeables y desaparez-
can progresivamente las barreras que limitan la libre circulación.
En efecto: en la búsqueda de la calidad se da un proceso
destinado a romper las barreras que obstaculizan el intercambio
de bienes, productos y servicios, lo que obliga a respetar ciertas
normas, a cumplir determinados requisitos y exigencias, a unifi-
car las especificaciones técnicas, a converger en un mismo cuer-
po normativo; en definitiva, se avanza hacia fórmulas de
normalización, aseguradoras de los mismos. En España, el orga-
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nismo competente al respecto es AENOR (Asociación Española de
Normalización y Certificación)1.
En esta línea, se han diseñado sistemas de acreditación y cer-
tificación de empresas, productos, procesos, servicios y perso-
nas, que no son sino la respuesta ideada para su satisfacción. En
España contamos con una Entidad Nacional de Acreditación, ENAC,
entidad privada, independiente y sin ánimo de lucro, que coordi-
na un Sistema de Acreditación de acuerdo con criterios de la Unión
Europea2.
La acreditación es un procedimiento por el que un organismo
autorizado reconoce formalmente que una organización es compe-
tente para llevar a cabo una actividad de evaluación de la confor-
midad, esto es, de que el producto, bien, servicio, persona de que
se trate, cumple los requisitos establecidos. La acreditación, por
tanto, garantiza el correcto ejercicio de evaluación de la conformi-
dad por parte de los organismos correspondientes.
Por otro lado, la certificación se lleva a cabo por parte de
organismos previamente acreditados para realizar la evaluación
de la conformidad: consiste en una declaración objetiva de que
el producto, servicio, bien, etc., de que se trata cumple los
requisitos especificados. Podríamos decir que la certificación
es la acción realizada por una entidad acreditada, reconocida como
independiente de las partes interesadas, que da fe de la confor-
midad de la realidad certificada con los requisitos definidos en
normas o especificaciones técnicas. Si en nuestro país contamos
con una Entidad acreditadora, las entidades certificadoras son
bastantes más; a fin de que estas entidades cumplan con sus obliga-
ciones, el organismo acreditador tiene la responsabilidad de
realizar comprobaciones independientes e imparciales en relación
con la competencia de los organismos encargados de evaluar la
conformidad. De hecho, es ahí donde reside la confianza en el
sistema, el gran objetivo de la calidad así entendida.
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1 Información sobre AENOR puede encontrarse en www.aenor.es
2 Su dirección electrónica es: www.enac.es
1.2. Reflejo en el ámbito educativo
En el caso de la Educación, la exigencia de calidad se abre paso
con fuerza una vez superados los retos cuantitativos de los sistemas
educativos: más profesores, más personal, más centros, más recursos,
más espacios.
Y aunque, como tendremos ocasión de comprobar de inme-
diato, el concepto de calidad tiene para nosotros un enfoque y una
naturaleza muy diferentes, los aspectos anteriores también tienen su
reflejo en el ámbito educativo.
En efecto, las iniciativas tomadas por los legisladores en los últi-
mos años van decididamente encaminados en tal sentido. Así, si la
LOGSE creó el Instituto Nacional de Calidad y Evaluación (INCE),
la LOCE ha dado lugar al INECSE, esto es, al Instituto Nacional de
Evaluación y Calidad del Sistema Educativo, en ambos casos con la
finalidad de evaluar el sistema no universitario para mejorarlo.
Y en el ámbito universitario, con la Ley Orgánica de Univer-
sidades surge la ANECA, Agencia Nacional de Evaluación de la
Calidad y Acreditación, una fundación estatal creada por el Minis-
terio de Educación, Cultura y Deporte, tras la autorización del
Consejo de Ministros de 19 de julio de 2002, en cumplimiento de
lo establecido en el artículo 32 de la Ley de Universidades (Ley Orgá-
nica 6/2001, de 21 de diciembre).
Sus funciones, señaladas en el artículo 31.3 de la referida
Ley y recogidas en los Estatutos de la Fundación son las de con-
tribuir a: 
– Medir y hacer público el rendimiento de la Educación Superior.
– Reforzar la transparencia y comparabilidad de nuestro sistema
universitario.
La ANECA desarrolla una serie de programas en línea con estos
planteamientos; en concreto, los siguientes:
– Evaluación institucional
– Acreditación
– Certificación
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– Evaluación del Profesorado
– Convergencia Europea.
Precisamente, el programa de Convergencia Europea, ligado al
Espacio Europeo de Educación Superior3, está plenamente en línea
con los principios anteriormente reseñados en relación con la cali-
dad. Se busca generar confianza, romper barreras innecesarias y pro-
mover el intercambio. Los objetivos del Espacio Europeo, según la
Declaración de Bolonia, son los siguientes:
–  Un sistema fácilmente comprensible y comparable de titulaciones.
– La adopción de un sistema de créditos comparable que pro-
mocione la movilidad (créditos ECTS).
– La promoción de la cooperación europea para garantizar la
calidad de la Educación Superior, mediante el establecimiento
de criterios y metodologías comparables.
– La promoción de la movilidad de los estudiantes, profesores y
personal administrativo de las universidades y otras instituciones
de Educación Superior europeas.
En una línea similar se han ido creando agencias autonómicas;
en el caso de la Comunidad de Madrid contamos con la Agencia de
Calidad, Acreditación y Prospectiva (ACAP) de las Universidades
de Madrid, un ente de derecho público con personalidad jurídica pro-
pia, adscrito a la Consejería de Educación de la Comunidad de
Madrid. Sus fines son los de: 
– Promover la mejora de la calidad de la docencia, de la investi-
gación y de la gestión.
– Aumentar la eficiencia de las Universidades de Madrid para
cumplir con las expectativas sociales de progreso cultural y
excelencia de la educación superior.
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3 Se puede encontrar documentación al respecto en www.crue.org y en www.uni-
versia.es. Entre los documentos que pueden encontrarse citamos los siguientes:
Declaración de La Sorbona, Declaración de Bolonia o la Carta Magna de las
Universidades europeas.
1.3. Calidad en Educación, Calidad de la Educación
Con todo, lo anterior no debe ser entendido sino como el marco
o contexto de referencia para el grueso de mi exposición, centrado
no ya en la calidad en general, sino en el ámbito de la Educación,
donde será preciso diferenciar entre la calidad en Educación y la cali-
dad de la Educación.
Pues bien: si en algo podemos ponernos de acuerdo en el tema
de la calidad, es en la falta de acuerdo existente en los planteamientos
al respecto. 
Sin pretensión alguna de exhaustividad, podemos dejar cons-
tancia de enfoques y planteamientos diversos, con frecuencia muy
alejados unos de otros. Así, al lado de definiciones concretas y pre-
cisas que difícilmente serán admitidas por quienes se sienten, antes
que nada, educadores, podemos encontrar otras que comienzan
por reconocer que es vano el intento de definir la calidad de la edu-
cación; del mismo modo, podemos encontrar propuestas centra-
das en una serie de criterios que se toman como manifestación de
la calidad, al lado de otras que se refieren a los factores que la faci-
litan; e incluso otras que se constituyen en herramientas para alcan-
zar, mantener y hacer visible la calidad desde perspectivas que,
para muchos, son ajenas a la auténtica calidad, como es el caso de
la gestión de la calidad. Veámoslo.
Definiciones expresas de calidad podemos encontrarlas en
Senlle4, cuando afirma: “La calidad es competitividad”; o bien en
Schergel5, quien mantiene: “La calidad total en educación es un
proceso que supone incidir en lo siguiente: cumplir y superar las
expectativas del cliente, mejora continua, compartir responsa-
bilidades con los empleados y reducir los desechos y la reela-
boración”.
Por el contrario, renuncias a una definición expresa las encon-
tramos en la OCDE6: “Dificultad sobresaliente es que el concepto de
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4 SENLLE, A. (1994): Calidad y Liderazgo. Barcelona: Ediciones Gestión 2000, pág. 17.
5 SCHERGEL F.P.(1997): Cómo transformar la educación a través de la gestión de la
calidad total. Guía práctica, Madrid: Díaz de Santos, pág. 1
6 OCDE (1991): Escuelas y calidad de la Enseñanza. Barcelona: Paidós–MEC, pág. 173.
calidad resulta tan ampliamente interpretado, tanto dentro y a tra-
vés de los países, como para desafiar un análisis preciso. Habida cuen-
ta de ello, resultaría fútil que la OCDE propusiera una definición estricta
y universalmente aceptada.... El concepto de calidad es complejo”.
Por su parte, algunas propuestas oficiales –Consejo de Univer-
sidades, Leyes orgánicas– han optado por centrar su atención en mani-
festaciones de la calidad (Consejo de Universidades), en factores que
favorecen la calidad (LOGSE) o en los ejes que contribuyen (LOCE),
sin abordar, al menos de modo explícito, la cuestión fundamental,
como tendremos ocasión de hacer notar. 
La propuesta del Consejo de Universidades para el Plan Nacional
de Evaluación de la Calidad de las Universidades7 se centra en la idea
de multidimensionalidad: la calidad es una realidad sumamente com-
pleja con variadas manifestaciones o dimensiones. En concreto, los
responsables identifican las seis siguientes:
– Disciplinas académicas
– Reputación
– Perfección o consistencia
– Economía o de resultados
– Satisfacción
– Organización
Por su parte, la LOGSE centra la atención en los factores que favo-
recen la calidad, presentándolos y desarrollándolos en el Título IV,
que, por cierto, titula “De la calidad de la Enseñanza”, en vez de refe-
rirlo a la Educación, siendo tales factores los siguientes, desarrollados
a lo largo de los artículos 55 a 62:
– La cualificación y formación del profesorado
– La programación docente
– Los recursos educativos y la función directiva
– La innovación y la investigación educativa
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7 Vid., al respecto DE MIGUEL, M. y otros (1991). La evaluación de las instituciones
universitarias. Madrid: Secretaría general del Consejo de Universidades.
– La orientación educativa y profesional
– La inspección educativa
– La evaluación del sistema educativo
En el caso de la LOCE, y en su Exposición de motivos, se hace
referencia a los ejes de la calidad, en concreto a los siguientes:
– Esfuerzo y exigencia personal
– Orientación hacia los resultados: intensificación de los procesos
evaluativos
– Sistema de oportunidades para todos: itinerarios educativos
– Políticas relativas al profesorado: formación y carrera docente
– Desarrollo de la autonomía de los centros y estímulo de la res-
ponsabilidad
Más adelante, y en el Título preliminar, la LOCE desgrana hasta
doce principios de la calidad (Art. 1).
Otra forma de abordar el tema de la calidad se corresponde
con la identificación de algunos criterios que permitan reconocerla.
Tal es el caso del profesor De la Orden8. Parte de un supuesto: el
de que “los diversos sistemas de valores, las culturas, las ideolo-
gías, las actitudes y los intereses de grupos o individuos se pro-
yectarían en otras tantas caracterizaciones de la educación de
calidad”, con lo que este concepto aparece como algo relativo. Y
llega a plantear a un sistema de relaciones entre los diferentes 
elementos del contexto, el proceso y el producto de la educa-
ción. La Calidad será un sistema de coherencias múltiples:
– Entre fines generales y resultados: FUNCIONALIDAD
– Entre fines generales y objetivos por un lado, y resultados por
otro: EFICACIA o EFECTIVIDAD
– Entre procesos educativos y medios, por un lado, y resultados,
por otro: EFICIENCIA
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8 DE LA ORDEN HOZ, A. de la (1988): La calidad de los centros educativos, asunto
para un congreso, Bordón, 40, 2, 149-162.
El profesor De la Orden concluye: “La calidad educativa es, pues,
un continuo cuyos puntos representan combinaciones de funcio-
nalidad, eficacia y eficiencia altamente correlacionados, y su grado
máximo de excelencia supone un óptimo nivel de coherencia entre
todos los componentes del sistema”.
A partir de los años 90 se abren paso en educación dos pro-
puestas teóricamente complementarias, aunque hayan marchado
por ámbitos diferentes. La relativa a la gestión de la calidad, orien-
tada a la certificación de centros educativos contra la Norma ISO
9001:2000, superada en sus metas por la ISO 9004:20009 aunque no
sea certificable, y el Modelo Europeo de Calidad Total en la Ges-
tión (1988), debido a la European Foundation for Quality Mana-
gement (EFQM), que ha visto publicadas dos versiones destinadas
a los centros educativos10.
El Modelo ISO se centra en la gestión de la calidad, entendida
como el “conjunto de actividades coordinadas para dirigir y con-
trolar una organización en lo relativo a la calidad”, integrada por
la planificación, el control, el aseguramiento y la mejora de la
calidad, así como por la mejora continua. El sistema de gestión de
la calidad queda sintetizado en la figura 1 (Ver página 182). Por
su parte el modelo europeo, queda sintetizado en la figura 2 (Ver
página 182).
Señalaba que ambas propuestas, aunque han marchado por
caminos diferentes, están llamadas a ser complementarias. Y es que,
mientras ISO viene a representar algo así como el cumplimiento de
unos mínimos –si bien unos mínimos muy exigentes–, EFQM per-
mite a las organizaciones seguir una línea de superación continua.
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9 Como Presidente de la Sección de Educación de la Asociación Española para la
Calidad (AEC) he coordinado el trabajo de acomodación de la Norma ISO 9004: 2000
a los centros educativos, tratando de integrar sus aportaciones a los Proyectos edu-
cativos. El documento verá pronto la luz en una publicación que se está gestionando
en estos momentos.
10 CECE–CLUB GESTIÓN DE CALIDAD (1997). Modelo Europeo de Calidad Total en
la Gestión. Madrid: Instituto de Técnicas Educativas de la CECE. Por su parte, el
Ministerio de Educación y Cultura edita, también en 1997, el Modelo Europeo de
Gestión de Calidad, un conjunto de seis documentos que van de la Guía para la
Autoevaluación a los Materiales para el Diagnóstico.
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Figura 2: Modelo Europeo de Autoevaluación de la European Foundation for Qua-
lity Management
Figura 1: Sistema de gestión de la calidad según ISO 9004:200011
11 En lo esencial, el sistema es igual en ISO 9001:2000, cambiando el término “partes
interesadas” por el de “clientes”.
1.4. Mi valoración de las propuestas
En general, entiendo que todas estas propuestas se quedan en
los alrededores de la calidad de la Educación; exagerando, podría
llegar a decir que sirven por igual para formar personas en plenitud
o para capacitar a personas que atenten contra los cimientos de la
sociedad.
Entiendo que es preciso ir a la base de la calidad, que, en el caso
de la Educación, como en los demás bienes o servicios, no puede
tener otro fundamento que su propia esencia o naturaleza. En el caso
de la Educación, la calidad reside, ante todo y sobre todo, en el hecho
de que se trate de educación, y no de otra cosa12. Por ello, y a mi jui-
cio, a todas ellas les falta lo fundamental, que no es sino la propia
calidad del proyecto educativo al que sirven.
En efecto: el sistema de coherencias múltiples debe tener en su
base una concepción del ser humano al que formar; el sistema de ges-
tión de la calidad debe servir a un proyecto educativo; los factores o
agentes facilitadores deben subordinarse a una concepción educativa;
las dimensiones de calidad universitaria deben serlo de organiza-
ciones que forman un tipo de universitarios, por ejemplo el que deriva
de los planteamientos de UNESCO13; los factores que favorecen la cali-
dad deben hacerlo al servicio de una determinada idea de persona...
Si las cosas no se plantean de este modo, el riesgo de que las herramientas
o instrumentos se conviertan en fines es demasiado elevado. También
podría ocurrir que se generalizara la sensación de que la calidad sur-
girá como por arte de magia a partir de contar con determinadas dosis
de los diferentes agentes, criterios, dimensiones o manifestaciones: algo
difícil de mantener con un mínimo de rigor.
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12 Sin pasarse –manipulación– o sin llegar, como ocurre con el mero adiestramiento;
o en el caso de formas incompletas –saber puramente académico– o sesgadas.
13 “...dado que tiene que hacer frente a imponentes desafíos, la propia educación
superior ha de emprender la transformación y la renovación más radicales que jamás
haya tenido por delante, de forma que la sociedad contemporánea, que en la actua-
lidad vive una profunda crisis de valores, pueda trascender las consideraciones mera-
mente económicas y asumir dimensiones de moralidad y espiritualidad más arraiga-
das”. (Preámbulo). UNESCO (1998). Declaración Mundial sobre la Educación supe-
rior en el siglo XXI: Visión y Acción . París: UNESCO. Puede consultarse en:
www.unesco.org/education/educprog/wche/declaration_spa.htm
2.– CALIDAD DE LA EDUCACIÓN
La calidad de la Educación no puede residir en los medios y recur-
sos, o en los instrumentos a su servicio, aunque resulte imprescin-
dible contar con los adecuados y suficientes, sino en los proyectos
educativos, esto es, en el fin y en los objetivos propuestos.
Y es verdad, como señala el profesor De la Orden, que habrá
tantas formas diferentes de entenderla como modos de entender el
Hombre, el Mundo; pero no es menos cierto que, admitiendo este
planteamiento, que trasciende la Pedagogía como ciencia y la Edu-
cación como práctica, la Educación misma consiste en un hacer
algo para llegar a ese fin, a esas metas14.
Por tanto, hay dos planos diferentes a la hora de plantearse la
Educación y su calidad: cuáles son las metas de cada cultura, de cada
sociedad, de cada forma de entender el Mundo y el Hombre, y cómo
llegar a ellas. Y aquí sí es posible optar entre concepciones de mayor
o menor calidad; la mía es la de formar a un ser que, por su intrín-
seca dignidad, aspira a ser dueño de sus actos tanto en el asumir valo-
res como en el vivir de conformidad con los mismos, es decir, un ser
que –en definitiva– aspira a ser autónomo.
2.1. Objetivos y metas de una educación de calidad
Como he señalado, la calidad reside, antes que en cualquier otro
aspecto o elemento, en la que pueda tener el proyecto educativo de
que se trate. Pues bien, para mí, un proyecto educativo de calidad
es el que se propone:
– Formar la persona, formar toda la persona, formar cada persona.
– Y ello, para afrontar con posibilidades de éxito los desafíos con
que tendrá que enfrentarse a lo largo de la vida en sus diferentes
ámbitos de desarrollo: desde el personal y familiar al religioso
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14 Puede entenderse que, si se habla en términos generales, tal vez no se pueda avan-
zar mucho más allá; pero cuando lo hacemos en el marco de un determinado centro,
de una concreta institución, si el proyecto no es de calidad, todo lo demás no servi-
rá para nada.
en el caso de los creyentes, pasando por el de la amistad, el cívi-
co o el profesional.
De alguna manera, podemos sintetizar esto afirmando que un
proyecto educativo trata de formar integralmente al ser humano, a
todas las personas a las que se dirige. Ahora bien: esa formación inte-
gral no será la misma para las personas que se educaron en el siglo
III antes de Cristo, en el XV o, en nuestro caso, para las que se edu-
quen en el XXI. Y tampoco será la misma, sea el siglo que sea, en
todos los lugares del Mundo. En nuestro caso, parece evidente que
las situaciones y desafíos a que deberán enfrentarse los alumnos de
nuestro tiempo no son, ni de lejos, los mismos en España o en los
países de Occidente que en el África meridional o en determinados
países asiáticos, por poner sólo dos ejemplos.
Por ello, podemos concretar esa idea central de una educación
de calidad en dos conceptos básicos: los de personalización y de
pertinencia social, siguiendo en este último aspecto los planteamientos
de UNESCO.
2.1.1 Personalización
La personalización implica dos aspectos diferentes y relevan-
tes. En el ámbito pedagógico se ha hablado mucho de individuali-
zación y personalización; el profesor García Hoz planteó la
superioridad del término personalización15 sobre la mera indivi-
dualización, ya que aquella incluye la dimensión social de la persona
sin dejar de atender su individualidad16, que demanda la adecuación
de la respuesta pedagógica a las diferencias humanas, concepto
que últimamente se viene haciendo progresivamente más comple-
jo al incluir en él no sólo las diferencias psicológicas y sociales, sino
también las culturales, objeto de atención en esta ponencia.
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15 Es clásica su obra Educación personalizada, publicada por ver primera en 1970,
obra que ha dado lugar al Tratado de Educación Personalizada, integrado por 33
volúmenes, editado por Rialp entre los años 1988 y 1997.
16 Gordon Allport habla de “individualidad configurada”. Vid. ALLPORT, G. (1976). La
personalidad. Su configuración y desarrollo. Barcelona: Herder.
Pero la personalización también debe entenderse como el pro-
ceso, continuo y nunca acabado, de construir la persona, de pleni-
ficarla, de hacer de ella todo lo que sus potencialidades le permitan
llegar a ser. No deberíamos olvidar, como mantiene Palacios17, que
si bien “física y ontológicamente, la persona humana es la más per-
fecta de las criaturas y tiene entre ellas mayor prestancia”, si la con-
sideramos desde un punto de vista ético, “la persona por sí misma
no es digna ni indigna. Son sus obras concretas las que nos tienen
que decir si un hombre es buena o mala persona, persona digna o
persona indigna”. Precisamente por ello, y para ello, es para lo que
sirve la Educación: para que ese ser libre pueda hacerse digno en
función de su comportamiento, de sus obras.
Conviene resaltar que, precisamente por tratarse de un ser libre,
dotado de una especial dignidad, la educación de calidad debe ser,
antes que nada, respetuosa con la persona, lo que implica huir de
toda forma de manipulación –la antítesis de la educación– a la hora
de influir en ella. Por eso, la educación de calidad debe abordar el
influjo de los educadores no sólo proponiendo fines y objetivos
dignos de la persona, sino contribuyendo a su logro mediante pro-
cedimientos respetuosos con su libertad y dignidad18.
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17 PALACIOS, L–E. (1989). “La persona humana”. En El concepto de persona. Vol. 2,
del Tratado de Educación Personalizada, dirigido por V. García Hoz. Madrid: Rialp,
págs. 42-53, 40 s.
18 “La clave última y esencial del concepto de educación es la libertad y la decisión
personal . A fin de cuentas, la educación no es otra cosa sino un proceso de estímu-
lo y ayuda social, en la vida de cada persona singular... para que sea capaz de auto-
gobernarse o desplegar sus posibilidades de proyectar y decidir, autónoma y res-
ponsablemente, una forma de existencia en el marco de una realidad social en la que
el hombre se integra”. Así se expresa R. Medina en: “La Educación como un proceso de
personalización en una situación social”. En V. García Hoz (1989): El concepto de per-
sona. Vol. 2 del Tratado de Educación personalizada. Madrid, Rialp, pgs. 13-41, 19 s.
En la misma línea se expresaba Yela: “Sólo se educa cuando se libera, y sólo se libe-
ra cuando se educa” (Yela, 1979). Y el propio R. Medina añade: “... el fundamento
real de la educación no es otro que la capacidad para el ejercicio personal y respon-
sable del uso de la libertad en la dirección de la propia vida, atributo esencial de la
dignidad humana. Y esa libertad, que nace del enfrentamiento del hombre con la rea-
lidad es una conquista gradual que se va perfeccionando en la tarea misma de la for-
mación personal.” (p. 20).
2.1.2. Pertinencia social
Señalábamos que el aquí –España– y el ahora –los inicios del siglo
XXI– condicionan la formación concreta que ha de darse a las nuevas
generaciones. Y es que se espera que los sistemas educativos –incluso
en el nivel universitario– den la debida respuesta a las demandas, expec-
tativas y necesidades de la sociedad, cumpliendo así con los plantea-
mientos de UNESCO, concretados en el concepto de “pertinencia social”19.
En el citado documento preparatorio de la Conferencia Mundial
sobre Educación Superior celebrada en París en 1998 y organizada por
UNESCO, el capítulo 2 se dedica a definir la pertinencia, afirmando lo
siguiente: “La pertinencia de la educación superior se considera pri-
mordialmente en función de su cometido y su puesto en la sociedad,
de sus funciones con respecto a la enseñanza, la investigación y los servi-
cios conexos, y de sus nexos con el mundo del trabajo en sentido amplio”;
pasando, a continuación a definir operativamente la pertinencia con
una serie de manifestaciones, entre ellas las siguientes:
“Ser pertinente es estar en contacto...
– Con las políticas
– Con el mundo del trabajo
– Con los demás niveles del sistema educativo
– Con la cultura y las culturas...”.
Y culmina ligando el concepto al “desarrollo humano soste-
nible y al desarrollo de una cultura de paz”,20 lo que no es sino poner
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19 “La calidad es inseparable de la pertinencia social”. Vid. UNESCO (1998). La
Educación Superior en el siglo XXI. Visión y acción. Documento de trabajo. París:
UNESCO, punto 106. Documento preparatorio de la Declaración Mundial sobre la
Educación Superior en el Siglo XXI: Visión y Acción.
(www.unesco.org/education/educprog/wche/declaration_spa.htm)
20 Al redactarse este texto con posterioridad a su presentación en El Escorial, le es
posible al autor recoger una información relativa a la Conferencia Internacional de
Barcelona sobre la Enseñanza Superior. Una de sus conclusiones es la siguiente: “La
Educación debe plantearse como objetivo, para generar la democracia y para favo-
recer la transición a una cultura de paz”. En notiweb@madrimasdorg de 21 de octu-
bre de 2004.
en primera línea dos de los problemas que afectaron a la Huma-
nidad durante todo el pasado siglo y que, previsiblemente, lo van
a hacer durante el presente.
Desde luego, son más los problemas y características de
nuestro tiempo que demandan una adecuada respuesta educativa.
Entre otras podríamos citar expresamente el espectacular avance
del saber, tanto en su creación como en su difusión y accesi-
bilidad21, la profundidad, trascendencia y celeridad de los cam-
bios22, los riesgos de manipulación genética23 o ideológica24, o las
transformaciones de la familia, cuyas consecuencias son im-
previsibles.
Pero junto a ellas, sin duda, debemos reseñar el pluralismo cul-
tural de nuestras sociedades, lo que representa un auténtico reto,
un desafío de grandes dimensiones para la sociedad en general,
para los sistemas educativos en cuanto tales y para cada uno de
los centros educativos y cada uno de los profesores en particular.
De hecho, en otro documento de UNESCO, Declaración Mun-
dial sobre la Educación Superior en el Siglo XXI: Visión y acción25,
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21 “La velocidad de los avances científicos está demostrada por los estudios socioló-
gicos. Ahora es diez veces mayor que hace veinte años. La velocidad en la divulga-
ción de los avances y descubrimientos científicos es treinta o cuarenta veces más
rápida de lo que era hace veinte años”. En estos términos se manifestaba A.
Guiddens, en una conferencia pronunciada en la UNED y publicada bajo el título Un
mundo desbocado. Textos de sociología, nº 5, noviembre, 1998, p. 12.
22 El Papa Juan Pablo II, en su encíclica Fides et Ratio (punto 6) afirma: “No se puede
negar que este período de rápidos y complejos cambios expone, especialmente a las
nuevas generaciones, a las cuales pertenece y de las cuales depende el futuro, a la
sensación de que se ven privadas de auténticos puntos de referencia”.
23 “ El Hombre surgido de la Revolución francesa y la revolución industrial, básica-
mente productor, está a punto, con las nuevas tecnologías, de convertirse en un
mecanismo, en una naturaleza manipulable, y sólo mediante un nuevo pacto social
se podrá evitar que quede subsumido en un proceso total de alienación”. Vid.
SÁNCHEZ MORALES, R. (1995). Impactos sociales de la Biotecnología. Madrid:
UNED, p. 397.
24 Nunca antes el hombre ha dispuesto de tanta información, pero nunca antes ha
estado tanto en manos de quienes la controlan. La necesidad de formar el espíritu crí-
tico parece evidente.
25 Puede encontrarse en www.unesco.org/education/educprog/wche/declara-
tion_spa.htm. La declaración se formula en el marco de la Conferencia Mundial sobre
la Educación Superior, celebrada en París en diciembre de 1998.
ya en su artículo 1: La misión de educar, formar y realizar inves-
tigaciones, se afirma: 
“Reafirmamos la necesidad de preservar, reforzar y fomentar aún
más las misiones y valores fundamentales de la educación supe-
rior, en particular la misión de contribuir al desarrollo sosteni-
ble y el mejoramiento del conjunto de la sociedad, a saber:
[...] 
c) Contribuir a comprender, interpretar, preservar, reforzar,
fomentar y difundir las culturas nacionales y regionales,
internacionales e históricas, en un contexto de pluralismo y
diversidad cultural”.
Como síntesis de mi intervención en este segundo elemento de
reflexión, diré que, para mí, la educación de calidad es aquella que
aborda la formación integral de las personas, concretada en su capa-
citación para darse un proyecto personal de vida, socialmente valio-
so, y ser capaz de, libremente, llevarlo a la práctica en las diversas
situaciones y problemas que deberá enfrentar a lo largo de su vida.
En definitiva, estoy planteando como meta el logro de la autonomía
personal, que no representa otra cosa que la capacidad de las per-
sonas para ser dueños de sus actos y, por ende, responsables de los
mismos.
Dicho así, pudiera parecer que estoy hablando de algo total-
mente alejado del hacer de nuestras escuelas, de nuestros centros
educativos. Pero pronto van a tener la ocasión de comprobar que nada
más lejos de la realidad. En efecto: conviene hacer notar que ser autó-
nomo es una meta de elevado nivel, ya que representa nada menos que:
– Ser sujeto, no objeto
– Ser plenamente persona
– Gobernar la propia vida
– Ser libre y responsable de las propias acciones
– Merecer en función de los propios actos
Por lo que ser autónomo implica:
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– Tener criterio propio, lo que representa una autonomía intelectual,
un componente netamente académico, aunque con frecuencia
se vea restringido en sus planteamientos.
– Elegir en función de los propios criterios, lo que implica el
logro de una autonomía moral.
– Mantener las decisiones: fuerza de voluntad.
– Acercamiento a la unidad de vida, esto es, vivir de conformidad
con lo que uno valora, y valorar positivamente aquello que la
propia conciencia le propone como valioso.
Si analizamos este planteamiento, podemos apreciar que la
propuesta implica la unificación de la formación intelectual y en valo-
res con la de la voluntad. El gran cambio se centra en la concepción
tradicional de la enseñanza, que pasa a quedar subordinada a algo
mucho más ambicioso e importante: la educación.
En efecto: de esta forma, los objetivos académicos no sólo se
orientan a la transmisión del saber, sino a la capacitación para seguir
aprendiendo de modo autónomo –formación intelectual–, lo que
permite alcanzar la formación del criterio, esto es, la autonomía
intelectual. Pero, lejos de quedarse ahí, ese criterio, forjado y formado
a través de una sólida formación intelectual, se pone al servicio del
bien, del comportamiento moral, como decíamos antes, buscando
que el ser humano sea no sólo digno en sí, sino por su conducta. Ahora
bien: dado que la persona puede conocer el bien, y hasta desear vivir
de acuerdo con él, pero, por su fragilidad, no comportarse de modo
coherente con lo que su intelecto y su moral le proponen, la escuela
debe cultivar el esfuerzo, la perseverancia, la voluntad en definitiva,
mediante el compromiso activo con los valores libremente elegidos.
Así, la calidad que propongo se orienta a cultivar las dimensiones
intelectiva, afectiva y volitiva, al servicio de un proyecto orientado
por valores. ¿Qué valores? He aquí otra cuestión que espera respuesta.
3.–¿QUÉ FORMACIÓN OFRECER?
Para empezar conviene señalar que, si bien contar con un pro-
yecto personal es algo positivo por representar el hecho de que la
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persona es dueña –y por tanto responsable– de sus actos, bien
puede ocurrir que tal proyecto no sea moralmente valioso. 
Parece, pues, que se impone algún tipo de influencia perfecti-
va. Pero, ¿es legítimo influir en este ámbito? En caso de respuesta afir-
mativa ¿qué criterios debería respetar la acción educativa?
Particularmente, pienso que es legítimo que los educadores, en
especial las familias y los profesores, influyan en los educandos, hijos
o alumnos. Es más: la educación no es sino un proceso sistemático
de influencia; una influencia, eso sí, orientada a la mejora, al per-
feccionamiento, a la plenificación del ser humano.
No obstante, hay quienes defienden que, si bien en el ámbito
académico esa influencia es lógica y defendible, en el de los valo-
res no; y ello porque supone –o puede suponer– una injerencia en
la libertad del ser humano, una manipulación más o menos encu-
bierta del alumno26. Por ello, plantean la necesidad de neutralidad
de los educadores en estos ámbitos.
Ahora bien: convendrá dejar constancia de que la neutralidad
no es sino otra opción, otra forma de influir, en este caso por omi-
sión: cuando los educandos no reciben ningún tipo de influencia de
sus educadores –padres, profesores–, quedan a merced de otras
formas de influencia, de otras entidades e instituciones menos desin-
teresadas, menos preocupadas por el bien de sus hijos / alumnos,
movidas por intereses que no son precisamente educativos.
Dicho esto, preciso es también dejar constancia de que todo influ-
jo puede ser positivo o negativo, y lo mismo ocurre con la influen-
cia de los educadores. Un influjo negativo se da cuando se proponen
objetivos no acordes con la dignidad del ser humano, pero también
cuando –sean acordes o no– se utilizan procedimientos que no res-
petan tal dignidad, cuando son manipuladores.
Habrá, por tanto, que cuidar ambos aspectos.
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26 La verdad es que, quienes admiten la influencia en el ámbito académico y no en el
campo de los valores, no son conscientes de que también allí cabe una manipula-
ción, incluso grosera, del alumnado. Piénsese cómo se puede manipular la Historia,
o la Literatura, o la Filosofía...
3.1. Unos valores acordes con la dignidad de la persona
Nos estamos preguntando, obviamente, por los valores a pro-
poner. Y es cierto que la respuesta es problemática, pero no tanto
si partimos del hecho de que la Humanidad ha ido madurando,
aprendiendo de la experiencia y perfilando posiciones sólidamen-
te fundamentadas. 
Así, en el marco de las sociedades laicas podemos acudir a
identificar los valores subyacentes a las grandes declaraciones uni-
versales que han encontrado un amplio respaldo27 y, desde luego,
a los ordenamientos jurídicos que rigen la vida de los pueblos28.
En el caso de sociedades o de grupos sociales comprometidos
con la religión, los grandes principios que la inspiran pueden cons-
tituirse en el respaldo decisivo a los valores presentes en el proyecto
educativo.
Dejando por el momento el tema de los valores religiosos, en el
marco de sociedades laicas podemos encontrar propuestas sólidas, como
las de UNESCO, que sugiere cuatro grandes valores: Justicia, Libertad,
Igualdad, y Solidaridad, tanto intelectual como moral.
Por su parte, la profesora Victoria Camps29 habla de grandes valo-
res que delimitarían algo así como “la idea común de humanidad”,
en cuyo marco cita los siguientes: la libertad, la igualdad, la justi-
cia (que agota la Ética), la paz, la dignidad y la educación. 
En relación con ellos, la profesora Camps mantiene: “Y ningu-
no de ellos permite ser entendido como peculiar de un grupo o de
un momento histórico. Son valores y derechos históricamente reco-
nocidos y conquistados. Y por lo mismo, universalizables: quien renie-
gue de ellos o pretenda desarrollarse a sus espaldas lo hace también
a espaldas de la ética.”30
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27 Bien que, lamentablemente, no se lleven a la práctica y sean continuamente obje-
to de violaciones sin límite.
28 Conviene, no obstante, dejar constancia que la legalidad no siempre respeta los cri-
terios morales, lo que plantea problemas de conciencia que tratan de resolverse
mediante la objeción de conciencia.
29 CAMPS, V. (1993). “El derecho a la diferencia”. En L. OLIVÉ (comp.) Ética y diver-
sidad cultural. México: Fondo de Cultura Económica, págs. 85-100
30 Idem, págs. 85 s.
Por último, haré alusión a la propuesta de la profesora Adela
Cortina31 quien, en su ponencia El vigor de los valores morales para
la convivencia, habla de cinco grandes valores: libertad, igualdad,
solidaridad, respeto y diálogo, seleccionados a partir de un con-
creto criterio: el de su necesidad para la ciudadanía, esto es, la
capacidad para hacer la propia vida, de forma libre y autónoma, junto
a los demás, sus iguales.
Para la profesora Cortina, a los educadores les correspondería
crear ocasiones para “experimentarlos”, dando lugar a un proceso
de “degustación” de los mismos que los haga atractivos, deseables
y dignos de un compromiso personal. Está pidiendo, en definitiva,
que los valores no se planteen únicamente en términos intelectuales,
porque tal forma de educar resulta ineficaz por insuficiente.
Como puede apreciarse, aunque se da un notable grado de
coincidencia, también aparecen discrepancias, pero unas discre-
pancias fácilmente resolubles por elevación, ya que ninguno de los
valores reseñados en las tres propuestas debería faltar en un proyecto
educativo de calidad.
3.2. Una forma de influir respetuosa con la dignidad
Ahora, la cuestión no es ya en qué valores educar, sino cómo
hacerlo de forma respetuosa con la dignidad de la persona, esto es,
sin manipularla.
Entiendo que, para ello, es preciso:
– Proponer valores, pero no imponerlos
– Formar el criterio de los educandos (autonomía)
– Respetar las opciones
lo que implica abordar una auténtica educación de la capacidad de
libertad propia de los seres humanos:
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31 Ponencia en el Seminario del Consejo Escolar del Estado dedicado a La
Convivencia en los centros escolares como factor de Calidad. Construir la convi-
vencia, editado por el Ministerio de Educación, Cultura y Deporte en 2001. Su ponen-
cia, El vigor de los valores para la convivencia, aparece entre las págs. 39 y 52.
– Crear ocasiones de opción
– Estimular la capacidad de elección
– Enseñar a elegir
– Enseñar a elegir bien, a elegir el bien
– Apoyar para mantener las decisiones
– Exigir responsabilidades
– Reconocer las buenas prácticas
4.– LA EDUCACIÓN EN CONTEXTOS PLURICULTURALES
Venimos manteniendo que un proyecto educativo de calidad es
aquel que forma integralmente a la persona, haciendo de ella un ser
autónomo, capaz de afrontar los problemas y desafíos del lugar y del
tiempo que le ha tocado vivir. Estamos afirmando, por tanto, que su
destinatario es la persona, todas las personas y cada una de las per-
sonas, lo que implica atender a su diversidad.
La diversidad se ha venido considerando como un componente
clave de la educación, como hemos tenido ocasión de recordar al hablar
de personalización. Sin embargo, y por lo general, tal diversidad venía
concretándose en las denominadas “diferencias individuales”, estu-
diadas por la Pedagogía y la Psicología diferenciales: diferencias de
intereses, motivaciones, aptitudes, inteligencia, y, en general, de la
personalidad; además, claro está, de determinados déficits que tradi-
cionalmente se trataron en el ámbito de la educación especial y que,
en la actualidad, suelen ser atendidos, en la medida de lo posible, en
los centros ordinarios bajo el principio de la integración.
El conocimiento del influjo de los condicionantes familiares y
sociales dio entrada a la necesidad de atender a la diversidad social,
con programas compensatorios y diversidad de apoyos para dar las
respuestas pedagógicas adecuadas a los alumnos con riesgo de fra-
caso. En este contexto se trata de compaginar la demanda de cali-
dad con la exigencia de equidad.
Ambos tipos de diversidad cuentan con soluciones técnicas32 cen-
tradas en la adaptación del currículo e incorporación de profesio-
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32 Es evidente que planteamientos como el de equidad deben llevar aparejadas, ade-
más, medidas que van más allá de centros y aulas, de carácter político y social.
nales capaces de atender a lo que, genéricamente, denominamos
“necesidades educativas especiales”. 
Sin embargo, la situación de nuestro país en nuestro “ahora”,
al igual que ha venido ocurriendo hace décadas en otros países de
nuestro entorno, viene haciéndose más compleja como consecuencia
de la aparición de una nueva forma de diversidad, la cultural, ligada
a la imparable inmigración de personas cuya cultura de origen varía
en aspectos esenciales, desde el idioma a la religión, y las respuestas
van más allá de la dimensión puramente técnica.
4.1. La diversidad cultural
En España, desde la aprobación de la Constitución de 1978, se
encontró una solución, al parecer no satisfactoria, a la diversidad cul-
tural intranacional, solución que se concretó en la atribución de com-
petencias a las Comunidades autónomas para el diseño de un
porcentaje del currículum que pudiera atender a sus peculiaridades
culturales; este porcentaje es mayor en el caso de las que cuentan
con lengua propia.
Entiendo que la solución debería ser satisfactoria y que, si no
lo está siendo plenamente, no es tanto por la solución en sí misma
como por el uso político del problema, que da lugar a conflictos de
diversa naturaleza donde la lengua y demás elementos culturales son
un arma arrojadiza.
Ahora bien, esta diversidad cultural adquiere una nueva y
más importante dimensión a partir, como indico, de la imparable
inmigración de personas con culturas que, en muchos casos, están
muy alejadas de la nuestra, que bien podría caracterizarse por la
tradición greco–romana y su incorporación a la civilización
judeo–cristiana.
¿Qué hacer en estos casos?. No estamos ya ante soluciones téc-
nicas, sino ante respuestas ideológicas, filosóficas y políticas, que
condicionan la acción pedagógica. Pues bien, a esa cuestión es a la que
pretendo dar mi respuesta personal, sin pretender en modo alguno
que sea la única posible, ni tal vez la mejor.
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4.2. Fundamentos de una propuesta personal
Dejando de lado opciones como la exclusión o la segregación
de quienes no son de nuestra propia cultura, el debate puede plan-
tearse entre la asimilación, en la que la cultura mayoritaria trata de
absorber, de subsumir a las minoritarias, que no se toman en con-
sideración, o la integración, en la que se reconocen los valores de
todas las culturas y se trata de que convivan en plan de igualdad.
Parece claro que, en un primer análisis, la integración resulta la
más defendible, pero no deja de presentar dificultades y problemas,
algunos de los cuales podrían concretarse en la necesidad, y hasta
la obligación de los responsables de una sociedad, de preservar la
propia identidad cultural –creencias, valores, estilos de vida, comporta-
mientos–, así como de evitar el confusionismo de valores en niños que
están configurando su propia identidad, sobre todo en las primeras
etapas de su vida, llevándoles directamente al relativismo moral. Por
otra parte, también parece obvio exigir que las culturas minoritarias
respeten a la mayoritaria y que asuman los derechos universalmente
reconocidos además de cumplir las leyes del lugar de acogida.
Del mismo modo, y salvando la necesidad de que los alumnos
de las diferentes culturas tengan acceso a la formación en los aspec-
tos nucleares de la suya, una sociedad sana y fuerte no puede dejar
de formar a las jóvenes generaciones en aquellos elementos cons-
titutivos de su identidad33. La sociedad occidental tiene su trayectoria
(historia, literatura, arte, religión) y tradiciones, que no deberían que-
dar abandonadas a su suerte, sin cultivo y sin defensa ante opcio-
nes y culturas diferentes.
Lo que nunca debería ocurrir es que, en aras del pluralismo social,
las jóvenes generaciones, en sus edades tempranas, pudieran llegar
a crecer en un relativismo moral que les pueda llevar a la idea de que
no existen opciones preferibles a otras y de que cualquier posición
puede ser igualmente defendida. La identificación con los elementos
constitutivos de la propia cultura quedaría claramente en entredicho,
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33 Conviene hacer notar, no obstante, que la identidad de los pueblos es algo que
evoluciona con el tiempo, hasta el punto de que, cuando no lo hace, puede estar
condenada a su desaparición.
y la confusión y el desarraigo podrían ser las consecuencias no
deseadas de tal proceder.
Las ideas anteriores se complican por un hecho nada despre-
ciable: ¿debe educarse a las personas que vienen de fuera para
integrarse en nuestra sociedad, o para volver, en su momento, a sus
países de origen? No olvidemos que, si estas personas se quedan en
nuestro país, el suyo se empobrece en la misma medida en que el
nuestro se enriquece con sus aportaciones34.
En definitiva, nos estamos preguntando si optamos por un pro-
yecto educativo monocultural, al que se incorporarían las personas
procedentes de otras culturas para integrarse pronto y plenamente
en la mayoritaria de acogida, o pluricultural, en que todos tuvieran
la oportunidad de mantener la cultura propia.
Probablemente, la solución, como en tantas otras situaciones,
resida en un adecuado nivel de equilibrio. Por una parte, parece obvio
que nuestra sociedad tiene el derecho de preservar y mantener su
propia identidad, permitiendo a sus naturales el sentimiento de per-
tenencia, que facilita el de seguridad; un derecho que, por otra parte,
no puede negarse a quienes vienen de fuera, por lo que debería garan-
tizárseles el acceso a los elementos nucleares de sus culturas.
4.3. La propuesta
Pues bien, con tales condicionantes como base, me atrevo a for-
mular una propuesta, que desarrollo brevemente a continuación. He
aquí sus principales componentes:
a) Un currículo académico básico propio de la sociedad de aco-
gida, en el que se procure el máximo respeto hacia la verdad
histórica, la objetividad y la huida de cualquier tipo de sesgos
y manipulaciones.
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34 Aunque en un contexto al menos en parte diferente, UNESCO habla expresamen-
te de la necesidad de poner freno a la fuga de cerebros, “ya que sigue privando a los
países en desarrollo y a los países en transición, de profesionales de alto nivel nece-
sarios para acelerar su progreso socioeconómico”. Vid. UNESCO (1998). Declaración
Mundial sobre la Educación Superior en el siglo XXI: Visión y Acción. UNESCO,
punto 16. Vid. en www.unesco.org/education/educprog/wche/declaration_spa.htm
Este currículo básico debería estar complementado con opciones
en relación con las diversas culturas, de forma que cada alumno –o
sus familias en las primeras etapas– pueda decidirse por integrarse
en la mayoritaria, mantener su propia cultura o estar abierto a
ambas, lo que le permitirá tomar sus decisiones más adelante.
b) Una formación intelectual sólida, destinada a dotar de crite-
rio propio, a través del cultivo de la capacidad de reflexión y
de formación del espíritu crítico, a fin de evitar cualquier forma
de manipulación.
c) Formación afectiva, moral, de la voluntad, social y, en el caso
de los creyentes, religiosa; en definitiva: formación integral,
mediante el cultivo de los valores universales, fundamentados
en la dignidad humana35. Junto a tales valores, la conformación
en los educandos de una actitud de apertura que, sobre la base
de una sólida posesión de los propios valores, permita estar abier-
tos al diálogo con los defendidos desde posiciones diferentes.
El fruto de ese diálogo puede ser el mantenimiento en los pro-
pios valores, porque se consideran superiores, o el cambio
hacia otros, por valorarlos como preferibles.
Entre tales valores, nunca debe faltar el del respeto a otras iden-
tidades, así como a la legalidad vigente, válido por igual para los
miembros de la cultura mayoritaria36.
d) En el caso de los centros privados, todo lo anterior puede
enmarcarse en un ideal superior: el que representa la Reli-
gión, que da un sentido trascendente a los valores sociales y
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35 Juan Pablo II, en su mensaje para la Jornada Mundial de la Paz, de diciembre de
2000, bajo el título general de Diálogo entre culturas, condición para la paz, afirma:
“La autenticidad de cada cultura humana, el valor del ethos que lleva consigo, o sea,
la solidez de su orientación moral, se pueden medir de alguna manera por su razón
de ser a favor del hombre y en la promoción de su dignidad a cualquier nivel y en
cualquier contexto”. (punto 8). Como puede verse, el Papa ofrece un importante cri-
terio para valorar la calidad de las diversas culturas a partir de su respeto a la digni-
dad del ser humano.
36 Ya hemos señalado que la legalidad no siempre coincide con la moralidad y que,
en tales casos, siempre debe caber la objeción de conciencia. Cuando no es posible,
la persona debe ser capaz de defender sus principios, aunque ello le lleve a asumir
las consecuencias de no cumplir las leyes. Parece evidente que los poderes públicos
deben cuidar con esmero la legislación para evitar situaciones de tal naturaleza.
morales37. Obviamente, los proyectos educativos que incorpo-
ren la dimensión religiosa deben llevar aparejada la formación
necesaria para respetar otros credos y para valorar críticamen-
te sus aportaciones.
Concluyo con una afirmación válida para centros públicos y pri-
vados y que incide en la importancia del valor respeto como parte esen-
cial de los proyectos educativos en sociedades plurales. El respeto debe
serlo para con las personas, por su primigenia dignidad, previa a
cualquier tipo de diferencia, de cualquier seña de identidad, sea esta
biológica, antropológica, social, cultural, política o religiosa38, pero
también para sus valores, aunque no los compartamos. Por ello, y
junto a ello, habrá que formar la capacidad de juicio para valorar
tanto esos otros valores39 como los de la propia cultura, y para
defenderlos o, en su caso, combatirlos con el rigor de un razona-
miento bien fundamentado cuando no respeten la dignidad del ser
humano. 
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37 El origen de la dignidad de la persona se encuentra en su mismo ser, si bien, desde
un plano religioso, se sitúa en su filiación divina. Forment afirma: “Si la dignidad de
la persona humana no tuviera su origen en su ser propio, en una participación supe-
rior del ser, sino en alguna determinación esencial, como la racionalidad, seria fácil
negar que es común a todos los hombres. Podría defenderse entonces, que, por
ejemplo, los niños, los ancianos, los enfermos mentales, cualquier ser humano que
no actualizara su racionalidad, carecen de valor personal, que no son personas”. Vid.
FORMENT, E. (1989): El ser personal, fundamento de la Educación”. En. V. GARCIA
HOZ. El concepto de persona. Vol. 2 del Tratado de Educación personalizada.
Madrid, Rialp, pgs. 55-91, 90 s. 
38 Recordemos el inicio de la Declaración Universal de los Derechos Humanos, adop-
tada y proclamada por la Asamblea General de la ONU: “Considerando que la liber-
tad, la justicia y la paz en el mundo tienen por base el reconocimiento de la dignidad
intrínseca y de los derechos iguales e inalienables de todos los miembros de la fami-
lia humana”.
39 El límite se da cuando las diferencias alcanzan unos ámbitos en los que los dife-
rentes no respetan mi dignidad y mis inalienables derechos. “La justicia no es
negociable”, afirma tajante V. Camps, añadiendo a continuación: “...esos derechos
fundamentales obligan tanto a tolerar y respetar otras ideas, otras costumbres y otras
libertades, como a castigar y reprimir las violaciones de los mismos derechos”(O.c.,
pág. 93)
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Mi aproximación al tema, en el intento de dar respuesta a esta
pregunta que se nos ofrece: “¿Qué políticas y sistemas educativos para
una educación cívica?”, va a ser desde la perspectiva educativa.
Cabrían distintos niveles de estudio de la cuestión: desde la socio-
logía, la psicología, etc., que pueden ser objeto de otra sesión y que
también aparecerán aquí incidentalmente.
Se plantea una cuestión un tanto peculiar, a la que responderé
tratando de analizar primero los términos de la pregunta que hace
referencia a: “políticas”, “sistemas educativos” y finalmente “educación
cívica”.
Quizá la decisión adoptada por el Consejo de Europa de decla-
rar el año 2005 como Año Europeo de la Ciudadanía a través de la
educación, puede ofrecer un punto de partida a los dos términos que
pienso serán la clave en esta sesión que podría enunciarse así: ¿qué
educación, para qué ciudadanía?, parafraseando el proyecto que desde
la Oficina Internacional de la Educación de la UNESCO se llevó a cabo
hace unos años1.
1 En la Oficina Internacional de la Educación –O.I.E.– con sede en Ginebra se desa-
rrolló desde 1993 el proyecto: What Education for What Citizenship. Culminó con la
creación del foro internacional Citied sobre este tema –disponible en Internet– y la
construcción de un sistema experto (cfr. http://www3.itu.ch.imt/citied–ibe/).
I.–INTRODUCCIÓN
Algo tan natural y tan complejo como es vivir en sociedad tiene
diversas maneras de ser afrontado y, sobre todo, aprendido, ya que
requiere un aprendizaje, especial quizá en el momento actual.
Política y educación tienen en esta perspectiva una estrecha
relación, entendiendo educación en sentido amplio, que también in-
cluye necesariamente el desarrollo de las disposiciones sociales, ya
que la educación nunca es una tarea individualista. La educación se
entiende mejor cuando se la ve como una práctica social realizada
desde la persona.
Utilizar el término en plural, políticas, puede desviar la atención
hacia otro lugar: a medidas concretas de gobierno orientadas a un
determinado fin; en este caso concreto, a la consecución de una edu-
cación cívica. 
En la medida en que hablando de políticas ganamos en concreción,
en ejemplos de medidas llevadas a la práctica, sin embargo corremos
el peligro de perder en perspectiva de reflexión. De ahí que en esta
sesión aludamos a algunos ejemplos para tratar de alcanzar después
unas reflexiones que pueden servir de punto de comienzo para un
diálogo posterior.
La puesta en práctica de una determinada política educativa da
lugar a los sistemas educativos. Un sistema es una realidad compleja
en la que distintos elementos diferenciados se interrelacionan con
vistas a un objetivo. 
El sistema educativo (cfr. Medina y otros, 2001, 762) ha sido carac-
terizado –idealmente– por la coherencia entre sus fines, contenidos
–conocimientos, aptitudes, valores–, ambiente, estrategias didácticas
y organización, que se ponen en práctica en función de lograr las
metas deseadas.
El último término de los elementos enunciados es la educación
cívica, en el que me extenderé algo más. 
¿Qué queremos significar cuando decimos educación cívica, o
educación para la ciudadanía, o como se la prefiera llamar?
Quizá convenga dar un paso atrás para tomar perspectiva, antes
de tratar de responder a la cuestión, para darnos cuenta de un hecho
innegable: la intensidad y magnitud internacional de un movimiento
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de búsqueda y recuperación de la educación moral y cívica en los
últimos años (cfr. por ejemplo: en EEUU, Bahmueller & Patrick,
1999; en Inglaterra, Crick, 1998; Kerr, 1999c, en Australia, Print,
1999; y también cfr. Bell, 1995; Cogan y Derricott, 1998; Hahn, 1998;
Kennedy, 1997; Kerr, 1999a, b; Nai–Kwai Lo y Si–Wai, 1996; Pinhey
y Boyer, 1997; Naval, Print y Veldhuis, 2003 entre la ingente biblio-
grafía existente).
Aunque el análisis de las causas de este hecho nos llevaría lejos
(cfr. Naval, 2003), se trata en parte de una reacción al intelectualismo
reinante décadas atrás que confundía educación y enseñanza, olvi-
dando en cierto modo la realidad del aprendizaje y la formación como
constitutivos necesarios de la actividad educativa. Educar –es casi
una insolencia decirlo– no es sólo, ni primordialmente, transmitir cono-
cimientos (cfr. Delors, 1996, Altarejos y Naval, 2004). Es innegable
la necesidad y el lugar privilegiado que la formación intelectual
tiene, pero el hecho de que algo tenga más importancia no significa
que sea el primer objetivo del educador. Antes –cronológicamente
hablando– está la educación estética, afectiva, moral. Todos esos aspec-
tos de la educación se realizan siempre en un concreto entorno his-
tórico y social que no se puede olvidar sin hacer traición a una
genuina tarea educativa.
Dice Audigier (1996) que a la educación cívica se la suele in-
vocar en tiempos de crisis; y no le falta razón, si echamos un vista-
zo a nuestro alrededor. Aunque la educación tiene desde siempre
esa dimensión social, y su actuación es vital para la configuración
de toda comunidad humana, hoy día se la observa y se confía en ella
como solución a muchos problemas –precisamente políticos, sociales,
de convivencia, etc– que tenemos planteados en las democracias 
occidentales.
Surge así la necesidad, el anhelo de una nueva educación para la
ciudadanía; más bien, educación para la ciudadanía democrática que
venga a solventar –a veces se apunta a ella como si fuera una pócima
mágica– las patentes dificultades relacionadas con la globalización, el
multiculturalismo, los movimientos migratorios, las tecnologías de la
información y la comunicación, la violencia, la falta de compromiso
cívico –también entre los jóvenes–, la ruptura de los lazos sociales y
familiares, la falta de interés o respeto por lo común, etc.
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Uno de los grandes problemas aquí es la confusión entre “edu-
cación” y “escuela”, porque se carga sobre esta última (sea en la edu-
cación infantil, primaria, secundaria, bachillerato, incluso universidad,
o educación formal en general, sistemas educativos reglados) pro-
blemas que le exceden. La propia pregunta que da título a esta
sesión podría interpretarse en esa línea.
Pero insistamos en la pregunta: ¿qué se quiere significar cuando
decimos educación para la ciudadanía?
Consultando la bibliografía más reciente en torno a este tema, ésta
apunta a que precisamente una de las críticas que se hace a la educación
para la ciudadanía democrática (ECD) actual es la falta de un marco
teórico adecuado (cfr. Westheimer and Kahne, 2002, Naval, 2003). Es
decir, cuando hablamos de educación cívica, qué ciudadano es el que
tenemos en mente; o cómo se ven o querrían verse a sí mismos esos
niños y niñas, esos estudiantes, al realizar actividades cívicas o socia-
les, de voluntariado, etc. Los medios son importantes, pero más lo son
los fines. ¿Qué educación se busca promover?; sí, pero ¿para qué ciu-
dadanía?: no sólo la que ya hay, sino señalando el adónde sería desea-
ble llegar. La educación sin un fin (en sentido de motor, plenitud, meta)
pierde sentido; sería no ya el fin, sino el final (the end) de la educación
como acertadamente señala Postman (1999).
II.–ALGUNAS REFORMAS
Entre las políticas y sistemas educativos que más han avanzado
en los últimos años en Europa, en el intento de elaborar un marco
teórico y una práctica de ECD, podrían señalarse2:
– la reforma educativa inglesa;
– el proceso de incorporación a la vía/vida democrática que desde
1989 se ha seguido en los países del Centro y Este de Europa, con
la implicación de docentes y escuelas, en esa línea;
– el proyecto ECD del Consejo de Europa.
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2 Aquí no hay lugar para un tratamiento más detallado; puede verse Naval (2003) para
mayor información.
La fecha de 1989 fue un hito histórico en las democracias
europeas, al igual que lo está siendo la ampliación de la Unión
Europea en este año 2004, con los retos que esta decisión supone
en el ámbito cultural, social, económico, etc. Queda por ver también
la evolución que se seguirá en países como Turquía, cuya incor-
poración a la UE está actualmente en debate. ¿Qué límites cabe poner
a Europa?
En el ámbito internacional no tan próximo podríamos destacar,
entre otros, el proceso de educación cívica seguido en Australia, que
incorpora –entre otras medidas– la realización de programas obli-
gatorios de aprendizaje/servicio en las escuelas. El balance de esta
medida, sin embargo, no está siendo todo lo satisfactorio que se espe-
raba para la promoción a largo plazo de disposiciones sociales activas
(cfr. el estudio hecho por Warburton and Smith, 2003).
Aunque sea brevemente, vamos a hacer algunos comentarios
a dos de las medidas mencionadas más arriba: la reforma educativa
inglesa y el proyecto de ECD del Consejo de Europa.
a) Inglaterra
En Inglaterra se incorpora la ECD en las escuelas a fines de los
años 90 en el marco del Curriculum Nacional establecido en 1988 (cfr.
Lister 1998; Kerr 1999ª, NFER, 1999; Crick, 2000). Se incorpora –son
éstas unas pinceladas elementales y por fuerza incompletas– como
transversal o materia cros–curricular, y se explicita en términos de
objetivos de aprendizaje por edades y niveles.
Para una información actualizada puede verse la web de la
National Foundation for Educational Research (NFER), donde se
recoge el informe elaborado en junio de 2004 a petición del Depart-
ment for Education and Skills (DfES), con los resultados de una inves-
tigación hecha en torno a esta temática en Inglaterra con 18.000
estudiantes de 100 escuelas3. 
Los factores que se subrayan en ese Informe como determinantes
para la eficacia de los programas son varios, pero principalmente se
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detecta la necesidad de que las escuelas tengan una visión totalizadora
y coherente al desarrollar la educación cívica en el currículum, enfo-
cando a la escuela como comunidad y en relación con el entorno
social en el que está inmersa.
Otros factores de éxito son:
– una comprensión clara, coherente y amplia de lo que se entien-
de por educación para la ciudadanía;
– la creación de un ethos (modo de comportamiento) en la escue-
la que favorezca este aspecto de la educación;
– contar con el apoyo por parte de los gestores más veteranos y con
un coordinador dedicado y entusiasta;
– conceder igual valor y status a la ciudadanía en las distintas mate-
rias;
– reconocer la necesidad de la preparación y perfeccionamiento
del profesorado;
– dedicar tiempo y recursos suficientes;
– la implicación activa de los estudiantes en las actividades de la
escuela.
El mencionado informe sugiere la necesidad de que las escue-
las revisen cómo enseñan educación para la ciudadanía dos años des-
pués de haberse introducido esta nueva materia en el currículum.
Apunta la conveniencia de explorar las sinergias entre currículum,
ethos y comunidad, y la urgente necesidad de revisar el planteamiento
de aquellas escuelas que adoptaron un enfoque minimalista.
Otras recomendaciones que formula son:
– Las escuelas deben adoptar un enfoque unitario que incluya no
sólo las dimensiones moral y social, sino también los conoci-
mientos básicos de la vida política y las cuestiones candentes de
la actualidad.
– La conveniencia de que los políticos adopten un punto de vista
amplio y flexible sobre la ciudadanía y la educación.
– Se afirma la necesidad de la formación inicial y continua del pro-
fesorado.
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En el inicio de todo este proceso se sitúa el trabajo de un Grupo
Asesor sobre “Educación para la ciudadanía y la enseñanza de la demo-
cracia” que, dirigido por B. Crick, elaboró un documento (publicado
en 1998), habitualmente conocido como Informe Crick, que fue la
base de acción para el Gobierno. Para la comprensión de este informe
y del completo proceso llevado a cabo, me parece especialmente suge-
rente el artículo que este profesor publicó en 1999 en el Journal of
Philosophy of Education, señalando los cinco puntos que a él le pare-
cían los presupuestos de la educación para la ciudadanía y que
puede tener interés señalar aquí. Es interesante lo que el mismo autor
señala al final del artículo: se le pidió escribir sobre el informe y él
responde con una reflexión sobre los presupuestos del informe,
aún con el riesgo de no gustar a la audiencia por no hablar directa-
mente del informe4. Enuncia así esos presupuestos: libertad, tolerancia,
justicia (fairness), respeto a la verdad (respect for truth) y respeto
al razonamiento (respect for reasoning). A mi modo de ver, estas ideas
–sin duda acertadas– deberían completarse con una referencia al res-
peto no sólo a la verdad, sino también al bien, y por supuesto al bien
común; y, en cuanto al respeto a la capacidad de razonar, añadiría
también el respeto a la capacidad de respuesta de los demás y el res-
peto a sus sentimientos.
b) Consejo de Europa
Otro hito respecto a políticas educativas es el proyecto Educación
para la Ciudadanía Democrática del Consejo de Europa, a través
del Consejo para la Cooperación Cultural que, en el contexto de los
organismos internacionales, ha tenido una cierta repercusión desde
su comienzo en 1997 hasta nuestros días.
El programa de actividades que propone se centra en tres áreas
prioritarias:
– desarrollo de políticas en torno a la ECD;
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presuppositions” (p. 351).
– establecer contactos y relaciones entre prácticas de base, lugares
especialmente privilegiados para realizarlas y quienes las llevan
a cabo. Sugiere prestar atención a la escuela y a otras organiza-
ciones de aprendizaje;
– llevar a cabo estrategias de comunicación: captar la atención
hacia la ECD, difundir buenas prácticas y los resultados de los
proyectos realizados.
Se aconseja un enfoque multidisciplinar, totalizador y orientado
al aprendizaje. Este enfoque supone incluir una gran cantidad de cola-
boradores en la red de ECD, con lo que se abre a muy diversos agen-
tes sociales: ONGs, Universidades, empresas, organismos
intergubernamentales (como la UE, UNESCO), fundaciones privadas,
otros socios del Consejo de Europa, etc.
Un rasgo clave de la política educativa que propone, que ya es una
opinión extendida al menos en teoría, es no ceñirse a los entornos de
aprendizaje formal, sino abrirse a los no formales y a los informales5.
Una publicación de referencia respecto a este proyecto de ECD
es Policies and regulatory frameworks (2002, Council of Europe Publis-
hing). Recoge el informe elaborado por K. O´Shea de los temas
clave tratados en el seminario de 2001 en Estrasburgo sobre ECD,
políticas y marcos reguladores. Se centra en tres objetivos:
– revisar políticas y prácticas en el área de ECD en Europa;
– facilitar la cooperación europea en materia de ECD para la toma
de decisiones, y puesta en práctica de medidas en distintos paí-
ses por las organizaciones nacionales e internacionales y por los
que están en las prácticas de base;
– diseñar y elevar propuestas para el desarrollo futuro de la ECD.
Lo apuntado sobre el proceso seguido en Inglaterra, así como
las reformas llevadas a cabo a instancias del proyecto del Consejo
de Europa con vistas a la promoción de la ciudadanía, invita a hacer
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5 Es conocida –aunque discutida– la distinción entre educación formal, no formal e
informal, distinguiéndose estas dos últimas por el hecho de existir o no una inten-
cionalidad educativa.
unas reflexiones finales como respuesta a la pregunta que inicialmente
se planteaba: “¿qué políticas y sistemas educativos para una educa-
ción cívica?”.
III.–REFLEXIONES FINALES / DESAFÍOS
Apuntaré cinco reflexiones finales:
a) Humanismo cívico
Una primera consideración que cualquier observador se hace es
la necesidad de políticas no excluyentes, de aunar fuerzas, de apoyar
desde los distintos ámbitos de la sociedad a todo lo que pueda favo-
recer o se refiere a la educación. Dar prioridad a la educación, a la
cultura, a la promoción de las personas –a los individuos concretos–,
es invertir en un presente y un futuro más humanos.
Una organización social que llegara incluso a la sofisticación en
cuanto a desarrollo de medios materiales, pero que no estuviera real-
mente al servicio de las personas, o bien utilizara esos medios en con-
tra de los más débiles o necesitados, o sin respeto hacia aquellos que
no los poseen, ¡penosa sociedad sería!; y más penosa aún la educa-
ción que pudiera desarrollar.
Este enfoque apunta a lo que algún autor ha denominado
“humanismo cívico” (cfr. Llano, 1999) que, siguiendo las huellas
desde el renacimiento florentino hasta nuestros días, atraviesa la tra-
dición anglosajona. El humanismo cívico incluye a autores variados,
tanto cognitivistas como antifuncionalistas, y otros no estrictamen-
te liberales.
Una idea clave de esta corriente de pensamiento es la llamada
“nueva ciudadanía”. ¿Qué se entiende por esta nueva ciudadanía? Con-
testa Llano: “Lo que la ciudadanía posmoderna –en su mejor sen-
tido– ha captado con notable agudeza es que el parámetro clave para
la comprensión actual de la ciudadanía es la cultura. Sólo desde esta
dimensión básica –la cultural– se puede entender lo que implica la
nueva ciudadanía, y cuáles son los caminos para que su discurso
se desprenda de una retórica agobiante y llegue a ser un factor de
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integración y responsabilidad cívica en la presente complejidad
social” (p. 117); y más adelante señala: “Lo que de entrada distingue
a la nueva ciudadanía de la ciudadanía moderna o convencional es
precisamente su estrecha conexión con la acción humana. (...) se ha
de referir al libre protagonismo cívico en la configuración de la
sociedad” (p. 118).
Para entender de qué estamos hablando cuando decimos “huma-
nismo cívico”, pienso que hay dos conceptos básicos a tener en
cuenta: participación y responsabilidad. Dice el mencionado filósofo:
“entiendo por humanismo cívico la actitud que fomenta la respon-
sabilidad de las personas y las comunidades ciudadanas en la orien-
tación y el desarrollo de la vida política. Postura que equivale a
potenciar las virtudes sociales como referente radical de todo incre-
mento cualitativo de la dinámica política” (p. 15).
Así se describe el humanismo cívico (de un modo que podría
servir como criterio de valoración de las políticas y sistemas educativos)
como aquella concepción teórica y práctica de la sociedad en la que
se valoran y promueven tres características que mutuamente se exigen
y potencian entre sí:
– el protagonismo de las personas humanas;
– la consideración de las comunidades humanas como ámbitos
imprescindibles, y aún decisivos, para el desarrollo pleno de las
mujeres y los hombres que las componen;
– conceder un alto valor a la esfera pública en cuanto ámbito de
despliegue de las libertades sociales y como instancia de garan-
tía para que la vida de las comunidades no sufra interferencias
ni presiones abusivas por parte de poderes ajenos a ellas.
Al tratar de entender el porqué del deterioro presente de las
energías cívicas, interesa caer en la cuenta de que las causas son
variadas, complejas y muchas veces combinadas. Sería simplista
volver la mirada sólo al sistema educativo como origen del problema
y tratar de solucionarlo inyectando dinero al sistema.
Causas combinadas sobre las que merece la pena hacer el
esfuerzo de pensar y actuar son, entre otras (cfr. Llano, 1999, 19):
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– el deterioro de la enseñanza;
– la implosión de la familia;
– el acotamiento de la ética al recinto privado;
b) Adecuación /marco común
Una segunda reflexión es la consideración de que no hay polí-
ticas ni sistemas educativos universales, sino que conviene ade-
cuarlos siempre al punto de partida, a las tradiciones de las que
partimos –tanto en el ámbito sociológico como psicológico–.
La aludida necesidad de un marco teórico común no contradice
esta afirmación para que pueda haber un cimiento común sobre el
que potenciar la diversidad. Es una de las exigencias educativas de
la diversidad en el mundo contemporáneo. Las sociedades plurales
en las que vivimos ofrecen dilemas a la educación para la ciudada-
nía (cfr. Kymlicka, 1995). Solamente con un marco adecuado, que
respete lo humano y busque lo que de más humano hay en cada cul-
tura, es posible salir del problema.
Se indaga hoy con interés en la búsqueda de las llamadas buenas
prácticas, –también en contextos educativos– que puedan ser expor-
tables de unos lugares a otros; también se trata de localizar están-
dares de calidad y objetivos de aprendizaje que puedan servir como
normas básicas para el aprendizaje. Como es obvio, estos procesos
tienen un interés –y grande– siempre que se sitúen en el lugar que
les corresponde: son experiencias, con sus ventajas y sus inconve-
nientes; ésta es la naturaleza del saber educativo. Quizá valga la pena
caer en la cuenta de que se trata de un saber (cfr. Altarejos y Naval,
2004) fundamentado en la experiencia; dependiente de la subjeti-
vidad; que tiene carácter contingente; posee una certeza relativa; y
su verdad es gradual: nos movemos en el terreno de lo mejor y lo
peor, no de verdades absolutas (cfr. Inciarte, 1974, 213).
c) Familia, escuela, sociedad
Para la educación en general y para la educación cívica en con-
creto, la escuela no es la panacea, aunque sí un lugar adecuado y
privilegiado para realizarla.
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Antes, durante y después de los años de escuela o de educación
formal en el sistema educativo reglado, hay otros contextos, ámbitos
y agentes que influyen tanto y más que la escuela. Me refiero a la
familia, a la sociedad en general, a las tecnologías de la información
y la comunicación, los tradicionales medios de comunicación, los
grupos de amigos, el vecindario, las comunidades intermedias, la
misma configuración urbana de las ciudades, etc. No pidamos a la
escuela y a la universidad lo que éstas no pueden dar. 
Aquí se situaría el genuino sentido de “políticas” en el enunciado
de esta cuestión. Política no es sólo legislación, no es sólo trans-
versalidad; política es participación social. De ahí la responsabilidad
precisamente política de la comunidad educativa para una ECD;
pero no sólo de la escuela, sino de todos los agentes sociales impli-
cados.
Entre estos agentes sociales hay uno privilegiado al que cada
vez se observa con más atención y constituye uno de los temas
emergentes en el debate actual sobre la educación cívica: se trata de
la familia, en relación con la temática de lo femenino. Artículos recien-
tes como el de Mallett, “Understanding Home”, publicado en The Socio-
logical Review (2004), son una muestra de lo que aquí se indica.
La familia es el lugar natural de la educación estética, afectiva
y moral, base de la educación cívica o social, y que se realizan
simultáneamente con ella. En la familia germinan –tiene unas condi-
ciones muy adecuadas para que germinen– las disposiciones sociales,
núcleo de toda educación para la ciudadanía.
Las relaciones familiares afectan decisivamente al modo en que
el niño, la niña, se ve, se entiende a sí mismo y se comporta como
un ser social. Es allí donde aprende que no es un ser puramente indi-
vidual; que está necesariamente relacionado con otros; que tiene
ciertas obligaciones que no son el resultado de un contrato o un con-
senso, sino simplemente la consecuencia de haber nacido de unos
padres. Si pensáramos las relaciones y obligaciones familiares prin-
cipalmente como cuestiones contractuales, la relación entre sus
miembros se convertiría en un fenómeno realmente extraño.
Las relaciones de afecto y de autoridad dentro de la familia son
naturales y pueden ser, tanto para los padres como para los hijos,
una escuela donde se aprende a gobernar y ser gobernado, donde
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gobierno y formación se entrelazan, y esto es parte de la madurez
humana.
Además en la familia se aprende a cuidar no sólo de uno mismo,
sino también de los más próximos, lo cual es un paso intermedio para
cuidar de otros más lejanos, con los que también me une algo. Así
aprende el niño a descubrir, respetar y cuidar el bien de otros, de
todos, como parte de su propio perfeccionamiento.
Por otro lado, en la familia se aprende a aceptar a los demás miem-
bros por lo que son, no por lo que hacen o son capaces de hacer, y
a buscar lo mejor para cada uno con generosidad, sin resentimien-
tos. Se acepta, aunque alguno lo haga a regañadientes, que un hijo
sea distinto, que uno destaque en una faceta y otro en cambio lo haga
en otra, etc.
El respeto, la concesión de autonomía para llegar a ser lo que
cada uno puede ser (cfr. Sennet, 2003) es base de toda esta tarea. Un
respeto que no es inhibición o abstenerse de ejercer obligaciones
formativas que como padres se tienen.
El valor de la familia para cada persona (cfr. Cadahía, 1975) está
en relación con la afirmación de la personalidad y con el senti-
miento de seguridad (la familia es el ámbito donde todos se sienten
importantes y es así posible la proyección creadora de cada uno).
De ahí que las relaciones familiares son relaciones que perduran en
el tiempo y en el sujeto (cfr. Pollock, 1987).
d) Libertad y participación
Una educación cívica que se basa en principios como los enun-
ciados –respeto, aceptación, aprendizaje del bien común, apertura,
etc– sólo es posible (se realice donde se realice) en un clima de con-
fianza en uno mismo y en los demás. La confianza es el requisito ade-
cuado para la educación en general, y en concreto para la educación
cívica. Ésta tiene como núcleo dos conceptos medulares en toda demo-
cracia y estrechamente relacionados con la confianza: libertad y
participación.
Así podríamos responder a la pregunta sobre “¿qué políticas y
sistemas educativos?”, apuntando a aquellas políticas y sistemas
que favorezcan la participación social; que lleven a asumir la inter-
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dependencia necesaria; que faciliten salir del individualismo, del ensi-
mismamiento, del narcisismo (cfr. Polaino, 2004, 66-72); que esta-
blezcan un espacio donde puedan surgir y crecer las disposiciones
sociales en la estimación de los demás.
Aquellos sistemas o políticas que no favorecen el ejercicio de la
libertad y responsabilidad personales, sino que parecen amodorrar
al ciudadano, que se queda cómodamente en casa o amparado en
un Estado sobre–protector, no parecen ser los más adecuados para
suscitar una ciudadanía activa y comprometida. A veces se atisba una
visión un tanto negativa de la responsabilidad, frente a la diosa ado-
rada libertad –que es realmente libertad de elección–. Se olvida que
la responsabilidad es consecuencia de la libertad.
¿Qué promueve la participación? La confianza, sin duda, pero
también la existencia de metas compartidas. Se participa cuando hay
identificación con un proyecto que realizamos con otros. “Enseñar”
a participar –suscitar participación– es el objetivo de una adecuada
educación para la ciudadanía.
Polaino ha resumido así las actitudes de los padres que pueden
ser más convenientes para este aprendizaje de las disposiciones
sociales en general (2004, 106):
– aceptación incondicional de los hijos;
– implicación de los padres respecto a la persona del hijo;
– coherencia personal;
– estilo educativo con expectativas precisas y límites claros (cfr.
Newman & Newman, 1987).
El aprendizaje de la participación hoy supone aprender a digerir
la complejidad de lo real en este mundo globalizado en que vivimos,
teniendo en cuenta que (cfr. Torelló, 1976) contactamos con la rea-
lidad del mundo no sólo con la razón, sino también con nuestros “actos
emocionales”: mediante la experiencia y el sufrimiento, la curiosidad
y el deseo, la voluntad y la acción. 
De aquí la importancia que tiene la educación afectiva para la
educación cívica. Es un hecho que el mundo aparece como peligroso
en la medida en que se tiene miedo (cfr. Quiroga, 2001), pero esto
no puede llevar a olvidar que “los sentimientos no son meramente
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subjetivos. Todos los sentimientos nos presentan facetas de la rea-
lidad, no solamente estados míos” (Zubiri, 1992, 342).
La educación afectiva ayuda a templar nuestras reacciones, y pre-
cisamente una persona es madura cuando deja de vivir por reacción,
cuando pone en juego la libertad, esa capacidad de autodeterminación
hacia el bien; y lo hace no tanto por una obligación imperiosa,
sino por amor; con ausencia de coacción no sólo externa, sino con
libertad interior.
e) Formación de padres y profesores
Bien es verdad que, tanto si nos referimos a la escuela como a
la familia, hay un elemento que conviene subrayar como necesario:
privilegiar las medidas encaminadas a la formación del profesora-
do y de los padres. De lo que ellos sean y hagan dependerá, en gran
parte, lo que esos niños sean dentro de unos años. No será deter-
minante, pero sí influyen decisivamente más y primero los padres,
luego los profesores, aunque siempre está la libertad de cada cual
y las complejas circunstancias en que nos encontramos a lo largo de
la vida. Es evidente que de unas relaciones familiares abiertas y
positivas pueden crecer hijos con problemas de inserción social.
Ahora bien, eso no puede llevarnos a olvidar que, por ejemplo,
el estilo emocional de los padres contribuye a suscitar un determi-
nado estilo afectivo en los hijos (cfr. Polaino, 2004, 127). Vuelvo a
Polaino: ¿puede un hijo querer si no ha sido querido?, ¿si no ha teni-
do la experiencia de sentirse querido?; ¿puede un niño no querer,
aunque haya sido querido?; ¿no influirá en su estilo afectivo, y a tra-
vés de él en su talante sentimental, el modo en que le hayan querido,
atendido, comprendido, etc.? Esta es la base de la seguridad personal,
de la confianza en uno mismo y de la apertura a los demás; es el punto
de apoyo para hacer lo que Sennett llama un “giro hacia fuera” (cfr.
Sennett, 2003).
Esa formación de los padres y los profesores, que les haga
capaces de ejercer su tarea, es fundamental; y, sin embargo, muchas
veces se da por supuesta. Padres y profesores, sin quitar un ápice
de protagonismo al que se educa, son pieza clave en la tarea educativa;
su formación, tanto inicial como continua, no debe ser descuidada.
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Llegamos por este camino a una conclusión un tanto paradójica:
y es que, antes de preguntarnos por políticas y sistemas educativos,
quizá sea más importante preguntarnos por las disposiciones, capa-
cidades –conocimientos, actitudes, habilidades– de los ciudadanos,
que son los que realmente sostienen las buenas instituciones y las
normas emanadas de ellas (cfr. Peña, 2003). Se trata de fomentar esa
buena disposición a tomar parte en los asuntos públicos y a actuar
de modo adecuado, de aprender a participar (cfr. Naval, 2003): no
ser indiferente, indagar causas; estar orientado a la justicia, a la soli-
daridad, al bien común; se trata, en definitiva, de procurar un vivo
sentido de la libertad y responsabilidad personales.
Las fórmulas para ese logro no pueden darse como un recetario,
pero sí se puede indicar con claridad –como aquí se ha tratado de
hacer– la orientación de las llamadas “políticas y sistemas educativos”.
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1.–INTRODUCCIÓN
Uno de los rasgos característicos del contexto social en el que
han de operar los sistemas educativos en los países desarrollados es
su complejidad. Complejidad que tiene, en parte, su origen próximo
en la creciente heterogeneidad de las correspondientes poblaciones
escolares. La intensificación del fenómeno de la inmigración –de ori-
gen económico– ha planteado nuevos desafíos para la educación en
las sociedades avanzadas, ha puesto a prueba la formulación de los
ideales de la igualdad de oportunidades y está forzando una refle-
xión más profunda sobre sus implicaciones prácticas en contextos
interculturales.
Esta fuente de complejidad converge, en el tiempo, con un
dinamismo que deriva de los mecanismos de la globalización –en
particular los de naturaleza económica y tecnológica– y añade nue-
vas expectativas de la sociedad, en su conjunto, con respecto al ren-
dimiento de los sistemas de educación y formación.
En semejantes circunstancias, las relaciones tradicionalmente
delicadas entre libertades educativas e igualdad de oportunidades
1 Cargo desempeñado en julio de 2004.
se tensan considerablemente, y se plantean nuevos retos a la capa-
cidad política y a la inteligencia práctica de los poderes públicos para
preservar ambos derechos en tal situación.
En lo que sigue, se efectuará, primeramente, una breve referencia
a la noción de libertad de enseñanza al amparo de nuestro Texto Cons-
titucional y de las normas internacionales ratificadas por España. A con-
tinuación, se presentará una somera revisión del concepto de igualdad
de oportunidades en educación desde una perspectiva histórica. Final-
mente, se analizará el desafío que para los estados modernos com-
porta la cohonestación de tales derechos públicos subjetivos y se
presentarán algunas recomendaciones básicas para poder asumir dicho
desafío con algunas garantías de éxito.
2.–EL REFERENTE DE LAS NORMAS INTERNACIONALES
Antes de efectuar una referencia obligada al modo en que se ga-
rantizan las libertades educativas en nuestro marco constitucional, cabe
citar algunos textos internacionales en los que se garantizan las libertades
educativas y, en particular, la correspondiente libertad de elección.
a) Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y cultu-
rales (1966): “Los Estados Parte en el presente Pacto se compro-
meten a respetar la libertad de los padres o, en su caso, de los
tutores legales a escoger para sus hijos o pupilos escuelas distintas
de las creadas por las autoridades públicas” (artículo 13.3).
b) Protocolo de la Convención Europea para la protección de los
Derechos Humanos y las libertades fundamentales (1960): “El Esta-
do en el ejercicio de las funciones que asumirá en el campo de
la educación y de la enseñanza, respetará el derecho de los padres
a asegurar esta educación y esta enseñanza conforme a sus
convicciones religiosas y filosóficas” (artículo 2º).
c) Declaración Universal de los Derechos Humanos (1948): “Los
padres tendrán derecho preferente a elegir el tipo de educación
que habrá de darse a sus hijos” (artículo 26.3).
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Dispuestos en el orden anterior, los textos internacionales
considerados evidencian una gradación en un sentido cada vez
menos restrictivo. Así, el primero se centra en el derecho de elección
a escuelas distintas de las creadas por los poderes públicos, igno-
rando la posibilidad de elegir en el seno del sector público, cuyos
centros son considerados, tácitamente, como equivalentes. El
segundo texto amplía, respecto del anterior, el ámbito de aplica-
ción del derecho paterno al vinculado a “sus particulares con-
vicciones religiosas y filosóficas”, dejando la puerta abierta a una
interpretación generosa del concepto de “convicción filosófica”.
El tercero, sin embargo, con su enunciado franco, prescinde de las
posibles restricciones interpretativas de los anunciados anteriores
y reduce, dentro de lo razonable, la dependencia de la hermenéutica
jurídica.
No deja de ser significativo que, en la reciente historia española,
el primer texto haya sido parcialmente transcrito en la LODE (Ley
Orgánica del Derecho a la Educación) (1985), el segundo lo haya sido
en la derogada LOECE (Ley Orgánica del Estatuto de Centros
Docentes) (1980) y el tercero haya quedado, por el momento, iné-
dito a la hora de inspirar, a nivel de norma ordinaria, el desarrollo
de este derecho educativo paterno.
3.–LAS LIBERTADES EDUCATIVAS EN EL MARCO CONSTITUCIONAL
Las libertades educativas están protegidas en nuestra Ley de Leyes,
dentro del Título I –relativo a los derechos y deberes fundamentales–,
en el capítulo II, artículo 27, en los siguientes términos:
1) Todos tienen el derecho a la educación. Se reconoce la
libertad de enseñanza.
2) La educación tendrá por objeto el pleno desarrollo de la
personalidad humana en el respeto a los principios democrá-
ticos de convivencia y a los derechos y libertades fundamentales.
3) Los poderes públicos garantizan el derecho que asiste a los
padres para que sus hijos reciban la formación religiosa y moral
que está de acuerdo con sus propias convicciones.
4) La enseñanza básica es obligatoria y gratuita.
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5) Los poderes públicos garantizan el derecho de todos a la edu-
cación mediante una programación general de la enseñanza
con la participación efectiva de todos los sectores afectados y
la creación de centros docentes.
6) Se reconoce en las personas físicas y jurídicas la libertad de
creación de centros docentes dentro del respeto a los principios
constitucionales.
7) Los profesores, los padres y, en su caso, los alumnos, inter-
vendrán en el control y la gestión de todos los centros sostenidos
por la Administración con fondos públicos, en los términos
que la Ley establezca.
8) Los poderes públicos inspeccionarán y homologarán el sis-
tema educativo para garantizar el cumplimiento de las leyes.
9) Los poderes públicos ayudarán a los centros docentes que
reúnen los requisitos que la Ley establezca.
10) Se reconoce la autonomía de las Universidades en los tér-
minos que la Ley establezca.
Apoyándose en la doctrina del Tribunal Constitucional, Eugenio
Nasarre (1993) considera la libertad de enseñanza como compues-
ta por los siguientes derechos:
a) El de los ciudadanos, en general, a crear y dirigir instituciones
educativas.
b) El de los alumnos y de sus padres a elegir el tipo de educa-
ción.
c) El de los profesores al ejercicio de su actividad docente sin
restricciones ni imposiciones.
Ortiz Díaz (1980) participa de esta misma orientación y consi-
dera la libertad de enseñanza como entidad compleja que, alu-
diendo al título de la presente Mesa Redonda, se podría identificar
como “el conjunto de las libertades educativas”. Según Ortiz Díaz la
libertad de enseñanza comprende:
a) La de escoger modelo o tipo de educación y el derecho a
elegir el centro que se prefiera.
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b) El derecho de los padres a que sus hijos reciban la formación
religiosa o moral que deseen.
c) La de fundar centros docentes a todos los niveles incluido el
universitario, y el derecho a que tales centros sean reconocidos
como prestadores de un servicio de interés social, siempre que
reúnan las condiciones objetivas fijadas por la ley.
d) El derecho de dirigirlos, gestionarlos y seleccionar sus res-
pectivos profesores.
e) La libertad y el derecho de establecer un Ideario y Proyecto
educativo para el Centro.
f) El derecho de los profesores, padres y, en su caso, alumnos
a participar en la gestión de los Centros.
g) La libertad de Cátedra respetando el Ideario del Centro si lo
hubiere y en todos los casos la conciencia y la dignidad de los
alumnos.
h) El derecho de las familias a percibir las pertinentes ayudas
económicas de los poderes públicos para la educación de sus hijos
o, en su caso, el derecho a la gratuidad para que la libertad de
elegir Centro resulte efectiva y no meramente formal.
A pesar de esta pluralidad de libertades contenidas en la libertad
de enseñanza y como señala el propio Ortiz Díaz (1980): “El derecho
nuclear de la libertad de enseñanza es el de escoger libremente el
tipo o modelo de educación que se desee. Es la afirmación más genui-
na que la caracteriza y tipifica. Los otros derechos sobre la libertad
de enseñanza implican aspectos o son derivados de este nuclear”.
Por su ubicación en el texto constitucional la libertad de ense-
ñanza se sitúa en una posición privilegiada desde el punto de vista de
su fuerza jurídica o, empleando la terminología de García de Enterría,
se ubica “en el supremo rango constitucional”.
4.–SOBRE EL CONCEPTO DE IGUALDAD DE OPORTUNIDADES EN EDUCACIÓN
La vieja dialéctica entre los conceptos de libertad e igualdad y
sus valores anejos tienen una de sus plasmaciones más relevantes
en el ámbito educativo, en este caso concreto, entre la libertad de
LIBERTADES EDUCATIVAS E IGUALDAD DE OPORTUNIDADES 225
enseñanza y la igualdad de oportunidades en educación. Por ello,
y en el presente contexto, resulta ineludible efectuar una somera revi-
sión del concepto de igualdad de oportunidades. Se adoptará para
ello, en lo que sigue, una perspectiva histórica (López Rupérez,
1995; 2001a).
4.1. La igualdad de oportunidades como igualdad de derecho a la
educación
En su sentido primigenio el concepto de igualdad de opor-
tunidades es tributario del pensamiento liberal y de su interés por
la igualdad como noción complementaria a la de la propia libertad.
La dignidad del ser humano, en cuanto a tal, corre pareja con la
idea de igualdad personal. Pero el concepto de igualdad que se mane-
ja ha de ser compatible con la diversidad a fin de hacer posible, simul-
táneamente, la idea de libertad. En este marco de conceptos
interrelacionados, la coherencia se logra admitiendo que la igual-
dad de la que se habla es una igualdad formal, o igualdad del indi-
viduo ante la ley, perfectamente conciliable con la desigualdad
material, reflejo de la diversidad del ser humano y exponente –y,
a la vez, condición– del ejercicio continuado de su iniciativa y de
su libertad personal.
Coherentemente con el principio de igualdad ante la ley, la
noción de igualdad de oportunidades en educación –que, a media-
dos del presente siglo y de la mano del renacimiento de la ideolo-
gía liberal como opción política, irrumpe con fuerza en las sociedades
occidentales– es considerada en el sentido de “una ocasión ofrecida
a todos de realizarse al máximo de sus posibilidades” (Legrand,1988),
o recurriendo, junto con Friedman, a una expresión procedente de
la Revolución Francesa: Une carrière ouverte aux talents.
De acuerdo con ese significado original de la igualdad de opor-
tunidades, ningún obstáculo económico o social podría impedir a
un alumno suficientemente dotado el proseguir sus estudios. De modo
que las diferencias de partida deberían ser corregidas por el Estado
asegurando una escolarización gratuita para todos aquéllos que no
estuvieran en condiciones de sufragarla y promoviendo la generali-
zación del acceso a los estudios secundarios. Este fue, en lo esencial,
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el recorrido que compartieron en la década de los cincuenta un
buen número de países occidentales.
4.2. La igualdad de oportunidades como igualdad de tratamiento
educativo
El interés por las estadísticas educativas y el desarrollo de es-
tudios de carácter sociológico sobre la educación converge, en la
década de los sesenta, con el ascenso político de la ideología social-
demócrata en los países desarrollados, particularmente en los nór-
dicos y en los anglosajones.
Argumentos relativos a la supuesta contribución de la educa-
ción al progreso económico y al objetivo de democratización en ella
implícito, estimularon la producción de información sobre el acce-
so al sistema educativo y sobre sus resultados, tomando en consi-
deración la influencia de los factores socioeconómicos en consonancia
con la nueva sensibilidad política que desplazaba su interés de la
igualdad formal a la igualdad material. En este contexto, la exigencia
del concepto primigenio de igualdad de oportunidades –que había
ido incorporando progresivamente no sólo las facilidades para el acce-
so a la educación de los niveles socioeconómicos menos favorecidos,
sino también la equiparación de los centros educativos en cuanto a
su equipamiento y sus recursos materiales– se ve ampliada hasta
desembocar en la idea de igualdad de tratamiento educativo (Martín-
Moreno,1982).
Coherentemente con lo anterior, en la década de los sesenta se
pone en marcha, en diferentes países occidentales, un proceso de
progresiva unificación en el interior de sus respectivos sistemas
educativos que afectan a los contenidos, a los métodos y a las
estructuras, operando sobre una escolaridad obligatoria que se ve
prolongada hasta los dieciséis años (tendencia).
4.3. La igualdad de oportunidades como igualdad de resultados
A partir de mediados de los sesenta, países como Francia, Gran
Bretaña o Estados Unidos empiezan a disponer de resultados proce-
dentes de las investigaciones sociológicas sobre desigualdades en
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educación y, de un modo consistente, comienzan a advertir que las
oportunidades para proseguir los estudios, con frecuencia, depen-
den más de la clase social que del talento (Forquin,1990a); el fracaso
escolar y el acceso a la educación superior no respetan la propor-
ción que correspondería a la presencia de los diferentes niveles
socioeconómicos en la estructura social, sino que castiga, de una mane-
ra desproporcionada, a los estratos más bajos.
La publicación en los Estados Unidos del informe Coleman
(Coleman et al,1966) añade más evidencia empírica a la ya disponible
sobre la insuficiencia, tanto de la noción primera del concepto de
igualdad de oportunidades y de su implementación política, como
de su versión ampliada. Sobre la base de una macroencuesta efec-
tuada sobre una muestra de 645.000 alumnos y relativa a las carac-
terísticas de los alumnos y de su medio familiar, de los centros
educativos, de sus profesores y del rendimiento escolar de aqué-
llos, Coleman y col. concluyen que los factores típicamente esco-
lares, tales como el nivel de equipamiento, la cualificación de los
profesores o el valor de los programas académicos, explicaban muy
poco las diferencias entre los centros en lo concerniente al ren-
dimiento de los alumnos, siendo la extracción social de éstos la varia-
ble que mejor explicaba los resultados escolares. La escuela parecía
no cambiar nada en lo relativo a las desigualdades debidas al ori-
gen social; tan sólo se limitaba a reproducirlas (Hodson,1975;
Averch,1972). El problema, pues, no sería tanto el de hacer iguales
a las escuelas como el de hacer iguales a los alumnos que las fre-
cuentan (Forquin 1990b).
Se inicia así una nueva mutación del concepto de igualdad de
oportunidades que se transforma en igualdad de resultados acadé-
micos, noción, a su nivel, mucho más próxima del principio de
igualdad material que de otra cosa. El desarrollo práctico de ese
nuevo significado que la noción de referencia va adquiriendo se tra-
duce en el diseño y aplicación de políticas compensatorias tenden-
tes a igualar, en lo concerniente a la educación, lo que la naturaleza,
la sociedad o ambas han hecho desigual.
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4.4. La igualdad de oportunidades y el concepto de equidad
La educación compensatoria, en su calidad de desarrollo de la
igualdad de oportunidades como igualdad de resultados, se orientó
en el sentido de proporcionar un tratamiento desigual, tanto desde
el punto de vista de la asignación de recursos como del desarrollo
de programas específicos tendentes a aumentar el rendimiento de los
alumnos menos favorecidos socialmente y a nivelar, así, el reparto
social del éxito escolar (Martín Moreno,1977).
De acuerdo con lo anterior, podría pensarse que el nuevo concepto
de igualdad de oportunidades, al apostar por la diversificación, des-
plazó radicalmente ese concepto anterior. La realidad muestra que no
fue así, sino que, en buena medida, asumió atributos fundamentales
propios de las versiones precedentes. Así, el sentido ético, e incluso
práctico, de la versión primigenia del concepto constituye un ele-
mento indiscutible de las democracias occidentales que se conserva a
lo largo de todo el proceso de evolución de la referida noción. Pero,
además y curiosamente, la igualdad de resultados no pone en cuestión
la unificación del sistema educativo –exponente máximo de la igualdad
de oportunidades como igualdad de tratamiento pedagógico–, sino que
se integra en ella desarrollándose dentro de los centros educativos.
Surge, de este modo, la necesidad de –manteniendo en lo esen-
cial la unidad– adaptar la pedagogía a las exigencias que se derivan
de la incuestionable diversidad; diversidad que hace referencia
tanto a aspectos cognitivos –relativos al nivel de conocimientos, la
aptitud intelectual o los estilos cognitivos y de aprendizaje– como a aspec-
tos afectivos, y a su influencia sobre la motivación, o a aspectos sociales,
referentes a las competencias y las preferencias de relación inter-
personal. Las esperanzas se orientan hacia la pedagogía diferencial
–apoyada, al menos en parte, en los avances de la psicología– como
medio de hacer compatible la unidad con la diversidad, a base de
una diferenciación tanto de los contenidos como de la metodología
dentro de cada centro o de cada aula. Crecen las expectativas sobre
la enseñanza individualizada que alcanza su cenit en la década de
los setenta (Bangert et al,1983).
Paralelamente, y tras la proliferación de datos relativos a las desi-
gualdades en educación, van haciendo su aparición en el panorama
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sociológico las correspondientes teorías explicativas que pretenden
añadir racionalidad a la información empírica, pero que terminan por
complicar notablemente la interpretación sobre el origen de las
referidas desigualdades (Forquin, 1990a y b).
En tales circunstancias, la noción de igualdad de oportunidades
abandona definitivamente su inicial simplicidad para adquirir ese
carácter polifacético que es propio de estadios avanzados en la evo-
lución de los conceptos científicos. Cada momento histórico, cada apro-
ximación ideológica, muestra tan sólo un aspecto del concepto, el cual,
en razón de su progreso, ha ganado en riqueza semántica, se ha torna-
do complejo.
A modo de prueba empírica de lo anterior cabe aducir el hecho
de que en la actualidad, y con bastante frecuencia, en la literatura espe-
cializada se recurra al término equidad como sustituto de ese otro algo
más preciso de igualdad de oportunidades. Aun cuando en el ámbito
jurídico–económico existe un cierto consenso en cuanto al carácter rela-
tivamente vago de la noción de equidad (Tunc,1989; Friedman et
al.,1990), en el sociológico se valora, de hecho, su naturaleza inclusiva
capaz de subtender esa pluralidad de significados que se albergan bajo
la propia dinámica del concepto de igualdad de oportunidades. Así,
por ejemplo, Bowman (1975) propone hasta siete significados diferentes
para la idea de equidad en educación, a saber:
– Proporcionar el mismo nivel de educación a todo el mundo.
– Conducir a todo el mundo a un mismo nivel de competencia cog-
nitiva.
– Conducir a todo el mundo a un cierto nivel mínimo pero común.
– Hacer que cada uno reciba toda la educación que le permita rea-
lizar todas sus potencialidades.
– Proporcionar los recursos educativos a los individuos por su
capacidad de hacer un uso útil de ellos.
– Proporcionar a todos las mismas oportunidades de partida, sea
cual fuere lo que sobrevenga después
– Imponer que, para todos los niveles del sistema educativo, todos
los grupos (sexos, etnias, clases sociales, etc.) estén represen-
tados proporcionalmente según su importancia demográfica.
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Todos ellos nos remiten, cada uno a su manera, a la validez de
ese principio moral –al que alude la equidad– que introduce “la
humanidad en el ordenamiento social”. Semejante significado global
del concepto es el que, por mediación de las diferentes orientaciones
ideológicas, inspira, a fin de cuentas, su actualización en el conjunto
de significados antes aludidos.
4.5. El compromiso con la equidad
El espacio práctico en el que, en las sociedades modernas, opera
el principio de igualdad de oportunidades en educación resulta enor-
memente complejo; de ahí la necesidad de efectuar un uso sufi-
cientemente flexible de dicho principio capaz de integrar lo esencial
de los diferentes significados que ha tenido a lo largo de su evolu-
ción histórica; capaz de retener, en todo su valor y como referente
indiscutible, el núcleo moral del concepto; y capaz, a un tiempo, de
evitar que una aplicación rígida del mismo produzca una notable pér-
dida de eficacia en su aplicación, o incluso conduzca a resultados
opuestos a los inicialmente deseados. Podría suceder que una apli-
cación inadecuada o intransigente de los instrumentos para hacer efec-
tiva la igualdad de oportunidades en educación, lejos de acercarnos
a ese ideal incuestionado e incuestionable –consistente en situar a
todos en las mejores condiciones posibles en la línea de salida hacia
la edad adulta–, lejos de aproximarnos a la meta, nos alejara de
ella.
La aportación de Clementina Martín–Moreno (1982) permite
aproximarse a la igualdad de oportunidades como posibilidad de pro-
porcionar tratamiento educativo de eficacia equivalente para todos
los individuos y grupos sociales.
La sustitución del término de igualdad por el más general de
equivalencia otorga una mayor flexibilidad al concepto y hace
posible considerar como equitativas situaciones que impliquen
iguales tratamientos para conseguir los mismos resultados educativos;
diferentes tratamientos para conseguir los mismos resultados; o
distintos tratamientos para conseguir distintos resultados, a condi-
ción de que todas ellas sean equivalentes desde el punto de vista de
su eficacia individual y social.
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Ante la apertura que introduce el término equivalencia, cabe pre-
guntarse dónde queda la exigencia de la equidad; la respuesta es la
siguiente: de una parte, en la adecuación de los tratamientos edu-
cativos a las características diversas de los ciudadanos y a sus parti-
culares necesidades, intereses y aptitudes; y, de otra, en la calidad
de los resultados así obtenidos. La aceptación de las posibles dife-
rencias quedará éticamente legitimada si resultan ventajosas tanto
desde el punto de vista individual como social.
La educación y la formación constituyen, en el momento pre-
sente, uno de los pilares fundamentales en los que se asienta el pacto
de solidaridad en las sociedades avanzadas. El concepto de solida-
ridad está evolucionando con rapidez en el pensamiento político de
la vieja Europa. Esa acepción pasiva, encarnada en la noción de Esta-
do Providencia y en su desarrollo práctico, ha quedado atrás y
emerge una imagen activa que añade a la idea clásica de red de segu-
ridad el desarrollo de la responsabilidad individual, el máximo apro-
vechamiento de las oportunidades y una inclusión social que posibilite
el ejercicio efectivo de la ciudadanía, también en el plano económico.
Sociólogos, economistas, políticos y expertos en educación,
basados en una emergente, pero sólida evidencia empírica, alertan
sobre el carácter decisivo del conocimiento como recurso principal
y apuntan hacia la educación como el instrumento esencial de que
dispone la sociedad para adaptarse con éxito a esa nueva mutación
histórica; pues, al final, como ha señalado Alan Webber, “ los fun-
damentos de la nueva economía no residen en la tecnología, en el
microchip o en la red global de telecomunicaciones, sino en la
mente humana” (Davenport et al.1998) .
El carácter singular del conocimiento, unido al aumento espec-
tacular de su volumen, de su accesibilidad y de su velocidad de difu-
sión, multiplica el potencial de posibilidades de las personas y de
las sociedades y contribuye a generar un nuevo espacio colectivo
de prosperidad –la llamada “sociedad de las oportunidades”– espe-
cialmente apto para la realización de los proyectos de vida y para
el logro de las metas de progreso tanto individual como social.
En este contexto, el desafío fundamental consiste, pues, en
preparar con éxito la incorporación del mayor número posible de
ciudadanos en formación a ese espacio común, y en garantizar su
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integración en la sociedad del futuro. Por su propia naturaleza, esta
nueva sociedad será mucho más sensible que en el pasado ante el
poder del conocimiento y tenderá a amplificar las diferencias gene-
radas por su posesión y por su dominio.
Necesitamos, por ello, que todos nuestros niños, nuestros
adolescentes y nuestros jóvenes obtengan del sistema educativo el
máximo posible de recursos personales, en términos de formación,
teniendo como único límite el que definan sus propias posibilidades,
aptitudes e intereses, una vez compensada la influencia de los fac-
tores de carácter socioeconómico o sociocultural.
El logro del objetivo, compartido por todas las sociedades avan-
zadas, consistente en hacer posible una educación de calidad para
todos y cada uno de los ciudadanos, resulta irrenunciable a poco que
se profesen los ideales del humanismo que están en la base misma
de nuestra herencia cultural y que atraviesan todas las ideologías demo-
cráticas. Por ello, ningún grupo político puede, legítimamente, apo-
derarse de un patrimonio común, ni abanderar en exclusiva el
compromiso moral con la equidad y con la solidaridad a través de
la educación.
5.–LIBERTAD DE ENSEÑANZA E IGUALDAD DE OPORTUNIDADES: UN
DESAFÍO PARA LOS ESTADOS MODERNOS
La relación entre libertad de enseñanza e igualdad de oportuni-
dades participa en la tensión política existente entre los conceptos de
libertad e igualdad y de sus implicaciones prácticas. Los que sitúan
en la posición más elevada de su jerarquía los valores de la igualdad
están dispuestos a sacrificar, en su altar, los valores de la libertad.
Inversamente, aquéllos que otorgan a la libertad un valor preemi-
nente admiten una cierta desigualdad como tributo necesario para
el mantenimiento de la propia libertad.
El pensador italiano Norberto Bobbio (1995), al analizar las
relaciones existentes entre igualdad y libertad, señala lo siguiente:
“La historia reciente nos ha ofrecido el dramático testimonio de un sis-
tema social donde la persecución de la igualdad no sólo formal,
sino bajo muchos aspectos también sustancial, se ha conseguido
(además sólo en parte y de una manera muy inferior a las promesas)
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en detrimento de la libertad en todos sus significados (a excepción,
quizás, sólo de la libertad de la necesidad)”.
Descendiendo al ámbito estrictamente educativo, los defensores
a ultranza de la igualdad de oportunidades como igualdad de resul-
tados recelan de la libertad de enseñanza porque ven en ésta una
amenaza para aquélla, e invocan los riesgos, ciertos, de la libertad
de elección de centro educativo por parte de las familias –tales
como la selección inversa de los alumnos por los centros, una jerar-
quización acusada entre centros con la consiguiente segregación social,
o una discriminación entre las familias en función de su nivel de infor-
mación– como argumentos suficientes para promover la desapari-
ción de la libertad de elección en el sistema educativo.
En el extremo opuesto, los defensores a ultranza de la libre
elección de centro adoptan, a veces, una perspectiva puramente indi-
vidual e ignoran, con frecuencia, los efectos perversos que para un
buen funcionamiento de la sociedad en su conjunto pueden derivarse
de un sistema de libre elección sin contrapesos.
Corresponde, pues, a los poderes públicos de los estados libe-
rales y democráticos encontrar el punto de equilibrio entre el respeto
a la libertad de enseñanza y la garantía del derecho a una educación
de calidad para todos. La búsqueda de una cohonestación cabal entre
ambos se hace, si cabe, más prescriptiva en aquellos países que, como
España, tienen reconocidos explícitamente tales derechos públicos
subjetivos en su texto constitucional.
Cabe preguntarse cómo conseguir ese punto de equilibrio en
el contexto de unas sociedades crecientemente heterogéneas y com-
plejas. En lo que sigue, se analizarán algunas posibilidades al res-
pecto en torno a tres recomendaciones generales:
– Evitar la simplificación del discurso de la equidad.
– Atender los análisis y las orientaciones de los organismos inter-
nacionales.
– Adoptar un enfoque complejo o sistémico con respecto a las polí-
ticas que inciden tanto en la libertad de elección como en la
mejora de la calidad para todos.
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5.1. Evitar la simplificación del discurso de la equidad
Esas tensiones, antes aludidas, entre los conceptos de libertad
de enseñanza y equidad en educación –y entre sus respectivas apli-
caciones prácticas– se pueden ver incrementadas si, desde un –en
mi opinión– erróneo cálculo político, se opta por simplificar el dis-
curso de la equidad. A renglón seguido, y con la ayuda inestimable
de la caricatura intelectual, se alimentaría un conflicto de valores en
el cual la libertad habría de batirse en retirada en beneficio de esa
versión deliberadamente restringida de la noción de equidad.
Contribuye decisivamente a esa aproximación el identificar la
equidad del sistema educativo con la forma en que se organice el
currículo y se oriente el tratamiento educativo de los alumnos entre
los 15 y 16 años, por ejemplo. Esta posición parece ignorar el papel
preponderante de la Educación y la Formación a lo largo de toda la
vida (Lifelong learning) como enfoque flexibilizador de los sistemas
educativos, instrumento privilegiado para lograr una mejor acomo-
dación a los diferentes ritmos madurativos de los individuos y ele-
mento básico para la definición de un sistema de oportunidades
para todos. Dicho sistema de oportunidades, que se extiende en el
tiempo, constituye la única garantía realista de aproximación al
ideal de la equidad en sociedades interculturales y contextos com-
plejos.
Esta visión amplia, integrada o sistémica de los sistemas edu-
cativos que aporta el paradigma del Lifelong learning, está siendo
promovida por todos los Organismos Internacionales competentes
en materia educativa y ha sido formalmente adoptada por la Unión
Europea. Jacques Lesourne (1993) recurriendo a un símil científico,
describía la nueva situación en los siguientes términos: “...habría que
cesar de considerar el sistema educativo en un sentido estricto
como una enorme columna de destilación fraccionada, con una sola
entrada en la base y múltiples y definitivas salidas a diferentes nive-
les. Hallándose las dificultades suavizadas por la edad, deberían
resultar posibles las entradas a diferentes niveles de la columna en
formas diversas y por definir” (pág. 336).
La aplicación del concepto de equidad tampoco debe restrin-
girse en la geografía. La acentuación de una diversificación –ya
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fuerte– en las condiciones y en los contenidos de los aprendizajes entre
las diferentes Comunidades Autónomas españolas, constituye una ame-
naza a la equidad en educación que, en el momento presente, no
puede ignorarse. De acuerdo con la edición del 2003 de los indica-
dores de la OCDE (OCDE,2003), España se sitúa a la cabeza de los
países desarrollados en materia de descentralización del gasto edu-
cativo en las regiones, con un 78% para las enseñanzas no univer-
sitarias, muy por encima de la media de los países de la OCDE (30%)
y significativamente por encima de Alemania (71%), por ejemplo.
Las reflexiones efectuadas por Wildavsky (1985) sobre la
sociedad americana y el federalismo son, en cierta medida, trans-
ponibles al caso español: “Uniformidad resulta antitética con respecto
a federalismo, de modo que si hubiera de producirse un cambio en
los valores hacia la igualdad de condiciones, la cultura política que
soporta el federalismo debería saltar en pedazos. Se puede mantener
la creencia en la igualdad de oportunidades para ser diferente, pero
no es posible creer en la igualdad de resultados y, a la vez, sostener
un sistema federal” (pág. 43).
Finalmente, la preocupación por la equidad no puede ignorar
la importancia y la urgencia de lograr consensos políticos básicos en
materia de educación (López Rupérez, 2001b). La naturaleza no
lineal de los mecanismos causales que subyacen a la globalización
da lugar a una aceleración del tiempo histórico. Ello significa que,
en ausencia de intervenciones a tiempo, mediante las reformas
oportunas, el desorden del sistema producido por una inadaptación
a una realidad fuertemente dinámica tiende a crecer de forma expo-
nencial. Pero, además, el impacto sobre el tejido social de cualquier
retraso injustificado de las reformas educativas resulta, en buena
medida, irreversible –como lo es el tiempo de la vida y el tiempo del
hombre– afectando más intensamente a las capas de menor nivel socio-
económico.
5.2. Atender los análisis y las orientaciones de los organismos 
internacionales
El último informe de la OCDE (OCDE,1994) sobre el desarrollo de
la libre elección de centro en los países miembros, plantea cuatro reco-
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mendaciones desde una visión global de la problemática, y con la inten-
ción de facilitar que el desarrollo de este tipo de políticas contribuya
a una mejor consecución de los objetivos propios de la educación.
1) Una intervención de los poderes públicos a fin de situar la
elección de centro al alcance de los grupos menos favorecidos.
La intervención que se sugiere ha de incidir en, al menos, tres
direcciones:
– Mejorar la calidad, la transparencia y la fiabilidad de la infor-
mación que llega a las familias de modo que particularmente
las menos favorecidas puedan interpretarla sin dificultades. La
creación de Centros de Información constituye una iniciativa
que merece una especial atención.
– Tomar en consideración el apoyo al transporte escolar y eva-
luar la oportunidad de ofrecer una amplia gama de elección de
centro en función de las posibilidades económicas, geográficas
y de circulación y de favorecer dicho transporte.
– En el caso de que resulte primado el lugar de residencia en la
elección de centro, reglamentar la reserva de un cierto cupo de
plazas para los alumnos socialmente menos favorecidos, sea
cual fuere su lugar de residencia.
2) Una diversificación activa de la oferta escolar. Dicha política
tendrá efectos positivos, al menos en los siguientes aspectos:
– Contribuirá a lograr un mejor equilibrio entre oferta y deman-
da, atemperando la concurrencia entre centros por conseguir
los mismos alumnos.
– Atenuará el fenómeno de la jerarquización intercentros.
– Estimulará la innovación pedagógica y el desarrollo de iniciati-
vas a nivel de centro.
3) Una mejora en la oferta educativa de los centros. Concierne a
los poderes públicos el impulsar la mejora de la calidad en aque-
llas escuelas de menor reputación y que son poco solicitadas por
las familias.
4) Una definición clara de los criterios de admisión de alumnos.
Se trata de evitar que bajo la apariencia de libre elección por
parte de las familias finalmente se produzca una libre elección
por parte de los centros.
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5.3 Adoptar un enfoque complejo con respecto a las políticas
La problemática de la libre elección de centro opera sobre un sis-
tema complejo cuyo análisis no puede quedar reducido a un mero ba-
lance de beneficios y de riesgos, por muy completo que éste sea. Semejante
planteamiento nos aproximaría a la asunción de un modo de causalidad
lineal según la cual la libre elección produciría efectos positivos y efec-
tos negativos, relativamente independientes, sobre la realidad social. Por
contra, la aceptación explícita de que nos encontramos ante una realidad
compleja nos permite asumir la existencia de otros tipos de conexiones
causales que resultan inherentes a la propia complejidad.
La figura 1 esquematiza una modelización compleja de la
libertad de elección de centros y ejemplifica el tipo de razona-
mientos y de aproximaciones con los que abordar la definición de
las correspondientes políticas. Junto con una selección de los efectos
positivos (beneficios) y de los efectos negativos (riesgos) de la libre
elección de centro probablemente más relevantes extraídos de la biblio-
grafía (López Rupérez, 1995), se han incorporado una colección de
instrumentos de regulación que incrementan la complejidad del
sistema, pero que, a un tiempo, permiten optimizar su rendimiento.
De entre los efectos negativos destacan:
– Selección inversa de centro a alumnos
– Jerarquización acusada entre centros
– Discriminación de grupos sociales en función de su nivel de
información sobre los centros y su funcionamiento
– Degradación del nivel formativo
– Cierre de escuelas públicas en declive
– Atomización del sistema en centros
Todos ellos contribuyen a un deterioro social del sistema.
De entre los efectos positivos se recogen:
– Control social alternativo a los procedimientos democráticos de
representación formal
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– Promueve la autonomía de los centros y la responsabilización de
los actores
– Estimula la diversificación pedagógica y produce una mejor ade-
cuación a la demanda
– Desarrolla una mayor identidad de los centros en tanto que insti-
tuciones/organizaciones
– Promueve un mayor compromiso de padres y alumnos con el
centro, con sus objetivos y con sus procedimientos
Todo ello contribuye a una mejora efectiva del rendimiento y
de la calidad educativa.
Como instrumentos de regulación se incorporan al modelo los
siguientes:
– Criterios equilibrados de admisión de alumnos
– Diversificación o especialización curricular
– Generación de información y aumento de transparencia por parte
de los centros
– Asesoramiento externo a las familias
– Evaluación y supervisión externas
– Intervención a nivel central
– Definición de estándares preceptivos de rendimiento que asegu-
ren el mantenimiento de un nivel formativo obligatorio.
Aun cuando algunos de tales instrumentos de regulación –como
la diversificación o especialización curricular, la generación de infor-
mación o el aumento de transparencia por parte de las escuelas– cons-
tituyen efectos, por lo general, espontáneos de la libre elección, la
mayor parte de ellos han de considerarse como aportaciones exter-
nas a los centros que han de ser diseñadas, desarrolladas y evalua-
das por el Estado. Semejante intervención de regulación no sólo permite
someter a control los riesgos de deriva de la libre elección sino que
también, y precisamente por ello, garantiza a los ciudadanos un mejor
ejercicio de su derecho a la educación.
Habida cuenta de la peculiar naturaleza de la educación en
tanto que bien, o servicio, el abandono del sistema a las puras reglas
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del mercado puede resultar contraproducente en el plano social, del
mismo modo que lo será, indudablemente, una renuncia completa
a los mecanismos de tipo mercado, a su modo de actuación retroali-
mentada y a su carácter tonificante sobre individuos y organizaciones.
Así, la introducción de criterios de admisión razonablemente fle-
xibles, pero controlados por instancias externas, o de concertación,
reducirá la incidencia de la selección inversa de los alumnos por los
centros; la diversificación o especialización curricular promoverá un
mayor equilibrio entre oferta y demanda, contribuyendo a reducir
tanto el fenómeno anterior como una acusada jerarquización intercentros.
La generación de información y el aumento de transparencia por parte
de las escuelas se sumará a una política oficial de asesoramiento a
las familias para paliar los efectos de discriminación de grupos
sociales en función de su nivel de información. La definición de unos
estándares de rendimiento pactados en el ámbito estatal y precep-
tivos, junto con una política rigurosa de evaluación y supervisión de
los resultados de los establecimientos educativos, evitará una degra-
dación de su nivel formativo. El anterior instrumento de regulación,
sumado, en su caso, a una intervención a tiempo de las autoridades
educativas, evitará el cierre de centros en declive. La intervención del
Estado permitirá dotar de una coherencia al sistema y evitar su ato-
mización incidiendo en el campo de la formación, la investigación,
la coordinación, la calidad, etc... al estilo de las corporaciones adap-
tativas tipo Toffler (Toffler,1985) en las cuales centralización y des-
centralización, rigidez y flexibilidad, autonomía y dependencia se
logran combinar de un modo equilibrado con efectos notables sobre
la eficacia del sistema, sobre su capacidad de adaptación y sobre su
eficiencia.
En cuanto a los efectos positivos cabe decir que éstos no sólo
actúan sobre los instrumentos de regulación generando espontánea-
mente algunos de ellos, sino que, además, se conectan causalmen-
te entre sí de forma tanto lineal como retroactiva y recursiva (ver figura
1). Así, el control social alternativo, que es característico de los
mecanismos de tipo mercado, estimula una especialización curricular
tendente bien a satisfacer una demanda previa, bien a activarla.
Pero además, y por su propia dinámica, promueve la apertura de
los centros hacia su entorno, la generación de información sobre
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su rendimiento y sobre las características de su oferta educativa y,
en general, una mayor transparencia. Este segundo efecto sobre un
elemento de regulación puede atribuirse, al menos parcialmente, a
la autonomía de los centros y a la consiguiente responsabilización
de los actores. Por otra parte, esa nueva forma de control social que
introduce la libre elección, al promover la autonomía y la respon-
sabilización, estimulará –por su mediación– la diversificación peda-
gógica y contribuirá a desarrollar una mayor identidad de los centros
en tanto que instituciones y/u organizaciones. Pero ese acentuado
carácter propio activará el compromiso de padres y alumnos, lo
que contribuirá, a su vez, a reforzar la propia identidad institucio-
nal. Tanto un efecto como otro incidirán en la mejora del rendimiento
de los centros y de su nivel de calidad, lo cual actuará, a un tiempo,
como causa generadora de los efectos anteriores.
Frente a la lógica propia de los juegos de suma cero, en los
cuales alguien tiene que perder para que otros ganen, la anterior apro-
ximación a la libre elección asume una perspectiva en la que todos
los actores pueden ganar, razón que fundamenta su interés social.
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I.–JUSTICIA Y EQUIDAD
La igualdad de derechos para todos es una aspiración indiscu-
tida de la sociedad actual, y un logro que define a los tiempos moder-
nos en el despliegue de la historia de la humanidad. Pese a su
reducida vigencia real en determinadas zonas del planeta y el desa-
liento que suscita en ocasiones su ignorancia práctica en esas socie-
dades, lo cierto es que en el conjunto de la sociedad mundial es un
principio universal, irrebatible e irrenunciable. Pero conviene notar
que el carácter absoluto de este principio no conlleva su completa
y plena comprensión, pues aún estamos en los albores históricos de
su ejercicio, y sólo su puesta en práctica propiciará su efectivo
entendimiento. Puede verse así en el desarrollo de uno de los aspec-
tos políticos esenciales de la igualdad de derechos, como es el sufra-
gio universal; en efecto, el derecho de voto no se proclamó hace
siglos como ahora se entiende y realiza, sino que ha ido superando
las iniciales restricciones que lo ceñían a unos pocos individuos por
motivos de posición social, hasta lograr la plenitud de su ejercicio
por todos los ciudadanos censados.
Los obstáculos que retardan el ejercicio pleno de la igualdad de
derechos no son sólo fruto de las pasiones humanas –como el afán
de poder o el deseo de lucro–; también son efecto de una defectuosa
comprensión de su significado, que induce a errores o desmesuras
en su realización práctica. Cabría decir que si es notoria y evidente
la aspiración a la igualdad de derechos, no es tan claro el discerni-
miento de su sentido; así puede verse en la reflexión sobre la misma
noción de “derecho”. Su significado etimológico es preciso: el tér-
mino “derecho” deriva de directus (recto, directo), participio de
dirigere (dirigir), que a su vez es un derivado del verbo regere (con-
ducir, guiar); así se ratifica en las diversas lenguas: diritto (italiano),
droit (francés), right (inglés) o recht (alemán). Sin embargo, su sen-
tido conceptual –la definición de lo que sea el derecho– es diverso y
controvertido, según las diferentes tendencias o escuelas filosóficas
y jurídicas que lo sustenten. No puede ser de otra manera, pues el
fondo significativo de la noción –rectitud y conducción– apela a un
concepto previo y fundamental respecto al derecho, que es el de fin:
según se entienda el fin, así se comprenderá el derecho.
A primera vista, la finalidad del derecho no parece presentar nin-
guna dificultad porque, obviamente, no es otra que la realización de
la justicia, y sobre la consistencia de ésta como fin superior tampoco
parece haber dudas. Considerando la felicidad como fin final de la
existencia humana, se muestra la cercanía de la justicia a la felicidad
al percibir que «entre los muchos nombres que posee la infelicidad
en este mundo, el que preferentemente ostenta es el de la injusticia»1.
No obstante, sobre la justicia hay muchas, y en ocasiones incluso
grandes diferencias sobre su sentido estricto, como puede verse en
la común apelación de que es objeto para acreditar leyes y acciones
que, en su conjunto, resultan contrarias unas a otras. Pero en medio
de tantas discrepancias hay también un extendido consenso sobre su
significado esencial, expresado en la máxima nuclear del derecho
romano y consagrado por la antigua tradición de que va desde Pla-
tón y Aristóteles, hasta San Agustín: la justicia consiste en «dar a cada
uno lo suyo» (suum quique tribuere). Aquí se descubre la raíz de todas
las dificultades y discrepancias sobre la justicia y el derecho, que tiene
un nombre concreto en lo moral y en lo jurídico: la equidad. En la con-
sideración general y entera de la máxima no aparecen dificultades: la
expresión «dar a cada uno lo suyo» es clara y distinta, como exigía
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Descartes a todo principio del conocimiento. Los problemas surgen
cuando se intenta operativizar la máxima y debe concretarse cada ele-
mento de la misma; especialmente cuando se pretende determinar
teórica y prácticamente el suum quique, o sea, qué es lo propio para
cada uno. Tal es el objeto de la equidad, que aparece entonces
como la perfección de la justicia.
Así entendida, la equidad no es un principio jurídico sino una
virtud ética; lo que explica el talante jurídico hacia ella, que va
desde la reserva cautelosa hasta el rechazo teórico y práctico. No es
que el derecho se oponga a la virtud, sino que se pretende deslindar
bien los ámbitos jurídico y ético para una mejor y mayor compren-
sión y realización de los mismos. Así puede verse cuando se repara
en otro principio jurídico de aceptación general que sugiere, no ya
la conveniencia, sino la necesidad de la equidad: «si es máximo el dere-
cho, entonces la injusticia es máxima» (summum ius, summa iniuria).
Las limitaciones a la equidad provienen de la misma esencia de lo
jurídico que es la realización de la justicia mediante la formulación
y aplicación de la ley. Ésta es necesariamente universal en su for-
mulación, y por lo tanto su utilidad y servicio se resienten cuando
atienden a los casos singulares, enmarcados en circunstancias par-
ticulares que escapan a la universalidad de la ley. Desde ésta, la
equidad presenta principalmente un problema: el de su interpreta-
ción, expresado comúnmente en la apelación al espíritu de la ley,
y no a su letra estricta para hacer justicia con plenitud. Pero esto
implica el riesgo de la arbitrariedad; de la intervención de los sen-
timientos de los jueces en la interpretación de la ley para la realiza-
ción efectiva de la justicia. ¿Cómo resolver tal dilema? Grosso modo,
la tendencia mayoritaria actual parece ser la constitución de un
derecho intrínsecamente equitativo que no permitiera ni requiriera
las interpretaciones equitativas… lo cual recuerda el tópico problema
de la cuadratura del círculo.
Para salir de esta vía muerta es preciso recordar que el ámbito jurí-
dico no es el que detenta la realización de la justicia suprema, sino que
simplemente regula dos de sus tres formas o estructuras radicales, la
justicia legal, propia de las relaciones de los individuos respecto al todo
social, y la distributiva, concerniente a las relaciones del todo social hacia
los individuos; pero sólo reglamenta parcialmente algunos aspectos de
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la tercera forma: la justicia conmutativa, esto es, la que rige las relaciones
entre los propios individuos. Ocurre que, como el hombre es un ser
social, ninguna relación humana deja de tener su impronta social;
pero algunas relaciones son más directamente individuales que otras,
y en ellas, sin dejar de estar presentes la justicia distributiva ni la legal, la
justicia conmutativa es el núcleo teórico y práctico del suum quique, de
“lo propio de cada uno”; o sea, la que conforma las relaciones perso-
nales en términos matizadamente distintos de otras relaciones jurídi-
cas generales. Sería absurdo establecer unas fronteras aislantes entre
las tres diversas formas de la justicia; esto es un riesgo cierto actualmente
por el desenfoque social que propicia la extendida y exasperada dis-
tinción entre individuo y colectividad. La justicia en plenitud comporta
siempre la actualización de dichas tres formas; pero esto no impide –es
más: exige– el reconocimiento de sus diferentes maneras de realizarse.
En la forma concreta de la justicia conmutativa, la referencia mayor a
la equidad es requisito necesario para su mejor actualización; lo que redun-
da en beneficio de la regulación que se establece desde la justicia dis-
tributiva y legal. Y una de las relaciones más específicamente interin-
dividuales es la relación educativa; por tanto, más necesitada que otras
en regirse por la justicia conmutativa, y en la que resplandece la per-
fección de la justicia que realiza la equidad.
II.–EL SENTIDO GENUINO DE LA EQUIDAD
Sin mencionar estrictamente la equidad, se apunta a ella en la rela-
ción educativa cuando se percibe que las reglas generales se quedan
cortas a la hora de acoger y tratar los casos singulares; que la justicia legal
y distributiva no atiende “con justicia” los requerimientos más humanos
que se manifiestan vivamente en la relación educativa. En cualquier rela-
ción humana verdaderamente personal se percibe que las meras rela-
ciones de justicia son insuficientes como sustento y vía de desarrollo
de dicha relación; que, sin desmedro del valor superior de la justicia,
ésta debe ser trascendida en pro del valor de la misma relación interper-
sonal; en suma, que se requiere «una forma de justicia que conserva la
intención de la ley en aquello que la ley no alcanza»2, llamada equidad.
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Así se descubre también en la relación educativa, pues es una plena
relación interpersonal, tal y como se manifiesta especialmente en la edu-
cación familiar, forma originaria de toda relación educativa e inter-
personal. Unos padres no pueden ser meramente “justos” en la rela-
ción con sus hijos, ni un maestro en la relación con sus discípulos (ni
tampoco nadie respecto de sus auténticos amigos): esta certeza no pro-
viene de ninguna argumentación racional o teoría pedagógica, sino de
la misma experiencia de la acción educativa.
En la actualidad hay un debate abierto en el campo de la ética
educativa –tanto en los planteamientos de la educación moral como
de la ética profesional–, especialmente vivo en la pedagogía de los
EE.UU., sobre la necesidad de complementar o superar una “ética
de la justicia” con una ética del cuidado. Una referencia concreta y
valiosa es la obra colectiva Justicia y Cuidado3, donde la distinción
que da título al libro se resume así: «la justicia aspira a una sociedad
y unas relaciones interpersonales en las que las personas sean tra-
tadas con imparcialidad, donde consigan lo que merecen, en las que
sean respetadas como iguales y que se rijan por unas condiciones
de colaboración consensuadas de mutuo acuerdo. La atención [el cui-
dado], por su parte, pretende conseguir una sociedad y unas rela-
ciones interpersonales en las que se dé un gran valor a la preocupación
por el otro y la afinidad»4. La tesis central de la obra es la necesaria
complementariedad entre ambas orientaciones, pues, como señala
N. Noddings “la justicia, si no se ve atemperada por la atención [el
cuidado], puede llegar a introducir nuevas injusticias, cuando lo
que se pretende es eliminar las existentes”5. Esta autora hace men-
ción a la equidad –no así los otros coautores del libro–, refiriéndola
al estricto terreno de lo académico cuando afirma que «si todas las
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5 Ibidem, p. 9.
escuelas, todos los profesores y todos los alumnos se ciñen a la misma
norma se puede lograr una forma de equidad»6.
Y así se manifiesta la confusión más frecuente sobre la noción de
“equidad” que se da actualmente: la equiparación con la noción
de igualdad; especialmente como la realización del principio de
igualdad ante la ley. En educación, sería “equitativo” entonces todo
aquello –norma, reglamento, recurso, acción– que propiciara esa con-
creción de la igualdad ante la ley como es, por ejemplo, la llamada
“igualdad de oportunidades”. Desde esta comprensión sesgada de
la equidad pueden entenderse bastantes planteamientos generales
del sistema educativo que pretenden apoyarse en la realización de
la justicia como suprema vía para conseguir la verdadera igualdad
entre los hombres; todos ellos tendentes a la efectividad plena de
la igualdad de oportunidades. Para lograr ésta, por ejemplo, pare-
ce imprescindible el establecimiento de currículos académicos uni-
formes para todos, mediante los cuales todos puedan aprender lo
mismo y se equipararen en la preparación para la vida que implica
la educación; lo equitativo, según esta interpretación sería lo equi-
parable u “homologable” para todos. Así, de manera parecida a la
situación paradójica indicada antes sobre el ideal del derecho equi-
tativo intrínseco que evitara las interpretaciones “equitativas” o dife-
renciales de la ley, se concluye en la difícil conjugación pedagógica
de un currículo uniforme con el principio de reciente emergencia que
es el de atención a la diversidad … lo que es otro intento de cuadrar
un círculo.
En los diccionarios de sinónimos, en efecto, a la voz “equidad”
se asimilan otras como “igualdad”, “imparcialidad”, “objetividad”, e
incluso “justicia”; lo cual resulta sorprendente cuando se acude
luego al diccionario general de la lengua, donde se recogen los dis-
tintos significados semánticos, y sólo puede encontrarse para la voz
“equidad” una acepción justificativa de los sinónimos aludidos: la
de “igualdad de ánimo”. Pero este sentido del término tiene una refe-
rencia íntima al sujeto –a su ánimo–, opuesta a la sinonimia citada,
que es una referencia externa al sujeto –al modo de sus relaciones
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con los otros–. Más aún: las restantes acepciones de equidad indican
precisamente implicaciones diferenciales o de desigualdad en la
relación y en el trato humano: “propensión a dejarse llevar por el sen-
timiento del deber o de la conciencia, más bien que por las pres-
cripciones rigurosas de la justicia o por el texto terminante de la ley”;
o bien: “justicia natural, por oposición a la letra de la ley positiva”;
o también “disposición del ánimo que mueve a dar a cada uno lo que
merece”7.
Esta última acepción denota y expresa ajustadamente el talante
habitual del educador; si cabe hablar de un modo de ser propio del
educador en cuanto tal –de un ethos pedagógico8– en él, tal sería la
conformación de la justicia: la disposición constante a dar a cada
aprendiz –a cada hijo, a cada alumno– lo que merece, diferenciando
los méritos de cada uno en razón de su carácter, como de su grado
de desarrollo humano; pues no cabe exigir ni conceder lo mismo a
un niño que a un adolescente, a un dócil que a un díscolo, o a un
inteligente que a un incapaz. En la actualidad, parece ser que el pro-
blema que plantea primeramente la equidad es de índole cultural,
pues ésta atenta directamente contra la aspiración a la igualdad
humana que define los tiempos modernos. Sin embargo, tan real como
dicha aspiración ideal es el honesto reconocimiento de la desigualdad
natural entre los hombres, que tiene diversos aspectos y se manifiesta
en distintas dimensiones de la vida. Tan indebida sería la pretensión
de sofocar el afán de la igualdad ideal en la facticidad de la desigualdad,
como ignorar la materialidad dada de la desigualdad en pro de la enso-
ñadora posibilidad de la igualdad. No es un asunto fácil de resolver;
pero su dificultad efectiva no exime de la reflexión necesaria para
obtener al menos una mejor comprensión de su realidad presente
como de su eventualidad futura. Especialmente en nuestros días, el
ciego utopismo de una igualdad absoluta, feroz y agresivo décadas
atrás, se ve sofrenado por la irrecusable presencia de la multicultu-
ralidad, resaltada por la imparable globalización o mundalización de
la vida social. Pero no cabe la vuelta atrás; esto es, la readmisión de
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la desigualdad insuperable inscrita en la condición humana, renun-
ciando a la igualdad como aspiración práctica nacida de la justicia.
Es más apremiante que nunca repensar la justicia y la equidad,
aunque sólo sea por la fuerza impelente de fenómenos como la
inmigración o la integración transnacional.
Hace veintiséis siglos, cuando no existían estas urgencias polí-
ticas y sociales, Aristóteles abordó la cuestión a causa de su in-
trínseco e intemporal interés ético. Antes de definir qué sea la
equidad, comienza atendiendo a las dificultades de comprensión que
se revelan por el uso de los términos en el lenguaje ordinario. Por
una parte, la conducta equitativa es loable; pero resulta entonces
difícil –absurdo incluso, dice Aristóteles– sostener que la equidad sea
algo distinto de la justicia, pues entonces sería buena una y mala la
otra. Para él, «lo que ocasiona la dificultad es que lo equitativo, si bien
es justo, no lo es de acuerdo con la ley, sino como una corrección
de la justicia legal. La causa de ello es que toda ley es universal y que
hay casos en los que no es posible tratar las cosas rectamente de un
modo universal. En aquellos casos, pues en los que es necesario hablar
de un modo universal, sin ser posible hacerlo rectamente, la ley
acepta lo más corriente sin ignorar que hay algún error. Y no por eso
es menos correcta, porque el yerro no radica en la ley, ni en el legis-
lador, sino en la naturaleza de la cosa, pues tal es la índole de las
cosas prácticas»9. Un proverbio latino posterior expresará certeramente
esta posición aristotélica: multa pro æquitate contra ius dicere
(defender prolijamente la equidad frente al derecho estricto).
Según los usos actuales, se diría que tal es la “teoría” de Aris-
tóteles sobre la equidad; o incluso, la “teoría clásica” sobre la equi-
dad. De este modo, bastaría con oponer otra teoría para discutir la
aristotélica; por ejemplo, enunciando la “teoría moderna”, que establece
la equidad como forma suprema de la igualdad entre los hombre, tal
como se ha dicho antes. Sin embargo, esta consideración falsea el
sentido que tiene la reflexión aristotélica; pues Aristóteles no elabora
ninguna “teoría”, sino que expone una sencilla explicación del sig-
nificado que tiene el término epikéia (equidad) según el uso común
del mismo en su época. Sus palabras no construyen una doctrina o
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sistema ético–jurídico, aunque así tendemos a verlo ahora; sino que
simplemente explicitan un sentir común sobre la índole de ciertas
relaciones humanas que, en sus dimensiones éticas y jurídicas se guían
por lo equitativo. En efecto, la justicia es una aspiración irrenunciable;
pero la atención a la realidad lleva a ver que en ciertas ocasiones y
respecto de ciertas cosas, la misma exigencia de justicia impone la correc-
ción de la misma en su formulación como ley universal; corrección
proporcionada a «la índole de las cosas prácticas».
¿Cuál es esa índole o disposición propia en las cosas prácticas
que reclama la corrección de la justicia legal en aras de cumplir más
plenamente la justicia? La respuesta es sencilla y al tiempo, compleja;
simple en sus términos, pero ardua y complicada en su contenido
y alcance: las acciones humanas –«las cosas prácticas», en la expresión
de Aristóteles– se conforman en y desde la libertad. Y respecto de la
libertad no caben dictados indefectibles y necesarios, de validez abso-
luta en toda ocasión y toda situación. Es cierto que las circunstan-
cias modifican la acción; pero además de ellas, y antes que ellas, la
acción humana ya está modulada en su origen por el conocimiento
del fin, la voluntad que lo afirma y la prudencia que dispone los medios.
Todos éstos son elementos subjetivos, y aunque se orientaran por
la objetividad del fin supremo y de la voluntad firme del bien, la con-
currencia de la acción libre con otras libertades no permitiría acre-
ditar el acierto incondicional en la elección de los medios; éstos no
son nunca buenos en sentido absoluto, sino mejores o peores res-
pecto del fin propuesto –y sólo tras actuar se puede juzgar sobre su
calidad de mejor o peor–. «Por eso –concluye Aristóteles–, lo equi-
tativo es justo y mejor que cierta clase de justicia, no que la justi-
cia absoluta, pero sí mejor que el error que surge de su carácter
absoluto»10.
En suma: la libertad da a las acciones humanas su carácter de
contingencia, y por eso trascienden cualquier enunciado normativo,
sobre todo los que se establecen con carácter absoluto. Éstos dicen lo
que debe ser y cómo debe obrarse en todos los casos; o sea: enuncian
lo que es así, y no puede ser de otra manera; mientras que lo con-
tingente consiste precisamente en lo que es así, pero podría ser de
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otra manera. Por eso, toda norma que pretenda mantener su carácter
absoluto siempre y en toda situación, desvirtúa la naturaleza libre
del sujeto agente; pero no por la referencia a la justicia suprema, sino
por el modo absoluto de referirse a ella, que prescinde de la libertad
radical. Ésta tiene muchas dimensiones, y su análisis sería prolijo. Una
acertada caracterización, idónea para lo que ahora se comenta, sería
que «la libertad aparece perfectamente reflejada en la experiencia del
ser humano que se resume en la frase ‘podría, pero no es necesa-
rio’»11. Efectivamente, ante cualquier objeto –sea moralmente bueno
o malo–, y en cualquier situación –sea o no favorable a la intención–,
el sujeto experimenta en su actuación que ésta puede ser así, pero
no necesariamente así; es decir, que el obrar y el hacer, aunque sean
así de un determinado modo, lo son contingentemente, y siempre podrí-
an ser de otra manera. Esta reflexión sobre la libertad subyace en el
resumen final de Aristóteles sobre el sentido propio de la equidad
mediante un trazo de conducta posible; o sea, cuando dice quién es
el hombre equitativo: «aquél que, apartándose de la estricta justicia
y de sus peores rigores, sabe ceder, aunque tiene la ley de su lado»12.
III.–EQUIDAD Y DIVERSIDAD
En esta noción de equidad resalta, ante todo, su motivación
racional, y no meramente afectiva. El ejemplo aristotélico de saber
ceder aun teniendo la ley a favor, tiende a ser interpretado en tér-
minos de generosidad y hasta de magnánima esplendidez; y en
efecto, resulta difícil ser equitativo en ausencia de dichos senti-
mientos. Pero la equidad no se resuelve en sentimentalismo bene-
volente; al contrario: la afectividad es movida a la concesión equitativa
por una afirmación racional –intelectual y volitiva al tiempo– del bien.
Desde la libertad subjetiva y para la libertad de los otros se impone
el reconocimiento de la mutua diversidad; de que las personas son
diversas. No obstante, “reconocer” es un acto meramente intelectual,
tal como lo define el diccionario: «examinar con cuidado a una per-
sona o cosa para enterarse de su identidad, naturaleza y circunstancias».
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El mero reconocimiento sólo actualiza la libertad en parte: en su dimen-
sión intelectual; pero si la libertad debe realizarse completamente,
se requiere entonces el ejercicio efectivo de la dimensión volitiva que
consiste en la aceptación; no sólo en la admisión de la diversidad
en general, sino en la aprobación y acogida del “diverso” concreto
y singular.
La sensibilidad común pospone el acto de aceptación al acto de
donación en cuanto a su valor moral intrínseco; y es un juicio certero,
pero referido al dar y aceptar cosas poseídas y recibidas. Otro asunto
es cuando la referencia de la capacidad de donación y aceptación se
refiere al propio sujeto; esto es, cuando lo dado y lo aceptado no son
objetos, sino las mismas subjetividades: cuando no sólo doy, sino
que, a través de lo que doy, me doy; o cuando no sólo acepto el don,
sino que me acepto y le acepto al donante. Entonces la aceptación es,
cuando menos, equiparable a la donación, en rango ético y también
antropológico, pues no es lo mismo aceptar algo que aceptar a alguien;
esto no puede realizarse sino como don de uno mismo que se realiza
en el aceptar. Si el sujeto se queda en el mero reconocimiento intelectual
de la existencia de la diversidad, la aceptación de la diferencia es sólo
una posibilidad, como lo es también la no aceptación, el rechazo de
lo diverso precisamente por ser tal. Tal rechazo o de recusación puede
provenir de impulsos emotivos egocéntricos, de la constante autore-
ferencia subjetiva como vector configurador de las relaciones humanas.
Pero también puede originarse en una disposición radical –preferen-
temente intelectual– que hace considerar no sólo como diversos a los
otros, sino como contrarios u opuestos. La razón no es la diversidad
en sí, sino la proyección de un temor o recelo que hace percibir a los
diversos como impedimentos u obstáculos a la plena expansión de la pro-
pia libertad; tal disposición es el individualismo como talante básico y
conformador de la relación social.
Desde el individualismo también se actualiza la libertad, pero en
su sentido y alcance primarios. «El primer sentido de la libertad, el más
simple y obvio, es el que suele llamarse libertad–de. Yo me siento libre
cuando estoy exento de constricciones u obstáculos que me impiden
llevar a cabo las acciones que deseo realizar»13. Es una forma genuina
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de la libertad, pero no agota en ella la entera libertad humana, que se
presenta entera y culminada como libertad–para: para una empresa,
para un servicio … o para la acogida de los otros. Quedarse en la liber-
tad–de  es un reduccionismo que comporta un riesgo grave para la con-
vivencia: considerar a los otros como uno de esos obstáculos –al cabo,
el mayor obstáculo– para la expansión de la propia libertad, y por
tanto, como una amenaza presente y efectiva para la propia identidad.
La diversidad de los otros puede ser admitida intelectualmente, pero
no aceptada afectivamente desde una posición individualista. Se pro-
picia entonces el extrañamiento, la repulsa de los otros individuos pre-
cisamente porque su libertad aparece como un poderoso estorbo para
la libertad propia. Desde esta mentalidad, «el individuo es libre
cuando se aísla meticulosamente de los otros, buscándoles sólo
dónde y cuándo su libertad los requiera. Acercándose a los otros
benévolamente, mantiene sin embargo una frontera, difusa pero firme,
que refrena eficazmente las dependencias generadas en el trato y la rela-
ción con los demás; es la libertad entendida como liberación, que se
decanta en la extendida pero lastimosa fórmula de ‘tu libertad termina
donde empieza la de los demás’»14.
El riesgo de quedarse en la libertad–de es el de conformarse con
la tolerancia como elemento decisivo para la integración social. Y
si es verdad que la tolerancia puede encomiarse como valor para la
convivencia; no es correcto ensalzarla como el supremo valor social,
pues ello supone la admisión del individualismo como talante válido
en la constitución y desarrollo de la sociedad. El acto de tolerar es
isolativo de suyo, pues no acerca, sino que extraña y aísla de las otras
subjetividades, a quienes se soporta, se traga, se aguanta, se sobre-
lleva, se sufre (sinónimos todos ellos de “tolerar”, según los diccio-
narios)… pero en definitiva, no se aceptan: sólo se transige con su
presencia. Una sociedad fundada en la tolerancia admite la diver-
sidad, pero no acepta verdaderamente la diferencia y variedad que
entraña; sólo la padece estoicamente.
El desmesurado rango y papel otorgado actualmente a la tole-
rancia, perceptible en las reiteradas y pomposas apelaciones de que
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es objeto, delata el desconcierto ante la irrupción de la diversidad
como elemento constituyente de la sociedad; especialmente se per-
cibe así en las sociedades multiculturales. El aturdimiento actual
que causa la inmigración en las sociedades occidentales se debe
a que los inmigrantes, con su presencia cotidiana, cuestionan
continuamente el ideal ilustrado de la igualdad universal, pues des-
velan su carácter utópico al reclamar el reconocimiento de su
diversidad. Ocurre que, salvo en las condiciones laborales, donde
sí se reclama una igualdad paritaria, la principal reivindicación es
el “derecho a la diversidad”, que supone la institución de la dis-
paridad, de lo diferencial –principalmente cultural y moral– en la
relaciones sociales. Sucede sencillamente que los inmigrantes, en
su mayoría, no quieren asimilarse a la cultura del país de acogida;
que reclaman la igualdad de oportunidades, pero no tanto para inte-
grarse como para permanecer diferentes, fieles a su identidad
propia. En suma: que pretenden que la igualdad de oportunidades
acoja la instauración de una cierta desigualdad; no respecto a la
justicia, pero sí con relación a la idiosincrasia originaria, que con-
lleva una variedad de usos y costumbres sociales –esencialmente,
una disparidad cultural– que recusan una igualdad uniformadora.
Aquí encuentra la equidad su valor pleno como actitud humana radi-
cal; es decir, como virtud que especifica a la justicia ante la diver-
sidad y la relativa desigualdad cultural. Por contra, también aquí
se revelan los límites de la tolerancia como valor social.
Aceptar plenamente la diversidad desborda la tolerancia para
verterse en solidaridad, yendo más allá aún, y cuajándose en fra-
ternidad, en sólida y estable concordia. Tal es el reto que aguarda
respuesta desde que fue lanzado hace más de dos siglos, en la Revo-
lución Francesa. Ciertamente, aunque con frecuentes traspiés,
se ha avanzado desde entonces en la prosecución de la libertad
y la igualdad; pero la historia atestigua que apenas se han dado
unos pocos y balbucientes pasos en la senda de la fraternidad
universal. Ésta no será viable mientras no se acepte la desigualdad
cultural humana y no empiece a conformarse equitativamente el
derecho, ampliándolo más allá de las leyes pretendidamente uni-
versales.
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IV.– HACIA UNA EDUCACIÓN EN LA EQUIDAD
Aceptar la desigualdad en el sentido dicho no significa conge-
lar la dinámica social de las mejoras y las reformas, ni mucho menos
canonizar los privilegios de determinadas clases o estamentos socia-
les; esto sería entronizar la injusticia como estado social definitivo
y definitorio de una convivencia humana que estaría entonces sig-
nada por la rivalidad y la hostilidad. Tan disparatada y atroz sería esta
posibilidad como se ha mostrado efectivamente dañino el propósito
de ahormar toda dinámica humana desde el molde ideal de la igual-
dad; empeño propio de los totalitarismos políticos contemporáneos.
Tal es una de las más perjudiciales secuelas de la época de la Ilus-
tración, que ha hecho crisis en la postmodernidad; crisis que se
acendra por efecto de la globalización. Si antes los confines del
mundo eran más reducidos y claramente demarcados, ahora dichos
contornos se han ampliado hasta tal punto que parecen haber reven-
tado volatilizándose. Las fronteras geopolíticas son hoy permea-
bles como nunca, y esta experiencia ha evaporado el ensueño de una
igualdad humana plena, asequible con el laborioso trabajo de la
reforma social (o de la revolución).
La aceptación de la diversidad, principalmente de la desigualdad
cultural, abre vías para la acción pedagógica poco transitadas en la
actualidad, todas ellas tendentes a desarrollar la equidad como virtud,
y el espíritu equitativo en la conformación de las relaciones humanas,
sean éstas jurídicas o no. Estas nuevas sendas educativas tienen un
origen común, un principio operativo general que sólo se entrevé
hoy confusamente, debido al elevado grado de formalización y abs-
tracción que presentan las actuales teorías y metodologías pedagó-
gicas. Sin embargo, la sensibilidad popular lo ha descubierto hace
siglos, e incluso lo ha fijado en un lema que, tras una vulgar sencillez,
descubre una esplendorosa norma práctica: obras son amores, y no
buenas razones. En las acciones humanas –en las «cosas prácticas»,
al decir de Aristóteles–, las palabras generales tienen escaso valor,
mientras que las palabras concretas son las decisivas. Esto se expre-
sa en el decir ingenuo y sincero de aquel atolondrado y vehemen-
te individuo: «yo amo mucho a la humanidad; a mí, lo que me
molesta, ¡es la gente!». Ser bueno no consiste en saber hablar certe-
ramente del bien, sino en obrar continuamente el bien; no son las
palabras la que hacen bueno al sujeto, sino sus obras. Si se trata de
educar en la justicia eminentemente, es decir, en esa forma particular
y humanizada de la justicia que es la equidad, el principio rector de
la acción pedagógica no lleva a la elaboración de eficaces discursos
didácticos, sino a la suscitación de un obrar constante que realice y
promueva la equidad. Las palabras y los discursos tienen su lugar pro-
pio en educación; pero en este caso no ocupan el papel primario y
fundante; sólo en una instancia posterior a la acción, propiciando
la reflexión y la toma de conciencia sobre lo obrado, tienen valor for-
mativo las palabras.
No suele entenderse así en la actualidad. Ante el fenómeno del
interculturalismo, se reconoce el puesto destacado y decisivo que
juega la educación, y todos apelan a ella como responsable de la inte-
gración social que se persigue. Pero entonces se deslíe la educación
en concienciación o mentalización, en asunción de unos valores
superiores –como la tolerancia o la solidaridad– que deben ser
incorporados mediante su primera comprensión intelectual y su pos-
terior simpatía emotiva para su final puesta por obra. Sin embargo,
el orden formativo del aprendizaje es el inverso: de las obras a las
ideas. Además, tal concepción, errónea por racionalista, desemboca
en encargos postizos para la educación; en añadidos artificiosos a
un ya sobrecargado currículo donde se diluye su eficacia educativa
en la multitud de otros dispares contenidos de aprendizaje. Se tra-
taría más bien de dar nuevas formas a la enseñanza y al aprendizaje
de manera que los contenidos curriculares ya existentes propicia-
ran más intensamente la «igualdad de ánimo» o la «bondadosa tem-
planza habitual» que –otra vez según el diccionario– conforman el
espíritu de la equidad. Esta nuevas formas del aprendizaje ya están
descubiertas desde hace tiempo; lo que ocurre es que, por muy dis-
tintas causas, no han sido suficientemente explotadas, y todavía no
han mostrado todos sus eficaces resortes. Se trata del aprendizaje coo-
perativo y del aprendizaje en la acción. Se han formulado diversas
propuestas que modulan estas prácticas docentes, todas ellas, a su vez,
matizables según las situaciones didácticas y los objetivos educativos.
La inspiración reciente proviene de la doctrina de J. Dewey, que se
funda «en el poder de la experiencia en colaboración y cooperación»,
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pues según afirma «todas las acciones humanas llevan el sello de la
comunidad con la misma fuerza con que lo lleva el lenguaje que se
habla»15. La finalidad específica de estas vías es consolidar la «inter-
dependencia mutua»16 que caracteriza al trabajo cooperativo y favo-
rece al tiempo la integración intercultural.
Otro senda pedagógica de gran valor que debe ser más frecuen-
tada es la educación estética. Se han dado muchas variadas y fecundas
razones acerca del provecho formativo de la belleza. El aspecto señero
para una educación equitativa posiblemente es el destacado ya por
Aristóteles, cuando resalta que las cosas bellas son «aquéllas que uno hace
descuidando su propio interés» 17. La percepción de la belleza posterga
el valor de la utilidad, pues «bello se contrapone de modo agudo a útil.
(...) La belleza es un valor que en cierto modo convierte en fines a los
seres que la tienen»18. En el goce compartido de la belleza se conjura
el talante individualista mencionado antes que es poderoso obstáculo
para la apertura personal que reclaman la aceptación del otro y el ejer-
cicio de la equidad. Además, desarrollando el sentido estético, esto es,
la capacidad de apreciar y disfrutar de la belleza, se promueve efi-
cientemente el encuentro con los otros diversos. La oposición surge insen-
sible e inevitablemente en la comunicación de aquello que separa, y que
en lo intercultural son las ideas, dispares como lo son las diferentes cul-
turas de origen; entonces hay que optar por unas u otras de las ideas
enfrentadas. En cambio, «lo bello es lo por sí mismo preferible» 19; es “lo
que nos capta por su propio valor y nos atrae por su dignidad”20; en el
goce de lo bello pueden concurrir sensibilidades diversas, obviando los
filtros ideológicos de las relaciones interculturales.
Por último, una reflexión global sobre lo dicho: la educación en
la equidad es una tarea gravosa y ardua para el sistema educativo.
En lo bueno, siempre algo es mejor que nada, y todo lo que pueda
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hacerse desde la escuela –que es más que algo– debe hacerse. Pero
sin pensar que en ella estriba la solución; pues por su misión propia,
que es la formación intelectual, sólo indirectamente puede abordar
otros aspectos o dimensiones de la educación. Sin embargo, una edu-
cación equitativa es fácil y asequible para la educación familiar,
pues lo propio y natural de ella es educar por las obras más que por
las palabras. Además, la familia es el ámbito natural de convivencia
donde se acepta a los otros, no por lo que son, sino por quienes son;
esto es, sencillamente porque son, porque existen. Entonces se
pueden vivenciar la reciprocidad, la gratuidad, los sentimientos de
pertenencia y mutua dependencia que fecundan la tendencia natu-
ral de aceptación de los otros diversos y que se llama sociabilidad.
En suma: más que aprenderse, se vive la aceptación de los otros
diversos.
«La familia, en ese sentido se puede entender como comunidad;
cada miembro trasciende su yo y hace un nosotros. Cada persona
va más allá de sí cuando entra en comunión con otro yo: como
mujer, como marido, como padre, como madre, como hijo y como
hija. De esta comunión de un yo con otro yo, se pasa a la referencia
de ese yo con los otros “yo” como otros, fraguando comunidad. El yo
se encuentra en el nosotros de una manera más plena como perso-
na. La persona buscando el bien común no sólo no pierde el propio
sino que confirma que es persona. El “nosotros” se define por sus
vínculos de pertenencia por los que se deben crear las condiciones
para que cada quien sea quien es; tan importante es conseguir ese
bien para todos como colaborar para conseguirlo coexistiendo. Los
miembros de una familia se trascienden en la familia y ésta se trans-
ciende en la sociedad »21.
El aprendizaje de la equidad, como el de cualquier otra virtud,
se realiza primariamente en el seno de la familia, pues ésta no es otra
cosa que un entramado de relaciones interpersonales, donde la
misma convivencia cotidiana es genuina praxis educativa. Esta rea-
lidad debería ser atendida preferentemente por todas las políticas edu-
cativas, cuidando más la promoción de la familia y no dedicando todos
los recursos a la educación formal. Pero para lograr esto, obviamente,
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se requiere la convicción del eximio valor e intrínseco potencial edu-
cativo de la familia, transcendiendo las meras funciones adaptativas
que hoy suelen asignársele y desde las cuales se la contempla exclu-
sivamente: producción, reproducción y socialización22. Es preciso
trascender estas funciones para consolidarlas en la afirmación de la
auténtica realidad familiar. Acaso pueda ser una eficaz ayuda para esta
empresa comenzar por repensar la Declaración Universal de los Dere-
chos Humanos, sobre todo en su artículo 16, apartado 3º: «la familia
es el elemento natural y fundamental de la sociedad y tiene derecho
a la protección de la sociedad y del Estado». Si verdaderamente se
cree en esto, tal vez se vea la conveniencia de empezar por el fun-
damento; concretamente de fundar sólidamente la educación en la
equidad, para lo cual la familia es su cimiento más firme y propicio.
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Perspectivas ante la financiación del
derecho a la educación en libertad
MIGUEL ÁNGEL SANCHO GARGALLO
Presidente de la Fundación Europea Sociedad y Educación
No podía dejar de estar presente en nuestro Curso la cuestión
que hoy nos ocupa: la financiación de la educación. Para tratar este
punto contamos con la participación de dos personalidades de reco-
nocido prestigio en el campo de la economía de la educación: Carlos
Rodríguez Braun, Catedrático de Historia del Pensamiento Econó-
mico de la Universidad Complutense de Madrid, y Juan Hernández
Armenteros, Gerente y Profesor Titular de Economía Aplicada en la
Universidad de Jaén. Desde diversas perspectivas y enfoques van a
abordar esta importante cuestión, que no sólo permite implementar
los diversos planteamientos educativos, sino que refleja muchas
veces una determinada visión de la sociedad, condicionando los pro-
pios sistemas de educación y formación.
Antes de pasar a la exposición de los ponentes y al subsiguiente
debate, realizaré una breve introducción sobre la financiación en el
marco del conjunto de derechos y libertades educativas que establece
el artículo 27 de nuestra Constitución, para pasar a continuación a
plantear los desafíos de la financiación desde la perspectiva europea,
siempre presente en los análisis y estudios que promueve la Fundación
Europea Sociedad y Educación y su Instituto de Estudios Educativos
y Sociales. 
FINANCIACIÓN Y CALIDAD DE ENSEÑANZA EN EL MARCO DE LA UE
¿Adónde apunta el proceso de ampliación y de convergencia? ¿Qué
plantean las políticas comunitarias sobre financiación de la educación?
Las últimas directrices de la Unión Europea nos hablan de flexibilizar
los sistemas, de revisar los modelos, de que todos los actores de la
educación asuman una mayor responsabilidad para, de manera más
armónica, contribuir así a la consecución de los objetivos. 
El establecimiento de políticas comunitarias en los sistemas de
educación y formación responde a una necesidad de acción conjunta
de los Estados encaminada a coordinar y armonizar sus políticas nacio-
nales para la creación de un Espacio Europeo de la Investigación,
de la Universidad, de la Educación y Formación. Se hace cada vez
más patente que la nueva sociedad y economía del conocimiento lle-
van consigo la necesidad de potenciar la capacidad de creación y trans-
misión de ese conocimiento como principal elemento de mejora de
los recursos humanos, factor clave del crecimiento y desarrollo, y
principal riqueza de la Unión. Por todo ello, las políticas comunitarias
y nacionales en este campo deben ir integradas con las políticas socia-
les y de empleo que son, a su vez, determinantes en las políticas eco-
nómicas. Así nos encontramos con que los factores de movilidad,
mercado transnacional y empleo, vienen muy condicionados por la
creación de un real espacio europeo del conocimiento, con la nece-
saria homogeneización de títulos y cualificaciones.
Las políticas de educación y formación constituyen los cimientos
de la creación y de la transmisión de los conocimientos, y son un ele-
mento esencial del potencial innovador de toda sociedad. Esta es la
razón por la que se encuentran en clara sinergia con otras políticas:
economía, empresa, sociedad de la información, nuevas tecnologías,
etc. La educación y formación se aprovecha de los avances realizados
en esos campos y a la vez refuerza su impacto. Este creciente papel
y reconocimiento que asumen tienen que ir acompañados de una
real modernización y transformación de dichos sistemas.
La estrategia de Lisboa
En marzo de 2000, el Consejo Europeo de Lisboa, al comprobar
que la Unión Europea se hallaba ante “un enorme cambio fruto de
la mundialización y de los imperativos que plantea una nueva eco-
nomía basada en el conocimiento”, adoptó un objetivo estratégico
importante: antes de que concluyera 2010, la Unión tenía que
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“convertirse en la economía basada en el conocimiento más com-
petitiva y dinámica del mundo, capaz de crecer económicamente de
manera sostenible con más y mejores empleos y con mayor cohe-
sión social”.
En dicho Consejo se convocó a los Estados miembros a aplicar
“un aumento anual considerable de la inversión per cápita en
recursos humanos”.
A su vez, el Consejo Europeo de Barcelona de marzo de 2002
estableció el Programa de trabajo detallado para el seguimiento de
los objetivos concretos de los sistemas de educación y formación en
Europa. Figura como objetivo específico “aprovechar al máximo
los recursos”, y se cifra en incrementar las inversiones en recursos
humanos, garantizando a la vez una distribución equitativa y eficaz
de los recursos disponibles.
Pues bien, contrariamente a los objetivos establecidos en Lis-
boa, existe un déficit de inversión en recursos humanos; durante el
periodo 1995-2000, la inversión pública disminuyó en la mayor
parte de los países, y actualmente se sitúa en el 4,9 % del PIB de la
Unión; por otra parte la Unión adolece de una menor inversión del sec-
tor privado en educación y formación: es cinco veces más importan-
te en Estados Unidos (2,2% frente al 0,4% del PIB de la Unión Europea
de los Quince) y es tres veces mayor en Japón. España, con un nivel
de gasto público del 4,5, se sitúa por debajo de la media europea.
Los datos sobre el gasto público indican que el sector público
no puede soportar por si sólo el peso de la ejecución del objetivo
establecido en Lisboa. El sector privado tendría que asumir una res-
ponsabilidad mayor con respecto a las inversiones necesarias en edu-
cación y formación para responder a los desafíos de la sociedad basada
en el conocimiento.
Esto nos lleva a plantear la necesidad de involucrar al conjun-
to de agentes (interlocutores sociales, sociedad civil) en la flexibi-
lización de los sistemas y la eliminación de burocracias y controles
que operan como barreras de entrada e impiden asumir mayores res-
ponsabilidades. Incentivar la inversión privada lleva a superar con-
cepciones de la educación como servicio público –en el sentido de algo
propio y exclusivo de la gestión pública– y dar entrada a los nuevos
aires que en Europa configuran la nueva gobernanza de la educación.
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Invertir con eficacia: un imperativo de la calidad
Para que los sistemas de educación y formación puedan desem-
peñar el papel que les corresponde, no basta con que se inviertan
recursos suficientes por parte de los Estados miembros, sino que ade-
más estos recursos deben asignarse y administrarse de la mejor
manera posible.
Una nueva directriz y recomendación aparece con fuerza y
reiteración en las recomendaciones de la Comisión. Para que haya
auténtica calidad, no es suficiente aumentar el gasto. Es preciso
acrisolar el concepto de gasto eficiente.
La eficiencia viene determinada en consonancia con el conjunto
de políticas de la Unión y con la necesidad de identificar los ámbitos
y los grupos en que las inversiones sean más productivas: como
sugiere la propia Comisión, hay que concentrar las reformas y las inver-
siones en los puntos clave.
Los altos niveles de fracaso escolar, de abandono escolar pre-
maturo y de desempleo entre los licenciados universitarios, así como
la dificultad de alcanzar el programa de objetivos de los sistemas de
educación y formación, particularmente en lo que se refiere al apren-
dizaje permanente, ponen de manifiesto la ineficiencia del gasto. Hay
que plantearse un análisis más profundo de las causas y no recurrir
al simple incremento del gasto. Poner el énfasis, como dice la Comi-
sión, en gestionar eficazmente los recursos a través de la descen-
tralización de la educación, de enfoques asociativos y de una mejor
coordinación de las acciones. 
DERECHO A LA EDUCACIÓN Y FINANCIACIÓN
Es frecuente que aparezca disociado el derecho a la educación en
libertad y la financiación necesaria para poder hablar de libertades 
reales. ¿Hasta qué punto tiene el Estado obligación de financiar la
educación? El artículo 27 de nuestra Constitución establece el derecho
de todos a la educación, reconociendo la libertad de enseñanza y
la gratuidad de la misma en lo niveles básicos y obligatorios. Está claro
que ser coherentes con el reconocimiento efectivo de la libertad y la
gratuidad supone sistemas de financiación que lo permitan. De lo
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contrario, el derecho a la educación en libertad no dejaría de ser una
mera formulación teórica. Queda pendiente para posteriores desa-
rrollos legislativos y reglamentarios definir cuáles han de ser esos mode-
los de financiación, pero el legislador quiso dejar expresamente
mencionada la cuestión de la financiación: “Los poderes públicos ayu-
darán a los centros docentes que reúnan los requisitos que la ley esta-
blezca”.
La financiación abre las posibilidades reales del ejercicio efec-
tivo del derecho a la educación en libertad, de elegir proyectos
diversos. Permite la igualdad de oportunidades. La libertad de elección
no puede anular el derecho a beneficiarse de la gratuidad, al ser la
libre elección de centro un elemento esencial del derecho a la edu-
cación, tal y como aparece regulado en la legislación internacional
y constitucional. 
El artículo 9 de la Constitución garantiza el ejercicio de los dere-
chos fundamentales. Las actuaciones de la Administración no pueden
ser arbitrarias ni condicionar el ejercicio de los derechos fundamenta-
les –como así lo es el de la Educación–; la financiación no puede estar
en función de los planteamientos ideológicos o de partido que conforman
el mapa autonómico, ni en función de quien gobierna, provocando un
mosaico de desigualdades. No hay obligación de financiar todo pro-
yecto, pero no se puede discriminar. La Administración, al ser garante
de derechos fundamentales exigibles, tiene que favorecer la pluralidad
y el desarrollo en libertad y en condiciones de igualdad.
En jornadas anteriores, en las que han sido estudiados los siste-
mas de conciertos, ya se ha mencionado la insuficiencia de la finan-
ciación que éstos plantean, al no cubrir el coste real del puesto escolar.
En numerosas ocasiones se ha planteado una revisión de los conceptos
y las cuantías económicas en que consiste dicha financiación. Por otra
parte, y tomando como base el art. 27.9 al que antes nos hemos referido,
nada impediría establecer otras formas de financiación directa y par-
cial, tal y como queda recogido en la legislación francesa. El centro com-
pletaría la financiación de su coste real mediante el pago de la diferencia
de dicho coste, que sería financiado por las familias.
Podría también contemplarse otro tipo de medidas de financia-
ción indirecta y parcial que ya han sido experimentadas en países de
nuestro entorno, tales como: 
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1) Medidas de orden fiscal, dirigidas a la deducción –total o
parcial– de los gastos escolares.
2) Subvenciones al alumno por parte de la administración
competente; es decir, lo que ha venido en llamarse sistemas de
financiar la demanda. 
3) Desarrollo de un sistema flexible de becas y créditos blandos. 
4) Subvenciones de proyectos pedagógicos y actividades
docentes diferenciadas, programas de atención a la diversidad
o al desarrollo de habilidades especiales.
No corresponde en estos momentos el desarrollo y análisis de
los diversos modelos apuntados. Tan sólo poner de manifiesto la nece-
sidad de arbitrar medidas que flexibilicen los sistemas, permitiendo
el marco en el que se desarrolla una auténtica calidad de educación:
diversidad, innovación, autonomía, capacidad de elección que cons-
tituyen la base de la igualdad de oportunidades y no de un mero igua-
litarismo.
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Perspectivas ante la financiación del
derecho a la educación en libertad
CARLOS RODRÍGUEZ BRAUN
Catedrático de Historia del Pensamiento Económico 
Universidad Complutense
Agradezco a la Fundación Europea Sociedad y Educación la invi-
tación a participar en esta mesa redonda. Debo aclarar que estoy lejos
de ser un experto en la financiación de la educación, con lo que mis
comentarios sólo serán generales, porque no tengo avales más
sólidos que el de ser economista y profesor universitario –eso sí, con
más de treinta años de experiencia–.
Los organizadores nos piden que hablemos de la financiación
del derecho a la educación en libertad. Y a mí me parece que aquí
ya hay dos extrañas contradicciones. Primero, es paradójico el tener
derecho a la libertad; y en segundo lugar, el derecho a la educación
puede chocar contra esa misma libertad. No hay idea que haya
sufrido en nuestro tiempo una mutación más acusada que la idea de
derecho; utilizando la misma palabra, estamos queriendo decir cosas
distintas. Por ejemplo, no se suele pensar que nuestras libertades son
negativas. No es apropiado afirmar que una mujer tiene derecho a
no ser violada; es una expresión rara, porque la violación es una cosa
que está mal, está claramente mal, independientemente de cualquier
derecho que quepa atribuir a nadie. La mujer no debe ser violada
porque su sexo es suyo, de su propiedad, y sólo ella decide con
quién lo relaciona. Obsérvese que el caso del aborto no es igual,
porque ahí hay otra persona y otra propiedad, que tampoco pueden
ser violadas. 
Esto quiere decir que la propiedad tiene que ver con la libertad.
Como subraya Anthony de Jasay, nuestras propiedades están prote-
gidas por reglas convencionales, que impiden el robo, el fraude, el
abuso; tienen las características de un conjunto de libertades, conec-
tadas con el uso y la disposición de la propiedad. Y, sin embargo,
en vez de hablar de la libertad, hablamos de derechos de propiedad
y de derecho a la libertad. 
No está claro que como propietarios tengamos derechos.
Podemos asumir obligaciones y crear derechos para otros; en el caso
de que alquile su propiedad, el propietario adquiere una obligación
y crea un derecho para el inquilino, que tiene ahora un derecho de
propiedad, creado porque el propietario renuncia temporalmente a
una de sus libertades, que es la del uso de su casa. Si renuncia del
todo, vende su casa, y entonces no es que cree derechos, sino que
transfiere su libertad.
Las reglas convencionales promueven la libertad, pero de Jasay
advierte que no está claro cómo la promueven las reglas que crean
leyes por mecanismos de elección colectiva, porque las primeras no
requieren la sumisión ante la voluntad de los demás para ser creadas.
La creación de reglas convencionales surge por convención, de
modo muy parecido a como surgen las soluciones de equilibrio en
teoría de juegos, donde cada jugador escoge el movimiento que más
le conviene, dados los movimientos anticipados de los demás juga-
dores. La única justificación para interferir en las elecciones indivi-
duales es el daño que podrían causar a otros. Sin embargo, la
indefinición de daño es grande y creciente, y al final se desarrolla
una cultura del victimismo, alimentada por los intereses de algunos
abogados –pero no quiero meterme aquí con profesión alguna–, y
todos los demás interesados en cobrar por lo que se llaman viola-
ciones de derechos. Al final todo es daño: no ayudar a alguien es
dañarlo; la desigualdad indica que estamos dañando a alguien; ir por
la vida normalmente, sin entregar nuestros bienes o acceder a que
nos los quite el poder político para entregarlos a los menos afortu-
nados, es para algunas personas una violación del principio del
daño. 
De ahí se pasa a la jerarquía de las libertades. No son todas idén-
ticas, no es igual la libertad de comer helados de muchos sabores
que la libertad de prensa. Tras este truco se transforman algunas liber-
tades en pseudoderechos, y otras libertades son relegadas al limbo.
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No estoy hablando de tendencias políticas concretas. Basta mirar, por
ejemplo, en nuestra Constitución, para ver que no hay defensa de
la propiedad privada. Lo que hay es exigencia de que la propiedad
privada sea administrada por el poder político, para cumplir su fun-
ción social. 
Se observa la diferencia entre los derechos de los que se
hablaba en el siglo XVIII y los del siglo XX, con sus Constituciones,
Declaraciones de Derechos Humanos y Organizaciones Internacio-
nales, dedicadas a elevados principios, pero sin capacidad para
imponerlos. En nuestro tiempo se supone que las personas deben poder
hacer algunas cosas como expresar sus opiniones, y que existen
otras que no les pueden suceder, como por ejemplo carecer de
vivienda o de educación. Algunas de estas cosas son libertades,
pero no tiene sentido que la gente tenga derecho a ser lo que es libre
de hacer, o derecho a que no se le hagan cosas que están mal. Por
eso, hablar del derecho a la libertad es impreciso porque, como dice
de Jasay, insidiosamente estamos persuadiendo a nuestros interlo-
cutores, no precavidos, de que la libertad es algo para lo cual nece-
sitamos tener un derecho. En mi opinión, esta consideración, como se
ve, está lejos de ser una mera abstracción en –entre otros– el derecho
a la educación.
Los derechos humanos han cambiado profundamente, de modo
tal que cuando hablamos de derecho a la educación nunca habla-
mos del derecho que tenemos a que nuestros hijos reciban la edu-
cación que los padres elegimos y pagamos libremente. El llamado
derecho a la educación es otra cosa muy distinta, es un extraño
derecho, mediante el cual las Administraciones públicas educan a
nuestros hijos o regulan la educación de nuestros hijos como mejor
les parece a ellas, y nos cobran menos de lo que dicha educación
en realidad cuesta. 
Aquí la libertad no aparece por ninguna parte; es la política la
que escoge cómo educarnos, y es la política la que obliga a otras per-
sonas a pagar la diferencia entre lo que la educación cuesta y lo que
vale. Así son todos los derechos sociales. El derecho a la vivienda,
por ejemplo, no es el derecho a tener una vivienda si la pagamos:
ése es el viejo derecho o, más bien, la vieja libertad de contratar, de
comprar y vender; el llamado derecho a la vivienda, en cambio, es
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el derecho que yo tengo, en determinadas condiciones, a tener una vivien-
da y a no pagarla o a no pagar todo su coste, es decir, es el derecho a
obligar a otro a que pague.
Se dirá que aún hay libertad porque podemos enviar a nuestros
hijos a colegios privados, o a esta cosa rara que se llama colegios con-
certados. Ello es cuestionable: primero, porque la educación sigue
siendo obligatoria en cualquier caso –algo diré después sobre esto–;
y segundo, porque, aunque acudamos a colegios privados, siempre
deberemos seguir pagando la educación pública con nuestros
impuestos. La libre elección de la educación privada, por tanto,
como la de todos los demás servicios sociales, es castigada con un
doble pago. Ésta es la limitada realidad en la que nos desenvolvemos.
La idea de que la política nos debe obligar a educarnos es anti-
gua, al revés de lo que se suele pensar. Hoy es frecuente aducir que la
educación tiene que ser pública porque –como diríamos los economistas–
hay fallos del mercado o externalidades. Es menos conocido que, desde
hace un siglo y medio, los economistas han planteado argumentos para
justificar la obligatoriedad de la educación El economista más famoso
al respecto es John Stuart Mill. Él expuso en 1848 un argumento que
los economistas ahora llamaríamos de información asimétrica. Según
Stuart Mill, la educación es algo que no pueden apreciar las personas
que no están educadas. Como los padres no educados no apreciarán el
valor de la educación para sus hijos, hay que obligarles a que los chicos
sean educados. A esta noción de información asimétrica se suman otras:
la educación es buena para la sociedad, derrama sus efectos a través
de externalidades positivas, responde a un fallo del mercado. La con-
clusión es que, si dejamos libre a la gente, la demanda va a ser inade-
cuada porque la gente es ignorante. 
Por asombroso que parezca, éste es un argumento que se
mantiene con éxito hasta hoy, puesto que en todos los países la edu-
cación es obligatoria. Sin embargo, cabe preguntarse el por qué de
obligarme a educar a mis hijos. Las razones no son muy distintas a
las propuestas por Stuart Mill. Lo que late en el fondo es un pater-
nalismo que obedece a una desdeñosa consideración de la persona
a la que hay que obligar, dada su torpeza, a hacer cosas buenas. Sirva
de refutación España, que registró un proceso de empobrecimiento
brutal seguido de un notable enriquecimiento a partir de la década
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de los 60: en nuestro país, como en todo el mundo, innumerables
personas pobres supieron apreciar el valor de la educación, aun care-
ciendo de ella. A menudo, hechos como éste resultan ignorados y
se considera como un mérito de los poderes públicos el que nos
impongan la educación obligatoria, o aumenten la edad de perma-
nencia en el sistema.
La idea que subyace es que el Estado sabe de verdad lo que hay
que hacer. Si el Estado monta un sistema de educación, se alega que
lo hace para garantizar que el niño pobre que vive en la montaña
no carezca de ella. Éste es un viejo argumento intervencionista por
el cual el Estado, con el truco de que va a educar al marginado, monta
una fabulosa burocracia para cuidarnos a todos y para regularlo todo. 
Y yo creo que de ahí vienen las otras discusiones, en las que
ahora no puedo entrar, pero que son importantes, como los conflictos
entre Estado e Iglesia. La Iglesia Católica y su antigua y extensa
acción educativa desmienten la usual engañifa según la cual nece-
sitamos que el Estado nos eduque y nos quite a la fuerza el dinero
para ello, porque, si no lo hace, entonces no habría educación, o sólo
la disfrutarían los ricos. 
Sobre esta idea me voy a detener brevemente, con la advertencia
de que me produce alguna duda. Cuando discutimos sobre la eficiencia
del gasto en educación, es posible que estemos alimentando el
intervencionismo, es decir, que estemos pidiéndole al Estado que gaste
más. Frédéric Bastiat, un vasco–francés del siglo XIX, decía a este
propósito: “El Estado es la gran ficción, mediante la cual todo el
mundo quiere vivir a costa de todo el mundo”. Al tener el Estado el
poder de quitarte el dinero, recibe incesantes demandas de gentes que
quieren recuperarlo, porque la lógica, una vez que el Estado está ahí,
es utilizarlo en beneficio propio. Pero esto comporta necesaria-
mente una mayor coacción sobre el conjunto de la sociedad.
En este juego, el Estado se defiende declarando que hace cosas
por los demás y que, si no puede hacer más, es porque la sociedad,
superado un cierto umbral, empieza a resistirse. Como todo lo que
posee el Estado se lo ha quitado antes al pueblo, hay que tener cui-
dado de que la consigna de pedir que se gaste mejor en educación
no se reduzca, como suele hacerse, simplemente a pedirle al Estado
que gaste más, porque no está nada claro que sea ésta la solución. 
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No es evidente que no se puedan resolver los problemas de finan-
ciación ahorrando costes; por ejemplo, desfuncionarizando a los pro-
fesores. El sistema es cuestionable. Una buena parte de los profesores
tenemos el empleo asegurado para toda la vida; y no se reconoce
el trabajo bien hecho, da lo mismo que alguien dé las clases bien o
mal –aunque algún reconocimiento hay al esfuerzo en los tramos de
investigación–. Pero sospecho que el esquema de retribución del pro-
fesorado sería muy distinto si mañana de pronto se privatizara todo
y la gente empezara a demandar educación según sus necesidades
y sus recursos. Lo que probablemente habría en ese caso sería un
amplio abanico en el que los buenos profesores e investigadores esta-
rían mejor pagados que los demás.
Termino con una advertencia. El énfasis en el conocimiento, iden-
tificado con más gasto forzado en I+D+i –con el tiempo inventarán
alguna otra letra–, responde a la idea de fondo de que las cosas fun-
cionan mal en libertad y necesitamos que venga el poder político para
arreglarlo. Yo sería cauteloso a la hora de pretender que estos pro-
blemas, que son profundos y generan toda suerte de distorsiones,
se pueden resolver mediante la intervención. Cuando oigo este
mensaje, una y otra vez, me acuerdo de Ortega, que decía: “no hay
que pedir el retorno de lo que fue la causa del trastorno”. 
Muchas gracias.
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“Si crees que la educación es cara, no veas la ignorancia” 
DEREK BOK 
Ex–presidente de la Universidad de Harvard 
1. INTRODUCCIÓN 
El ejercicio del derecho a la educación por los ciudadanos de
un país requiere de algo más que de la promulgación de normas y
de la voluntad de aprender de su población. Requiere de recursos,
es decir, de presupuestos que se ofrezcan continuados, ciertos y cre-
cientes para poder extender en cantidad y calidad el derecho de la
educación. 
En una sociedad cada vez más globalizada, donde el conocimiento
y la difusión científicotecnológica aparecen como las variables estra-
tégicas que propician el desarrollo social y económico de una deter-
minada comunidad, la educación debe ser considerada, a la vez
que un derecho, una obligación que los ciudadanos tienen para
consigo mismos y para con el conjunto de la sociedad. 
La tradicional función de producción que identificaba el cre-
cimiento económico de una sociedad atendiendo a la disponibilidad
en el territorio de los llamados recursos naturales, referenciados
bajo la denominación de “factor tierra”, hace ya bastantes años que
ha cedido la primacía al factor recursos humanos y, particularmen-
te, al llamado “capital humano”1, que consiste en invertir en forma-
ción para mejorar la productividad del conjunto de la población activa
de una sociedad. La capitalización de la población mediante el con-
tinuado proceso de formación es garantía de presente y de futuro,
dado que el resultado que puede obtenerse del “conocimiento” no
presenta problemas de agotamiento –como le ocurre a otros facto-
res productivos–, ni de almacenamiento y, menos aún, de rivalidad
o exclusión. 
En términos bursátiles podría afirmarse que la educación es un
valor seguro y, en consecuencia, la inversión en educación es ren-
table para la sociedad que apuesta por este valor y para la persona
que decide invertir su tiempo y canalizar sus esfuerzos en acumu-
lar formación2. Igualmente, está probado que la inversión en edu-
cación facilita el desarrollo económico de una sociedad y puede
observarse cómo el gasto en educación diferencia y estratifica a los
países por nivel de desarrollo y, a la vez, evidencia el dinamismo con
el que cada país avanza en la senda del desarrollo sostenible. En este
sentido, el comentario del Rector Derek BOK3 al señalar lo caro
que es la educación y lo barato que en el tiempo resulta, es, sin duda,
una aseveración probada reiteradamente. 
2. LA EDUCACIÓN UNIVERSITARIA EN ESPAÑA. DEMANDA Y PROVISIÓN 
Está ampliamente aceptado y reconocido el enorme esfuerzo que
en materia de política educativa ha realizado la sociedad española
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1 El término “capital humano” es el eje central del modelo de crecimiento que el eco-
nomista Gary S. BECKER desarrolló en la década de los sesenta y que fue reconoci-
do en el año 1992 con el Premio Nobel de las Ciencias Económicas. 
2 Sobre la rentabilidad de la inversión en educación puede consultarse, entre otros,
el reciente trabajo del profesor Ángel de la FUENTE (2004), donde se señala que en
todos los países de la Unión Europea los rendimientos del capital humano, que sitúa
en la horquilla del 8,3% al 11,5%, son superiores a los que reportan el capital físico.
3 Cita referenciada por Jesús M. DE MIGUEL (2003), pág. 34.
en los últimos veinticinco años, es decir, el último periodo demo-
crático de la vida política española. Esfuerzo que ha alcanzado unos
logros destacados tanto en la extensión de la vida escolar de los ciu-
dadanos como en la universalización y/o generalización que, según
los niveles educativos, se ha producido para el conjunto de la pobla-
ción española. 
En materia de enseñanza universitaria, la población escolar
española se ha multiplicado por más de cinco en el referido periodo
de tiempo, llegando en el curso académico 2002/2003 a superar la
cifra de 1.475.000 estudiantes matriculados en el conjunto de las uni-
versidades públicas y privadas españolas. Este importante creci-
miento de la población escolar universitaria adquiere mayor relevancia
si tenemos en consideración el punto de partida que en la fecha de
referencia, mediados de la década de los ’70, ofrecía España en
relación con los países desarrollados a nivel mundial y de Europa.
Así, mientras que España situaba en estos años su tasa de escolaridad
próxima al 10 por 100, los países que integran el grupo de los deno-
minados desarrollados alcanzaban unas tasas de escolaridad del 26 y
15 por 100 según que consideremos el ámbito mundial o el europeo.
Más recientemente, en el curso académico 1996/1997, la UNESCO situa-
ba estas tasas en el 51, 52 y 43 por 100 para España, el conjunto de
los países desarrollados a nivel mundial y a nivel europeo, respecti-
vamente. 
Actualmente, primeros años del siglo XXI, España, al igual que
sucede en la práctica totalidad de los países desarrollados, presenta
un perfil en su matrícula universitaria que se caracteriza por man-
tener una suave caída en la evolución de la cifra global de matricu-
laciones, resultado de una persistente regresión en las matrículas de
nuevos ingresos que se ve parcialmente compensada por la obser-
vancia de un alargamiento del periodo medio de permanencia de los
estudiantes en los centros universitarios. 
El ejercicio del derecho a la enseñanza universitaria por la socie-
dad española, hasta alcanzar una de las tasas de escolaridad más ele-
vadas del mundo, pudiéndose hablar cada vez más de universalización
de la educación superior frente al carácter claramente elitista que
venía identificando a este nivel formativo, ha supuesto importantes y
valiosos cambios tanto para la población que ha accedido a esta formación
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como para el conjunto de la sociedad española y, también, para las ins-
tituciones que desde hace más de cinco siglos tenían el monopolio de
la provisión de estos servicios educativos. 
En efecto, las pautas democratizadoras que fueron progresiva-
mente impregnando la vida política y social de los españoles, favo-
reció, desde un primer momento, la extensión del sistema universitario
que, a través de un proceso de descentralización políticoadminis-
trativo, ha ido conformando un total de diecisiete estructuras uni-
versitarias de carácter público y, paralelamente, un continuo
nacimiento de universidades de carácter privado que se han ido loca-
lizando mayoritariamente en las ciudades de Madrid y Barcelona4. 
En cierto modo podríamos señalar, siguiendo las teorías del eco-
nomista francés Jean Baptiste SAY (1767-1832), que el crecimiento
y la extensión de la oferta universitaria que se ha producido en
estas últimas tres décadas en España ha favorecido e impulsado el
significativo aumento que ha venido registrando la demanda uni-
versitaria en nuestro país. Igualmente, podríamos explicar el men-
cionado cambio en este nivel formativo desde la perspectiva de la
utilidad (beneficios directos y sociales) que los usuarios de estos ser-
vicios educativos encuentran una vez que han logrado superar los
estudios y disponen de la correspondiente acreditación. Sin duda,
ha sido la conjunción de ambas actuaciones la que ha posibilitado que
se produzca este trascendental cambio en la sociedad y en el sistema
universitario español. 
Así, cabe resaltar como factores impulsores de la demanda uni-
versitaria española, entre otros, los siguientes: 
– La mayor tasa de empleabilidad que vienen manteniendo los titu-
lados universitarios frente a la población activa no universitaria. 
– La mayor facilidad de adaptación que manifiestan los titulados
universitarios para la permanencia en el mercado laboral. 
– Los mayores niveles retributivos que perciben los titulados uni-
versitarios por el desarrollo de su actividad laboral. 
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4 Del total de las dieciocho universidades privadas, seis y tres desarrollan sus activi-
dades en las áreas metropolitanas de las ciudades de Madrid y Barcelona, respecti-
vamente. 
– El reducido coste de oportunidad que en el transcurso de estos
años ha venido soportando la población española en el momen-
to de incorporarse a la universidad o al mercado laboral, dada la
elevada tasa de desempleo y precariedad que se ha venido regis-
trando para estas cohortes de población. 
– La destacada presencia de la mujer en la población estudiantil
universitaria, hasta superar, tanto en matriculaciones como en
nuevos ingresos, a la población universitaria masculina. 
– El reducido precio que han de pagar las familias de los estudian-
tes universitarios en concepto de matrícula por los estudios uni-
versitarios, lo que ha favorecido la progresiva incorporación a la
universidad de los hijos de familias de rentas medias y, poste-
riormente, de las familias de rentas más bajas. 
– El continuo desarrollo de la oferta universitaria pública mediante
una deslocalización de los tradicionales centros universitarios,
buscando aproximar las enseñanzas universitarias a los núcleos
de población que concentren más de 50.000 habitantes. 
En suma, todos estos comportamientos han dado como resul-
tado una democratización de la educación universitaria en nuestro
país y, a su vez, han ido progresivamente permitiendo ejercer a la
población española en edad escolar universitaria el derecho de
acceder a los estudios superiores. 
Numéricamente el derecho a la educación universitaria se
concreta, para el curso 2002/2003 en el caso de las universidades
públicas, y curso 2001/2002 para las universidades privadas, en una
matrícula de nuevos ingresos de 318.021 estudiantes que cursan ense-
ñanzas de Humanidades un total de 31.475 alumnos (9,90%), Sociales
y Jurídicas 158.582 alumnos (49,86%), Experimentales 19.348 alum-
nos (6,08%), Salud 26.611 alumnos (8,37%) y Técnicas 82.005 alumnos
(25,79%); siendo el total de la matrícula de titulaciones de ciclo
corto de 147.078 estudiantes (46,25%) y de 170.943 (53,75%) los alum-
nos que cursan titulaciones de ciclo largo. En cuanto al carácter del
centro donde cursan estudios estos alumnos, un total de 278.969
(87,72%) están matriculados en los centros oficiales de las universidades
públicas españolas, 18.120 (5,70%) de los alumnos se han incorpo-
rado a centros adscritos de las universidades públicas y el resto, 20.932
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(6,58%) estudiantes, optaron por matricularse en centros de uni-
versidades privadas. 
El sexo de los estudiantes que se incorporaron a los centros ofi-
ciales y adscritos de las universidades públicas españolas en el curso
2002/2003, fue, al igual que en años anteriores, mayoritariamente
femenino (54,23%) y el restante 45,77 por 100 correspondió a estu-
diantes de sexo masculino. 
El total de estudiantes matriculados en los diferentes centros uni-
versitarios aparece reflejado en el cuadro nº 2, que registra una
estructura de matrícula bastante coincidente con los rasgos que
definen a los alumnos de nuevo ingreso en nuestras universidades
(véase cuadro nº 1) y que se caracteriza por una muy mayoritaria
demanda universitaria formalizada en centros de carácter público
(87,67%), sean éstos oficiales o adscritos, frente a la estrechez que
manifiesta la matrícula realizada en centros de carácter privado
(12,33%), pertenezcan éstos a universidades privadas (8,17%) o
estén adscritos a universidades públicas (4,16%). Igualmente, se
observa una clara preferencia de los estudiantes universitarios hacia
las titulaciones de ciclo largo (61,53%) frente a los estudios de ciclo
corto, diplomaturas e ingenierías técnicas (38,47%), que sólo se ve
alterada por la matrícula que se concreta en los centros adscritos a
las universidades públicas, donde las preferencias de los alumnos
se dirigen a los estudios de ciclo corto (76,12%). 
La orientación temática de la demanda universitaria ofrece,
tanto en el total de la matrícula como en los nuevos ingresos, una
notable inclinación hacia los estudios correspondientes al ámbito de
las ciencias sociales y jurídicas (48,62%), seguidas, a considerable
distancia, de las matrículas pertenecientes al conjunto de las titula-
ciones técnicas (25,85%), y quedando el resto de los alumnos
(25,52%) cursando enseñanzas de humanidades (9,90%), experi-
mentales (7,93%) y salud (7,69%). 
Llegados aquí, podíamos preguntarnos acerca de la idoneidad
que la actual demanda universitaria ofrece para satisfacer las nece-
sidades de profesionales que las sociedades avanzadas, como es la
española, reclaman para poder competir en una economía cada día
más global y en una sociedad cada vez más beligerante por conservar
y aumentar su propio bienestar. También, podíamos interrogarnos
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acerca de la capacidad de elección que en su momento tuvieron y
tienen los estudiantes que año tras año acuden a nuestras aulas. 
Sin ánimo de ser exhaustivo, considero que algunas respues-
tas a estas preguntas las podemos encontrar observando el com-
portamiento seguido por la otra cara de la moneda, es decir, la
oferta universitaria. Otras respuestas, complementarias, podrán ser
identificadas cuando más adelante abordemos las cuestiones rela-
cionadas directamente con la financiación de la enseñanza univer-
sitaria. 
Actualmente en España hay un total de 66 universidades, 48
de ámbito público y 18 privadas que, en los cursos académicos que
estamos considerando, ofertaron un total de 2.856 titulaciones,
excluidas las ofertas de las dos universidades no presenciales, UNED
y UOC. 
El tamaño y la estructura de la oferta universitaria española es
el resultado de un conjunto de actuaciones de carácter normativo,
unas, y de índole político–institucional, otras. Las referencias que han
marcado la evolución de la oferta son, de una parte, la proximidad
de los centros a los núcleos de población que se ha visto atendida
con la creación de nuevas instituciones, básicamente de carácter
público, y, a la hora de dar contenido a estas actuaciones, se ha
venido utilizado la combinación de los intereses manifestados por
la sociedad, atendiendo, entre otras, a las señales emitidas por el mer-
cado laboral, y, a su vez, los intereses de los proveedores del servi-
cio que, en ocasiones, se han podido manifiestar distantes y rivales
a las exigencias planteadas por la sociedad, al menos por lo que se
refiere a las instituciones de carácter público. 
El monopolio con el que tradicionalmente han venido operando
en España las universidades públicas para la provisión del servicio de
la educación superior, salvo contadas excepciones, ha propiciado
que la diversificación y extensión de la oferta de enseñanza supe-
rior responda más a un modelo tipo “muñecas rusas”, es decir, cons-
tituyendo universidades que vocacionalmente son una imagen a
escala reducida de la universidad matriz, que a modelos de comple-
mentariedad y especialización que permiten disponer de un sistema
universitario donde la competencia y la eficacia pueden ser ejerci-
das y evaluadas con mayor facilidad. 
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La voluntad de los responsables del gobierno de las universi-
dades, sin excepción para el grupo de las universidades públicas,
de procurar dar cumplimiento al conjunto de las funciones asigna-
das por ley a estas instituciones, determina su carácter uniforme como
organizaciones educativas e investigadoras frente a modelos donde
esta doble funcionalidad queda reservada a un reducido y selecto
grupo de instituciones y mayoritariamente se produce la diversifi-
cación funcional entre las restantes organizaciones5. 
Todas estas observaciones las formulo porque considero que
tienen una destacada importancia para pronunciarse acerca del ejer-
cicio del derecho a la educación y del principio de autonomía que
para las universidades consagra el artículo 27 de la Constitución espa-
ñola. Igualmente, considero que derechos sin suficiencia financie-
ra no dejan de ser una proclamación de voluntades y de aquí que,
en nuestro caso, resulte tan necesario aproximarse al comporta-
miento financiero que se observa para la educación universitaria en
España. 
3. LA FINANCIACIÓN, VARIABLE ESTRATÉGICA DEL DERECHO A LA EDU-
CACIÓN SUPERIOR
El amplio y acelerado desarrollo que se ha observado en Espa-
ña en el ámbito de la educación superior ha sido posible, obviamente,
por la incorporación de cantidades muy significativas de recursos finan-
cieros, aunque, sin embargo, han sido inferiores a los esfuerzos rea-
lizados para poder adaptar las instituciones a las continuas presiones
de las demandas sociales. Al final, el resultado no puede ser otro que
la presencia de una insuficiencia crónica de financiación para aten-
der, en términos de igualdad con los países de nuestro entorno, las
necesidades que se derivan de la provisión del servicio público de
la enseñanza superior y, además, las obligaciones que se generan por
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5 Según recoge Jesús de MIGUEL (2003), pág. 45, la Fundación Carnegie considera
que en Estados Unidos las universidades que desarrollan investigación científica
avanzada no llegan a representar el 2 por 100 de las instituciones de educación supe-
rior que operan en el país, es decir, algo más de 60 instituciones.
el desarrollo de las actividades investigadoras que se residencian, cada
vez con mayor intensidad, en el seno de las universidades. 
La provisión del servicio de la educación superior, en cuanto que
bien social por los efectos positivos que de su prestación se deriva
para el conjunto de la sociedad (efecto rebosamiento y presencia de
economías externas, entre otras), demanda de una financiación con
claro predominio público que debe garantizar en condiciones de
igualdad el acceso de todas aquellas personas que manifiesten capa-
cidad intelectual para continuar desarrollando su proceso forma-
tivo. 
En España, al igual que sucede en la mayoría de los países
desarrollados, el sistema de financiación que se viene aplicando para
facilitar el derecho a la educación superior responde a un modelo
que identifica, previamente, al proveedor y, posteriormente, esta-
blece las contribuciones financieras directas de los usuarios de los
servicios educativos. Así, como ha quedado evidenciado por los
datos aportados en el anterior epígrafe, el modelo de provisión de
la educación superior en España se ha venido manifestando muy mayo-
ritariamente público y, en consecuencia, de esta opción se ha deri-
vado una financiación que se viene canalizando fundamentalmente
a favor de las instituciones públicas que prestan estos servicios. La
aportación financiera que deben realizar los usuarios de los servi-
cios educativos que optan por acudir a las universidades públicas
tiene un carácter más bien simbólico y, además, se manifiesta clara-
mente descendente, si bien aún se encuentra situada en valores que
comparativamente resultan ser mayores a los que se aplican en la
mayoría de los países de la antigua Europa de los quince. 
La apuesta por un modelo universitario como el que tenemos
en España, no puede afirmarse que haya sido el resultado de una
improvisación, sino que, muy al contrario, es fruto de una política
que ha ido progresivamente adaptando las estructuras universitarias,
algunas de ellas centenarias, a las continuas y crecientes demandas
de servicios que de ellas viene realizando la sociedad española. 
Las reservas que personalmente tengo en lo concerniente a la
financiación de las actividades universitarias y, específicamente, en
lo tocante a la enseñanza superior, se concretan en los siguientes
puntos: 
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1.–En el marco de la relación binaria suficiencia–equidad
financiera, las debilidades que ofrecen los actuales mecanismos de
financiación que se vienen aplicando en los diecisiete sistemas uni-
versitarios públicos, se encuadran, de una parte, en la estrechez de
las aportaciones públicas que, en un contexto cada vez más global
y abierto como el que promueve el “espacio europeo de la edu-
cación superior”, coloca a nuestras instituciones y a nuestros
titulados en situación de desventaja para la concurrencia y com-
petencia que cada vez es más notoria en los ámbitos que son de
su referencia. 
Igualmente, considero una debilidad la falta de transparencia
y objetividad con la que mayoritariamente se asigna la financiación
pública a las instituciones que legal y formalmente tienen la res-
ponsabilidad de prestar idénticas funciones y para las que no dis-
ponen de idénticos recursos. La iniquidad institucional que se
observa en la financiación pública destinada a atender las necesidades
de los servicios universitarios se manifiesta doblemente al darse, en
primer lugar, en la desigual participación que tienen las diferentes
Comunidades Autónomas en los ingresos que la Administración
Central transfiere en concepto de pago por servicios universitarios6
y, posteriormente, en la asignación financiera que se produce desde
las administraciones educativas de las Comunidades Autónomas a
las propias instituciones universitarias. 
En ambos casos, es necesario disponer de mecanismos de finan-
ciación que, garantizando una suficiencia relativa, introduzcan un
elevado grado de transparencia y objetividad en los recursos que se
asignan a cada institución que, en todo momento, deben identificar
las especifidades y los resultados que presentan las diferentes uni-
versidades en las funciones productivas que les son financiadas
(véanse los cuadros nº 4 y 5). 
En este mismo marco de referencia, observando el comportamiento
financiero que viene manteniéndose con los usuarios directos del servi-
cio de la educación superior, es destacable, de un lado, el progre-
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6 Existe muy poca literatura que evalúe estas transferencias desde la Administración
Central a las Comunidades Autónomas; entre lo que conozco es recomendable el tra-
bajo del profesor José RUBIO GUERRERO (2003).
sivo y continuado descenso que en el conjunto de la financiación
neta institucional representan los ingresos procedentes de las matrí-
culas de los estudiantes de titulaciones oficiales de primer y segundo
ciclo (véase cuadro nº 6), que alcanzan para el año 2.002 sólo el 8,77
por ciento en concepto de pago directo del alumnado. 
En esta dirección, considero que el acceso a la enseñanza
universitaria no encuentra dificultad digna de ser reseñada aten-
diendo a las obligaciones que se derivan de la formalización de la
matrícula. Por el contrario, participo de la práctica de elevar los
precios de las segundas y terceras matrículas hasta aproximarlos
a los costes de prestación del servicio (véase cuadro nº 7). Dife-
rente resulta para el ejercicio del derecho a la educación univer-
sitaria los gastos indirectos que los estudiantes y sus familias
tienen que realizar durante los años que dura su proceso forma-
tivo7. Gastos que alcanzan importes destacables cuando el estudiante
se ve en la obligación de dejar la residencia familiar para poder con-
tinuar sus estudios, o cuando, además, por motivos de carácter aca-
démico el estudiante sólo encuentra la opción, para satisfacer su
demanda universitaria, de poder acceder a centros universitarios
privados que no disponen de subvención pública para la presta-
ción de los servicios educativos y, en consecuencia, deben ser aten-
didos en su totalidad por los usuarios. 
En estas últimas circunstancias, la capacidad económica del
estudiante, que generalmente depende de su familia, es determinante
para poder plantearse materializar con libertad el derecho a la
enseñanza superior, dado que, al volcarse los esfuerzos financieros
públicos sobre las instituciones públicas que prestan el servicio, la
administración educativa ha debilitado en exceso los programas de
ayudas y/o préstamos que pueden eliminar o, al menos, reducir los
efectos negativos que se derivan para el potencial estudiante al no
disponer éste de suficiencia financiera (véase cuadro nº 8). 
La financiación al usuario de la educación universitaria requie-
re de importantes y continuadas aportaciones financieras que, por
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7 Un interesante trabajo sobre la cuantía y estructura de estos gastos puede verse en
Gérard LASSIBILLE, Oscar MARCENARO y Lucía NAVARRO GÓMEZ (2003).
la vía de las becas y los préstamos, corrijan las desigualdades que
dificultan, e incluso impiden, el acceso a la enseñanza superior. En
una referencia de máximos, la financiación al usuario puede llegar
a ser por la totalidad de los costes de recepción del servicio, tanto
los directos derivados de la provisión del servicio, como los indirectos
que pueden resultar necesarios para poder ejercitar el derecho y, a
la vez, no mermar la capacidad financiera de la unidad familiar por
las rentas que el estudiante no genera en el periodo temporal en que
se desarrolla su formación. 
2.–Una segunda línea de actuación en el ámbito de la financiación
de la enseñanza universitaria está directamente relacionada con el
binomio suficiencia y eficiencia. En esta dirección, las debilidades
están menos objetivadas y, a la vez, cuentan con un estimable nivel
de opacidad que, con frecuencia, hace difícil conocer su propia
existencia. 
Así, es una clara debilidad el acusado amateurismo con en el que,
en ocasiones, se gestionan las instituciones universitarias públicas,
que son organizaciones complejas y en las que intervienen multi-
plicidad de factores que inciden en sus resultados productivos y finan-
cieros. En esta línea de identificar suficiencia con eficacia, es decir,
recursos con resultados, conviene definir los objetivos que para
cada actividad universitaria –enseñanza de grado, enseñanza de
postgrado, investigación básica, investigación aplicada, extensión cul-
tural, etc–, se plantea cada institución al objeto de cifrar los recursos
que requiere su correspondiente provisión8. 
La multifuncionalidad que presentan las instituciones universitarias
no puede, ni debe, ser atendida financieramente considerando
exclusivamente el comportamiento de la demanda de enseñanza supe-
rior de grado, que es básicamente lo que viene ocurriendo en
España. Los sistemas de financiación deben permitir diferenciar por
actividades productivas y discriminar por logros alcanzados, dado
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8 En las memorias anuales de liquidación presupuestaria son escasas las universida-
des que plantean, ejecutan y rinden sus presupuestos atendiendo a su diversidad fun-
cional, y puede afirmarse que, por salvar la regla, excepcionalmente se dispone de
información de varias instituciones que relacionan recursos con resultados. 
que el grado de vocación que cada institución manifiesta por cada
actividad en modo alguno puede afirmarse que sea homogéneo; con
lo que de persistir la ambigüedad en la determinación de los obje-
tivos se abunda, igualmente, en la ineficacia institucional y, a la
vez, puede llegar a cuestionarse la insuficiencia financiera que reite-
radamente se viene argumentando desde dentro y fuera de las orga-
nizaciones universitarias. 
Un ejemplo de lo que acaba de apuntarse podemos encontrarlo,
aunque difícilmente analizarlo por su escasez informativa, en el
comportamiento académico de los estudiantes universitarios. En
efecto, como ha quedado dicho, las necesidades financieras se vie-
nen determinando, a veces improvisando, atendiendo a la matrícula
numérica de estudiantes de grado, siendo prácticamente nulas las
referencias que para fijar la financiación consideran el avance aca-
démico y/o el resultado académico de los estudiantes. Podría afir-
marse que el objetivo que justifica las necesidades de financiación
es la existencia de la demanda de enseñanza superior, sin que el grado
de satisfacción a esa demanda tenga relación alguna con el nivel de
necesidades financieras. 
En otros países de nuestro entorno estos planteamientos de
financiación pública han sido, o están siendo, abandonados o recon-
siderados, procediéndose a incorporar variables que reflejan el pro-
ceso y el resultado académico para asignar con eficacia los recursos
que requiere el desempeño de estas actividades. En esta línea argu-
mental, resulta, en mi opinión, coherente la actualización al alza de
los precios públicos que han de pagar los estudiantes universitarios
por las segundas, terceras o sucesivas matrículas, puesto que su
ineficiencia, en algunos casos ajena a sus propios esfuerzos y capa-
cidades, no debe ser premiada con fondos de carácter público. 
En conclusión, entiendo el derecho a la educación superior
como un valor de la sociedad y considero que el abuso del derecho
por la ineficacia institucional y/o del estudiante debe y puede ser
evitado, o, al menos, no favorecido. La financiación constituye para
éste y otros objetivos una variable estratégica que, en el contexto de
la educación superior, puede y debe ser más exigente, máxime si
tenemos en cuenta que su acceso, aunque amplio, en modo alguno
es universal y, por el contrario, resulta muy elevada la aportación finan-
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ciera pública que tiene su origen en los impuestos que pagamos
todos los contribuyentes. 
Igualmente, considero que el modelo de oferta universitaria
pública en su extensión y dispersión geográfica ha resultado ser un
elemento motivador de la demanda para amplios colectivos de la pobla-
ción española que tradicionalmente habían encontrado barreras
insalvables para poder acceder a este nivel superior de la educación
y, consecuentemente, ejercitar su derecho a la educación. En este
sentido, estoy convencido que el carácter mayoritariamente públi-
co de la financiación universitaria ha resultado ser determinante
para que se produzca la generalización del acceso a la enseñanza
superior. 
Por todo lo expuesto, participo de la opinión de que las luces
de la política de la enseñanza universitaria seguida en España, en
estos años de reencuentro con la democracia, son más intensas que
las sombras que puedan aún estar presentes en nuestra realidad y
que constituyen los retos del futuro más inmediato.
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5. ANEXO ESTADÍSTICO 
Cuadro nº 1. Matrícula numérica de los alumnos de nuevo ingreso en primer
curso en Universidades Públicas (Curso Académico 2002/2003) y Universidades Pri-
vadas (Curso Académico 2001/2002), clasificados por rama de enseñanza y ciclo.
Cuadro nº 2. Matrícula numérica de los alumnos de 1er y 2º ciclo en Univer-
sidades Públicas (Curso Académico 2002/2003) y Universidades Privadas (Curso Aca-
démico 2001/2002), clasificados por rama de enseñanza y ciclo.
Cuadro nº 3. Estructura de la oferta de titulaciones oficiales impartidas en Uni-
versidades Públicas (Curso Académico 2002/2003) y Universidades Privadas (Curso
Académico 2001/2002), clasificada por rama de enseñanza y ciclo.
Cuadro nº 4. OCDE - Gastos en Educación Superior en % del PIB.
Cuadro nº 5. Detalle por Comunidades Autónomas del total del gasto por estu-
diante, total transferencias corrientes por estudiante y renta per cápita (en euros).
Año 2002.
Cuadro nº 6. Evolución del origen y aplicación de la financiación neta de las
Universidades públicas presenciales de España. Años 1996, 1998, 2000 y 2002.
Cuadro nº 7. Detalle por Comunidades Autónomas del precio público apli-
cado por crédito docente a las titulaciones oficiales impartidas en centros oficia-
les, según opción  de matrícula, rama de enseñanza. Curso Académico 2002-2003.
Cuadro nº 8. Evolución de las magnitudes básicas del comportamiento de las
ayudas al estudio del M.E.C.D. a los estudiantes universitarios de las Universida-
des Públicas presenciales. Años 1996 a 2003.
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Docentes, Catedráticos, Ponentes, amigos, señoras y señores, 
En primer lugar, es de justicia felicitar a los organizadores, a los
ponentes y a los asistentes a este curso, que yo creo han cumplido
ampliamente sus objetivos. Los temas que aquí se han tratado están
hoy en el debate de nuestra sociedad abierta, participativa, solida-
ria, y creo que, desde posiciones distintas, hemos avanzado todos
en el conocimiento y en los retos que la educación nos plantea en
el siglo XXI. Era un debate necesario en el que los ponentes han bri-
llado con un nivel extraordinario; por eso yo quiero lamentar que dos
de los que han intervenido, los Catedráticos José Luis García Garrido
y Ramón Pérez-Juste, hayan sido excluidos del máximo órgano con-
sultivo en el campo de la educación, el Consejo Escolar del Estado.
Creo que se equivocan, se equivoca de manera particular la Ministra,
y se equivoca sin duda el Presidente del Gobierno –a quien proba-
blemente ha debido consultar–, al excluir a estas personas del Con-
sejo Escolar del Estado que, aunque pueden aportar posiciones
discrepantes, sin duda lo estarían basadas en el conocimiento y en
la experiencia. Desde la mía personal sé que muchas veces aporta
más el disenso fundamentado en el conocimiento y la experiencia,
que el aplauso enfervorizado de los afines.
La educación es para el Gobierno Regional, en primer lugar, una
apuesta decidida y firme por una educación de calidad para todos
que garantice la igualdad de oportunidades, y apoyada fundamen-
talmente en la exigencia y el fomento del esfuerzo. Es evidente que
la falta de exigencia de hoy en el estudio será para los jóvenes falta
de oportunidades el día de mañana; lo que no aprendan los jóvenes
durante esta etapa, lo que no se les exija, donde no se fomente el
esfuerzo será una fuente de problemas en el futuro a la hora de com-
petir con otros que han tenido más oportunidades y más apoyo
económico.
La sociedad de hoy se encuentra sometida a un cambio per-
manente. Las decisiones individuales que, en uso de su libertad, toman
a diario centenares de miles, millones de personas, generan un
orden espontáneo en la sociedad que ha de estar por encima de las
regulaciones que hacemos los gobiernos, las asambleas y los parla-
mentos.
En conjunto los padres buscan lo mejor para sus hijos. En la Comu-
nidad de Madrid se observa cómo en los distintos niveles educativos
la opinión mayoritaria de los padres se dirige, de una forma implacable,
hacia aquellas opciones que ellos consideran mejores. No se trata
de valorar en este caso un componente ideológico, sino de una
mera cuestión de calidad que se refleja especialmente en la red
pública de Escuelas Infantiles donde el coste de cada plaza asciende
a casi un millón de pesetas por año. En nuestra intención está el
fomentar que otras Escuelas Infantiles tengan una calidad equivalente
a la de la red pública.
Pero también es verdad que cuando llega el segundo nivel de Edu-
cación Infantil, la Enseñanza Primaria o Secundaria, los padres se
están dirigiendo, en primer lugar, hacia los centros concertados. Este
hecho constituye un dato, no una opinión ideológica. En Madrid capital,
el 67% de los padres a la hora de solicitar un centro para sus hijos de
3 años han elegido en primer lugar un colegio concertado. También
es cierto que ahora que hemos adjudicado las “Becas de Excelencia”
a aquellas personas que se incorporan a la universidad con un extraor-
dinario expediente académico, el 90% de las mismas han pedido cursar
estudios universitarios en una universidad pública. Al final, las personas
hoy día saben perfectamente lo que les interesa.
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Como ha señalado también en este curso mi colega y amigo
Esteban González Pons, Consejero de Educación y Cultura de
Valencia, no podemos concebir la sociedad civil como enfrentada
al Estado, sino entendiéndola como el modo en que los ciudadanos
canalizan su participación en los asuntos que les afectan o que les inte-
resan. Y por eso no podemos admitir el criterio, que algunos todavía
sostienen, que “donde no hay un funcionario posiblemente exista
un chiringuito”.
Es curioso que algunos quieran relegar a la iniciativa social y a
la iniciativa empresarial, elogiadas hoy día no sólo por los miembros
del Partido Socialista sino también por los sindicatos en múltiples
ámbitos de la vida social y económica por su capacidad dinamizadora
y de creación de empleo, a un papel vergonzante y subsidiario en el
campo de la educación. La sociedad civil es esencial para el fun-
cionamiento de la vida democrática, pero que no se le ocurra entrar
en el coto de la Educación, reservado –como dijo Pilar del Castillo–
a la izquierda pedagógica.
Una vez conseguida la plena escolarización, incluso en el tramo
de edad de 3 a 6 años, nuestra política en la Comunidad de Madrid
es lograr que todo el conjunto de la población adquiera los conoci-
mientos y los valores que le permitan estar en condiciones de com-
petir con éxito en cualquier parte del mundo. Porque, nos guste o
no, vivimos en un mundo global, caracterizado por la movilidad y
por la libertad de desplazamientos por motivos laborales, educati-
vos y de ocio.
Estamos firmemente convencidos de que la educación es el
mejor instrumento de vertebración y cohesión social; que la libertad
y la igualdad de oportunidades en la educación son la mejor garantía
para nuestros alumnos. Por este motivo vamos a continuar dedicando
cada vez más recursos, aunque también hay que tener muy claro que
un mayor presupuesto no implica necesariamente mayor calidad edu-
cativa. 
En un viaje reciente a Francia organizado por la Embajada Fran-
cesa tuve ocasión de apreciar el modelo educativo francés. Tuve la opor-
tunidad de contrastar datos de la OCDE, según los cuales España está
mejor que prácticamente todos los países de Europa con respecto
al número de alumnos por profesor. Este dato se cumple en la Ense-
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ñanza Primaria, Secundaria y en la Enseñanza Superior, donde
tenemos menos alumnos por profesor que Francia, Alemania, el
Reino Unido, Holanda, los Estados Unidos o Canadá. Creo, sin
embargo, que el problema de la educación no se resuelve simple-
mente acumulando más profesores, sino dando pasos cada vez
más exigentes: hacia la calidad, para atender a la diversidad, a las
necesidades de los centros y a la igualdad de oportunidades, y con
medidas especiales de financiación.
Desde el año 2001, en el que todas la Comunidades Autónomas
de España recibieron las transferencias educativas, la Comunidad Autó-
noma que más ha incrementado su presupuesto en educación ha sido
la Comunidad de Madrid, con un 29%; Cataluña, que era una Comu-
nidad bastante similar a la nuestra en muchos aspectos, incrementó
en esos años su presupuesto en algo más de un 16%.
La libertad de enseñanza ha sido uno de los objetos de este curso
y el que ha motivado más debates. Nuestra obligación como res-
ponsables de las políticas educativas es promover las condiciones
para que se dé la libertad de enseñanza en toda la Comunidad de
Madrid. Esteban González Pons recordó en su intervención que si
no hubiese centros concertados, la libertad de educación sólo exis-
tiría para quienes pueden pagar un colegio privado y añadió que con-
certar o no los centros no es una opción política sino una medida
que se desprende del Art. 27. de la Constitución. En este sentido, pro-
moveremos en la Comunidad la convocatoria de concursos para
construir centros concertados sobre suelo público, con unos deter-
minados requisitos, entre los que figurará el que el 15% de las plazas
estén reservadas a alumnos con necesidades educativas especiales o
familias en desventaja social.
Recordó también aquí Paloma Martínez, representante y portavoz
de Educación Privada en UGT, que la financiación de los centros
concertados es insuficiente en todos los módulos. La Comunidad de
Madrid, en función de las disponibilidades presupuestarias, estudiará
el modo de aumentar la financiación a los centros concertados. 
Otro tema que me interesa mencionar es el de la escolarización
y el baremo. Hemos pedido la colaboración de todos los represen-
tantes de la comunidad educativa para estudiar aquellos aspectos del
baremo que hoy no responden adecuadamente a las necesidades de
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las familias y que habrá que revisar para su correcta aplicación. Con-
fío en recibir cuantas aportaciones y sugerencias sean de utilidad para
analizar las mejores soluciones con vistas a facilitar la igualdad de
oportunidades y la atención adecuada a los alumnos, por parte de
todos los centros de la Comunidad de Madrid. 
Uno de los retos a los que también se enfrenta nuestra Comunidad
es la inmigración: desde la Consejería de Educación apoyaremos y fomen-
taremos el acceso de los inmigrantes a los centros concertados. A este
respecto debo decir que el porcentaje de inmigrantes que se escolarizan
en los centros concertados es superior cada año. En estos momentos
los centros concertados escolarizan aproximadamente el 32% de los
alumnos de nuestra Comunidad. Además están escolarizando al 26%
de los alumnos inmigrantes. Es decir, en grandes números las diferencias
no son muy grandes, aunque no se puede olvidar que, en determinados
casos, hay centros concertados que no escolarizan la misma propor-
ción de alumnos inmigrantes que centros públicos próximos. Este
hecho puede deberse a diversas razones, y una de ellas que desde
luego no cabe descartar, es que hay padres de alumnos de religión islá-
mica que no quieren llevar a sus hijos a un colegio católico y prefieren
llevarlos a los centros públicos.
Pero en todo caso, si tuviéramos que fijar la ratio entre porcentaje
de alumnos inmigrantes escolarizados en centros concertados y el
porcentaje de alumnos de colegios concertados sobre el total, en la
Comunidad de Madrid esta ratio estaría en el 0,83%. Por ello, nadie
puede afirmar que los colegios concertados no estén cumpliendo su
obligación a la hora de atender a los alumnos inmigrantes. No ocurre
lo mismo en toda España, por ejemplo, en el País Vasco y Cataluña
donde la cifra está próxima al 0,5%. En cualquier caso, seguiremos
apoyando y fomentando que los centros concertados sigan aumen-
tando su porcentaje de inmigrantes, y vamos a apoyar todo lo que
redunde en la igualdad y diversidad.
Por último y para cerrar mi intervención me gustaría hacer refe-
rencia a los tres retos fundamentales que hoy abordamos en el
campo de la educación. 
El primero, indudablemente, la escolarización de los inmigrantes,
al que acabo de referirme. En este sentido la Comunidad de Madrid ha
estado a la cabeza de lo que podríamos llamar con carácter general
CLAUSURA DEL CURSO 309
atención a la diversidad y, muy especialmente con iniciativas nove-
dosas como han sido las aulas de enlace que han permitido que más
de dos mil hijos de inmigrantes aprendan rápidamente nuestro
idioma y los conocimientos necesarios para poder incorporarse con
éxito al sistema educativo. Y digo con éxito, porque quiero poner
de manifiesto que tengo una visión absolutamente positiva del fenó-
meno inmigratorio en y para nuestro país. Creo que estas personas
están haciendo ya una aportación enormemente enriquecedora a
nuestra sociedad y a nuestra economía, y que posiblemente cualquier
restricción a su acceso ordenado crearía graves problemas en nues-
tro sistema económico y en nuestro sistema social. Y creo, también,
que dentro de muy pocos años los alumnos inmigrantes estarán
entre los mejores alumnos del sistema educativo. Muchos de ellos
provienen de familias que han tenido que pasar por muchas pena-
lidades, incluso arriesgando su vida, para llegar a nuestro país; fa-
milias donde se valora especialmente el esfuerzo y la exigencia,
familias que saben muy bien que una buena educación es el mejor
camino para la plena integración económica y social en la sociedad
europea. Si bien es cierto que la experiencia de otros países no nos
ayuda a determinar con precisión cuál es la mejor solución al pro-
blema de la escolarización de los inmigrantes, también lo es que el
trabajo conjunto y el intercambio de buenas prácticas constituirán
medidas muy eficaces para afrontar esta realidad. En este sentido,
el Congreso sobre Inmigración y Educación que va a tener lugar en
la Comunidad Valenciana el próximo otoño será una buena ocasión
para todos de aprender y compartir experiencias.
El segundo gran reto lo constituyen los nuevos desarrollos
urbanísticos: por cada nueva vivienda que se construye, es preciso
invertir en la edificación de centros educativos entre ochocientas y
novecientas mil de las antiguas pesetas. Esto supone evidentemente
unos rendimientos presupuestarios que no pueden atenderse con los
sistemas tradicionales, ni reservando en exclusiva al sector público la
obligación de atender las necesidades de escolarización. Necesitamos
nuevas formas de financiación de los centros públicos y la partici-
pación de la iniciativa social. Los nuevos barrios, los nuevos PAU,
los nuevos consorcios urbanísticos están siendo poblados por per-
sonas que viven en otros municipios o en otras partes del municipio.
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Son los mismos contribuyentes que financiaban los centros antiguos
los que van a financiar los nuevos centros.
El tercer gran reto es la calidad de la educación: la formación
de la persona, la promoción de la exigencia reforzando los criterios
de evaluación, la formación del profesorado, combatir el fracaso
escolar son, entre otros, los ejes fundamentales de nuestra concep-
ción de la calidad. Necesitamos un sistema de evaluación, tal y
como ha señalado la Presidenta de la Comunidad de Madrid, que per-
mita a los padres conocer el nivel de conocimientos de sus hijos, con
respecto a la media nacional; y también la Administración debe
saber qué centros requieren un apoyo especial para mejorar la calidad
de su enseñanza. Este planteamiento, contrastado en otros países,
figura en la LOCE, en los artículos 95 y siguientes, y también expre-
samente en el Art. 101, que permite que las Comunidades Autónomas
introduzcan sus propios sistemas de evaluación; además, en el punto
tercero del Art.101, se obliga de alguna forma a las Comunidades Autó-
nomas a utilizar los resultados de esa evaluación para mejorar la cali-
dad en aquellos centros que requieren un apoyo especial por parte
de la Administración. Entre nuestros objetivos también figura el
apoyo a aquellos colegios que ahora están afrontando más dificul-
tades de atención a la diversidad, de menor demanda por parte de
los padres y mayor rechazo por parte del profesorado y con mayores
dificultades para cubrir los puestos de director. 
¿Cómo alcanzar estos objetivos? Siguiendo el camino por el
que las sociedades modernas en este siglo XXI afrontan los retos: el
diálogo, la colaboración y el patriotismo, palabra importante y que
a más de uno le causa un cierto resquemor. Cuando nos hayamos
marchado todos los que ahora tenemos competencias en educación,
se podrán valorar los efectos de las decisiones que hoy hayamos
tomado para los jóvenes de nuestro país, procurando que carezcan
de excesivos dogmatismos y tintes ideológicos. 
Recogiendo las palabras de Paloma Martínez, Secretaria de Edu-
cación Privada de FETE-UGT, ha llegado el momento de que entre todos
se llegue a un gran pacto por la educación. El futuro de nuestra socie-
dad, dinámica, plural, solidaria y respetuosa de las libertades
depende de ello. 
Muchas gracias a todos por su atención.
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CURSO ORGANIZADO POR LA 
FUNDACIÓN EUROPEA SOCIEDAD Y EDUCACIÓN
La Fundación Europea Sociedad y Educación a
través de su Instituto de Estudios Educativos y
Sociales, organizó en julio de 2004 un curso de verano
de la Universidad Complutense de Madrid en El
Escorial, con el patrocinio de la Consejería de
Educación de la Comunidad de Madrid. 
Bajo el título Educación y democracia se reúnen
las conferencias que allí se pronunciaron, de la mano
de prestigiosos profesores y expertos en las distintas
materias. Desde una perspectiva interdisciplinar y plu-
ral, como consecuencia del estilo de trabajo que orien-
ta la actividad investigadora de la Fundación y de su
Instituto, una idea central preside estas páginas: edu-
cación y democracia podrían constituir las dos caras
de una misma moneda. En ella se inscribirían los desa-
fíos que afectan a ambas: el marco jurídico y constitu-
cional, la adaptación a las necesidades de la ciudada-
nía europea, las exigencias de inversión y de partici-
pación del espacio público y del privado, y el sello
europeo que debe caracterizarlas.
La experiencia del trabajo realizado por Sociedad
y Educación, en aras a lograr el reconocimiento del
papel de la educación en la conquista de más y mejo-
res libertades como garantía de una efectiva igualdad
de oportunidades, supone, en la práctica, salud para
las democracias, dinamismo para las instituciones,
impulso de la participación ciudadana y refuerzo de la
cooperación para la conquista del bien común.
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